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glo á  los  principios  que  prevalecieron  en  otro  tiempo  y  de  loe  que- 
aun  quedan  reminiacencias. 
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•mejor  y  lo  más  sabroso,  y  los  viejos  sólo  comen  y  beben  lo  que 
Bobra  á  los  primeros.  No  hay  entre  ellos  nobles,  no  se  honra  sino 
á  los  que  son  más  fuertes  y  más  valerosos  que  los  demás,  siendo 
despreciados  los  viejos  y  los  débiles»  (1). 

Eos  pueblos  nómadas  se  dedicaron  principalmente  á  empresas 
belicosas,  á  la  guerra  ó  á  la  caza.  Salían  de  sus  estepas  ó  descen- 
dían de  sus  montañas  con  la  rapidez  y  la  violencia  de  un  torrente, 
y  sin  hallar  límite  alguno  á  su  sed  de  conquistas,  invadieron  mu- 
chas veces  el  Asia,  y  parecía  que  querían  conquistar  el  universo. 

El  ejercicio  del  derecho  de  la  guerra  se  manifestó  entre  los  nó- 
madas en  toda  su  barbarie.  Estos  eran  violento.^  y  terribles  en  la 
lucha,  crueles  é  inhumanos  después  de  la  victoria.  Los  hábitos  fe- 
roces que  contraían  en  sus  cacerías  peligrosas  y  sanguinarias, 
pueden  explicar  su  ferocidad  salvaje.  Montesquieu  hallaba  la  ra- 
zón de  ésta  en  la  prontitud  y  el  ímpetu  de  sus  invasiones,  y  en  la 
dificultad  de  la  conquista.  «Las  ciudades,  dice,  eran  un  obstáculo 
á  sus  correrías,  y  como  desconocían  el  arte  del  sitio,  y  se  expo- 
nían impetuosamente  á  la  matanza,  vengaban  luego  con  la  sangre 
de  los  vencidos  la  que  ellos  habían  derramado  para  conquistar- 
las» (2). 

El  hecho  es  que  los  nómadas  fueron  terribles  con  los  vencidos, 
hasta  el  punto  de  considerarse  muy  afortunados  los  que  hallaban 
la  muerte  en  el  campo  de  batalla.  Tenían  costumbre  de  cortar  la 
cabeza  ó  las  manos  á  los  supervivientes  para  hacer  de  ellas  un  tro- 
feo; y  algunas  veces,  para  satisfacer  sus  instintos  feroces,  asistían 
á  los  prolongados  y  crueles  tormentos  de  los  prisioneros,  los  des* 
cuartizaban  vivos,  les  sacaban  los  ojos  ó  los  empalaban,  asistien- 
do el  rey  con  feroz  complacencia  al  espectáculo  desgarrador  de  su 
lenta  muerte  (3).  Parecen  increíbles  las  crueldades  de  Cambises, 
y  espanta  la  pintura  que  de  ellas  hace  Herodoto  (4). 

El  carácter  de  la  guerra  entre  los  pueblos  asiáticos  fué  la  vio- 
lencia, la  destrucción,  el  saqueo,  la  matanza  sin  límites;  parece 
que  aquellos  pueblos  consideraban  como  condición  de  su  existen- 
cia el  destruirse  ó  el  asistir  á  terribles  escenas  de  devastación  y 
de  sangre.  Así  nacieron,  florecieron  y  murieron  los  imperios  Asi- 
rlo, Caldeo,  Persa,  Medo,  Árabe,  Tártaro  y  Mongol. 

(1)  Matoulik,  en  Remusat,  Becherchea  sur  lea  Tartárea^  pág.  5.  Confrón- 
tese Lavrent,  Etudea  aur  V  hiatoire  de  V  'humanité^  1. 1^  pág.  435  á  437  (de 
la  edic.  francesa). 

(2)  Montesquieu,  Eap,  dea  Loia^  lib.  V,  14;  Laurent,  ob.  cit.,  1. 1^  part.  2.a 

(3)  Véase  Éev,  dea  deux  mondea,  1846,  t.  II,  pág.  778. 

(4)  Herodoto,  m,  16;  Estbabok,  XVU,  pág.  654. 


En  la  guerra  sostenida  por  el  rey  Saúl  contra  loe  Amalecitas, 
fué  destruido  todo  el  pueblo  pasándole  á  cuchillo,  eiendo  cogido 
vivo  únicamente  bu  rey  Agag  (3),  y  por  haberle  perdonado  la  vida 
fué  Saúl  amenazado  con  la  cólera  de  Jehová  por  el  gran  sacerdote 
Samuel,  que  Be  hizo  conducir  á  la  presencia  de  Agag  y  mandó  des- 
cuartizarle inmediatamente  (4). 

l.aja.  Loe  ArioB  de  la  India  constituyen  una  verdadera  ex- 
cepción entre  los  puebloB  orientales  de  la  antigüedad.  En  efecto, 

(1)  HcBODoTO,  IX,  y  MoNTEBQUiir,  ob.  cit.,  libro  V. 

(3)  Conl.;  MosTcsíjoiBr,  ob.  cit.,  XVIU,  y  Ladbbht,  ob.  cit. 
(8)  SiMOEL,  I,  cap.  XV,  V.  8  y  8. 

(4)  ídem,  Ibid.,  82  y  38. 
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griegos,  á  quienes  su  carácter,  su  ñlosoíía  y  basta  su  política,  les 
obligaban  á  ser  dulces  y  humanos  con  los  demás  pueblos;  y  á  pe- 
sar de  que  no  carecieron  de  espíritu  belicoso  ni  de  valor,  su  ideal 
no  era  la  dominación  y  conquista  (1),  sino  la  conservación  de  la 
patria  común,  hasta  que  las  guerras  que  entre  sí  sostuvieron,  fue- 
ron inspiradas  por  la  rivalidad  y  el  deseo  de  las  diversas  ciudades 
de  imponer  su  hegemonía  sobre  toda  la  Grecia  (2). 

Habiendo  presentido  sus  filósofos  el  ideal  de  la  unidad  del  gé- 
nero humano  y  de  la  igualdad,  era  natural  que  influyese  su  doc- 
trina para  desarrollar  lo3  sentimientos  humanitarios  y  para  tem- 
plar los  rigores  de  la  guerra.  Además,  impulsábales  su  genio  á  ser 
generosos  con  los  vencidos,  á  sentir  la  compasión,  á  obrar  con  hu- 
manidad (3). 

Debemos  notar,  sin  embargo,  que  los  mismos  griegos  conside- 
raban la  templanza  en  la  guerra  como  una  generosidad  de  que  po- 
día gloriarse  el  vencedor,  pero  no  como  una  obligación  jurídica. 
En  efecto,  consideraron  siempre  lícita  la  piratería,  y,  cuando  fal- 
taba dinero  en  Atenas,  disponían  una  expedición  marítima  para 
robar  á  amigos  y  enemigos.  Hasta  el  mismo  Solón  autorizaba  en 
sus  leyes  la  piratería  (4).  El  juramento  militar  contenía  la  pro- 
mesa de  hacer  al  enemigo  todo  el  daño  posible,  considerándose 
esto  siempre  como  un  deber  patriótico  (5). 

El  mismo  Alejandro  Magno,  que  mostró  en  todas  sus  guerras 
una  magnanimidad  verdaderamente  rara  para  su  época,  cometió 
en  la  guerra  contra  la  India  actos  de  barbarie  y  de  ferocidad  ex- 


(1)  Laurbnt,  ob.  cit.  Grecia;  Pastorbt,  Hist  de  la  legislation,  V. 

(2)  Solamente  bajo  Alejandro  pareció  que  la  Grecia  tendía  á  la  con- 
quista del  Asia;  pero  esta  fué  más  bien  ambición  de  un  solo  hombre  qne 
de  la  nación. 

Gonf.  Brouwer,  Hist»  de  la  civ.  moróle  des  greca,;  Skobmav,  AntiquitcttUt 
juriapuhlici  graecoíHim. 

(3)  Hallamos,  en  efecto,  que  entre  los  griegos  fué  abolido  el  bárbaro 
uso  de  los  sacrificios  humanos  para  aplacar  la  cólera  de  los  dioses.  Sólo  en 
los  tiempos  primitivos  encontramos  algún  ejemplo,  y  la  leyenda  de  Ifige* 
nía  atestigua  la  existencia  de  este  rito  cruel  en  la  mencionada  época,  pero 
después  desapareció  en  toda  Grecia  esta  inhumana  costumbre.  Al  esti- 
pular un  príncipe  de  Siracusa  la  paz  con  los  cartagineses,  impuso  como 
condición  la  de  que  no  hubieran  sacrificado  á  sus  dioses  los  prisioneros. 
Plutarco,  Oeloriyl. 

(4)  Conf.  Laüremt,  ob.  cit.  Agesilao  consideraba  bueno  y  justo  todo  lo 
que  era  ventajoso  á  Lacedemonia,  incluso  la  piratería  en  plena  paz^  ó  la 
más  infame  perfidia.  Fldt.,  Agesilao^  cap.  XXIII  y  XXIV. 

(6)  Blüntschli,  Costumbres  de  la  guerra  entre  los  griegos^  Mev.  de  DroU 
tnt,  1877,  pág.  616. 
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LS^IG.  Los  romanos  siguieron  las  huellas  de  los  griegos  en 
lo  que  se  refiere  á  las  costumbre^  de  la  guerra  y  á  las  ideas  acerca 
del  derecho  del  vencedor;  pero  superaron  hiego  á  sus  mismos 
maestros  en  su  espíritu  eminentemente  juridico,  que  les  impulsa- 
ba á  dar  á  toda  empresa  una  forma  jurídica  neta  y  precisa,  y  por 
su  vasto  y  práctico  sentido  político. 

Animados  por  la  inmoderada  ambición  de  dominar  y  por  el 
desenfrenado  deseo  de  gloria,  perdonaron  á  los  vencidos,  no  tanto 
por  humanidad,  cuanto  porque  dicho  proceder  favorecía  sus  ambi- 
ciosas miras.  El  Senado  romano  no  creía  conveniente  dominar  un 
mundo  poblado  de  esclavos,  y  prefirió  reinar  sobre  los  vencidos, 
sujetándolos  y  agregándolos  al  Imperio;  siendo,  por  consiguiente, 
templadas  por  el  interés  político,  la  ferocidad  y  la  crueldad  que 
caracterizaron  las  guerras  en  los  tiempos  antiguos. 

Para  quien  estudia  con  cuidado  la  conducta  del  pueblo  roma- 
no en  sus  relaciones  con  los  demás  pueblos,  aparece  claro  que  el 
cálculo  fué  el  carácter  distintivo  de  la  política  romana.  Las  cir- 
cunstancias de  lugar  y  tiempo  y  los  intereses  de  Roma,  aconseja» 
ron  y  ocasionaron  muchas  guerras,  regulando  á  la  vez  los  sucesos, 
siendo  por  esto  por  lo  que  en  la  dilección  política  se  ha] la  en  par- 
te el  principio  unificador  en  el  hecho  de  asegurar  la  supremacía 
del  Imperio,  pero  siendo  diversos  los  medios  empleados  para  con- 
seguirla. Los  romanos  fueron  más  órnenos  generosos  con  los  ven- 
cidos, según  las  circunstancias;  y  cuando  el  cálculo  aconsejaba  ce- 
rrar el  pecho  á  todo  sentimiento  humano  y  generoso,  fueron  in- 
exorables y  crueles,  como  lo  prueban  la  destrucción  de  Alba  y  de 
Cartago,  y  la  suerte  menos  excusable  de  Corinto  y  de  Numan- 
cia  (1).  El  miemo  César,  cuyo  ánimo  noble  y  generoso  tanto  ensal- 
zaban los  antiguos,'  mandó  vender  toda  la  población  de  Venecia, 
y  condenó  al  último  suplicio  á  los  senadores  de  aquella  ciudad  (2). 

Es  verdad  que  aquel  rigor  fué  motivado  por  haber  atentado  los 
venecianos  contra  la  persona  de  los  enviados  de  Roma,  y  deseo» 
nocido  de  esta  manera  la  inviolabilidad  de  los  embajadores.  De 
cualquier  modo,  no  es  posible  desconocer  que  el  derecho  riguroso 
que  el  vencedor  se  atribuía  sobre  el  vencido,  no  desapareció  entre 

(1)  TiT.  LiT.,  XXVI,  49;  Maquutblo,  Dücur,  sobre  Tit,  Liv.^  II,  4, 

(2)  De  bello  gallico,  UI,  16. 

Los  romanos  no  respetaban,  como  los  griegos,  los  lagares  sagrados 
durante  la  guerra,  pues  ésta  hacía  que  las  cosas  sagradas  perdiesen  su  ca- 
rácter de  inviolabilidad.  Por  esto  consideraban  cosa  licita  trasladar  á  Roma 
las  imágenes  de  los  dioses  que  encontraban  en  los  templos  del  enemigo, 
PoMPONio,  1.  86,  De  religionis,  etc.,  Paulo,  1.  84,  De  Sep,  viol. 


nenies,  y  la  laita  ae  un  gran  aesairoiio  iDwieciuai  y  ei  preaomi- 
nio  ñe  tas  coBtumbres  belicoeas,  fueron  la  causa  de  que  las  leyes 
de  la  cÍTÍlÍKación  y  de  la  humanidad  fuesen  casi  deBConocidas. 

Loa  vándalos  y  los  alemanes  se  mostraron  íalvajes  y  crueles 
quemando  lae  ciudades  y  talando  los  campos. 

1.349.  En  la  segunda  mitad  de  la  Edad  Media,  esto  ee,  en 
el  periodo  que  corre  del  siglo  x  al  xvii,  fué  la  guerra  menos  cruel, 
tanto  por  la  manera  de  hacerla  cuanto  por  laa  consecuencias  que 
producía.  Las  grandes  guerras  sostenidas  por  los  Germanos,  que 
revistieron  el  carácter  de  guerras  nacionales,  iban  siendo  cada  vez 
más  raras,  y  el  espíritu  caballeresco  que  prevaleció  entre  los  que 
se  consagraron  á  la  profesión   délas  armas,  deuterró  ciertas  cos- 


(1)    Viu.iHuM,  Tratado  de  la  elocuencia  crúliana,  pág.  371. 


pesar  de  que  lo  prohibían  las  leyes  civiles  ;  canónicati. 

Codbí aerándose  In  guerra  como  un  medio  violento  de  proceder 
para  resolver  uoa  cuestión  de  derecho,  ee  llegaba  á  esta  conclu- 
fión;  que  era  Ucito  causar  al  adversario  todo  el  mal  pOBible,  para 
obligarle  cuanto  antee  á  la  reparación  debida  y  á  reconocer  el 
derecho  controvertido. 

1.8(ftO.  En  los  anales  de  la  guerra  no  hallaraoB  luchas  más 
salvajcB  que  la  llamada  de  loe  Treinta  años.  Aquella  desenírena- 
da  soldadesca  que  todo  lo  llevaba  á  sangre  y  fuego,  que  saqueaba, 
arruinaba  y  devastaba,  presenta  el  espectáculo  man  deplorable. 
Parecía  qne  la  civilización  había  desaparecido  y  se  habla  vuelto 
de  UD  salto  á  la  antigua  barbarie  (1).  Habíanse  visto  ya  tristes 
ejemplos  de  actos  salvajes  en  lae  guerras  sostenidas  entre  cristia- 
nos y  mahometanos,  tanto  en  el  período  de  las  Cruzadas  como  en 
la  lucha  llamada  de  la  Reconquista  española;  pero  no  puede  ex- 
plicarse de  un  modo  satisfactorio  cómo  en  las  guerras  de  los  cris- 
tÍHDOs  entre  b1,  se  desmintieran  tan  rotundamente  los  preceptos 
de  Cristo,  y  se  llegase  á  exterminar  ¿  los  herejes,  asesinándolos 
cuando  se  hallaban  inermes  é  indefensos. 

1  Jl&l.  En  loB  tiempos  modernos  se  ha  determinado  mejor 
el  derecho  de  guerra,  y  si  bien  en  la  práctica  no  se  ejercita  siem- 

(1)  Lae  craeldsdes  cometidos  por  Iob  ooldadoadeU  casa  de  Austria 
en  Bohemia  son  panto  menoa  que  increíbles.  Los  hiingaros  que  serrian  á 
Isa  órdenes  de  Dampierre  qoemaron  niete  aldeas,  mataron  haata  las  maje- 
res  en  cinta,  cortaron  las  manos  á  ínQiiidad  deniSos  y  las  llevaran  como 
trofeo  de  la  victoria. 

Derecho  int.  jiiitiiw.— Tono  TV.  2 
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pre  en  plena  conformidad  con  las  reglas  establecidas  por  los  pu- 
blicistas, no  puede  desconocerse  que  hay  una  tendencia  general  á 
precisar  mejor  los  actos  que  pueden  ser  lícitos  á  los  beligerantes 
durante  la  lucha,  y  á  determinar  los  deberes  y  derechos  de  loa 
Estados  neutrales,  procurando  además  hallar  el  modo  de  que  se 
pueda  llegar  más  fácilmente  á  concluir  la  paz. 

Lo  que  se  puede  considerar  como  una  verdadera  conquista  del 
derecho  moderno  es  el  haber  puesto  de  manifiesto  el  elemento 
jurídico  de  la  guerra,  el  haber  humanizado  el  uso  de  la  fuerza  y 
disminuido  los  horrores  de  las  batallas  con  el  desenvolvimiento 
de  los  principios  del  derecho  internacional  que  deben  regir  las  re- 
laciones de  los  Estados  beligerantes. 

El  pretendido  derecho  de  poder  emplear  cualquier  medio  para 
hacer  daño  ai  enemigo,  está' hoy  desprestigiado  y  condenado  por 
la  conciencia  pública,  como  lo  están  igualmente  ciertos  actos  de 
violencia  y  ciertos  usos  inhumanos  aun  durante  el  furor  de  la  pe- 
lea, estando  además  protegida  la  seguridad  personal,  la  dignidad, 
el  honor  y  la  libertad  de  los  combatientes.  La  condición  de  los 
prisioneros  ha  mejorado  notablemente  y  se  ha  provisto  á  la  cura- 
ción  de  los  heridos  y  de  los  enfermos  como  la  humanidad  y  la  ci- 
vilización aconsejan.  La  inviolabilidad  de  los  derechos  correspon- 
dientes á  los  ciudadanos  que  no  toman  parte  en  la  guerra  y  que 
mientras  dura  observan  una  actitud  pacífica,  es  más  generalmen- 
te reconocida,  y  se  tiende  más  á  proteger  el  respeto  á  las  perso- 
nas y  á  la  propiedad  particular  durante  la  guerra  lo  mismo  que 
durante  la  paz. 

1«3&!9*  El  suceso  más  digno  de  llamar  la  atención  en  nuestro 
tiempo  es  sin  duda  la  tentativa  de  codificar  las  leyes  de  la  guerra 
con  intención  de  establecer,  por  medio  de  una  convención  entre 
todos  los  Estados  civilizados,  las  leyes  y  los  usos  de  la  guerra.  Es- 
ta tentativa  se  debió  á  la  iniciativa  del  Emperador  de  Rusia  en 
1874.  En  el  mes  de  Abril  comunicó  el  Gabinete  ruso  á  los  demás 
Gobiernos  su  intención  de  revisar  las  leyes  y  los  usos  generales  déla 
guerra  para  definirlos  con  más  precisión,  y  les  notificó  que  estaba 
elaborando  un  proyecto  que  comprendía  el  conjunto  de  los  hechos 
inherentes  al  estado  de  guerra  y  destinado  á  fijar  reglas  que,  adop- 
tadas de  común  acuerdo  por  todos  los  Estados  civilizados,  debería 
servir  para  disminuir,  en  cuanto  fuese  posible,  las  calamidades 
de  los  conflictos  internacionales,  precisando  los  derechos  y  los  de- 
beres de  los  Gobiernos  y  de  los  ejércitos  eu  tiempo  de  guerra,  in- 
vitándoles á  reunirse  en  Conferencia  para  examinarlo  y  discutirlo. 


El  Gobierno  italiano, 
acordadas  eo  Biuselae  et 
tratado  ínterDacional  para 
procurado  baoer  obligatorii 
loA  ejércitos  italianoíi  en  ci 
la  guerra,  publicado  y  eanc 
bre  de  1SS2,  contiene  las  It 
liano  mantiene  como  obligí 
Ilaii  en  aruionia  con  las  r 
Bruselas.  Reproduciremos  ] 
y  nos  complace  hacer  coni 
lo  que  hagan  los  demás,  pe 
gislación  los  principioB  del 
á  las  máximas  liberales  pr< 
clona  en  sus  leyes,  porque 
plemento  necetario  de  la  I 


venujao  reales  y  poeiiivaa;  cuanuo  ae  coosiaeran  ios  exeesivoa  fraaioa  que 
lignena  ha  ocasionado,  los  impuestos  con  que  se  ba  agobiailo  al  pueblo, 
y,  sobre  todo,  ijue  sólo  á  costa  de  la  aangre  de  tantos  millaresde  hombres 
K  han  obtenido  estas  conquÍBlas,  no  habrá  qníeu  no  se  conmueva  i  la 
viita  de  tantos  desgraciados,  víctimas  de  estas  funestas  querellas.  Esta  es 
li  mejor  lección  de  moderación  qne  puede  darse*. 

(3)  CoMiderations  íur  la  Frunce,  cap.  III;  Yeladat  de  San  PeterAttr- 
P,  7. 

(3)  ViüNEVÁBODís,  entre  otros,  escribió  la  apología  de  la  guerra.  Véaae 
Boíaoít,  Fglílica  deducida  de  la  Éserihtrn,  lib.  IX,  art.  4.°,  y  Settnín  en  la 
dmmeisión   del  Señor,  lomo  V,  píg.  2E8,  y  tomi.  VI,  pig,  832, 


8fl  mida  la  duración  de  loe  imperíOB  y  la  prosperidad  de  las  oacio- 
neei  (2). 


(1)  CoüBíN,  Curto  de  Hiítoría  de  la  Filosofía,  lee.  IX. 

(2)  Portjii.ib,  Ree.  de  la»  sesionei  de  la  Academia  de  Ctenciat  moralei, 
tomo  XXXVni,  pág.  4  ;  5. 


humano  procedimiento.  No  existiendo  entre  los  Estados  ningún 
superior  legitimo  con  autoridad  y  poder  paia  defender  y  obligar  á 
reconocer  los  derechos  á  que  se  haya  atentado,  cuando  el  Estado 
que  sufre  la  ofensa  haya  agolado  todos  los  medios  para  resolver  la 
cuestiÓQ  paclñcamente,  y  cuando  el  ofensor  se  obstina  por  su  par- 
te en  conculcar  por  medio  de  la  fuerza  y  de  la  violencia  el  dere' 
cbo,  en  eete  caso,  repetimos,  nace  el  derecho  de  rechazar  la  fuer 
za  con  la  fuerza,  y  se  legitima  el  empleo  de  las  armas,  por  Is  miS' 
ma  ley  natural,  por  el  principio  de  legitima  defenea  y  por  el  de- 


(1)  Conf.  Calto,  Derecha  internacional,  t.  IH,  que  refiere  las  opiníonea 
•te  los  diversos  escritores,  §  1.692  y  sig. 

(2)  S-ilation  de  la  question  europienne,  pág.  11. 

(3)  MotJTtiQKii,  I^ayog,  lib.  I,  cap.  XII;  lib.  H,  cap,  XH. 
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f.3Sl«  Lo  que  nos  parece  fuera  de  toda  duda  es  que  ann 
cuando  el  Estado  tenga  en  ciertos  casos  el  derecho  de  apelar  á  la 
fuerza  armada,  no  puede  hacer  uso  de  ella  sino  con  sujeción  á  cier- 
tas reglas  de  derecho,  pues  los  Estados  beligerantes  no  pueden  ser 
considerados  como  fuera  de  las  leyes  de  la  humanidad  y  autoriza- 
dos á  emplear  como  legitimo  cualquier  medio  que  pueda  serles 
útil  para  abatir  al  adversario  y  conseguir  la  victoria.  No:  la  guerra 
no  es  un  estado  de  violencia  fuera  de  todo  derecho,  sino  que  tiene 
también  sus  leyes  como  la  paz,  y  por  ella  debe  la  ciencia  estudiar- 
las y  formularlas,  é  incumbe  á  los  Gobiernos  que  no  quieran  colo- 
carse fuera  de  las  leyes  de  la  humanidad  y  de  la  civilización  im- 
poner á  sus  propios  ejércitos  que  durante  la  guerra  observen  los 
usos  y  leyes  que  se  ajusten  al  orden  jurídico. 

No  opinamos  como  aquellos  que  entienden  que  un  procedi- 
miento que  consiste  en  emplear  la  fuerza  debe  considerarse  por  si 
mismo  como  no  susceptible  de  codificación,  debiendo  siempre  el 
beligerante  reputar  lícito  todo  aquello  que  las  circunstancias  le 
aconsejen  para  conseguir  un  buen  éxito.  Seguimos,  por  el  contra- 
rio, las  huellas  de  los  que  entienden  que  la  guerra  puede  regla- 
mentarse, civilizarse  y  disciplinarse,  pues  no  concebimos  que  el 
derecho  de  emplear  las  armas  pueda  ser  un  derecho  sin  límite  y 
sin  obligaciones  recíprocas.  Nullumjus  sine  ofjicio,  nullum  ojfidum 
siiiejure  (1). 

1.3BIS.  Estas  máximas  se  hallan  en  oposición  con  el  pensa- 
miento explícito  de  Lawrence  en  una  carta  publicada  en  9  de  Ene- 
ro de  1875  en  el  Alvany  joumal,  en  la  que  afirma  que  es  imposible 


las  sentimentales  aspiraciones  de  los  Congresos  de  la  paz,  faé  también  el 
pensamiento  de  Polibio,  aquel  gran  filósofo  que  buscó  la  verdad  por  medio 
de  la  Historia.  «Confieso  — dice — que  considero  la  guerra  como  una  cosa 
reprobada;  pero  no  hasta  el  punto  de  acceder  á  todo  para  evitarla.  ¿Por 
qué  habían  de  sonar  tanto  las  palabras  igualdad^  libertad  é  independencia, 
ñi  ninguna  ha  de  colocarse  por  encima  de  la  paz?  No  puedo  aplaudir  la 
conducta  de  los  Tebanos  en  presencia  de  los  Persas  cuando  por  un  vil 
temor  abandonaron  la  causa  de  los  Griegos  y  abrazaron  la  de  sus  enemi- 
gos, ni  á  Píndaro  por  haber  infundido  y  alentado  en  ellos  ese  amor  á  la 
paz  con  aquellos  versos  en  que  decía  que  el  ciudadano  que  quisiera  pro- 
porcionar tranquilidad  y  prosperidad  á  la  República  buscase  la  luz  bri- 
llante del  reposo.  En  aquel  momento  parecía  que  Píndaro  había  expuesto 
una  máxima  útil;  pero  muy  pronto  fué  necesario  reconocer  que  era  tan 
fatal  como  vergonzosa.  Ctuindo  la  paz  Be  concilia  con  la  justicia  y  el  honor, 
es  el  más  hermoso  de  todos  los  tesoros;  pero  cuando  se  compra  con  una 
vergonzosa  servidumbre  ó  con  una  vileza,  es  de  lo  más  infame  y  funesto. > 
PoLiBio,  Historia  general,  libro  IV,  §  81. 

(1)    Esta  era  la  divisa  de  Libbbr,  que  él  mismo  traducía  al  francés  con 
estas  enérgicas  palabras:  Droit  ohlige» 


tener  un  derecho,  Bino  dentro  de  loa  limites  lijados  por  la  razón  y 
por  la  justicia,  y  según  las  reglas  reconocidas  por  la  conciencia 
jurídica  de  loe  pueblos  civilizados; 

b)  Es  sumamente  conveniente  que  se  codifiquen  las  leyea  y 
UBoe  de  la  guerra,  y  se  declaren  obligatorioB  mediante  conTenios, 
declaraciones  y  acuerdos  entre  los  diferentes  Estados  civilizadoe; 

c)  El  determinar  el  derecho  internacional  de  la  guerra  ñjando 
las  normas  aprobadas  por  la  concieucia  jurídica  de  tos  pueblos  ci- 
vilizados, y  proclamándolas  leyes  obligatorias  para  los  beligeran- 
tes, servirá  para  atenuar  los  males  y  daños  de  la  guerra  misma,  y 
colocará  á  los  Estados  débiles  bajo  la  protección  del  derecho  po- 
sitivo; 

á)  Incumbe  á  cada  Estado  poner  de  acuerdo  su  Código  militar 
con  las  reglas  pioclamadae,  y  contribuir  por  la  vía  legislativa,  en 
cuanto  le  concierna,  á  realizar  la  observancia  de  las  leyes  de  la 
guerra  y  á  reprimir  las  infracciones  de  las  mismas; 

e)  Hasta  que  los  Estados  se  hayan  puesto  de  acuerdo  acerca  de 
las  leyea  y  usos  de  la  guerra,  deben  loa  Gobiernos  civilizados  de- 
clarar obligatorias,  cada  cual  para  sus  propios  ejércitos,  durante  la 
guerra,  las  reglas  más  conformes  con  los  principios  originales  del 
derecho  internacional  y  las  exigencias  de  la  civilización. 
Mas,  ¿cuáles  deben  ser  estas  leyes? 

Este  es  precisamente  el  objeto  de  nuestras  investigaciones  y 
el  fín  que  nos  proponemos  en  este  estudio. 


sustituir  la  guerra  con  el  arbitraje,  no  es  euficiente  para  evitar 
por  completo  la  guerra  en  el  actual  estado  de  coaaa.  En  efecto, 
dependiendo  del  libre  albedrio  de  cada  Eetado  el  decidir  si  te- 
niendo en  cuenta  la  materia  objeto  de  la  cuestión,  Be  está  ó  no  en 
el  caso  deeometerEe  á  un  arbitraje,  cuando  no  se  baja  establecido 
anteriormente  por  la  cláusula  de  algún  tratado,  eerla  necesario 
suponer  siempre  la  buena  disposición  de  los  contendientes  para 
someterse  de  buen  grado  á  reconocer  la  autoridad  del  Tribunal  ar- 
bitral. Aun  supuesta  dicha  buena  disposición,  debemos  preguntar  - 
■X  los  mantenedores  de  este  procedimiento,  cuál  podría  emplearse 
contra  un  Estado  que  arbitrariamente  se  negase  á  ejecutar  la  aen- 
toncia  del  Tribunal  mencionado. 

No  sería  legal  ni  conecto  el  procedimiento  de  un  Estado  que 
obrase  de  este  modo;  pero  en  el  supuesto  de  que  cada  cual  tuTÍeae 
derecho  á  obrar  con  la  más  completa  independencia,  y  que  no 
debieran  adoptarse  medios  coercitivos  para  obligarlos  á  observar 
reglas  juridicae,  habría  que  respetar  la  conducta  arbitraria  del 
que  quisiese  proceder  &  su  manera,  llegando  de  este  modo  á  ad- 
mitir que  es  la  mejor  la  arbitrariedad  del  más  fuerte. 

1.3AV>  Una  de  las  condiciones  indiepeneables  para  que  todo 
derecho  humano  sea  efectivo  y  práctica,  es  la  de  adoptar  ua  sis- 
tema de  medios  legales,  adecuados  para  asegurar  la  autoridad  y 
asegurarlo  el  respeto  de  todos.  Esta  uecesidad  de  la  tutela  jurídi- 
ca, existe  tanto  en  lo  relativo  al  derecho  privado  y  al  derecho  pú- 
blico interior,  cuanto  en  lo  que  al  Derecho  internacional  se  refiere. 
La  sanción  de  los  derechos  correspondientes  á  los  Estados,  debo 
con  razón  reputarse  condición  indispensable  para  que  aquellos  sean 
efectivos.  La  autoridad  misma  del  Derecho  internacional,  serla 
vana  é  ilusoria,  si  no  hubiese  un  sistema  de  procedimientos  lega- 
les para  obligar  á  todos  á  su  observancia  y  para  imponer  el  res- 
peto á  su  imperio,  en  el  caso  de  una  violación  arbitraria.  Parece, 
j)ueB,  evidente,  que  cuando  el  uso  de  los  medios  coercitivos  licitoa 
durante  la  paz  no  sea  eficaz  para  restablecer  la  autoridad  del  l)e- 


(2)    En  la  tíev.  de  Droil  itU.,  1S77,  páginas  295  y  aígaientea. 

(S)  Tal  es  Is  historia  antigua  y  le  moderna.  En  el  Congreso  de  AqatB- 
tcran,  en  16  de  Noviembre  de  1S18,  proclamaron  las  grandes  potencias  tan 
invariable  resoliiríán  de  no  separarse  jamás  entre  sí,  ni  en  sus  relaciones 
ron  los  demás  Estados,  de  la  más  estricta  observancia  de  los  principios 
del  dereclio  de  gentes,  principios  que  pueden  garantir  la  independencia  de 
rada  Gobierno  en  estado  de  paz  durable  y  la  estabilidad  de  la  sociedad 
humana.!  Y  en  efecto,  cada  Estado  délos  que  suscribieron  aquella  so- 
lemne declaración,  hallaron  siempre  buenas  razones  ó  sútismas  para  con- 
clnir,  que  las  guerras  aostenidas  después  han  sido  motivadas  por  la  nece- 
gidad  de  asegurar  la  estricta  observancia  del  derecho  iuteruaeioaal . 

(4)  Véase  mi  libro  Derecho  internacional  codificado,  apéndice  sobre  la 
Historia  de  los  tratados. 

Derecho  mi.  públier.—Touo  IV.  S 
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pueden  continuarse  los  preparativos  de  guerra  ni  decirse  jamás 
que  se  está  suficientemente  armado  y  al  abrigo  de  todo  ataque, 
y  por  otra,  que  no  puede  esperarse  que  el  desarme  simultáneo  de 
todos  los  Estados  de  Europa,  si  no  se  ilega  ames  á  escogitar  uaa 
forma  de  garantía  real  de  los  detechos  internacionales  que  no  sea 
la  de  apoyarlos  en  la  fuerza  armada. 

Nos  hallamos  entre  los  más  convencidos,  porque,  por  una  parte, 
entendemos  que  el  desorden  económico  de  cada  Estado  es  la  con- 
secuencia inevitable  del  desorden  internacional,  y  sostenemos  ñr- 
memente  que  este  desorden  económico  irá  siempre  en  aumento 
mientras  dure  el  actual  estodo  de  co^as,  porque  los  Gobiernos  no 
podrán  detenerse  jamás  en  la  fatal  y  progresiva  pendiente  por  don- 
de caminan,  y  por  otra  parte  comprendemos  que  todo  esfuerzo  ha- 
mano  tiene  un  limite  extremo,  que  es  el  de  la  potencia  y  el  de  la 
fuerza  misma  por  la  que  aquel  puede  sostenerse,  y  esto  debe  suce- 
der con  el  esfuerzo  que  con  admirable  resignación  hacen  los  pue- 
blos que  sacrifican  bu  bienestar  presente  á  la  necesidad  de  aumen- 
tar las  fuerzas  militares  y  de  perfeccionar  el  ei^teuia  de  defensa; 
que  el  traspasar  el  limite  máximo  para  sostener  la  política  de  los 
Gobiernos  y  los  conciertos  de  la  diplomacia,  no  eerá  posible,  por  no 
serlo  tampoiK»  el  sostener  por  más  tiempo  el  nacrificto,  y  entonces 
la  reacción  será  una  consecuencia  inevitable.  Todo  esto  parece  evi- 
dente. Acerca  de  lo  que  no  nos  atrevemos  á  emitir  un  juicio  segu- 
ro, es  sobre  si  el  cambio  de  la  base  en  que  en  la  actualidad  se  fun- 
da el  organismo  internacional,  será  la  consecuencia  de  la  iniciati- 
va de  Gobiernos  más  liberales,  ó  ai  se  impondrá  á  éstos  á  conse- 
cuencia de  la  revolución  social,  que  será  el  resultado  inevitable  de 
la  política  de  los  mismos.  Si  éstos  quieren  prevenir  los  desastrosos 
efectos,  deberán  tomar  la  iniciativa  con  intención  de  establecer  por 
acuerdo  unánime  un  derecho  común,  organizando  una  alianza  ge- 
neral, fundada,  no  j'a  en  la  comunidad  de  intereses  políticos,  sino 
en  la  de  las  convicciones  jurídicas.  Establecerán  además  un  piste- 
raa  para  resolver  toJa«  las  cuestiones  que  puedan  surgir  entre  ellos 
al  aplicar  las  reglas  establecidas;  y  cuando  después  llegue  el  caso 
de  reprimir  una  violación  arbitraria  por  parteada  cualquiera  de  ÍOk 
aliados,  habrá  ante  todo  un  modo  de  decidir  de  parte  de  quién  está 
la  razón  ó  la  arbitrariedad  y  la  violencia,  y  si  no  ee  le  puede  obli- 
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En  el  BupueBto  de  que,  cuando  llegase  el  caso  de  hacer  la  ^e- 
rra,  deberla  considerarse  ésta  como  caaus  foederis  respecto  de  los 
Estados  de  la  Unión,  y  de  que  cada  uno  de  éstos  debería  prestar  e) 
contingente  de  fuerza  militar  para  hacer  la  guerra  decretada  por 
el  Congreso,  se  comprende  que  ninguno  podría  jubtifícar  la  pre- 
tendida necesidad  de  aumentar  las  propias  fuerzas  militares  para 
atender  á  su  defensa. 

l.asi«  Bien  comprendemos  que  para  llevar  á  la  práctica  las 
ideas  expuestas,  deberla  transformarse  por  completo  la  base  del 
orden  jurídico  de  la  sociedad  de  los  Estados,  y  que  para  dar  á  la 
guerra  la  verdadera  base  jurídica,  tal  como  nosotros  la  entende- 
mos, sería  necesario  que  los  Gobiernos  se  pusiesen  de  acuerdo,  cosa 
que  en  la  actualidad  no  es  muy  fácil,  ni  aun  factible.  Hasta  tanta 
que  pueda  efectuarse  dicho  acuerdo,  convendrá  considerar  el  de  la 
guerra  como  el  expediente  extremo,  al  cual  no  debe  ser  lícito  re- 
currir sin  haber  agotado  antes  todos  los  medios  pacíficos  admiti- 
dos por  el  derecho  vigente  para  resolver  las  cuestiones  interna- 
cionales. 

'l.asi^*  Respecto  de  la  justicia  ó  injusticia  de  la  guerra  por 
parte  del  Estado  que  la  emprenda,  no  habiendo  en  la  actualidad 
instituciones  jurídicas  competentes  para  establecer  con  seguridad 
cuándo  aquélla  debe  reputarse  justa,  no  podemos  admitir  otro  cri- 
terio que  el  juicio  imparcial  de  la  opinión  pública,  y  á  fin  de  ilus- 
trar á  ésta  convenientemente,  proponemos  que  el  Estado  que  pre- 
tenda declarar  la  guerra,  entendiendo  que  tiene  derecho  á  ello» 
deba  hacer  públicos  los  motivos  de  la  cuestión,  las  razones  que 
justifican  su  resolución  y  los  documentos  que  demuestren  haber 
apelado  á  todos  los  medios  pacíficos  para  resolver  la  contienda,  y 
los  resultados  obtenidos.  Esto  daría  naturalmente  á  la  parte  con- 
traria ocasión  de  hacer  también  pública  la  causa  de  su  resistencia» 
especificando  los  motivos  que  para  ello  tenga,  debiendo  estar  obli- 
gada á  hacerlo  para  justificar  su  proceder.  Entendemos,  pues,  que 
en  la  actualidad  es  la  notificación  pública  de  la  contienda  un  acto 
indispensable  por  parte  del  Estado  que  pretenda  sostener  la  justi- 
cia de  la  guerra,  y  el  juicio  de  la  opinión  pública,  en  lo  que  á  ésto 
se  refiere,  debe  ser  decisivo. 

En  el  interior  dé  cada  Estado  puede  falsearse  la  opinión  pú- 
blica, corrompiéndola  con  malas  artes  los  partidarios  de  la  guerra; 
pero  la  opinión  general  del  mundo  civilizado  será  siempre  impar- 
cial, porque  es  impersonal  y  desinteresada,  sin  que  pueda  enga- 
ñarse, porque,  aun  cuando  las  reglas  del  Derecho  internacional 
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beres  morales,  y  los  de  humanidad  y  civilización,  sino  dentro  de 
loa  limites  fijados  por  la  necesidad  misma  del  ataque  ó  de  la  de 
fensa,  por  lo  que  deberá  considerarse  como  regla  que  ningún  Go* 
bierno  pueda  eximir  á  sus  soldados  de  observar  aquellas  reglas  j 
usos  que  deben  reputarse  imperativos  en  la  guerra  entre  los  Esta* 
dos  civilizados. 

También,  respecto  de  este  punto,  seria  oportuno  que  loe  Go- 
biernos se  pusiesen  de  acuerdo  para  fijar  las  leyes  y  usos  de  la  gue- 
rra, estipulando  una  convención,  como  se  propuso  en  la  oonferen* 
ola  de  Bruselas.  Pero,  ya  se  haga  ó  no  esto,  será  siempre  una  ver- 
dad innegable  que  ningún  pueblo  podrá  fundarse  en  la  faltada  le- 
yes, declaradas  reciprocamente  obligatorias  para  arrogarse  una  li- 
bertad ilimitada  respecto  de  los  medios  para  causar  daño  al  eq^mi- 
go,  sino  que  deberá  considerarse  obligado  á  imponer  á  sus  solda- 
dos la  observancia,  en  tiempo  de  guerra,  de  aquellas  reglas  que 
deben  reputarse  siempre  obligatorias,  según  el  derecho  moderno  y 
las  convicciones  jurídicas,  que  son  el  resultado  de  la  civilización, 
y  que  han  sido  formuladas  por  la  acorde  opinión  de  la  mayoría  de 
los  publicistas  (1). 

l.aS4«  Debemos  repetir  que,  para  evitar  toda  duda,  conven- 
dría estipular  un  tratado  internacional,  para  determinar  cuálesaon 
los  actos  y  las  operaciones  de  guerra  que  deben  reputarse  permiti- 
dos entre  los  pueblos  civilizados,  sin  que  deba  aceptarse  la  opinión 
de  aquéllos  que  niegan  la  utilidad  práctica  de  la  codificación  de 
las  leyes  de  la  guerra,  porque  la  dificultad  que  la  motiva  queda 
eliminada,  puesto  que  se  trata  de  proveer  á  la  sanción  de  las  mis- 
mas.  Este  fué  el  argumento  aducido  por  Lewés  para  impugnar  la 
proposición  presentada  por  Horsfalli  al  Parlamento  inglés  en  Mar- 
zo de  1862,  al  tratarse  de  estipular  un  convenio  para  declarar  in- 
violable la  propiedad  privada  en  tiempo  de  guerra.  Podemos,  decía 


(1)  cLa  máxima  del  derecho  antiguo,  escribía  Galliaki,  que  todo  estaba 
permitido  al  beligerante  contra  el  enemigo  que  hubiese  dado  motivo  para 
la  guerra,  y  que  traería,  como  consecuencia,  el  ser  licito  en  estricto  derecho 
hacer  al  enemigo  todo  el  mal  posible,  no  está  de  acuerdo  con  los  princi- 
pios modernos.  ¿Cómo  comprender  que,  después  de  los  progresos  realísa- 
dos  en  nuestras  costumbres,  pueda  enseñarse  en  nuestras  escuelas  ana 
máxima  del  paganismo?  Si  la  esclavitud  se  ha  abolido  en  la  Europa  civili- 
zada, ¿cómo  puede  sostenerse  que  es  lícito  á  los  beligerantes  ejercer  sobre 
la  especie  bnniana  los  mismos  derechos  que  ejercerían  sobre  un  rebafio? 
Aunque  la  justicia  de  nuestra  causa  fuese  evidente,  no  todo  está  permiti- 
do en  la  guerra,  habiendo  ciertos  rigores  prohibidos  por  la  ley  natural,  y 
otros  que  lo  están  por  la  ley  evangélica  y  por  la  caridad  cristiana. v  (De  lo» 
debet^es  de  los  pueblos  neutrales^  pág.  262.) 


los  prisioneros,  y  declaró  que  por  todo  e 
dos  muerto  con  riolaciÓD  de  las  leyes  d 
do  un  soldado  de  los  rebeldes,  y  por  c 
esclavitad,  serla  condenado  á  trabajos 
parte  enemiga,  basta  que  se  le  diese  lit 
como  prisionero  de  guerra  (1). 

Cl  mismo  principio  hallamos  consi^ 
de  Lieber  (2)  y  en  el  proyecto  del  Gobi 

Si  se  admitiese  como  regla  que  laa 
oídas  de  común  acuerdo  entre  los  Estai 
para  cualquiera  de  ellos,  sino  subordti 
reciprocidad,  resultarla  que  cada  Estad 
te,  solo  las  observarla  cuando  su  propi 
Seria  en  efecto  muy  fácil  evitar  el  com; 
bia  sido  la  parte  contraria  la  primera  « 
ria  difícil  comprobar  la  verdad  y  estab 
do  antes,  y  si  el  becho  de  la  violación 
el  carácter  de  infracción  individual  in 
otra  parte,  las  leyes  de  la  guerra  son  el 
beres  de  bumanidad  y  el  cumplimienb 
para  con  los  particulares,  y  el  derecho 

'l>SSV>  Debiendo  nosotros  expon 
como  en  la  actualidad  se  entiende,  no 
de  la  guerra  regular  y  legítima,  esto  e( 
ceptos  expuestos,  tiene  una  base  jurid 
sobre  aquélla,  debemos  considerarla  ts 
cho  y  por  tanto  diremos  en  el  capitulo 
y  qué  concepto  han  formado  de  ella  loi 


(1)  Inefruccione*  gentrales  del  departan 
Ünidoi,  t.  U,  núin.  352. 

(2)  Jiutrucctúiies  ameñtMtia»,  g  28. 


ejercicio  del  Derecho  ioterne 
raleza  de  las  coEas  y  la  falta 
ven  obligados  á  recurrir  Ioe 
derechos >  (1). 

Dice  Heffter:  «La  guerra 
estado  de  hostilidad  entre  do 
creen  autorizadas  para  eiupLí 
Tal  es  la  deSnición  material 

Según  Bluntschli,  la  guei 
los  cuales  un  Estado  ó  un  p' 
chande  con  lan  armas  contra 

Mr.  Field,  en  su  Proyecte 
hostil  y  armado  entre  dos  ó 
disputan  derechos  aoberauoc 
observando,  que  la  noción  ju 
todo  conflicto  que  da  origen 
de  los  neutrales  y  de  los  beli 
sean  naciones  independient 
existir  la  guerra,  que  ambos 
la  guerra  puede  existir  aun  < 
pretenda  reiTÍodicar  contra 

Segün  Calvo,  la  guerra  « 
que  sustituye  las  relaciones  i 
ó  entre  conciudadanos  pertei 
tes  y  que  tiene  por  objeto  < 
lo  que  no  han  podido  obtt 
s.,.  (5). 

Sandoná  da  la  siguiente  i 
terminar  por  las  armas  una  < 
no  tienen  un  superior  comí! 
emita  su  autorizado  juicio  at 

En  el  proyecto  de  codifii 
puesto  por  Rusia,  hallamos 
clonal  es  un  estado  de  luchi 


(1)  Derecho  Ínter*.,  tomo  III 

(2)  Der.int.,%U3. 

(3)  Der.int.  coa.,  §510. 

(4)  DoDLíT-FiíLD,  Draft  ouíi 
I-i)  Ver.  int.,  tomo  III,  §  1.6 
t«)  Tratado  de  Der.  int.,  Parí 
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tienda  á  constituirse  como  tal,  y  que  esté  en  posesión  del  poder 
público  y  del  ejercicio  de  los  derechos  soberanos,  de  modo  que  pue- 
da ser  considerado  como  beligerante.  Por  consiguiente^  debiendo 
ser  considerada  la  guerra  como  una  relación  de  derecho  público, 
hace  que  sean  aplicables  las  leyes  á  ella  concernientes  á  los  que 
ejercen  el  poder  público. 

I.a94l.  Según  el  antiguo  derecho,  la  declaración  de  guerra 
convertía  en  enemigos  á  todos  los  ciudadanos  de  las  naciones  be- 
ligerantes, y  convertía  en  lícitos  los  actos  de  violencia  cometidos 
con  los  particulares,  respecto  de  los  cuales  se  hallaba  también  en 
suspenso  la  aplicación  del  derecho  común  vigente  durante  la  paz. 
En  la  actualidad,  prevalece,  por  el  contrario,  la  justa  idea  de  qae 
la  guerra  es  una  relación  entre  Estado  y  Estado,  y  no  entre  los  par- 
ticulares; pues  esta  sólo  se  hace,  por  regla  general,  entre  los  Esta* 
dos  para  resolver  una  cuestión  de  derecho  público;  y  así  como  ana 
de  las  partes  beligerantes  debe  tender  á  obligar  á  la  otra  á  recono- 
cer el  derecho  controvertido  ó  á  reparar  la  ofensa  inferida,  y  con 
fal  intención  debe  emplear  la  fuerza,  no  puede  realizar  los  actos 
coercitivos  y  de  violencia  sino  en  cuanto  tales  actos  perjudiquen 
al  Estado  con  el  cual  se  halle  en  lucha. 

Verdad  es  que  el  Estado  resulta  del  conjunto  de  los  individuos, 
y  que  la  suprema  autoridad  que  ejerce  el  poder  social  que  lo  re- 
presenta, tiene  su  fundamento  en  la  libre  voluntad  del  pueblo  que 
instituyó  aquel  supremo  poder;  pero  no  lo  es  menos  que,  en  cuan- 
to aquél  está  constituido  como  institución  política,  adquiere  una 
personalidad  propia  y  distinta  de  la  de  los  individuos  que  la  for- 
man. A  este  corresponde  defender  el  derecho  de  cada  cual  me- 
diante el  sistema  de  garantías  establecido  por  la  ley  constitucio- 
nal; proveer  al  perfeccionamiento  de  los  individuos  que  se  han 
asociado,  dándoles  las  condiciones  necesarias  para  el  ordenado  des- 
arrollo de  todas  Sus  facultades  y  actividades;  mantener  inviolable 
su  autonomía  y  su  independencia  en  las  relaciones  con  los  demás 
Estados,  y  proveer  á  la  seguridad  y  defensa  propia  (1). 

(l)  En  todos  los  Estados  bien  organizados  corresponde  al  jefe  sapremo 
el  derecho  de  declarar  la  gaerra  y  concluir  la  paz. 

Este  es  en  efecto  el  derecho  más  importante  de  la  soberanía,  y  si  no  se 
ejerce  con  prudencia,  podrá  comprometer  hasta  la  existencia  política  de  la 
nación  y  la  integridad  de  sus  posesiones  territoriales.  Solo  el  jefe  del  Es- 
tado puede  juzgar  si  es  llegado  ó  no  el  caso  de  tomar  las  armas.  La  ley 
constitucional  de  Italia  reserva  este  derecho  al  rey,  y  el  art.  174  del  Código 
penal  castiga  severamente  á  los  que  por  medio  de  actos  hostiles,  no  apro- 
bados por  el  Gobierno,  exponen  al  Estado  á  una  declaración  de  gaerra  ó 
haya  expuesto  á  los  regnícolas  á  sufrir  represalias. 
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una  declaración,  pero  se  puede  también  dar  principio  á  ella  por 
medio  de  reciprocas  violencias»  (1). 

Pinheiro  Ferreira,  refutando  á  Vattel,  que  opina  que  es  siem- 
pre necesaria  la  declaración  de  guerra,  dice  que  seria  extralimitar 
la  benevolencia  el  pretender  que  se  advierta  al  enemigo  y  se  le  dé 
tiempo  para  que  se  prepare  mejor  á  sostener  la  injusticia,  cuando 
ésta  nos  obliga  á  pedir  una  satisfacción  por  medio  de  las  armas. 
Más  bien  que  un  deber,  la  declaración  de  guerra  seria  una  impru- 
dencia por  nuestra  parte. 

En  efecto,  suponiendo,  como  supone  Vattel,  que  antes  de  recu- 
rrir á  las  armas  se  han  agotado  todos  los  recursos  para  una  nego- 
ciación amistosa,  y  si  la  parte  contraria  se  ha  negado  á  ello,  ¿cómo 
suponer  que  tenga  derecho  á  que  se  le  comunique  la  declaración 
de  guerra  ó  á  acusar  de  deslealtad  al  enemigo  que  no  la  hiciese?  (2). 

También  Klüber  sostiene  que  la  declaración  de  guerra  sólo  por 
excepción  puede  exigirse  cuando  se  ha  estipulado  en  un  tratado  ó 
cuando  haya  alguna  esperanza  de  arreglo  (3). 

'l.aO'f  •  De  más  peso  seguramente  es  la  autoridad' de  los  es- 
critores que  consideran  necesaria  la  declaración  de  guerra  para  le- 
galizar los  actos  que  hace  lícitos  este  excepcional  estado. 

Discurriendo  Grocio  acerca  de  los  requisitos  de  la  guerra  justa, 
según  el  derecho  de  gentes,  dice:  non  sufficit  inier  sumimos  utrimqtie 
potestatis  geri,  sed  oporteí^  ut  eipuhlice  decretum  sit^  et  quidem  tía  de- 
cretum^  ut  ejus  rei  significatio  ah  altera  partium  altera  facta  sil  (4). 

Puede  sostenerse  que  esta  es  hoy  la  opinión  de  la  mayoría  de 
los  publicistas,  casi  todos  los  cuales  están  acordes  en  reconocer 
que  antes  de  comenzar  las  hostilidades  es  necesario  anunciar  de 
una  manera  solemne  la  intención  de  hacer  la  guerra.  Asi  piensan 
Heffter,  Blun&tchli,  Field,  Calvo,  Phillimore  y  otros  muchos  (5), 
los  cuales  admiten,  sin  embargo,  que  no  es  necesaria  la  declara- 


(1)  (¿uaest  jur.  púbLy  libro  I,  cap.  II:  wt  beüum  8it  legitimum,  indictio- 
nem  belli  non  videtur  necesariam, 

(2)  Nota  á  Vattbl»  §  62. 
(8)    Derecho  de  gentes,  §  238. 

(4)  De  bello  justo  sive  solemnijure  gentium  ubi  de  indictione^  lib.  III,  ca- 
pítulo ni. 

(6)  Véanse  los  autores  antes  citados  y  Hkfftbr,  §  120.  Wheaton  con- 
sidera necesaria  la  publicación  de  un  manifiesto,  §  8.  RxYVKrjLh  insiste 
en  la  necesidad  de  la  declaración,  pero  considera  indiferente  la  forma.  c£n 
cuanto  á  la  forma  de  las  declaraciones  de  guerra,  dice,  es  muy  varia;  lo 
esencial  es  que  sea  conocida  ó  que  pueda  considerarse  tal  para  el  enemi- 
go antes  que  se  rompan  las  hostilidades».  Instit  del  Der,  natural  y  de 
geríteSy  tomo  IT,  lib.  III,  cap.  II,  §  II. 
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ciendo  el  comercio  mientras  durasen  lae  negociaciones  diplomáti- 
cas, tienen  derecho  á  conocer  el  momento  en  que  cesan  de  estar 
en  vigor  el  tratado  de  comercio  y  las  convenciones  que  regulan  las 
relaciones  pacíficas  entre  ambos  países  (1). 

Además  de  esto,  sólo  pueden  los  mismos  beligerantes  legitimar 
ciertos  actos  cuando  se  hayan  efectuado  después  de  existir  real- 
mente el  estado  de  guerra.  Tal  sucede  con  el  secuestro  de  la  pro- 
piedad privada  del  enemigo,  que  puede  llevarse  á  cabo  con  arreglo 
al  derecho  hoy  vigente;  pero  que  no  se  hará  válidamente  sino  cuan- 
do se  verifique  después  de  haber  declarado  solemnemente  la  gue- 
rra (2). 

La  opinión  de  Ferreira  seria  sostenible  si  la  proclamación  de 
la  gueiTa  tuviese  por  objeto  único  prevenir  al  Gobierno  enemigo, 
que  por  considerarse  vanas  las  tentativas,  da  principio  á  las  hosti- 
lidades; pero  no  puede  admitirse  que  haya  una  verdadera  obliga- 
ción de  advertir  á  dicho  Gobierno  que  comenzará  el  ataque  en  un 
momento  dado.  No  podrá  aquél  ignorarlo  en  modo  alguno,  ni  po- 
drá quejarse  de  haber  sido  deslealmente  sorprendido,  puesto  que 
las  comunicaciones  entre  los  Gobiernos  están  hoy  tan  bien  orga- 
nizadas, que  no  es  posible  que  uno  pueda  ignorar  las  intenciones 
hostiles  del  otro.  Esto,  además  de  que  las  guerras  no  pueden  em- 
prenderse sin  largos  preparativos,  y  ¡ay  del  Grobierno  que  se  em- 
peñase en  una  grave  cuestión  y  esperase  para  prepararse  la  solem- 
ne declaración  de  que  estaban  rotas  las  hostilidades!  Es,  pues,  evi- 
dente que,  por  lo  que  hace  á  los  Gobiernos ,  debería  considerarse 
como  completamente  inútil  la  declaración  de  guerra. 

Repetimos,  por  tanto,  que  no  es  en  interés  de  los  Gobiernos, 
sino  en  el  de  los  particulares  por  lo  que  es  necesario  establecer  sin 
equívocos  el  rompimiento  de  las  hostilidades;  y,  en  nuestro  sentir, 


(1)  Véase  la  nota  primera  puesta  al  nüm.  1.894. 

(2)  En  la  guerra  entre  Francia  é  Inglaterra,  iniciada  en  1754,  y  que  fué 
después  solemnemente  declarada  ante  el  Parlamento  en  Marzo  del  afio  si- 
guiente, y  comunicada  á  Francia  en  Mayo  de  1756,  á  propósito  de  loa  lí- 
mites de  las  respectivas  posesiones  en  el  Canadá,  cuando  se  negoció  la  paz 
en  1761,  se  pedía  en  el  fuemorandum  presentado  por  el  Gobierno  francés 
la  restitución  de  todas  las  presas  hechas  antes  de  la  declaración  de  guerra, 
ó  la  indemnización  por  las  mismas,  porque  debían  considerarse  hechas 
contra  las  reglas  del  derecho  internacional.  (Ann.  reg.^  1761,  pág.  260,  ci- 
tado por  Phillimorb).  Véase  la  misma  cuestión  planteada  á  consecuencia 
de  la  guerra  de  1778  ent/e  esos  mismos  países,  á  consecuencia  de  la  eman- 
cipación de  las  colonias  angloamericanas  y  el  tratado  de  amistad  y  de  co- 
mercio con  las  colonias  emancipadas. 
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ber  y  eu  persona.  La  apli 
culares  de  la  nación  eiier 
tro  territorio  bajo  la  gan 
perfídia,  una  desleal  Bar¡ 
1.4I04.  La  declara< 
pecto  de  los  aliados  del  I 
mer  lugar,  porque  se  cor 
todas  laB  obligaciones  i 
más  porque  extienden  ti 
claración  de  guerra. 

Bajo  el  primer  aspee 
de  alianza  y  de  U  naturs 
mediante  él  se  han  coi 
expectativa  de  una  próxi 
el  £8tado  se  halla  oblige 
6oa  contraídos,  en  cuanti 

A  juicio  nuestro,  en  I 
gran  liberlad  de  aprecia* 
sus  foederU,  y  eximirse  d 
que  los  motivofl  que  ocaí 
mente  aquellos  que  loí 
No  puede,  en  electo,  ji 
vida  política  de  los  Eei 
ción  y  extrema  prudenc: 
ofensiva,  que  siempre  ce 
pleta  independencia  de 
juicios  que  ventajas;  p 
romper  la  alianza  cuand< 
pretexto  de  que  no  era  a 
tado  que  de  tal  manera  ] 

Sí  en  nuestro  tiempo 
terse  mediante  un  tratad 
como  sucedía  en  otra  ép 
de  apreciación  respecto  ( 
cesa  80  comprometió  la  I 
dio  del  tratado  de  21  de 
las  guerras  en  que  la  Re] 
sus  fuerzas  en  pie  de  guc 
vidad,  en  cuanto  el  Diré 


:ea  declarada  con 
ipalmente  eie  dir 
e  considere  ex  i  si 
e  que  tomen  par 
iares. 

a  consideramos  i 
sión  entre  los  pi 
etidoB  en  un  ira 
acioDee  en  él  coi 
ite,  podrá  preten 
1  que  toma  partí 
lea  armada,  es  u 
i  el  Estado  que  < 
ar  al  otro  auxilii 
ro  beligerante. 
,ÍO«.  La  decl 
m  el  dominio  de 
able  toda  aquel 
to  de  una  guerra 
¿to  mismo  debe 
lioneB  del  Códig( 
08  cometidos  en 
de  de  la  marina 
empo  de  guerra, 
lariaé  instituye: 
liales  durante  ésl 
istae  disposición* 
Iones  internacio 
riaa  para  todos  it 
erritorio,  y  aun  | 


'1  extranjero  que 
uerra  el  pueblo  ( 
mcia  de  las  leyei 
Is  ciudadanos,  p 
icifico  en  íel  pal 
loral  del  Soberai 
u  cualidad  de  ei 
3  de  policía  do  d 
instancia  de  hab 
illa  en  que  se  ha 
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luntariofl,  ea  inadmisible  y  un  recurso  que  c 
porque  aumenta, sin  razón,  los  malee  delag 
petuar  ciertaa  escenas  horroroaas  por  la  grs 
guir  que  una  gran  masa  de  hombres  no  hab 
militar,  puedan  observar  lealmente  las  leye 
loa  UBOB  que  los  principios  de  humanidad  j 
imponen  ea  las  luchas  entre  pueblos  gítíIíz: 
No  pretendemos  con  esto  sostener  que  n 
zar  el  concurso  espontáneo  de  todas  laa  fuei 
repelimos  que  está  en  su  interés  conseguir  e 
cuidado  constante  y  previsor  á  la  orgaoizaci 
rasa  fuerzas,  ampliando  la  base  del  servi 
pueda,  en  un  caso  dado,  llamar  á  todos  aqu 
de  manejar  las  armas  á  tomar  parte  en  la 
Debe,  en  una  palabra,  formar  soldados  dura 
tar  mucho  el  número  de  los  que  estén  en 
modo  permanente;  pero  no  pretender  impr< 
do  llegue  el  momento  de  combatir  al  enemi 
t*A90.  EBlablecemos,  pues,  como  regí 
a)  Por  regla  general,  no  deben  los  Got 
migo  sino  tropas  organizadas  milítarment 
irregular  hecha  por  los  voluntarios,  prove 
bido,  á  la  organización  militar  de  todas  las 
Si  esta  regla  se  aceptase,  simpliñcaría  : 
pero  no  las  evitarla  todas,  no  pudiéndose  lii 
cada  comunidad  corresponde  para  proveer  c 
defensa  de  su  territorio,  agregando  al  ejérci 
liares  reclutadoe  en  sus  dominios  ó  en  el  ( 
la  formación  de  cuerpos  francos  ó  decretanc 
masa  (1). 

IdCl.    En  principio,  uo  puede  negar 
cuitad  de  emplear  en  la  guerra  tropas  de  eui 


(1)  El  peor  recurso  ea  el  del  levantamiento 
eiiitad  de  proveer  con  regalartdad  á  tanta  gente,  c 
de  mantener  la  díaclplina.  lioa  levanta  mi  entoa  ei 
focoB  de  indisciplina,  de  enfermedadea  contngioe 
toda  eipecie,  ein  dar  grandes  resoltados  para  Jae 
no  civilizado  debe  recnrrír  á  eate  expediente  dei 
defensa  y  qoe  agrava  siempre  los  males  de  la  gu 
Mucho  menos  puede  admitirse  qoe  la  necesic 
ca  JDstifique  laa  excitaciones  por  parte  del  Gobi 
mente  la  guerra. 
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cifra  que  habla  de  alcanzar  uaa  partida  de  voluntarios  para  que  Fe 
la  pudiese  considerar  como  fuerza  pública;  pero  en  ciertos  casos 
puede  el  mismo  sentido  común  resolver  la  duda,  puesto  que  si  la 
fuerza  fuese  tan  poco  numerosa  que  su  misma  debilidad  le  impi- 
diese operar  sino  furtivamente,  en  este  caso  podría  presumirse  con 
razón  que  aquel  grupo  se  había  organizado  para  hacer  la  guerra 
deslealmente,  penetrar  furtivamente  en  el  campo  enemigo,  des- 
truyendo y  matando  para  hacer  botín. 

Cuando  el  cuerpo  de  voluntarios  tiene  su  organización  militar 
y  ea  numéricamente  suficiente  para  ser  considerado  como  fuerza 
pública,  no  creemos  que  el  uniforme,  las  insignias  militares  ó  una 
señal  fija  y  recognoscible  á  tiro  de  fusil  deban  considerarse  como 
condiciones  indispensables  para  que  á  aquellas  personas  se  las  pue- 
da calificar  como  beligerantes. 

El  uniforme  y  las  insignias  militares  son,  por  sí  mismos,  efica- 
ces para  dar  á  un  cuerpo  de  voluntarios  el  aspecto  de  soldados, 
pero  no  creemos  que  deban  considerarse  decisivas  y  esenciales 
hasta  el  punto  de  admitir  que  el  beligerante  pueda  negarse  á  tra- 
tar como  soldiidos  á  todos  aquellos  que  no  lleven  dichas  insignias 
ó  un  signo  distintivo  fijo,  recognoscible  á  la  distancia  antes  indi- 
cada. En  efecto,  en  el  caso  de  un  llamamiento  dirigido  á  todos  los 
ciudadanos  para  que  tomen  las  armas  en  defensa  de  la  patria,  po- 
dría faltar  tiempo  y  medios  de  uniformar  á  todos  los  que  acudie- 
sen; y,  en  este  caso,  si  dichos  ciudadanos  observasen  una  conducta 
militar  y  llevasen  las  armas  á  la  vista,  no  podría  aducirse  razón 
alguna  para  suponer  que  aquellos  querían  ocultarse  bajo  un  disfraz 
para  hacer  deslealmente  la  guerra,  sino  que  resultaría  por  el  con- 
trario que  no  podría  negárseles  la  cualidad  de  fuerza  pública  del 
país. 

'l^^LlCft*    Proponemos,  pues,  la  regla  siguiente: 

a)  Serán  considerados  como  formando  parte  de  la  fuerza  mili- 
tar regular  los  cuerpos  de  voluntarios  que  reúnan  las  siguientes 
condiciones: 

1.*  Estar  organizados  militarmente,  y  con  autorización  y  apro- 
bación del  Gobierno,  y  llevar  un  signo  distintivo  exterior  y  recog- 
noscible á  cierta  distancia; 

2.^  Tener  á  su  cabeza  un  jefe  responsable  y  estar  sometidos  á 
la  suprema  autoridad  del  general  en  jefe; 

3.*  Observar  una  conducta  militar  y  las  leyes  y  usos  de  la 
guerra. 

En  el  caso  de  llamamiento  hecho  por  el  Gobierno  á  todos  los 
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De  aqui  que  deba  considerarse  hoy  como  regla  absoluta  del  de« 
recho  internacional  la  abolición  del  corso,  habiendo  sido  yerdade- 
ramente  útil  la  solemne  proclamación  de  este  principio  en  la  de- 
claración suscrita  en  París  en  1856,  tanto  porque  mediante  aque- 
lla declaración  todos  los  Gobiernos  que  la  suscribieron  ó  se  adhirie- 
ron á  ella  contrajeron  la  obligación  de  no  armar  buques  corsarios, 
cuanto  porque  indicaron  á  todos  los  demás  Estados  que  no  quieran 
hallarse  en  oposición  con  las  ideas  que  actualmente  prevalecen  en 
el  mundo  civilizado,  cuál  es  el  camino  que  deben  seguir  si  desean 
respetar  los  principios  de  la  justicia  absoluta. 

Mas,  si  á  pesar  de  esto  autorizase  un  Estado  el  corso,  daría  de- 
recho á  su  enemigo  para  hacer  otro  tanto,  y  no  sería  lícito  á  nin- 
guno de  ellos  calificar  de  piratería  los  actos  cometidos  por  los  oor- 
sarios  autorizados,  debiendo  considerarse  en  este  caso  como  legal 
cualquier  modo  de  proceder  por  parte  de  los  buques  que  hubiesen 
obtenido  una  autorización  regular  para  ejercer  el  corso  (1). 

'■•4i30.  Creemos,  finalmente,  oportuno  observar  que,  acep- 
tando los  principios  antes  expuestos,  no  se  cierra  al  Estado  la  puer- 
ta para  hacer  un  llamamiento  al  armamento  voluntario,  é  invitar 
á  los  armadores  de  buques  mercantes  á  poner  sus  naves  á  disposi- 
ción del  Gobierno  para  que  éste  las  arme  por  su  cuenta  y  las  des- 
tine á  las  operaciones  de  la  guerra. 

Siempre  que  los  buques  vayan  agregados  á  la  marina  militar  y 
mandados  por  oficiales  del  Estado,  deberán  considerarse  como  par- 
te de  la  misma  marina  militar,  y  no  podrán  equipararse  á  los  bu- 
ques corsarios  por  su  carácter  originario.  Ijo  que  distinguirá  siem- 
pre á  unos  barcos  de  otros,  será  que,  reconociendo  los  unos  la  au- 
toridad del  almirantazgo,  estarán  autorizados  para  hacer  la  guerra 
por  su  cuenta  y  riesgo,  mientras  que  los  otros  se  hallarán  bajo  el 
mando  inmediato  del  almirantazgo  y  del  oficial  del  Estado  á  quieo 


(1)  Durante  la  guerra  civil  de  los  Estados  Unidos,  dio  el  Presidenle 
Lincoln  un  decreto  en  19  de  Abril  de  1861,  declarando  que  se  consideraban 
como  piratas  todos  los  corsarios  de  los  Estados  del  Sur,  y  serían  castiga- 
dos como  tales.  En  la  Cámara  inglesa  de  los  Lores  se  levantaron  protestas 
contra  tan  arbitraria  interpretación  de  la  piratería,  y  se  dijo  que  no  se  po- 
día calificar  de  tal  los  actos  que  revistiesen  caracteres  distintos  de  los  re- 
conocidos por  el  derecho  internacional. 

A  nuestro  jtiicio,  debe  admitirse  como  regla  de  derecho  internacional 
que  el  beligerante  no  tiene  facultades  para  declarar  que  aquéllos  que,  se- 
gún los  principios  del  derecho  de  gentes,  reúnan  las  condiciones  para  ser 
tratados  como  elemento  de  la  fuerza  pública,  deben  serlo  como  públicos 
enemigos. 
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!•  Admitida  la  máxima  de  qne  lae  \ej%i  de  la  guerra  no 
partes  beligerantes  un  poder  Ilimitado  respecto  de  la  elec- 
os  medios  de  causar  daño  al  enemigo,  debemos  proceder 
ixaminar  en  particular  los  que  se  hao  adoptado  en  las  gae- 
116  pueden  serlo,  para  determinar  cuáles  de  ellos  deben 
irse  permitidos  y  cuáles  prohibidos  entre  pueblos  cívi- 

lene  sostener  en  principio  que,  según  el  derecho  moderno. 
3n  de  la  guerra  el  exterminio,  la  destrucción,  el  aniquila- 
el  enemigo,  sino  el  de  vencerlo  paia  obligarle  á  ceder.  No 
íes,  reputarse  licito  en  tiempo  de  guerra  acto  alguno  de 
ón  inútil,  que  no  esté  justificado  por  la  necesidad  del  ata- 
la  defensa,  ni  el  uso  de  cualquier  clase  de  armas  ó  de  má- 
3  guerra,  ni  cualquier  acto  hostil  sin  distinción  alguna, 
«mente  aquellos  que  puedan  considerarse  á  propósito  para 
que  se  persigue,  ateniéndose  siempre  á  las  leyes  y  usos 
rra  entre  pueblos  civilizadoe. 

g  I.** — ARMAS  PABA  El.  ATAQUE  T  LA  DEFENSA 

lé  irmti  pueden  emplenne  Uciumeate  en  la  guerra.— 1.4 9Ift.  Prinei- 
iigradoe  en  el  tratado  de  San  Peteraburg;».— 1.A3S.  DsoUnciin  de 
— I.4ST.  Empleo  de  1m  mlDea  j  de  las  máquiuaa  poderoiafr  de  deatroe- 
489.  toa  torpedee. 

I.  Gomo  dice  muy  acertadamente  Calvo,  (la  guerra  leal 
por  objeto  exterminar  á  los  soldados  enemigos,  sino  po- 
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á  quedar  como  un  recuerdo  de  tiempos  que  no  volverán,  y  aunque 
hoy,  el  ingenio  humano,  en  lo  que  se  refiere  á  perfeccionar  Ion 
medios  de  ataque  y  defensa,  adelanta  extraordinariamente  con  la 
invención  de  instrumentos  de  destrucción  cada  vez  más  terribles, 
el  principio  que  predominará  en  esta  materia  será  siempre  el  mis- 
mo, esto  es,  el  de  que  siendo  la  guerra  una  relación  entre  los  Es- 
tados y  no  entre  los  individuos,  no  es  lícito,  según  las  leyes  de 
aquélla  y  las  del  honor  militar,  emplear  otros  medios  de  ataque 
que  aquellos  que  tiendan  directamente  á  debilitar  ó  paralizar  la 
fuerza  armada  del  enemigo;  y  cualquier  medio  que  se  emplease 
con  tendencia  directa  á  causar  ó  agravar  el  mal  de  las  personas  sin 
influir  directamente  para  debilitar  la  fuerza  del  adversario,  debe 
considerarse  contrario  á  las  leyes  de  la  lealtad  y  del  honor  militar, 
y  yer  proscrito  en  las  guerras  entre  pueblos  civilizados. 

Por  fortuna,  en  bien  de  los  principios  humanitarios  y  de  \ss* 
ideas  que  prevalecen  en  este  siglo  acerca  de  las  condiciones  de  la 
guerra,  se  ha  prestado  un  gran  servicio  á  la  humanidad  con  el  con- 
venio firmado  en  San  Petersburgo  el  11  de  Diciembre  de  1868,  re- 
lativo á  la  abolición  de  las  balas  explosivas.  Este  convenio  es  muy 
importante,  no  sólo  por  lo  que  fué  objeto  del  mismo  y  por  ser  ja 
hoy  obligatorio  entre  los  Estados  civilizados,  sino  también,  y  más 
principalmente,  por  los  motivos  formulados  en  los  considerandos 
que  le  preceden,  que  son  los  siguientes: 

c  Considerando  que  los  progresos  de  la  civilización  deben  dar 
por  resultado  atenuar,  en  cuanto  sea  posible,  las  calamidades  de 
la  guerra; 

Que  el  único  fin  legítimo  que  deben  proponerse  los  Estados, 
durante  la  lucha,  es  el  de  debilitar  las  fuerzas  militares  del  ene- 
migo; 

Que  para  este  efecto  hasta  poner  fuera  de  combate  el  mayor 
número  posible  de  hombres; 

Que  se  extralimitaría  de  este  objeto  el  que  adoptase  armas  que 
agraven  inútilmente  los  sufrimientos  de  los  individuos  que  quedan 
fuera  de  combate,  ó  que  hagan  inevitable  la  muerte; 

Que  el  adoptar  semejantes  armas  sería,  por  otra  parte,  contra- 
rio á  las  leyes  de  humanidad,  etc » 

l.^as*  Estos  principios  encuentran  una  nueva  confirmación 
en  las  declaraciones  suscritas  por  los  representantes  de  todos  los 
Estados,  reunidos  en  la  Conferencia  de  Bruselas  para  elaborar  un 
proyecto  de  reglamento  internacional  de  las  leyes  de  la  guerra. 
Dichos  representantes,  fundándose  en  los  considerandos  antes  in- 


teito  pora  prevenir  y  abrevi 
inventar  una  máquina  qui 
cuerpo  de  ejército.  De  esl 
ierra. 

tendemos  que,  una  vez  adi 
^er  directa  contra  la  fuerza 
in  máxima  la  prohibición  i 
á  destruir  de  una  vez  un 
e  tomadoe  éstos  en  masa  i 
1  la  misma  fuerza  pública 
le,  pues  de  otro  modo  debe 
loe  individuos  aislados.  L 
se  empleen  armas  y  medioi 
gravan  sin  razón  los  sufrí 
le  combate.  Del  mismo  mi 
izados  el  ubo  de  las  armas  ] 
ire  el  uso  de  algunas,  y  qu 
ar  á  las  leyes  de  la  civiliza' 
B  medios  de  ataque  y  de  del 
itlderar  la  guerra  como  el  e 
leblo  que  quiere  hacer  res 
admitir  que  la  fuerza  armt 


e  mililar  y  la  mecánica  de  la 
ral  i  zar  oí  ináxiraum  de  la  fu' 

in  eOBteiiido  algunos  que  no  d ^ - 

rail  adoras,  porque  bien  empleada  es  nna  niAqaina  qtie 
)  poco  tiempo  an  cuerpo  de  ejército.  Kn  efecto,  puede  lan 
as  direcciones,  en  forma  de  abanico,  á  razón  de  160  por 
Leye»  de  la  guerra,  tomo  I,  pág.  375).  Esta  máquina  no  ha 
eneralizarse,  porque  ocasionaba  mucho  daBo  á  los  mismo? 
«mplearla;  pero  en  caso  ile<iaese  perfeccionaas,  ¿debería 
Kirque  ea  una  poderosa  máquina  de  destrucción?  Podris 
abreviarla  mucho  la  guerra,  lo  cdbI  es  una  inmensa  ven* 
lo  un  publicista  americano  sobre  las  invencioues  y  descii 
rpresaba  en  estos  términos:  <  Cada  gran  deacubrimieoto 
;uerra  tiene  una  gran   inñuencia  para  preservar  la  vida  y 

Perfeccionando  nosotros  la  ciencia  militar  (lo  cual  parare 
intribulmoB  á  ta  difusión  de  la  paz  y  preparamos  el  adve- 
periodo  en  que  habrán  de  convertirse  las  armas  en  ara- 

en  hocea.y—BvitLm,  Addresa  on  the mililary  prof rmoa 

sta  el  extremo  de  sofíar  en  la  edad  de  oro,  reconocemo» 
iflmiento  de  la  ciencia  militar  hará  más  raras  laa  gnerras. 
ueblo  serio  la  hará  sin  muchas  y  valiosas  razones,  y  será 
ve  piidiendo  decidirse  en  una  batalla  campal  al  éxito  GnaV 


segáis  el  objeto  propueeto,  ó  emplearlos  de  cualquier  modo  que 
pQdiegen  perjudicar  á  loe  extraños  &  la  guerra,  ó  á  ios  que,  aun 
perteneciendo  al  pueblo  enemigo,  no  tomasen  parte  activa  en  la 
■niuna. 

De  coalquier  modo,  si  el  uso  de  estas  máquinas  de  guerra  ó  de 
otras  míe  ruinosas  hubiera  de  prohibirse  en  las  luchas  entre  pue- 


(I)    VloKia,  Las  leyes  déla  gutrra,  tomo  l,pég.ZJ9;  Rolin  Jabqübuths, 
See.  de  der.  vU.,  18Te,pág.37. 


ilizadoH,  no  habría  medio  posible  de 
ino  mediante  uo  acuerdo  ínternacíoni 
>s  Gobiernos  que  firmaron  ó  se  adhir 
enibiirga  la  ampliación  de  aquél,  y  C( 
xamen  de  los  nuevos  procedimientos 
iendo  la  ciencia  para  la  táctica  y  o 
ataque  y  la  defensa,  y  determinar  Ci 
arse  lícitos  y  cuáles  deben  ser  prohib 
la  civilización  y  del  honor  militar. 

§   2." — SITIO   Y  BOMBABDI 

¡El  ailio  j  el  blaquM  aan  mfldiiM  lícito»  de  gae 
raipBcto  da  loa  neutrales. — 1.441.  Lugirea  i 
doa. — LJIV.  Candicifa  de  loi  eludadanoi  pi 
tUde.-l.44a.  Reclámenlo  italiano. -.1.«4'1 
ii  eate  panto. '-■,44a.  Dal  bombardeo;  cuind 
•44C  ObaervacÍDnea  y  DDaBtraopiaiÍD. 

IS.    r.^  guerra  no  se  hace  Bolamente 

itá  conforme  con  sus  leyea  el  hecho  di 
ibre,  ya  esté  armado  ó  desarmado,  pi 
se  más  pronto.  El  beligerante  puedi 
de  mar  y  tierra  i  cercar  militarmentf 
le  pueda  interceptar  ó  vigilar  toda  co 

9  que  se  hallen  en  el  lugar  ó  fortaleza 
uera.  Cuando  las  operaciones  militai 
za  fuerte  con  el  ñn  de  interceptar  to< 
ista  operación  se  llama  sitio  ó  asedio; 
eptar  sus  comunicaciones  por  mar,  se 
Q  &  que  el  beligerante  embista  simalt 
■  y  por  tierra,  en  cuyo  caso  se  dice  qu 

10  que  caracteriza  siempre  dichas  ope 
e  ser  tal,  que  pueda  interceptarse  tod 
impedir  con  los  cañones  entrar  ó  salir 
idudable  que,  de  todas  las  operacíone 
ea  por  si  misma  y  la  que  ocasiona  m 
¡iones  entre  los  beligerantes,  es  el  cei 
nediante  el  sitio,  de  la  plaza  fuerte  q 
bambre;  así  es  que  nosotros  hemos  so 
e  vista  humanitario,  podría  colocarse 
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Esta  regla  tendría  su  aplicación  en  la  hipótesis  de  que,  según 
las  leyes  del  país,  se  concediese  al  gobernador  de  la  plaza  la  facul- 
tad de  expulsar  á  los  ciudadanos  para  economizar  de  este  modo  los 
Tíveres  que  debían  consumir  aquéllos,  y  que  el  sitiador,  que  debe 
contar  siempre  con  la  falta  de  víveres,  tuviese  derecho  á  rechazar 
á  los  expulsados  para  conseguir  el  objeto  antes  indicado.  No  sabe- 
mos si  las  leyes  interiores  de  algún  país  ó  las  del  Derecho  interna- 
cional colocan  á  los  pacíficos  ciudadanos  en  la  situación  desastrosa 
de  hallarse  sin  defensa  entre  dos  fuegos;  pero  semejante  conducta 
no  podría  justificarse  ni  fundarse  en  verdaderos  principios  de  de- 
recho. Los  del  derecho  público  interior  no  deben  autorizar  al  go- 
bernador de  una  fortaleza  para  expulsar  á  los  habitantes  de  la  ciu- 
dad sitiada,  exponiéndolos  sin  defensa  á  los  rigores  del  enemigo; 
los  del  Derecho  internacional  no  pueden  en  justicia  autorizar  ope- 
ración de  guerra  que  perjudique  sin  reparación  posible  los  dere- 
chos de  los  ciudadanos  pacíficos. 

1.443.  Según  el  reglamento  italiano  para  el  servicio  de  las 
tropas  en  campaña,  se  permite  al  gobernador  de  una  plaza  fuerte 
tomar  todas  las  medidas  conducentes  á  prolongar  la  resistencia, 
encargando  á  su  honor  sostenerse  hasta  el  último  extremo;  por  lo 
cual  se  concede  al  mismo  arreglar  el  consumo  de  víveres,  no  sólo 
en  lo  que  se  refiere  á  la  guarnición,  sino  también  respecto  de  los 
habitantes,  pero  no  puede  expulsarlos  de  una  ciudad  fortificada  en 
el  caso  de  un  asedio  (1). 

'1.JIJ14Í.    Proponemos  la  regla  siguiente: 

a)  No  deberá  permitirse  al  gobernador  de  una  ciudad  sitiada 
expulsar  de  la  misma  á  los  habitantes  que  quisieran  permanecer 
en  ella  por  su  cuenta  y  riesgo. 

El  sitiador  á  su  vez  no  tiene  tampoco  derecho,  según  las  leyes 
de  la  guerra,  á  privar  de  la  libertad  personal  á  los  ciudadanos  pa- 
cíficos que  no  cometan  ningún  acto  de  hostilidad.  Es,  por  consi- 
guiente, un  verdadero  deber  del  mismo  el  no  impedir  á  los  que 
quieran  salir  del  lugar  asediado  que  lo  hagan  libremente,  sin 
que  pueda  justificarse  la  prohibición  de  la  salida  por  el  sitia- 
dor á  pretexto  de  que  los  ciudadanos  pacíficos  obligaran  al  jefe  á 
ceder,  porque  aquél  no  puede  obligar  á  morir  de  hambre  á  las  mu- 
jeres, á  los  ancianos  ni  á  los  ciudadanos  que  no  tomen  parte  al- 
guna en  la  guerra.  Agreguemos,  además,  que  sería  contrario  á  los 


(1)    Reglamento  italiano,  Ataque  y  defensa  de  las  fortalezas ^  §  080  y  ai 
guiantes. 


I. 


10b  libro  PRtHBBO.- 

del  bloqueo  como  ud  medio  llciti 
migo  á  ceder,  debe  también  respe 
res  que  bajo  la  garantía  del  derecl 
bloqueados  y  tienen  en  ellos  su  b 
It^^B.  Pasemos  ahora  á,  ezi 
el  asalto  después  del  asedio,  es  lli 
fortaleza  ó  la  ciudad  sitinda. 

£1  bombardeo  de  una  plaza  fe 
uno  de  los  medios  de  combate  adi 
aun  en  nuestros  dias,  y  consiste 
de  baterías  situadas  en  lugares  o 
para  destruir  con  toda  clase  de  p 
les  y  las  caeae  habitadas  por  la  gui 
cíficoa,  con  objeto  de  hacer  impoE 
aterrorizar  á  los  habitantes  para  o 
Este  ea  un  medio  verdaderam 
des  que  ocasiona  son  muchas  vec 
La  historia  menciona  muchof 
por  Jas  bombas  del  enemigo,  y  bi 
de  la  última  guerra  entre  Francii 
te  lucha  de  Inglaterra  en  Egipto, 
lización  ha  hecho  muy  poco  en 
lumbres  de  la  guerra. 

Lo  más  sorprendente  es,  que 
tros  días  para  reglamentar  la  guc 
pecto  del  bombardeo,  y  que  ünicí 
lias  reglas  para  determinar  los  i 
comenzar  el  ataque.  De  aquí  que 
Bruselas,  serla  siempre  potestati 
enemigo  atacándole  á  viva  fuerza 
del  bombardeo,  para  conseguir 
fortaleza,  agrupación  de  habUaniea 
fensa  (1). 


(I)  También  el  Manttat  de  la  guen 
internacional,  adoiite  como  licito  el  t: 
haya  atrinchorado  y  se  deSenda  el  ei 
miento  sea  lo  más  templado  posible 
efectos  i  la  lueru  armada  enemiga 
El  proyecto  de  Bniaelae  no  impo 
casas  habitadas  por  ciudadanos  paclt 
tos  respecto  de  los  edificios  públicos 
á  las  ciencias. 
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En  efecto,  en  dichos  usos  hallamos  adi 
de  bombardear  hasta  Ita  ciudades  abiertas 
co  objeto  de  aterrar  á  los  ciudadanos  paclf 
tado,  sembrando  la  desolación,  la  ruina,  e 
en  laa  ciudades  perteaecientes  al  mismo,  i 
costumbre,  al  bombardeo  de  Copenhague  | 
en  1801,  eig:uieron  el  de  San  Juan  de  Nica 
Valparaíso,  en  1866  (1);  ;  para  obligar  á  n 
satÍBÍacc iones  pedidas  y  negadas,  no  se  ha 
más  cómodo  y  expedito  que  recurrir  al  boi 
que  eólo  tas  ciudades  fortificadas  pnedei 
completamente  ilícita  asolar  por  tal  prO( 
abiertas  y  no  defendidas. 

Para  nosotros,  la  cuestión  capital  es  la 
de  ó  no  ser  por  si  mismo  un  medio  lícito  t 
con  las  limitaciones  eatnblecidas  en  la  Co 
conciliable  con  el  concepto  jurídico  de  la 
moderno. 

A  juicio  nuestro,  el  bombardeo  no  es  i 
pío  de  los  tiempos  modernos:  es  el  abue 
fuerza,  la  operación  de  guerra  miñ  ruino 
lleva  á  caira  contra  las  ciudades  en  que  se 
ciudadanos  pacíficos,  siquiera  dichas  ciuds 
una  guarnición,  y  debe  considerarse  eiem{ 
la  fe  pública,  como  una  violación  mBni6 
personas  y  del  derecho  de  gentes,  que  eóh 
casos  verdaderamente  excepciODales,  po; 
guerra. 

Admitido,  en  efecto,  que  la  guerra  esi 
pública  del  Estado  contra  In  del  Sstado  et 
danos  pacíficos  que  no  toman  parte  active 
tados  en  su  persona  y  bienes,  ¿cómo  podrí 
deo  de  las  ciudades  en  que  se  hubiesen  a; 
(Uuios,  por  la  sola  razón  de  estar  dicha  cii 

Si  el  ataque  fuese  directo  contra  una  f 
pudiese  ejercer  una  infiuencia  notable  en 
no  hubiese  otro  medio  más  eñcoz  y  menoe 
á  entregarse,  podría  admitirse  el  bombare 
trema,  pero  necesaria  para  los  fines  de  la ; 

(1)    Véoae  Calto,  Der.  iitt.,  %  1.62S  y  Bigoiei: 


el  ataque  cootra  los  lugares  fortiScadoB,  dejandc 
sea  poBÍble  (dadas  las  circuntttaDcias  locales  y  la 
operaciones  de  guerra)  la  propiedad  privada  y  lo 
destinados  &  la  ciencia,  &  la  beneficencia  y  al  ci 
les  militares,  siempre  que  estos  edificios  no  esté 
empleados  para  fines  militares; 

d)  No  se  considerará  en  ningún  ca»)  operaci 
el  arrojar  proyectiles  explosivos  é  incendiario 
habitaciones  de  los  ciudadanos  y  los  establecimi 
aunque  sea  con  objeto  de  perjudicar,  de  aterra 
rendición; 

e)  Incumbe  al  comandante  de  la  fortaleza 
tlada  poner  en  todos  los  edificios  públicos,  que 
jeto  militar,  señales  visibles  y  darlas  á  conocer 

Se  reputará  contrario  á  las  leyes  de  la  guet 
litar,  el  hacer  servir  para  tos  fines  de  aquélla  loi 
gan  la  señal  de  estar  destinados  &  objetos  paclf 
J)  Deberá  reputarse  medio  desleal  de  ataqi 
bombardeo  de  una  ciudad  cerrada  y  defendida,  oi 
con  el  fin  de  hacer  daño  y  aterrar,  más  bien  qu 
al  enemigo  á  rendirse,  y  sobre  todo  cuando  la  ( 
calidad  defendida  no  pueda  ejercer  una  infiuenc 
la  guerra,  y  resulte  de  las  circunstancias  que 
aprovechado  el  pretexto  de  ser  ciudad  defend 
dearla  y  perjudicar  inevitablemente  y  aterrar  á 
clficos. 

§   3.° — DESTRUCCIÓN,  INCEKDIC 

■,44T,  OpÍDÍÍD  de  FoUbio  loerca  i»  !■  dantrncci^o  an  I 
Tandilismo  an  Im  tiampos  modamo*. — I.41V.  No  ea  lie 
di>r  y  deatruir  ain  motivo. 

1,449.  LoB  pueblos  civilizados  deben  coc 
daderoB  actos  de  barbarie  todos  los  actos  de  dest 
cabo  en  daño  del  enemigo  y  que  no  sean  verda 
ríos  para  los  fines  de  la  guerra. 

Polibio  plantea  la  cuestión  de  si  es  licito  al  fa 
lad  cosaa  del  enemigo,  no  por  utilidad  propia,  i 
rarlo.  cLas  leyes  de  la  guerra,  dice,  permiten  '. 
los  enemigos  y  hacer  daño  á  sus  castillos,  á  sus 
dades,  á  sus  casas,  á  sus  baques,  á  sus  provii 
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4.**— DE  LAB  SORPBEaAS  V  DE  LAS  EaTBATAGEMAfi 

toda  Bitrata^ema  ea  licita  en  la  guerra. — ■•'IM.  Opiaifia  de  Albe- 
e.— I.4AV.  Reglaa.— ■•<IA3.  Las  promeiwi  heehu  aienemigroile- 
iraa  de  buena  fe.— ■,>l&4.  Cómo  at  lícita  atraer  al  enemigo  j  «nga- 
lihA.  Uso  del  uniforme  enemigo, — l,4!M.  Uso  de  lu  bandera. — 
Irapleo  da  los  espíai. 

'.  Al  enemigo  puede  combatírsele  no  sólo  con  las  arma.- 
lerza,  sino  también  por  mediode  sorpresaB  y  estratnge 
n,  8Ín  embargo,  emplearse  éstas  dentro  de  ciertos  llmi- 
I  que  DO  toda  clase  de  engaños  y  sorpresas  puede  ser  li- 
mero hecho  de  emplearse  contra  el  enemigo,  sinosola- 
lellos  que  se  relacionan  directamente  con  los  fines  de  l:t 
10  llevan  consigo  perfidia  ó  TÍolación  de  la  palabra  em  - 
1  debe,  en  efecto,  admitirse  que  el  beligerante  paed:t 
unemente  los  preceptos  de  la  moral  y  de  la  justicia,  y 
lalquier  acto  de  pérfido  engaño  con  el  único  fía  de  ven  - 
nigo.  Hay  exigencias  del  honor  militar  y  del  honor  na- 
reprueban  ciertas  sorpresas  verdaderamente  desleales, 
conviene  distinguir  las  estratagemas  ó  ardides  que  pue 
rmitidos  y  los  que  pueden  considerarse  como  prohibidos 
ra. 

.  Respecto  de  este  asunto  se  expresa  muy  sabianientc 
[entile  que,  con  muchos  y  sólidos  argumentos  eonvali- 
la  autoridad  de  sabios  jurisconsultos  y  moralistat),  lleg» 
isión  de  que,  segdn  el  derecho  natural ,  pueden  ser  lícitos 
igañoB,  mas  no  todos  (1). 

ratRgema,  dice,  es  de  tres  especies:  la  que  lleva  en  al  in 
1  promesa,  la  que  se  realiza  por  un  acto  de  audacia  y  lac 
ian  ambos  elementos.  Adema»,  toda  estratagema  puede 

Etbra,  de  hecho  ó  mixta La  guerra  se  diferencia  del 

lamente  en  que  las  condiciones  de  los  duelistas  han  de 
,  puesto  que  en  el  duelo  luchan  entre  el  las  fuerzas  par- 
e  loa  combatientes,  pero  en  la  guerra  ee  opera  con  la:' 
los  Estados.  No  es  tan  rigurosa  In  ley  de  la  guerra:  afiáo- 
toria,  cuando  ee  presenta,  sin  poder  determinarse  en  ab- 
lodo  de  conseguirla.» 
a  de  examinar  este  escritor  en  particular  las  dÍTerBa.s 

:mco  Gektilb,  Del  derrcho  df  gitei-ra,  cap.  III  y  siguiente*. 


lea  de  un  artificio  para  tergiverGat  las  ) 
i  habla  concertado. 

ilicando  estos  principios,  resulta  evider 
i  tutelares  prescritos  por  la  Convención 
ir  las  ambulancias  y  los  hospitales  mili 
irse  como  neutrales  en  la  guerra,  como 
I  eer  una  estratagema  lícita  pata  aquel 
ron  el  mencionado  convenio,  si  quisier 
tícboB  dÍBtiiitivos  de  neutralidad  para 
d  ó  llevar  á.  cabo  cualquier  operación 
lamarse  estratagema,  sino  astucia  des] 
:ión  de  lo  convenido,  y  como  tal,  siem 

i  segunda  regla  tendría  su  aplicación  ei 
ise  verdadero  pacto  expreso  y  violación 
lo  se  Ínter, taee  emplear  contra  el  enemi 
pelando  á  signos  falsoü,  á  falsas  comu 
encias,  dirigidas  evidentemente  á  engn 
ftS4.  Puede,  en  efecto,  ser  licito  eng 
do  noticias  falsas  ó  confundiendo  sus  a] 
a  militar,  respecto  de  la  fuerza  efectivÉ 
íl  ejército,  ó  empleando  aquellos  ardid 
ucia  y  que  exigen  audacia  y  valor  en  la 
sta  clase  de  sorpresas  no  son  inconcilia 
ni  con  la  lealtad  de  los  soldados;  pero  i 
le  las  cosas  debía  el  enemigo  tener  co: 
iencia  se  fundaba  en  la  convicción  de  c 
le  faltar  á  las  reglas  prescritas  por  el  h 
luestra  parte  para  engañarlo,  deberla  i 
de  perfidia  ó  de  vileza.  Tal  sucedería, 
al  que  ungiese  querer  concluir  un  ai 
traba  á  dar  una  encarnizada  batalla  al  < 
por  su  confianza  en  la  lealtad  de  su  ad\ 
ístratagema,  sino  un  acto  de  perfidia  y 
enere  Vattel  ei  caso  de  una  fragata  i 
do  &  la  vista  de  Calais  en  la  guerra  de 
a  para  que  viniese  en  su  auxilio  algí! 
I  una  chalupa  y  los  marineros  que  co 
a. 

iabrá  quien  no  censure  semejantes  ete 
ideramente  villanos  y  traiciones,  no  es 


tar  á  las  reglas  del  derecho  ÍQterna< 
tar,  á  saber:  cuando  doa  buques  de 
mar,  y,  queñendo  el  uno  averíguai 
otro,  enarbole  la  bandera  propia,  d 
con  pólvora  eola  ó  á  bala  perdida, 
otro  buque  á  enarbolar  también  la 
nalidad. 

El  cañonazo,  llamado  coup  áe  sei 
á  la  palabra  de  honor  del  Comanda 
}jola  ea  la  del  Estado  á  que  pertene 
nave  invitada  enarbolaee  una  band 
8U  cañonazo  cocreBpoodiente,  equr 
usos  internacionales,  y  serla  una  ff 
res  que  el  honor  militar  impone. 

Consideraoios  supérñuo  entrar 
que  no  tratan  de  ahogar  en  la  gueri 
de  la  buena  fe,  eaben  siempre  disti 
mas  leales  y  las  desleales,  y  sólo  ei 
tas,  y  se  abstienen  escrúpulos  ameni 
fl>4ftV<  Las  leyes  de  la  guerri 
rante  servirse  de  espías  para  obten< 
si  bien  es  cierto  que  se  considera  g 
gonzoao  el  oficio  de  espía,  no  es  dei 
clos  para  los  ñnes  de  la  guerra.  Sii 
quien  se  emplea  el  espionaje,  puedi 
espías,  de  lo  cual  nos  ocuparemos  i 

Lo  que  en  todo  caio  debe  coasíi 
la  guerra,  es  servirse  de  la  corrupc 
para  impulsar  á  un  individuo  de  If 
quier  crimen,  por  más  que  esto  pu 
de  aquella. 

Este  principio  tiene  una  aplica 
que  por  su  naturaleza  revista  los  o 
consiguiente,  no  sólo  serla  ilícito  { 


(I)  En  esta  cueetiún  conf  ;  Albbrioc 
De  jure  betli,  lib.  III,  cap.  I.  §  fl.-Fui 
WitTBK  Der.  de  gent.,  lib.  III,  cap.  X,  i 
Hállbck,  Int.  Law,  tomo  II,  lib.  III,  ci 
§  1.838.— BuuNTBCHW,  Der.  int.  coi.,  §  ■ 
Jnüruceione»  americana»,  §  66  j  101.— 
Manual  del  Inst.  de  Der.  wt,  g  8.— Mo 


de  los  Estados  civilizadoe.  Vemos 
americano  dispone  en  su  art.  71  qi 
nalmente  al  enemigo  reducido  com 
mate,  mande  matarlo  ó  anime  á  ei 
será  condenado  á  muerte  si  se  prui 
oezca  al  ejército  de  los  Estados  Uni 
deepués  de  haber  cometido  el  crim 

Nuestro  Código  penal  militar  di 
te  delito  cuando  el  homicidio,  las  . 
nadan  por  la  ley,  por  la  autoridad 
legitima  defensa  en  aquel  moment 
pena  de  trabajos  forzados  perpetu< 
cometido  en  tiempo  de  guerra;  cu; 
aplicable  al  que  con  deliberado  pri 
enemigo  reducido  completamente  i 
ít  discreción;  y  es  tanto  más  racioi 
que  el  reglamento  para  las  tropas  e 
xima  á  su  preámbulo:  cLa  géneros 
la  obsemtncia  del  derecho  de  genti 
de  Ins  cualidades  morales  del  ején 
Y  entre  loe  actos  que  declara  absoli 
de  guerra,  se  bailan  da  muerte  de 
crecíón»  (1), 

De  conformidad  con  estos  princ 
porque  se  eleve  á  regla  del  Derecbi 
blece  en  el  art.  68  de  las  instruccio] 
dos  unidos  de  América,  y  que  dice 

cLae  guerras  modernas  no  son  g 
gan  por  objeto  la  muerte  del  enem 
la  guerra  moderna,  y  aun  la  guerra 
ner  lo  que  el  beligerante  se  propusí 
traño  á  la  lucha.* 

1.40 1  •  Todos  aquellos  que  ae 
parte  activa  en  las  operaciones,  co 
A  In  administración  y  á  la  íntendi 
los  médicos,  los  ministros  del  culi 
á  las  vicisitudes  de  la  lucha,  y  aun 
toe  durante  ella,  no  tendría  esto  m 
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lo  dispuesto  en  el  art.  9.^,  será  considerada  como  belig^ante,  bí 
respeta  las  leyes  de  la  guerra.» 

No  hay  duda  que  con  esta  disposición  puede  considerarse  fijado 
ya  el  principio  de  que  el  beligerante  no  tiene  derecho  á  declarar 
que  tratará  como  bandidos  ó  malhechores  á  aquellos  que,  sin  lle- 
var un  signo  distintivo  para  ser  reconocidos  á  cierta  distancia 
como  soldados  y  sin  estar  militarmente  organizados,  cayesen  en 
su  poder  después  de  haber  tomado  las  armas  para  rechazar  la  in 
vasión.  No  puede  decirse,  por  otra  parte,  que  la  regla  no  dé  lugar 
á  dudas  sobre  las  circunstancias  en  que  pueda  ó  no  ser  licito  á  la 
población  resistir  con  las  armas  á  los  invasores.  Todo  dependerá 
de  la  decisión  de  si  el  país  enemigo  puede  ó  no  considerarse  ocu- 
pado militarmente  por  el  beligerante.  Pero  ¿cuándo  podrá  creerse 
llegado  este  caso?  ¿Cuándo  la  resistencia  á  mano  armada  será  el 
ejercicio  legal  del  derecho  de  guerra?  ¿Cuándo  podrá  calificarse 
esta  resistencia  de  rebelión  y  ser  castigada  como  un  delito? 

Examinaremos  después  las  cuestiones  que  de  la  ocupación  mi- 
litar se  derivan,  limitándonos  aquí  á  apreciar  sumariamente  cuán- 
do puede  considerarse  dicha  ocupación  como  estado  de  hecho,  cou 
el  único  objeto  de  apreciar  la  naturaleza  de  la  resistencia  por  parte 
de  la  población,  porque,  en  la  regla  establecida  en  la  Conferencia 
de  Bruselas,  no  se  nota  sobre  este  punto  un  criterio  cierto.  cCon- 
sidérase  ocupado  un  territorio,  dice  el  art.  1.^,  cuando  se  halla  de 
hecho  bajo  la  autoridad  del  ejército  enemigo.»  De  donde  parece 
deducirse  que  queda  al  arbitrio  de  una  y  otra  parte  el  conservar  ó 
no  el  territorio,  puesto  ó  no  bajo  la  autoridad  del  ejército  enemi* 
go,  de  donde  también  se  derivaría  Ja  incertidumbre  acerca  del  de- 
recho del  beligerante  á  someter  á  los  consejos  de  guerra  á  los  que 
se  resistiesen,  en  vez  de  tratarlos  como  prisioneros. 

En  realidad,  cuando  el  beligerante  haya  conseguido  ocupar  el 
territorio  de  modo  que  pueda  establecer  en  él  la  autoridad  militar 
y  ejercer  de  hecho  el  poder  con  arreglo  á  la  ley  marcial,  cualquier 
tentativa  hecha  por  parte  de  los  ciudadanos,  siquiera  eea  concer- 
tada por  la  población  en  masa  para  rechazar  al  invasor,  podrá  ca- 
lificarse de  insurrección  ó  rebelión  y  quedará  sujeta,  como  tal^  á 
las  penas  establecidas  por  la  ley  marcial. 

1.4B9.  Según  el  derecho  estricto,  debería  decirse  que  el  ejer- 
cicio legal  del  derecho  de  guerra  compete  á  la  población  en  masa 
mientras  dure  la  lucha;  y  por  esto  sólo  habrá  razón  para  exigir  el 
tratamiento  de  prisioneros  de  guerra,  cuando  sea  numerosa  y  res- 
petable la  parte  de  los  ciudadanos  que  tome  las  armas  para  recha- 
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l.^LSS*  TieneD  también  derecho  á  eer  tratados  como  enemi- 
gos públicos,  y  declarados  como  tales  prisioneros  de  guerra,  todo^ 
aquellos  que  de  cualquier  modo  tomen  parte  en  las  operaciones 
militares,  llevando  á  cabo  actos  que  sirvan  directamente  para  lof^ 
fines  de  la  guerra  (1). 

En  esta  categoría  entran  todos  aquellos  que  sirven  como  co- 
rreos, mensajeros  ó  portadores  de  despachos  oficiales;  las  perso- 
nas encargadas  de  observar  al  enemigo  ó  de  mantener  las  comuni- 
oaciones  entre  los  diversos  cuerpos  del  ejército  ó  las  distintas  par- 
tes del  territorio,  aun  cuando  se  cumpliese  esta  misión  sirviendo- 
se  de  globos  (2). 

1.4IBO.  Nuestra  opinión  es  que,  respecto  de  éstos,  debe  ha- 
cerse alguna  distinción,  teniendo  en  cuenta  la  altura  á  que  se  ele- 
van los  globos,  según  indica  Bluntschli.  Este  iueigne  publicista 
propone  la  siguiente  regla:  «Puesto  que  el  ejército  de  ocupación 
puede  ejercer  un  poder  efectivo  en  la  atmósfera  hasta  el  alcance 
da  un  cañón,  este  será  el  espacio  en  que  puede  impedir  las  comu- 
nicaciones por  medio  de  globos.  La  parte  de  atmósfera  situad» 


al  aproximarse  el  enemigo,  toma  espontáneamente  las  armas  para  recha- 
zar ¡a  invaaión,  sin  haber  tenido  tiempo  para  organizarse,  de  conformida«l 
con  e)  art.  9.<>,  será  considerada  como  beligerante,  si  respeta  las  leyes  y  !ot> 
usos  de  la  guerra.  > 

(1 )  Esta  regla  debe  aplicarse  indistintamente  á  todos,  incluso  á  las  mu- 
jeres, á  los  niños,  á  ios  ministros  de  la  religión,  á  los  hombres  científico», 
á  los  artistas  y  á  los  que  ejercen  oficios  pacíficos,  y  que,  por  regla  geoeral, 
están  exentos  de  las  operaciones  de  la  gnerra,  los  cuales  podrán  8njetar9<t 
a  las  leyes  de  ésta  si,  bajo  cualquier  forma,  tomasen  parte  en  ella  ó  incita- 
sen abiertamente  á  otros  á  ejecutar  actos  hostiles. 

(2)  La  aplicación  de  los  globos  para  los  fines  de  la  guerra  ha  adquirí 
do  verdadera  importancia  en  la  última  lucha  entre  Francia  y  Prnsia  en 
1870.  Habiendo  cercado  los  prusianos  á  París  por  todas  parteu  y  mantc 
niendo  el  asedio  con  tanto  rigor  que  interceptaron  por  completo  las  comu 
nicaciones,  se  vieron  los  sitiados  obligados  á  recurrir  á  los  globos  aeros 
táticos  para  comunicarse  con  las  provincias,  siendo  numerosas  las  ascen- 
siones intentadas  durante  loa  cinco  meses  de  asedio,  llevando  á  cabo  sn 
intento  con  mejor  ó  peor  éxito  más  de  setenta  globos. 

LfOS  prusianos  emplearon  el  mayor  rigor  con  las  personas  que  verifica 
ban  estas  ascensiones,  y  Bismarck  declaró  en  una  nota  dirigida  al  Minis 
tro  de  los  Estados  Unidos  el  19  de  Noviembre  de  1870,  que  c  todas  las  per 
sonas  que  se  sirviesen  de  este  medio  para  traspasar  sin  autorisacidn  Kv 
líneas  prusianas  y  mantener  correspondencia  con  las  provincias,  con  per 
juicio  del  ejército  sitiador,  si  caían  en  poder  de  las  tropas  prusianas,  w 
rían  tratados  del  mismo  modo  que  los  que  hiciesen  la  misma  tentativa  pol- 
los medios  ordinarios.»  £n  su  consecuencia,  todos  los  que  cayeron  eupo 
der  de  los  alemanes  fueron  internados  en  las  fortalezas  para  ser  juzgado» 
por  el  consejo  de  gnerra. 
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da  entre  las  partea  beligerant«a.  A  falta  de  esta  iateligeDcia,  y  como  prín  ■ 
dpio  general,  ae  tratará  á  los  príaíooeroa  de  guerra,  en  caanto  i  la  alimen  - 
bciÓQ  y  vestaario,  ea  las  mismas  condinianaa  qae  á  las  tropas  del  Gobier- 
no en  cajo  poder  se  bailen.» 
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ni  se  cuidaban  de  si  en  el  tren  viajaban  ó  no  algunos  ciudadanos 
franceses. 

-l^ASl.    Pasemos  ahora  á  tratar  de  la  condición  de  los  heridos 
y  enfermos  en  los  hospitales  y  en  las  ambulancias  militares. 

Las  leyes  de  humanidad  obligan  imperiosamente  á  considerar 
á  todo  hombre  enfermo  ó  herido  en  la  batalla,  como  un  ser  sagra- 
do y  exento  de  las  leyes  de  la  guerra,  como  obligan  también  al  be- 
ligerante, que  tenga  en  su  poder  estos  enfermos  ó  heridos,  á  afiis- 
tirios  y  prodigarles  todos  los  cuidados  necesarios,  según  los  casos* 
y  sobre  todo,  á  dejar  á  todas  las  personas  adscritas  al  servicio  sa- 
nitario la  más  completa  libertad  para  cumplir  eu  piadoso  oficio 
bajo  la  tutela  del  derecho  común,  y  no  oponerles  ningún  obstáca- 
lo  para  tomar  todas  las  medidas  que,  según  el  arte  médico  y  las 
exigencias  humanitarias,  puedan  ser  útiles  y  eficaces  para  mejorar 
la  condición  de  los  heridos. 

Por  esto  es  también  un  deber  sagrado  el  de  considerar  como  in- 
violables á  dichas  personas  y  el  material  adscrito  al  servicio  sani- 
tario (1). 


(1)  En  el  siglo  pasado  se  encuentran  algunos  tratados  para  regular  la 
condición  de  los  heridos  en  la  guerra,  siendo  el  más  antiguo,  según  refiere 
MoTKiBR  (Estudios  sobre  la  Convención  de  Ginebra) ^  el  concluido  entre  Aus- 
tria y  Francia  durante  la  guerra  de  sucesión  austríaca  (27  de  Junio  de  1748X 
el  cual  fué  religiosamente  cumplido  por  el  mariscal  de  Noailles,  que  man- 
daba el  ejército  francés.  Concluyóse  después  otro  tratado  (6  de  Febrero 
de  )769)  entre  el  marqués  de  Barrait,  comandante  general  de  la  provincia 
de  Flandes,  en  nombre  del  rey  de  Francia,  y  Seymoor,  mayor  general,  en 
nombre  del  rey  de  Inglaterra.  Posteriormente  se  redactó  un  proyecto  de 
convenio  durante  las  guerras  de  Napoleón  I,  pero  fracasó  la  tentativa. 

La  causa  de  los  heridos  en  la  guerra  llamó  la  atención  de  todos  loa 
países  civilizados  en  los  años  que  siguieron  á  la  guerra  de  Oriente  (1863 
á  1856),  y  la  Italia  de  1859,  siendo  quizás  el  primero  que  ha  abogado 
con  calor  por  ella  nuestro  compatriota  Palasciano,  que,  en  un  discurso 
leído  ante  la  Academia  Pontaniana  de  Ñapóles,  en  28  de  Abril  de  1861, 
con  el  título  La  neutralidad  de  los  heridos  en  tiempo  de  guerra  y  sos- 
tuvo con  argumentos  técnicos  y  con  otros  inspirados  en  miras  humani- 
tarias, que  las  Potencias  beligerantes  debían  reconocer  por  reciproci- 
dad el  principio  de  la  neutralidad  de  los  soldados  heridos  ó  grave- 
mente enfermos,  durante  el  tiempo  necesario  para  su  curación,  y  qao 
cada  cual  por  su  cuenta  debería  proveer  al  aumento  del  personal  sani- 
tario en  tiempo  de  guerra.  Palasciano  no  se  contentó  con  enunciar  el 
principio,  sino  que  en  un  discurso  posterior  sobre  el  mismo  asunto,  leí- 
do  en  29  de  Diciembre  de  aquel  año,  en  dicha  Academia,  desarrolló 
su  concepto  y  formuló  varias  proposiciones  para  traducir  á  la  prácti- 
ca el  principio  de  la  neutralidad  de  los  heridos  en  tiempo  de  guerra, 
y  continuó  después  haciendo  u.ia  activa  propaganda  de  sus  ideas  en 
distinta  forma,  y  sobre  todo,  en  el  periódico  que  comenzó  á  publicar  en 
1866,  con  el  título  de  Archivo  de  memorias  y  operaciones  de  drugia 
práctica.  £s  sensible  que  el  nombre  de  un  individuo  tan  benemérito  de 
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l.&Oi*  En  lo  que  se  reñere  á  la  extensión  que  puede  tener 
la  devastación  de  la  propiedad  en  el  país  enemigo  autorizada  por 
los  jefes  del  ejército  y  ejecutada  por  los  soldados  de  conformidad 
con  las  órdenes  de  sus  superiores,  no  es  posible  establecer  r^Ia» 
precisas. 

La  devastación  podrá  ser,  en  efecto,  considerada  como  un  me- 
dio general  de  violencia  empleado  para  causar  daño  al  adversariot 
y  si  se  admite  como  licito  el  emplear  durante  la  guerra  cualquier 
medio  directo  de  inutilizar  los  recursos  del  gobierno  enemigo,  sus 
rentas,  su  fuerza  económica,  etc.,  se  seguirá  necesariamente  de 
aquí  que  debe  considerarse  como  un  medio  legitimo  de  proceder 
en  la  guerra  la  devastación  de  la  propiedad  pública;  y  así  han  opi- 
nado algunos  publicistas,  según  los  cuales,  el  destruir  cualquier 
establecimiento  destinado  á  los  servicios  públicos,  ó  cualquier  ob- 
jeto de  pública  utilidad,  es  cosa  enteramente  conforme  con  lof 
fines  de  la  guerra,  porque  ataca  los  recursos  financieros  del  Go- 
bierno enemigo,  el  cual  se  verá  obligado  á  hacer  nuevos  gasto» 
para  reedificar  lo  destruido,  y  basta  se  verá  obligado  á  veces  á  pe- 
dir la  paz  en  un  breve  plazo,  ó  quedará  castigado  con  el  empobre- 
cimiento por  su  resistencia  obstinada. 

Esto  no  está,  sin  embargo,  enteramente  de  acuerdo  con  la  dul- 
zura de  las  costumbres  ni  con  el  gradual  desarrollo  de  la  civiliza- 
ción en  nuestro  tiempo,  que  deben  reflejarse  y  se  reflejan  hasta 
en  el  modo  de  hacer  la  guerra.  Hoy  se  considera  indigno  de  ub 
pueblo  civilizado  el  devastar  por  el  solo  placer  de  devastar  ó  con 
el  único  objeto  de  hacer  daño.  Puede  ser  licita  cualquier  devasta- 
ción, más  ó  menos  importante,  cuando  sea,  siquiera  incidental- 
mente,  útil  para  las  operaciones  militares,  ó  se  lleve  á  cabo  ood 
este  objeto.  En  la  práctica  todo  depende  del  prudente  arbitrio  del 
jefe.  También  puede  ser  licita  la  devastación  de  las  campiñas  j 
de  las  cosechas,  cuando,  por  circunstancias  extraordinarias,  la 
considerase  necesaria  por  razón  de  la  guerra,  como  por  ejemplo, 
si  se  autorizase  para  poner  al  enemigo  en  situación  apurada  por 
no  hallar  subsistencias  á  su  paso. 

£1  czar  de  Rusia,  Pedro  el  Grande,  mandó  devastar  una  extec- 


la  guerra^  establece  como  máxima  general  nuestro  legislador  en  el  preáoi- 
bulo  que  cel  respeto  á  la  propiedad  conetitaye  el  complemento  de  las  cu&- 
lidades  morales  del  ejército  de  una  nación  civilizada»,  y  proscribe  después 
en  absoluto  <  todos  los  actos  perjudiciales  á  la  propiedad  que  do  estén  jos- 
tificados  por  las  necesidades  de  la  guerra,  aun  los  cometidos  en  país  ene- 
migo.» 


k, 
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establecimientos  exclusivamente  destinados  á  fínes  caritativos  6 
religiosos,  los  museos,  las  obras  de  arte,  las  bibliotecas,  los  obser- 
vatorios, los  archivos  públicos,  las  colecciones  cientiñcas,  los  ar- 
chivos judiciales,  todos  los  establecimientos  de  enseñanza  y  los 
destinados  á  usos  paciñcos,  siempre  que  no  tengan  relación  alguna 
directa  con  los  asuntos  militares  ó  con  los  motivos  de  la  guerra. 

1.&03*  Hay  ciertos  objetos  que,  aunque  tengan  un  destino 
pacifíco,  pueden  emplearse,  sin  embargo,  como  instrumentos  de 
guerra,  tales  son  las  lineas  telegráficas  y  los  cables  submarinos.  Es 
indudable  que  las  partes  beligerantes  pueden  suspender  el  servicio 
telegráfico  en  sus  respectivos  territorios  aun  para  los  f^tados  neu- 
trales que  quieran  utilizar  sus  lineas.  Este  es  un  derecho  de  la  so- 
beranía, y  fué,  por  tanto,  reservado  en  el  convenio  celebrado  en 
San  Petersburgo  entre  los  Estados  que  forman  parte  de  la  Unión 
telegráfica.  El  art.  8.®  de  dicho  convenio  dice,  que  «cada  Gobierno 
se  reserva  el  derecho  de  suspender  el  seirvicio  telegráfico  interna- 
cional por  un  tiempo  determinado,  si  lo  considera  necesario,  ora 
de  un  modo  general,  ora  solamente  en  ciertas  lineas  y  para  cierta 
clase  de  correspondencia,  con  la  obligación  de  dar  aviso  de  ello  in- 
mediatamente á  loH  demás  Estados  contratantes.» 

Es,  pues,  evidente,  que  el  Gobierno  del  Estado  beligerante  pue- 
de interrumpir  el  servicio  telegráfico  entre  su  territorio  y  el  dei 
enemigo,  ó  entre  las  diversas  partes  del  territorio  de  éste.  Pero, 
¿podrá  considerarse  como  una  injustificada  operación  de  guerra  el 
destruir  un  cable  submarino  para  interrumpir  la  correspondencia 
entre  el  Estado  beligerante  y  los  neutrales? 

A  primera  vista  podría  decirse,  que  debiendo  considerarse  como 
pacificas  y  lícitas  las  relaciones  entre  el  beligerante  y  los  neutra- 
les, debería  considerarse  como  indiferente  para  los  fines  de  la  gue- 
rra la  correspondencia  telegráfica  entre  los  mismo.s;  pero  de  hecho 
no  puede  afirmarse  esto  en  todos  los  casos  ni  en  todas  las  circuns- 
tancias; y  aun  cuando  sucediese  que,  considerando  el  beligerante 
como  medida  necesaria  de  guerra  interrumpir  la  correspondencia 
telegráfica  entre  mi  enemigo  y  un  Estado  neutral,  destruyese  vo- 
luntariamente un  cable  submarino,  no  podría  decirse  que  nótenla 
derecho  á  hacerlo.  Todo  lo  más  que  podría  pedírsele  con  arreglo  á 
las  leyes  de  la  civilización,  sería  que  no  hiciese  esto  sino  cuando 
fuese  verdaderamente  necesario,  y  que,  aun  en  este  caso,  lo  hicie- 
ra de  modo  que  ocasionase  el  menor  daño,  para  no  hacer  imposi- 
ble ó  difícil  el  reanudar  el  servicio  telegráfico  después  de  la  con- 
clusión de  la  paz. 


la  Deneocencia,  a  la  inetruccion,  a  las  artes,  a  i&  ciencia  o  ai  culto. 
■•&W.    Respecto  de  la  propiedad  privada  debe  admitirse  co- 
mo regla  absoluta  la  siguiente: 
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a)    La  propiedad  particular  de  los  ciudadanos  del  Estado  ene- 
migo es  inviolable  también  durante  la  guerra. 

Esta  regla  se  deriva  de  los  principios  generales  antea  desarro- 
llados, esto  es,  que  la  guerra  no  destruye  la  comunidad  jurídica 
entre  los  Estados  beligerantes,  y  que  no  suspende  entre  los  mis- 
mos la  autoridad  del  derecho  natural  y  de  la  ley  moral;  pero  que 
á  veces  deja  íntegros  todos  los  derechos  'de  las  personas  derivados 
de  dichas  leyes,  por  lo  cual  están  obligados  los  beligerantes  á  res-         j 
petarlos  en  los  ciudadanos  del  Estado  .enemigo.  Ahora  bien,  asi         j 
como  la  propiedad  privada  es  inviolable  por  derecho  natural,  asi         ] 
es  también  evidente  que  no  puede  perder  su  inviolabilidad  al  so- 
brevenir la  guerra,  siendo  injusto  y  arbitrario  cualquier  atentado 
que  se  cometa  contra  dicha  propiedad.  Y  no  ise  diga  que  el  Esta- 
do beligerante  puede  derogar  tales  principios  por  las  exigencias 
de  la  guerra  y  confiscar  en  su  provecho  la  propiedad  privada  para 
disponer  así  de  medios  suficientes  para  continuar  la  guerra,  para 
indemnizarse  de  los  gastos  que  ésta  le  ocasione,  ó  para  debilitar 
las  fuerzas  de  su  enemigo,  puesto  que  ya  hemos  dicho  en  distintas 
ocasiones  que  los  particulares  no  están  obligados  á  indemnizar  di- 
chos gastos  ^i  singuli^  sino  solamente  uti  universilas.  Sería,  pues, 
absurdo  é  injusto  hacer  responsables  ¿  los  particulares  uH  9ÍMguli 
de  los  actos  del  Estado  y  apoderarse  de  las  cosas  que  les  pertenez- 
can para  resarcirse  de  los  gastos  de  la  guerra. 

Estas  máximas  han  sido  ya  generalmente  aceptadas  en  la  gue- 
rra continental,  lo  cual  es  uno  de  los  más  importantes  progresos 
realizados  en  nuestro  siglo.  En  el  párrafo  siguiente  demostraremos 
que  su  aplicación  no  puede  ser  distinta  en  la  guerra  marítima. 

l.&OV»  De  los  principios  expuestos  se  deduce  claramen- 
te que  el  Estado  beligerante  no  puede  secuestrar  en  beneficio  suyo 
los  créditos  y  acciones  de  los  ciudadanos  de  la  parte  enemiga 
exigí  bles  en  su  territorio ,  ni  aun  á  título  de  represalias  en  el 
supuesto  de  que  su  enemigo  lo  hubiese  hecho  así  respecto  de  los 
créditos  exigibles  en  su  nación,  porque  de  tan  injusto  y  arbitrario 
procedimiento  sería  siempre  responsable  el  Estado  que  lo  hubiese 
llevado  á  cabo,  pudiendo  procederse  sólo  contra  éste  y  no  contra 
los  ciudadanos  que  no  están  obligados^á  responder  personalmente 
de  los  actos  del  Estado. 

Agreguemos  á  esto,  que  si  contra  todo  principio  de  justicia  con- 
fiscase un  Gobierno  en  su  beneficio  los  créditos  de  los  ciudadanos 
del  país  enemigo  exigibles  en  el  suyo,  no  se  extinguirían  con  esto 
los  derechos  y  acciones  de  los  acreedores  contra  loa  deudores,  los 
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l.&OO.  Al  principio  geueral  del  respeto  á  la  propiedad  pri- 
vada durante  la  guerra,  debemos  admitir  las  dos  excepciones  si- 
guientes: 

a)  Los  particulares  están  obligados  á  soportar  todas  las  pertur- 
baciones en  la  posesión  de  las  cosas  que  les  pertenezcan,  por  las 
necesidades  de  la  guerra,  y  pueden  ser  privados  del  disfrute  de 
todo  aquello  que  se  necesite  con  urgencia  para  atender  á  la  subsis- 
tencia de  las  tropas; 

h)  Pueden  también  ser  expropiados  aun  forzosamente,  de  to- 
dos aquellos  objetos  que  por  su  naturaleza  ó  destino  puedan  servir 
para  las  necesidades  de  la  guerra,  como  son:  el  material  de  ferro- 
carriles, los  telégrafos,  las  armas,  los  depósitos  de  municiones  de 
guerra,  de  equipo  de  las  tropas  y  de  los  demás  objetos  que  pueden 
calificarse  como  contrabando  de  guerra,  salvo  el  derecho  á  que  se 
les  devuelvan  los  mismos  objetos,  si  fuese  posible,  ó  de  resarcirse 
de  los  daños  y  perjuicios  sufridos  por  cuenta  del  que  quede  á  ello 
obligado  al  terminar  la  guerra. 

La  primera  excepción  está  fundada  en  la  necesidad  que  tienen 
las  tropas  de  proveer  sin  demora  á  su  subsistencia,  aprovisionán- 
dose de  vituallas  y  de  cuanto  pueda  ocurrir  para  atender  á  las  ne- 
cesidades urgentes  ó  inmediatas;  y  por  más  que  á  esto  debe  proveer 
el  Gobierno  del  país  á  que  el  ejército  pertenece,  como  no  siempre 
es  posible  que  lleguen  á  tiempo  los  convoyes  al  lugar  en  donde  se 
hallah  las  tropas,  es  una  cosa  inevitable  que  éstas  tomen  allí  lo 
necesario  para  cubrir  las  primeras  necesidades,  esto  es,  víveres,  fo- 
rraje, combustible,  vestuario,  medios  sanitarios  y  de  transporte, 
utensilios,  material  de  construcción,  etc.,  etc.  (1). 

I.&IO*  Sin  embargo,  según  el  derecho  moderno,  no  están  au- 
torizadas las  tropas  que  atraviesan  un  territorio  á  tomar  cada  cual 
por  su  cuenta  lo  que  necesite  para  su  subsistencia,  y  apropiárselo 


en  1763,  como  medida  de  repreMalia  contra  Inglaterra.  £1  citado  escritor 
observa,  sin  embargo,  que  este  es  el  único  caso  que  se  conoce,  y  recuerda 
que  tan  imprevista  medida  provocó  un  erudito  dictamen  de  los  jaríscon- 
sultos  ingleses,  que  Momtbsquieu  calificó  de  recuesta  sin  réplica^  y  que  el 
Gobierno  prusiano  acabó  por  atender  las  reelamaciones  del  Gobierno  in- 
glés, pagando  al  fin  la  deuda.  Inglaterra  no  ha  procedido  nunca  de  esta 
suerte,  al  menos  que  nosotros  sepamos.  Su  tendencia  á  legitimar  el  secnes 
tro  de  la  propiedad  privada  del  enemigo,  no  ha  llegado  hasta  el  punto  de 
confiscar  las  rentas  debidas  por  el  Estado  á  los  particulares.  Véase  Gxlto, 
Der.  int,  %  1.668. 

(1)  £1  reglamento  americano  dispone  en  este  punto  lo  siguiente:  «La 
guerra  autoriza  apoderarse  de  todo  aquello  que  pueda  suministrar  el  país 
enemigo  para  la  subsistencia  y  la  seguridad  del  ejército  (art.  15). 
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oficiales  que  den  los  correspondientes  recibos  y  declaren  el  valor 
de  los  objetos  entregados. 

Hemos  indicado  que  las  requisas  deben  ser  proporcionadas  á 
los  medios  del  país  y  á  las  justas  exigencias  de  las  tropas;  de  don- 
de se  deduce  que  debe  considerarse  como  una  injusta  molestia  el 
obligar  á  los  habitantes  á  suministrar  víveres  y  vituallas  para  sa- 
tisfacer exageradas  pretensiones,  siendo  asi  que  sólo  puede  exi- 
girse honradamente  lo  qne  buenamente  puede  y  debe  suminis- 
trarse dentro  de  las  prescripciones  reglamentarias  en  lo  que  se  re- 
fiere á  los  víveres  y  forrajes,  y  en  los  límites  de  las  exigencias  del 
momento  en  lo  tocante  á  las  demás  necesidades  de  las  tropas. 

1*S11*  En  ningún  caso  puede  ser  lícito  autorizar  el  saqueo 
de  las  ciudades  tomadas  por  asalto,  ni  exhortar  y  estimular  á  las 
tropas  con  semejante  promesa  en  el  momento  de  la  acción.  Alga- 
nos  publicistas  antiguos  creen  que  esta  bárbara  costumbre  puede 
justificarse  como  medida  excepcional  de  castigo  en  circunstancias 
extraordinarias,  y  así  opinaba  Martens  (1);  pero  nosotros  no  admi- 
timos excepción  alguna  á  la  regla  general,  y'sostenemos  que  el  des- 
pojo forzado  de  los  particulares  es  por  sí  mismo  un  delito,  y  no 
puede  ser  nunca  lícito  durante  la  guerra.  Tampoco  seria  una  exca- 
sa suficiente,  por  parte  de  un  jefe,  la  de  no  haber  podido  contener 
el  ímpetu  de  los  soldados  que,  careciendo  de  los  medios  de  subsis- 
tencia, tenían  necesidad  de  proveer  sin  demora  á  satisfacer  sus  ne- 
cesidades. 


(1)  Mabtbns,  Der.  de  gentes^  §  2S7.  Pimhbibo-Fbrrbiiu.  combate  enérp- 
camente  la  opinión  de  Martbks  en  bus  notas  al  mismo. 

Véase,  además,  sobre  la  caestión:  Calvo,  obra  citada,  §  1.024;  Cabb, 
La  guerra  continental  y  la  propiedady  pág.  133;  Morik,  Leyes  de  la  guerra^ 
tomo  II,  pág.  181. 

Entre  ios  escritores  que  no  se  muestran  absolutamente  contrarios  al 
saqueo  en  ciertos  casos  excepcionales,  se  cita  á  Hallbck,  aunque  no  con 
exactitud.  cHallbok,  dice  Galto,  fundándose  en  la  práctica  generalmente 
seguida,  adoptó  las  ideas  de  Martbks,  que  admite  ia  legitimidad  del  saqueo 
cuando  una  ciudad  baya  violado  las  leyes  de  la  guerra,  ó  cuando  se  hajra 
hecho  indispensable  emplear  procedimientos  extremos  para  castigar  6  ha- 
cer morir  á  los  verdaderos  culpables»  (§  1.926,  tercera  edición);  y  Card 
atribuye  también  á  Hallbck  la  misma  opinión,  de  que  el  saqueo  puede  es- 
tar permitido  contra  el  beligerante  que  hubiese  violado  las  leyes  de  ia 
guerra  (obra  citada,  pág.  186).  Yo  no  he  visto  que  en  los  lugares  citados 
sostenga  Hallbck  las  opiniones  que  se  le  atribuyen;  por  el  contrario,  en 
el  cap.  XXI,  §  18,  combate  el  saqueo,  y  sólo  admite  que  sea  considerado 
como  legítimo  botín  de  guerra  la  propiedad  cogida  al  enemigo  en  el  com- 
bate, en  las  operaciones  de  sitio  ó  en  el  asalto  de  una  plaza  qne  se  haya 
negado  á  capitular;  pero  sostiene  qne  esto  no  puede  confundirse  con  el  de- 
recho á  permitir  el  saqueo,  que  considera  siempre  ilícito. 
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SU  propietario.  No:  esto  seria  verdaderamente  erróneo,  puesto  que 
la  interrupción  de  la  posesión  por  parte  del  propietario  y  la  toma 
de  la  misma  por  parte  del  ejército,  no  puede  modificar  las  relacio- 
nes jurídicas  del  dominio.  A  estas  cosas  deben,  pues,  aplicarse  las 
mismas  reglas  que  á  los  objetos  encontrados;  por  consiguiente, 
aquellos  que  se  hubiesen  apoderado  de  objetos  cuyo  valor  exceda 
de  diez  liras,  por  ejemplo,  estarán  obligados  á  entregarlos  al  res- 
pectivo jefe  del  cuerpo  ó  del  destacamento,  y  no  pueden  conver- 
tirse en  propiedad  de  aquel  que  los  hubiese  hallado,  sino  cuandt 
sea  imposible  encontrar  al  propietario  ó  á  sus  herederos. 

l.&l^.  Es  necesario  que  las  leyes  y  los  reglamentos  milita- 
res procuren  hacer  eficaces  en  la  práctica  estas  máximas,  y  debe 
considerarse  como  una  verdadera  obligación  de  los  legisladores  de 
los  países  civilizados  el  atender  á  ello,  por  lo  cual  proponemos, 
como  regla  de  Derecho  internacional,  la  siguiente: 

a)  Incumbe  á  los  Gobiernos  de  los  países  civilizados  el  atender 
con  leyes  y  reglamentos  á  la  defensa  de  la  propiedad  privada  de 
los  ciudadanos  del  Estado  enemigo  por  parte  de  las  propias  tropas 
<Iurante  la  guerra,  y  á  impedir  con  sanciones  penales,  no  sólo  el 
<{xxe  éstas  puedan  despojar  de  sus  bienes  á  los  que  no  luchan,  sino 
también  prohibir  que  puedan  aprovecharse  de  las  eventualidades 
de  la  lucha  para  enriquecerse,  apropiándose  indebidamente  los 
objetos  de  propiedad  privada  hallados  en  el  campo  de  batalla  ó  en 
el  equipo  de  los  muertos. 

^  2.^ — DE  LOS  DERECHOS  DE  LOS  BELIGERANTES  SOBRE  LA  PROPIEDAD 
PRIVADA  ENEMIGA  EN  LA  GUERRA  MARÍTIMA 

I.&I5.  No  está  admitido  en  la  guerra  marítima  el  respeto  á  la  propiedad  privada 
enemiga.— i .MO.  No  están  de  acuerdo  sobre  esto  los  publicistas.— -I «MY»  Doc- 
trina de  Ortolán.—l.MS*  Principales  argumentos  que  justifican  la  captura.— 
Í.&19.  Razones  aducidas  por  Téteos.— l.ftlSO»  Observaciones  críticas  sobre  la 
doctrina  de  los  escritores. — I.ft9l.  Contradicción  de  Lord  Palmerston. — I«6!t1t« 
Examen  de  la  cuestión  según  los  principios  del  derecho.— l«S^!t3«  Rebáteose  los 
argumentos  de  los  contrarios  — l.ft^-a.  La  captura  de  la  propiedad  privada  es 
ineficaz  para  el  objeto.. — Í.At9«^«  Con  la  abolición  de  la  captura  no  se  prolonga- 
ría la  guerra.— I •ddS.  Según  el  concepto  moderno  de  la  guerra  no  puede  legi- 
timarse la  captura.— l.ft^n*  No  puede  justificarse  con  la  teoría  de  las  contribu- 
ciones —i  .^^S*  Reglas.— 1.&99.  El  respeto  i  la  propiedad  privada  segúa 
los  publicistas  modernos:  La  escuela  italiana.— Las  Cámaras  de  Comercio /»« 
notaj. 

H.&IS*  Los  principios  expuestos  en  el  párrafo  precedente 
para  demostrar  que  la  propiedad  privada  ha  de  ser  inviolable  du- 


mediante  el  BÍBtema  de  laB  requi^aa  regulares  que  coustituyen  en 
deñoitiva  una  captura  colectiva  de  la  propiedad  privada,  que  bub- 
tituye,  para  común  ventaja  de  las  partea,  á  la  captura  individual. 
«Por  mar  no  puede  ocurrir  una  cosa  análoga.  En  la  guerra  pu- 
ramente marítima,  abstracción  hecha  de  un  desembarco  en  las 
costas  del  enenigo,  no  hay  conquista  ni  requisa  posible;  j  sin  ero- 


;i)    Regla»  inieriore»  y  diplomacia  marüima. 

(3)  Tratado  de  las  pretaa  marilimaa,  tomo  I,  páginas  S  y  16. 
(8)     Der.  degent.,  tomo  II,  §  288, 

(4)  Der.  int.,%  187. 

(6)  Vénee  respecto  de  tu  opinión  de  loa  publicistas  inglesea  el  Anuario 
del  Init.  de  Der.  iní.,  1877,  y  la  Reo.  de  Utr.  inf.,  1876,  pig.  876  y  si- 
guientes. 
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lerjudica  las  propiedades  priva- 
>ntribucioneB  miliUreB  y  otras 
trltjma  limita  el  beligerante  la 

del  derecho  natural,  y  prohibe 
iradaB  como  contrabando  de  gue- 
itrciales  con  Iob  puertos  bloquéa- 
le loe  buques  que  trancan  por  el 

etc.;  estas  y  otras  consecuencias 
an,  deben  soportarlas  los  nació- 
artar  los  daños  de  la  guerra,  á  lu 
etamente  extraños. 
«0  la  de  si  el  beligerante  puede, 
ear  medios  indirectos,  esto  es, 
lemigo  después  de  haber  perju- 
le  permanecen  ajenos  á  la  lucha, 
Iro,  ei  Be  examina  la  cuestión  á 
le  la  justicia  y  del  derecho  (1). 
erdad  que,  secuestrando  la  pro- 
amente  á  perjudicar  al  Estado  y 

nen  eBta  opinión,  dicen  que  la 
nedio  más  eñcaz  par^  obligar  al 
eF  también  el  medio  menos  rui- 
e  á  las  personas,  sino  á  la  propie- 
I  lucrarse  y  bajo  la  protección  del 
intiles  á  pesar  de  las  eyentualida- 
ués  su  opinión  con  argumentos 
do  que,  no  pudiéndose  abolir  la 
lercio  para  conseguir  la  paz  sin 


iicidM  por  Lorímer  para  combatir  la 
1  por  mar.  <De  desear  aeríH,  dice, 
a  ea  el  mtnoi  inhumano  de  todos  los 
>,  él  opinaba  «lue  el  Estado  debfa  in- 
irdidas  expenmentaiias  por  ellos  á 
I  regla;  pero  observa,  con  rozón,  que 
irior,  7  sostiene  que,  in dependí entn- 
!t  regular  las  indeninizacioDes  y  las 
e  la  propiedad  privada,  deben  ser 
les,  7  disminuyendo  de  este  modo  la 
»dio  de  presión  empleado  por  un  Es- 

fnndamento  Jurídico  es  el  siguiente 


Peto  ¿cale  sostener,  sin  pasión,  que 
mercantee  y  haciendo  la  guerra  al  comercio, 
el  poder  Diarltímo  del  Estado  enemigo,  j 
este  modo  á  hacer  la  paz? 

No  puede  menoa  de  conveoirse  en  que 
gación  Eon  el  nervio  del  poder  de  los  Estad' 
debe  admitirse  que  este  poder,  acumulad' 
pueda  6er  mermado  considerablemente  y  . 
presas  hechas  durante  la  guerra. 

Este  resultado  no  ha  podido  obtenerse  n 
pos  en  que  la  guerra  al  comercio  podía  hac 
dios  y  sin  limitación  alguna.  Basta  recorda 
poleón  hizo  Ib  guerra  al  comercio  durante 
Inglaterra:  captura  délas  narra  enemigas, 
las  mercancías  pertenecientes  al  enemigo, 
pertenecían,  pero  procedían  de  sus  fábricas 
los  puertos;  á  todo  cuanto  puede  imaginars< 
del  siglo;  pero  estos  expedientes  y  las  ruini 
sionaron  Si  comercio,  no  fueron  en  modo  a 
ron  las  grandes  batallas  entre  Francia  é  la 
escrita  aquel  hombre  esta  sabia  advertenc 
llegue  un  tiempo  en  el  que  las  mismas  idi 
dan  á  la  guerra  marítima,  y  que  puedan  la 
necesidad  de  confiscar  loe  buques  mercanl 
prisioneros  de  guerra  las  tripulaciones  y  pai 
litares.  Entonces  se  hará  et  comercio  por  e 
tierra  mientras  se  están  batiendo  loe  ejércii 

l>ftS0.  No  dejaremos  de  notar  que  ] 
publicistas  la  captura  de  la  propiedad  prív 
que,  si  se  concediese  á  los  partlcutarea  el 
comercio  durante  la  guerra  lo  mismo  que  c 
Jarían  considerablemente  loe  lazos  que  ue 
con  la  del  Estado.  Los  ciudadanos  sób  peí 
propiedad  durante  la  lucha,  y  los  Oobierní 

nrgnmento  que  el  mismo  autor  aduce:  •Ln  ioipos 
tura  de  la  propiedad  privída  en  el  continente  c< 
ciauBAr  perjuicios  individúale!  ni  desórdenes  soc 
ferencia  verdaderamente  importante  entre  aqu^ 
piedad  privada  en  la  guerra  marítima,  y  ea  un 
príroera.  Hay,  en  electo,  medios  menoa  inharnt 
«I  continente.! 

(1)    líemoriaa  de  Napoleón,  t  UI,  cap.  VI,  §  1 


erania.  Por  eBto  es  por  lo  que  el  beligerante  no 
08  habitantes  ni  á  loe  municipios  máfi  que  lu 
sideradas  como  necesarias  para  las  exigencias  de 
roporción  á  los  recursos  de  cada  paie;  debe  repar- 
iones  entre  los  ciudadanos  con  arreglo  á  las  dispo- 
s  en  el  territorio  ocupado  y  relativas  al  reparto  de 
r  noTeriflcar  la  conñecación  pura  y  simple;  y  a! 
DESB  para  las  necesidades  de  la  guerra,  debe  bscer- 
i  de  indemnizar  al  propietario  ó  arreglar  eeta  íd- 

concluír  la  paz,  para  lo  cual  debe  dejar  siempre 
satisfagan  la  contribución  impuesta, 
que  el  derecho  que  regula  las  contribuciones  « 
iistinto  del  antiguo  derecho  que  legitimaba  el  sa- 
jo á  mano  armado,  y  atribuye  á  la  contribución  su 
ero,  eeto  es,  el  de  una  expropiación  por  causa  de 
íca.  Bajo  este  aspecto,  ea  licita  la  contribución  de 
s  que  la  confiscación,  el  botín,  el  eaqueoj'Ja&pra- 
ropiedad  privada  están  proscriptos  en  absoluto, 
inde  confundir  una  cosa  con  otra?  Si  se  quiere  ser 

aplicar  á  la  guerra  marítima  el  principio  de  la 
)lo  puede  admitirse  que,  cuando  por  las  necesida- 

sea  imprescindible  at  beligerante  apropiarse  las 
;ntes  á  los  particulares  y  que  sean  transportadas 
i  autorizársele  para  hacerlo  dejando  al  capitán  del 
rendiente  recibo,  y  asumiendo  la  obligación  de  in- 
jr  que  se  indemnice  &  los  propietarios.  Por  consi 
;erante  que  tuviese  urgente  necesidad  de  barcos  de 
rá  detener  los  buques  mercantes  enemigos  y  em- 
ricios  militares  de  su  escuadra,  pero  dejando  el  co- 
ncibo para  salvar  el  principio  de  inviolabilidad  y 
Tnnizacíones  á  la  conclusión  de  la  guerra.  Lo  mu- 
se en  le  hipótesis  de  que  el  beligerante  tuviese  ne- 
parte  del  cargamento  para  proveer  al  equipo  del 
las  operaciones  de  la  guerra,  siempre  que  deje  un 
e  hubiese  obligado  &  la  prestación.  No  cabe,  en 
ic  puede  verificarse  también  por  mar  la  expropia- 
axigencias  de  la  guerra;  pero  el  pretender  extender 
un  modo  ilimitado,  el  atribuir  al  beligerante  la 
Sacar  la  propiedad  en  beneficio  fluyo,  el  legaliur 
piratería  durante  la  guerra  marítima,  no  puede  ez- 
regto  al  derecho,  porque  no  existe  ea  la  naturaleza 
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de  las  cosas  un  principio  racional  y  jurídico  en  que  fundar  una 
distinción  entre  el  tratamiento  de  la  propiedad  privada  enemiga 
en  la  guerra  marítima  y  el  de  la  misma  propiedad  en  la  guerra 
continental. 

'1.&9S.  Dejando^  pues,  de  discutir  respecto  de  esta  materia, 
establecemos  las  reglas  siguientes: 

a)  £1  principio  de  la  inviolabilidad  -de  la  propiedad  privada 
enemiga  debe  aplicarse  sin  distinción  lo  mismo  en  la  guerra  con- 
tinental que  en  la  marítima; 

h)  No  puede  verificarse  la  captara  de  los  buques  mercantes  del 
enemigo  ni  la  de  su  cargamento,  sino  en  el  caso  de  que  dicho» 
buques  tomen  parte  ó  estén  en  dibposición  de  tomarla  inmediata- 
mente en  las  hostilidades.  ' 

Hemos  dicho  cque  se  hallen  en  estado  de  tomar  parle  inmediata- 
mente  en  lashostilidades^^  para  destruir  de  este  modo-el  argumento 
con  que  Westlake,  Palmerston  y  otros  pretenden  legitimar  la 
captura. 

Dicen  éstos,  que  los  marinos  adscritos  al  servicio  de  los  buques 
mercantes  pueden  ser  empleados  sin  intervalo  alguno  y  sin  necesi- 
dad de  amaestrarlos,  en  el  servicio  de  los  barcos  de  guerra,  y  que  los 
mismos  buques  mercantes  pueden  ser  utilizados  como  transportes 
para  usos  militares;  deduciendo  de  aquí,  que  si  los  marineros  y  loe 
buques  mercantes  pueden  convertirse  en  instrumento  de  guerra,  es 
de  una  necesidad  imperiosa  verificar  su  captura  para  impedir  que 
el  enemigo  pueda  aumentar  considerablemente  sus  fuerzas.  Si  este 
razonamiento  fuese  eostenible,  debería  admitirse  también  que  era 
licito  en  las  luchas  continentales  declarar  prisioneros  de  guerra  á 
todos  aquellos  que  puedan  ser  llamados  á  prestar  servicio  militar, 
aun  cuando  no  estuviesen  alistado^  actualmente  en  Las  filas  del 
ejército;  pero  ningún  publicista  contemporáneo  se  atreve  á  soste- 
ner opinión  semejante.  No  basta  la  potencialidad  de  tomar  parte 
en  la  guerra  para  ser  considerado  como  formando  parte  de  la  fuer- 
za armada,  sino  que  se  requiere  que  sea  de  presente  el  concurso  en 
las  operaciones  militares. 

No  es  cierto,  por  otra  parte,  que  los  buques  mercantes  puedan 
emplearse  inmediatamente  en  las  operaciones  militares.  Esto  sólo 
)x>dria  decirse  de  aquellos  buques  que  por  su.  construcción  y  ar- 
mamento sean  adaptables  á  dichas  operaciones,  pero  no  indistin- 
tamente de  todos  los  buques  mercantes.  De  cualquier  modo,  cuan- 
do la  nave  pueda  destinarse  á  un  uso  militar,  podrá  el  beligerante, 
dado  BU  derecho  á  impedir  que  su  enemigo  se  proporcione  refuer- 
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zoii,  detener  díchoB  buques,  no  pe 
iiavegaciÓD;  pero  no  cupturarlos  e 
ques  mercantes  enemigos  bubieBe 
liosIilidadeB,  transportando  contra 
bloqueo  efectiro  y  declarado,  ó  ci 
equipados  para  destinarlos  á  la  es< 
cho  á  la  captura  como  fundado  ei 
Después  diremos  sí  ae  puede  confi: 
gamento  en  beneficio  del  beligerai 

-l.&ao.  El  principio  de  la  in 
vada  eii  la  guerra  maritima  es  hoy 
de  loe  publicistas,  tanto  que  pued 
ciencia  jurídica  de  todo  el  mundo 
jwliticos  no  retardasen  el  reconocí 
ticia,  y  sí  Inglaterra,  sobre  todo,  n 
los  á  la  deseada  reforma,  se  consa] 
internacional  obligatorio  para  tod< 
de  París. 

£etamos  seguros  que  ha  de  consí 
blicÍBtas  y  hombres  de  Estado  (2), 
claman  imperiosamente  la  reform 
hiendo  versar  ésta  sobre  la  propiei 


(1)  Conl:  Ub  concliiaioneB  del  las 
el  Anuaño,  1679,  pig.  1S3. 

La  cneitlón  de  la  inviolabilidad  de 
marítima  fué  extensa  y  profundamenl 
Ilíones  de  loa  publicistaa  contemporáni 
dicha  cuestión.  Véanse  los  Importantei 
Reü'ata  de  Derecho  internacional,  tomo 
tomo  una  relación  de  Piebantoni  Bobr 
Hcerca  de  nueslra  legislación.  Véase,  a 
BuLMEítiHcij  en  el  Anuario  del  InaUtut 

(2)  BoíCE,  en  su  obra  De  la  propi 
enemigo,  ha  expuesto  con  orden  y  an¡< 
blicisiHB  antiguos  y  modernos  respecte 
inentos  más  importantes  pan  demosti 
privada.  Nos  complacemos  en  hacer  ci 
bilídad,  hoy  generalÍEado  y  sostenido 
res,  ha  sido  siempre  detondido  por  la  < 
acorde  y  compacta  en  este  punto.  Loa 
vo,  de  los  primeros  en  demostrar  con  f 
lirse  el  corso  en  las  guerras  marflimas, 
da  guerra  capturar  loe  mercantes.  Así . 
libro  De  los  debereí  de  Iom  principe!  neu 
de  ¿ttoi  rttpeeto  de  aquéllo»,  en  el  qae  c 
sal  y  consagrado  en  tantos  edictos,  de 
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Aparte  de  esto,  la  importante  innovación  consagrada  en  el  tratado 
de  PariB  de  1856,  quedaría  verdaderamente  incompleta  y  sería  in- 


baques mercantes  y  demostrar  qae  este  aso  debía  considerarse  contrario 
al  fin  mismo  de  la  guerra,  conclayendo  de  aquí,  qne  era  necesario  abolir 
el  corso  y  declarar  inviolable  la  propiedad  privada  lo  mismo  por  mar  que 
por  tierra,  y  que  debían  respetarse  hasta  las  tripulaciones,  con  tal  que  se 
comprometiese  á  no  servir  en  los  ejércitos  de  su  soberano. — Gallumi, 
obra  citada,  pág.  487  y  88. 

Estudiando  Filánoibri  las  reformas  de  las  legislaciones  europeas,  cali- 
ficó de  delito  contra  el  derecho  de  gentes  la  captura  de  la  propiedad  pri 
vada  durante  la  guerra,  que  casi  quería  asimilarla  á  la  piratería,  y  concluía 
haciendo  votos  «para  que  las  naciones  beligerantes  irenunciasen  en  el  por- 
venir este  medio  infame  de  bausar  daño  al  enemigo  á  expensas  de  la  tran- 
quilidad de  todos  los  pueblos».  (Ciencia  de  la  legi$lación,  cap.  XLIX,  to- 
mo IIL) 

AzuNí  propuso  también,  entre  las  reformas  del  derecho  marítimo,  la  de 
declarar  que  no  se  debe  secuestrar  ni  capturar  ningún  buque  mercante  sino 
en  caso  de  transportar  contrabando  de  guerra.  ^Sistema  universal  de  los 
principios  del  derecho  marÜimo^  tomo  II,  pág.  238,  cuya  opinión  fué  luego 
convalidada  por  Romagnosi,  que  predijo  que  llegaría  un  tiempo  en  que  se 
aplicarían  idénticos  principios  á  la  guerra  por  tierra  que  á  la  guerra  por 
mar,  y  se  negaría  el  derecho  de  capturar  la  propiedad  privada  del  enemi- 
go á  bordo  de  una  nave  enemiga,  salvo  el  caso  de  contrabando  ó  de  rup- 
tura del  bloqueo.— Pxbraktoni,  £^.  cíe  Der.  int.,  1876^  pág.  687.— Mira- 
olía,  Consider.  hist  acerca  del  derecho  de  presa, 

Luccbb81-Palli,  en  su  obra  Principios  del  derecho  público  marítimo,  pu- 
blicada en  1841,  formuló  un  proyecto  de  Código  de  derecho  público  marí- 
tímo,  estableciendo  como  máxima  fundamental  de  las  reglas  por  él  pro- 
puestas la  libertad  del  comercio  en  tiempo  de  guerra,  salvo  la  limitación 
de  loa  puertos  efectivamente  bloqueados,  y  de  los  objetos  de  contrabando 
de  guerra. — Obra  citada,  art.  6.o 

En  tiempos  más  próximos  á  los  nuestros  se  ha  sostenido  por  todos  los 
pablicistas  italianos  qne  han  seguido  las  huellas  de  Mancini,  el  principio 
de  la  inviolabilidad  de  la  propiedad  privada,  tratando  de  semibárbara  la 
costumbre  de  capturar  los  buques  enemigos. — Progresos  del  derecho  en  la 
sociedad,  en  la  legislación  y  en  la  ciencia,  pág.  167. 

£1  principio  de  la  inviolabilidad  de  la  propiedad  privada  fué  amplia- 
mente discutido  y  sostenido  con  Valiosos  argumentos  racionales  y  jurídi- 
cos por  ViDARi,  en  su  importante  monografía  Del  respeto  á  la  propiedad 
privada  entre  los  Estados  beligerantes,  publicada  en  1866,  que  fué  comple 
tada  y  revisada  en  la  edición  de  1867.  Entre  los  publicistas  italianos  con- 
temporáneos fué  el  citado  escritor  el  que  trató  directamente  la  tesis,  colo- 
cando la  cuestión  en  el  terreno  puramente  jurídico,  examinando  el  asunto 
bajo  todos  sus  aspectos,  y  aduciendo  los  argumentos  mejor  fundados  para 
establecer  que  cel  respeto  á  la  propiedad  privada  es  un  verdadero  deber 
jurídico,  que  se  deriva  rigurosamente  de  los  principios  de  justicia,  que 
obligan  siempre  y  á  todos,  aun  cuando  no  tengan  su  sanción  penal  en  Có- 
digo alguno». — ViDARi,  ob.  cit.,  segunda  edición,  1867,  pág.  403. 

En  la  primera  edición  de  nuestro  tratado  publicada  también  en  1866, 
seguimos  igualmente  la  constante  tradición  de  la  escuela  italiana,  procu- 
rando  demostrar  con  argumentos  jurídicos  que  debe  declararse  inviolable 
la  propiedad  privada  lo  mismo  en  la  guerra  marítima  que  en  la  continen- 
tal, llegando  á  concluir  que  <la  goerra  no  puede  tener  por  fin  la  destruc- 
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coDBecuente,  pues  las  potencias  que  suscril 
6Ste  tratado  declararon  que  la  mercancía 


ciÓD  del  comercio  del  eoemigo,  porque  la  rnina 
cuUres  <le  la  parte  contraria  no  conclnje  la  gue 
eenaible  el  poder  del  estado  enemitto,  sino  qae  t 
la  piratería  bajo  otro  aepecto,  y  antiaface  la  cod 
tiniaS'  Pretender  soatetier  que  el  ña  para  qne  el 
CBCuadraa  ea  el  deseo  de  duetrnir  el  comeruio  dt 
que  pretender  jutCiQcar  una  piratería  bien  organ 
(le  la  looral  y  del  derecho.  O  el  particular  del  El 
eiderarae  como  enemigo,  y  en  este  caao  pned. 
contra  él  empleada  para  obligarlo  A  ceder,  ó  no  | 
tal,  y  en  este  caao,  ¿en  qué  príncipioa  podeinoi 
<'ontm  BU  petaona  y  bienes?  ¡Puede  acaao  justit 
de  caniar  dafio  á  aquel  contra  quien  excliiaivaii 
oteo  á  quien  nu  puede  considerarse  en  uiodo  ni; 
VéaBe  la  primera  edición  de  esta  obra,  publicaí 
nae  427  y  nignienteB,  y  la  traducción  francesa  de 
pig.  825. 

Los  demás  publiciBtas  contemporáneos  com] 
tenido  la  misma  tesis,  entre  loa  que  citaremos  á 
iwiri,  MiHAOi.u,  Maboo,  Patehnostro,  Bros*,  e 
ScBUTT*RBL*,  GioTiNT  y  otros.  La  escuela  its 
sostener  los  principioe  establecidos  por  Galliau 

No  debo  pasar  por  alto  que  el  Congreso  ínter 
«n  Ñapóles  en  I8SI,  aceptó  la  signíente  proposíi 
tiva  de  los  italianos: 

•  El  Congreso  suaerda  que  los  buques  mercí 
gerantes  y  su  cargamento  deben  quedar  exentot 
vaptura,  como  tos  de  las  naciones  neutrales,  A  ( 
lie  guerra,  no  eitendióndose  esla  exención  á  lol 
un  pnerto  bloqueado  pnr  las  ruerzaa  navales  de 

Entre  los  estadistas,  citaremos  en  primer  lu( 
«s  donde  la  reforma  halla  siempre  nuevos  obstác 
«1  presidente  de  la  Cámara  de  Comercio  de  Maní 
ae  mostró  ardiente  sostenedor  de  la  reforma  y  li 
otros  en  una  proposición  formal  presentada  al 
fallí  presentó,  en  efecto,  una  moción  i  la 
en  1803,  que  fué  discutida  con  calor  en  laa  sesk 
combatiendo  al  Gobierno.  Grkiiort  la  renovó  c 
Marzo  de  1966),  y  propuso  que  S.  M.  británica  ii 
«u  mediación  cerca  de  laa  potencias  extranjeraB 
gis  de  derecbo  interuacionat  el  principio  de  la  ii 
dad  priviids  por  mar.  En  1877  surgió  nuevamen 
del  3  de  Marao.  El  Gobierno  se  mostró  siempr 
«sta  misma  conducta  en  !a  conferencia  de  Brusi 
yes  de  la  guerra. 

Mejor  acogida  ha  tenido  en  Alemania  el  pril 
En  la  Cámara  de  diputados  prusiana  acogióse  I 
«ion  de  Roftia  en  1860.  y  reunida  la  comisión  M 
presenta  en  la  sesión  del  IB  de  Mayo  del  rail 
bierno  á  aprovechar  todas  las  ocasiones  que  a 
que  se  reconozca  como  principio  de  Derecho  in 
<lad  de  la  propiedad  privada  por  mar.  La  propoi 


burgo,  Stetin,  Breslau,  Bielefeld,  y  lai  de  iaduBtria  ;  comercio  de  Baviera, 
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EOBt«DÍble  en  derecho,  por  pertenecer  á  un  indÍTÍdi 
enemiga,  ¿con  qué  razón  es  la  podría  declarar  inv 
estuvioae  cubierta  por  bandera  neutral?  ¿Y  por  (] 
coreo  que  es  el  medio  más  eficaz  y  expedito  part 

eiur 

Para  ser  lógicos,  serla  necesario  por  lo  menos  re 
claración  de  París  ;  admitir  el  derecho  de  captura  i 
quieren  algunoe,  que  seguramente  son  más  consecu' 
baria  que  retrocediese  la  guerra  marítima  á  lo  q 
tiempo,  cuando  su  primer  móvil  era  el  interés 
principal  fin  la  destrucción  de  lae  potencias  rivaleí 
declaración  de  París  es  considerada  por  la  gran  ma 
blicistas  y  de  los  hombres  de  Estado  como  un  verd 
si  loe  mismos  escritores  ingleses,  como  Westlake, 
y  hombres  de  Estado,  como  Falmerston,  Clarendoi 
Tille,  Grey,  Gladstone  y  Bright,  aplaudiendo  los 
clamados,  sostienen  que  son  estrictamente  obligat 
loB  Estados  que  prometieron  sn  observancia,  de  mo 
Je  ellos  puede  por  un  acto  unilateral  eximirse 
¿cómo,  reconociendo  unos  y  otros  tales  máximas, 
liarlas  con  la  doctrina  que  sOEtienen  respecto  de  la 
inconsecuentes? 

O  puede  atribuirse  al  beligerante  el  derecho 
propiedad  del  ciudadano  pacifico  de  In  parte  ene 


lu  de  Bárdeos,  Marsella  y  Gothenbargo;  1u  de  Liverp 
cheater,  Leed*,  Falü,  Belfort,  Gloceeter  y  otriis. 

En  1&  reanión  de  loa  delegados  ingtasea  de  las  Gámi 
renaidoa  eo  LoDdrea  el  20  de  Febrero  de  1866  se  votó  la 
raciún  .preaentadn  por  loa  delegadoo.  de  lae  Cámaraa  de 
verpool  j  de  Bradford;  >La  Aaauíblea  es  de  parecer  que 
Paiia  DO  aa  halla  á  la  altura  de  Isa  exigencias  ele  la  c¡ 
necesidades  del  comercio  y  del  común  deseo,  cada  vei 
noar  los  males  qoe  cauaau  la  guerra,  siendo  sal  que  dicl 
tsegara  i  la  propiedad  enemiga  en  el  mar  la  invíolabilid 
1*  de  los  nentrales.  > 

(1)  Los  qne  querían  impalaar  al  Gobierno  inglés  pan 
ÜMlaraciún  de  Purís,  se  servían  como  principal  argumer 
ella  se  halla  establecido  el  principio  de  la  inviolabílida* 
príTada.  Esta  opinión  fuá  sostenida  por  Puací  y  Wihd 
del  S  de  Mareo  de  1877,  y  vivamente  impugnada  por  Mr. 
tirio  de  Estado.  En  Inglaterra  se  han  mostrado  mnclx 
dMlaradón  de  París  por  esta  consideración,  y  entre  elloi 
el  conde  Rdbsie.;  también  Phili.ihokb  laraeDta  que  Ingle 
do  U  declaración  de  Parla,  haja  renunciado  á  la  csptura 
privada  enemiga.— Coimmt.  on  iní.  laia,  prrfacio,  pág.  13. 

Veredio  iní.  jítólico.— Tomo  IV. 
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del  enemigo;  pero  la  regla  de  derecho  positivo  está  en  oposición 
con  loa  principios  de  la  ciencia,  y  el  derecho  de  presa  marítima 
se  considera  generalmente  como  un  verdadero  derecho  de  los  beli- 
gerantes, salvo  el  caso  que  hayan  renunciado  á  ejercitarlo  por  de- 
claración expresa  ó  por  obligación  contraída  mediante  un  tratado» 
y  salvo  también  las  restricciones  del  derecho  marítimo  internacio- 
nal consagradas  por  los  usos  y  costumbres. 

Las  reglas,  pues,  según  la  práctica  actual,  son  las  siguientes: 

La  propiedad  privada  enemiga  que  se  halle  á  bordo  de  un  bu- 
que enemigo,  y  el  barco  que  navegue  bajo  bandera  también  ene- 
miga, y  que  después  de  la  declaración  de  guerra  caigan  en  poder 
del  beligerante  mediante  el  secuestro  verificado  en  alta  mar  ó  en 
las  aguas  territoriales  por  parte  de  los  buques  de  guerra  ó  de  los 
corsarios  (para  los  Estados  que  no  se  han  adherido  á  la  Conven- 
ción de  París),  pueden  ser  legalmente  detenidos,  transportados  á 
los  puertos  del  Estado  en  nombre  del  cual  se  verificó  el  secuestro, 
y  declarados  buena  presa,  si  la  jurisdicción  competente  para  juzgar 
en  la  materia  ha  confirmado  el  secuestro,  considerando  legal  la 
captura. 

Las  tripulaciones  de  los  buques  que  naveguen  bajo  bandera 
enemiga,  pueden  ser  hechas  prisioneras  de  guerra. 

1.S919.  Estas  reglas  abren  en  su  aplicación  ancho  campo  á 
las  controversias  y  dan  origen  á  una  serie  interminable  de  cues- 
tiones, para  cuya  resolución  faltan  principios  ciertos  aceptados 
por  el  común  consentimiento  de  los  Estados,  hallándose  discordes 
las  opiniones  de  los  publicistas.  Es,  en  efecto,  difícil  definir  con 
precisión  en  los  casos  controvertidos  el  carácter  hostil  de  la  pro- 
piedad, evaluar  las  circunstancias  que  pueden  legitimar  el  secues- 
tro, tanto  respecto  de  las  personas  que  lo  llevaron  á  cabo,  cuanto 
del  lugar  en  que  se  verificó;  suministrar  las  pruebas,  determinar 
la  jurisdicción  competente  para  juzgar  la  forma  de  los  juicios  y  el 
procedimiento,  y  fijar,  por  último,  los  principios  á  que  deben  ate- 
nerse los  Tribunales  de  presas  para  pronunciar  su  fallo  respecto  de 
la  validez  de  la  captura.  Antes  de  entrar  en  el  examen  de  los 
principales  puntos  controvertidos,  será  conveniente  consignar 
en  qué  Estados  son  aplicables  en  la  práctica  las  reglas  enun- 
ciadas. 

1.S33*  Todo  Estado  puede  derogar  la  regla  consagrada  ge- 
neralmente en  un  acto  unilateral  ó  por  medio  de  un  tratado  ex- 
presamente estipulado,  ó  puede  también  derogar  excepcional- 
mente  la  rigurosa  aplicación  de  la  regla,  como  hizo  por  ejemplo 
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Solo  por  vía  de  represalias  podrán  ser 
de  nación  enemiga  cuando  ésta  haja  hecl 
rineroB  ó  tripulación  de  los  buques  mercni 
potencia  altada. 

IfSafl.  No  hemos  de  ocultar  que  et  1 
tro  legislador  á  la  condición  de  reciprocid 
lea  por  él  proclamados,  desvirtúan  notal 
de  la  reforma  eminentemente  liberal  sane 
go.  Hubiera  sido  mejor  y  más  conforme  i 
ticia,  que  el  legislador  italiano  hubiese  et 
nes  de  derecho  internacional  público  el  i 
sancionado  nuestro  Código  civil,  coocedif 
pleno  goce  de  los  derechos  civiles  indepei 
procidad. 

A  este  propósito  recordamos  y  nos  rnti 
dicho  anteriormente  (1),  esto  es,  que  no  p 
do  alguno  la  represalia  jurídica,  que  no  ei 
Siempre  será,  sin  embargo,  un  precedenb 
clamación  de  los  principios  liberales  para 
ternacional,  haya  precedido  Italia  á  los  á 
les  abierto  el  camino  para  aceptar  como 
cipios  de  libertad  y  de  justicia  sanciónate 
dores.  A  los  demás  países  corresponde  ah 
los  Estados  Unidos  de  América  que,  en  e' 
ti  pillado  en  26  de  Febrero  deI871,  han  c 
el  principio  del  respeto  á  la  propiedad  pr 

liifcaV.  Pasemos  abora  á  examinar  i 
reglas  del  derecho  positivo  entre  los  beli 
biesen  derogado.  Notemos  ante  todo,  que 
derecho  internacional  consuetudinario,  8< 
te  como  no  sometidos  á  la  confiscación  ] 
pesca,  los  destinados  á  una  misión  cientii 


(1)  Véase  el  g  1.886. 

(2)  He  aqaf  el  texto  del  art.  citado:  <Lae  Al 
vienen  en  que,  ai  por  deagracia  surgiere  una 
exenta  de  captura  y  confiacación  por  parte  de 
las  faerzBs  militares  <Ie  ambas  partes,  la  propi 
UTOS  eúbditoB,  lo  misnio  en  alta  mar  que  ' 
excepción  del  contrabando  de  guerra;  teniend 
ción  no  se  extenderá  á  tos  buques  y  cárgame 
en  nn  pnerlo  bloqueado  por  las  fuersas  na 
partea.! 
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cía  de  un  naufragio  ú  otro  siniestro  marítimo  se  hubiesen  visto 
obligados  á  arribar  á  las  costas  del  beligerante,  los  barcos  hospi- 
tales, los  buques  que  conduzcan  despachos  de  parte  del  almirante 
y  de  la  escuadra  y  que  enarbolan  la  bandera  de  parlamento,  y  los 
Tapores  correos. 

1I»&SS«  Los  barcos  de  pesca  han  sido  generalmente  declara- 
dos exentos  de  la  confiscación  por  el  fin  eminentemente  pacifi- 
co de  su  industria,  y  por  los  principios  de  equidad  y  de  humani- 
dad. Esta  exención  se  extiende  á  los  barcos,  á  los  arreos  ó  instru- 
mentos de  pesca  y  á  lo  pescado.  Este  uso  verdaderamente  huma- 
nitario se  remonta  á  los  tiempos  más  antiguos;  y  aunque  la  inmu- 
nidad de  la  pesca  en  las  costas  no  haya  sido  consagrada  en  los 
tratados»  se  considera  hoy  como  un  principio  fijo — proclamando 
iodos  los  publicistas  como  regla  positiva  del  derecho  internacio- 
nal la  inviolabilidad  de  los  barcos  destinados  á  la  pesca — ^y  ha 
sido  generalmente  respetada  por  los  Estados  (1). 

Establecemos,  pues,  como  reglas: 

a)  Los  barcos  pertenecientes  á  los  ciudadanos  de  un  Estado 
enemigo  y  destinados  á  la  pesca  en  las  costas,  no  estarán  sujetos  á 
la  captura; 

Sin  embargo,  si  dichos  buques  se  empleasen  en  cualquier  ope- 
ración militar,  perderán  todo  derecho  de  exención; 

h)  También  podrán  quedar  sujetos  á  captura  los  barcos  desti- 
nados á  la  pesca  en  el  Océano,  tales  como  los  que  se  dedican  á  la 
pesca  de  la  ballena,  de  las  focas,  etc.  (2). 

tA99m  Acerca  de  la  inmunidad  de  los  buques  salvados  del 
naufragio  ó  que  llegan  á  las  costas  enemigas  por  arribada  forzosa, 
se  han  Eostenido  vivos  debates  entre  los  publicistas.  Todos  están 
de  acuerdo  en  reconocer,  que  según  los  sentimientos  equitativos  y 


(1)  Respecto  de  Francia,  se  sancionó  la  inmunidad  por  los  Reales  edic- 
tos de  1648  y  1684  y  por  el  art.  80  de  la  jurisdicción  sobre  la  marina.  In- 
glaterra ni  siquiera  ha  sido  generosa  con  los  pescadores.  En  las  guerras 
de  la  Revolución  francesa  llevó  aquella  nación  su  rigor  hasta  confiscar  los 
barquichuelos  de  pesca  franceses  y  holandeses,  y  trató  como  prisioneros 
de  guerra  á  los  tripulantes.  En  1799,  revocando  una  ordenanza  del  afio 
anterior,  declaró  que  por  mera  tolerancia  reconocía  la  libertad  de  la  pesca. 
£n  8U  última  guerra  de  1864,  en  la  que  se  alió  con  Francia  y  con  Italia, 
destruyeron  los  cruceros  ingleses  en  el  mar  de  Azof  los  instrumentos  de 
pesca  y  hasta  las  cabafias  de  los  pescadores  construidas  en  la  costa. 

(2)  La  pesca  á  lo  largo  de  las  costas  tiene  poca  importancia  en  cuanto 
á  U  riqueza  nacional  que  puede  producir;  pero  la  pesca  mayor  (si  se  per- 
mite la  palabra)  es  una  verdadera  operación  comercial  y  de  industria,  y  es 
natural  que  esté  sujeta  á  los  mismos  principios  que  regulan  el  comercio 
enemigo. 
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nada  á  hospital  ó  sujeta  á  la  captura  como  desti 
cocaercialee. 

En  nuestra  opinión,  aun  admitiendo  on  la 
de  presa  inaritima,  no  puede  ne);;arB6  que  aqué! 
recho  excepcional,  y  que,  como  tal,  debe  inti 
aplicación  con  las  reetricciones  más  favorables  A 
ES  hace  valer.  Sostenemos,  pues,  que  en  el  casi 
berta  perder  el  buque  el  privilegio  de  su  neutra 
por  estar  destinado  A  hospital. 

Loa  buques  parlamentarios,  designados  con 
res  de  cartel,  deben  considerarse  como  inviolab 
consideración  de  que  desempeñan  por  mar  la  mi 
parlamentarios  por  tierra.  Deben,  sin  embargo, 
dera  correspondiente,  abstenerse  de  todo  acfa 
obrar  dentro  de  los  límites  exigidos  para  el  ci 
misión;  sin  lo  cual  podrían  perder,  con  razón, 
parlamentarios,  las  prerogntívas  consagradas  p< 
puede,  respecto  de  éstas,  tomar  la  au'<oridad  de 
A  que  han  de  aproximarse  para  desempeñar  bu 
clones  exigidas  por  las  necesidades  ó  las  conve 
y  basta  suspender,  en  ciertos  casos  excepcioni 
de  las  mismas,  cuando  asi  lo  nconaejen  tas  c 
necesidades  da  la  defensa. 

ltS41>  Respecto  de  los  vapores -correos, 
mente  consagrado,  durante  la  paz,  el  principi 
loe  buques  de  guerra,  y  se  admite  de  ordinario 
también  de  las  franquicias  é  inmunidades  de 
paz  disfrutan  éstos;  pero  no  hallamos  asegurad 
inviolabilidad  de  loa  vapores-coneos  cuando  so 
Boeck  cita  un  convenio  concluido  entre  Francia 
de  Junio  de  1833,  para  el  servicio  postal  enti 
que  establecía  como  mAxima  la  asimilación  de 
y  los  buques  de  guerra,  y  disponía:  «Que  no  pe 
de  su  destino  especial,  esto  es,  de  transportar 
de  cualquier  autoridad,  ni  estar  sujetos  á  embí 
Kn  caso  de  guerra,  disponía  dicho  convenio,  (art. 
correos  de  los  respectivos  Gobiernos  contjnuarAr 
obstáculo  ni  molestia,  hasta  que  uno  de  los  d 
fique  que  cesan  en  su  servicio,  en  cuyo  caso 
volver  libremente  y  bajo  protección  especial, 
puertos.» 
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que  éste  baya  pertenecido  anteriormente  á  un  ciudadano  de  la  par- 
te enemiga  y  lo  hubiese  vendido  á  un  neutral  después  de  la  decla- 
ración de  guerra.  La  traslación  de  dominio  becha  mediante  un  con- 
trato de  venta,  ¿seria  eficaz  para  cambiar  la  condición  jurídica  de 
]a  nave  en  lo  que  se  refiere  al  ejercicio  de  la  presa  marítima? 

La  jurisprudencia  no  ha  resuelto  de  un  modo  uniforme  la  cues- 
tión propuesta. 

En  Francia,  para  prevenir  el  fraude  y  por  la  dificultad  de  ave- 
riguar cuándo  ha  habido  buena  fe,  se  ha  considerado  el  contrato 
de  venta  ineficaz  para  cambiar  dicha  condición  jurídica  respecto 
del  beligerante,  que,  ejerciendo  los  derechos  de  guerra,  hubiese 
capturado  el  buque,  por  lo  cual  se  han  declarado  buena  presa  los 
barcos  capturados  á  los  ciudadanos  de  la  nación  contraria,  á  pesar 
de  que  los  hubiesen  vendido  á  los  neutrales  después  de  la  declara- 
ción de  guerra.  En  Inglaterra  se  ha  admitido  una  distinción  ra- 
cional entre  la  venta  hecha  de  buena  fe  y  la  llevada  á  cabo  con  el 
íin  de  poner  el  buque  á  salvo  de  la  captura.  Para  decidir,  pues,  si 
la  nave  puede  ó  no  ser  objeto  de  presa,  ha  examinado  siempre  cui- 
dadosamente el  Tribunal  del  Almirantazgo  la  naturaleza  del  con- 
trato de  venta  y  la  sinceridad  de  la  enajenación,  deduciéndola  de 
las  circunstancias  y  de  los  documentos.  Dicho  Tribunal  ha  decidi- 
do que,  cuando  el  vendedor  haya  enajenado  en  absoluto  el  buque, 
sin  reservarse  ninguna  clase  de  derecho  ni  intervención  alguna, 
cuando  no  hubiese  ninguna  ingerencia  en  el  tráfico  ni  en  la  nave- 
gación, de  manera  que  no  quepa  duda  acerca  de  que  la  transmisión 
de  dicha  propiedad  ha  sido  completa  y  hecha  de  buena  fe,  resul- 
tando todo  esto  del  contrato  de  venta  en  forma  auténtica  existente 
á  bordo  en  el  momento  de  verificarse  el  secuestro,  dicho  buque 
debe  considerarse  de  la  propiedad  del  neutral  á  quien  se  hubiese 
vendido.  Por  el  contrario,  si  de  las  circunstancias  resultase  que  la 
venta  Be  había  llevado  á  cabo  con  el  fin  de  sustraer  el  buque  al  pe- 
ligro de  la  captura — lo  cual  deberá  suponerse  en  el  caso  de  que  el 
antiguo  propietario  se  hubiese  reservado  cualquier  derecho,  y  so- 
bre todo,  si  el  vendedor  continuase  empleando  dicho  buque  en  su 
propio  comercio  ó  estuviese  interesado  en  la  especulación — ó  si  de 
las  circunstancias  pudiera  deducirse  de  algún  modo  la  simulación 
ó  la  mala  fe,debe  considerarse  ineficaz  la  transferencia  de  domi- 
nio de  la  nave  para  los  efectos  de  la  captura. 

En  la  guerra  de  1^54  hízose  una  aplicación  de  estos  principios 
á  propósito  de  un  barco  ruso,  el  Orto,  vendido  á  un  toscano  por  los 
armadores  rusos  establecidos  en  Odessa.  Capturada  esta  nave  al  sa- 


J 


LtBBO  PRIMBHO.— I 

;ta  en  virtud  de  la  cual  el  < 
L  falta  no  podia  euplirse  pi 
ique  fuese  anterior  á  la  re 
y  otras  investigacioDea  bou 
berla  consíderacae,  en  lo  q 
tenecien'^  al  Estado  cuya  1 
cho  no  podría  atribuirse  e 
ue  hubiesen  obtftnido  el  a< 
le  conceder  este  acta  es  < 
lo  por  las  leyes  interiores  ' 
d  debería  ser  el  único  do< 
le  habla  ó  no  de  considera! 
S.  En  la  aplicación  de  li 
gtr  algunas  dificultades  si 
e  concedido  el  derecho  de 
.  buque  perteneciente  ezcl 
>or  ejemplo,  en  los  Estad* 
)drla,  en  efecto,  ocurrir  qá< 
eneciese  la  nave  A  ciudadaí 

guerra  de  1870  á  71  surgii 
I  del  buque  Palma,  que  peí 
iza,  y  como  esta  nación  no 
cho  buque  la  bandera  alen 

guerra  francés  (1). 
di&cuttadea  no  pueden  nr 
i  los  principios  propuestos, 
urgir  en  la  práctica,  eerla  n 

acuerdo  acerca  de  las  coi 


Sociedad  protestante  de  las  M 
t  de  na  barco  dedicado  á  man 
ilicHB  del  África  occidental. 
ido  prohibido  la  Confaderació: 
la  bandera  de  la  Confederado 
obtener  la  sociedad  que  ait  bi 
,  y  deapuée  de  1866  con  la  ban 

como  propietario  del  buque  e 
emán  cualquiera, 
nomento  en  que  se  declaró  la 
o  de  1870),  se  bailaba  dicho  b 

Enero  de  1R71  tai  capturado 
■uokerque.  Promovido  eljiíici 
Consejo  de  presas  de  Bardóos 
ún  apeló  U  sociedad  ante  el  C 
iró  nula.  (Véase  Dalloz,  1873 
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conceder  la  nacionalidad  á  loe  buques,  debiendo  considerar  como 
indispensable  la  condición  de  que  la  propiedad  de  aquél  pertene- 
ciese, al  menos  en  su  mayor  parte,  ¿  los  ciudadanos  del  Estado 
que  hubiese  concedido  á  dicho  buque  el  acta  de  nacionalidad. 

La  condición  especial  en  que  se  halla  la  Confederación  Suiza 
exige  la  aplicación  de  principios  excepcionales.  £1  Consejo  de  Es- 
tado francés  declaró  nula,  con  razón,  la  captura  del  buque  Palma, 
por  la  consideración  de  que  los  armadores  suizos  no  pueden  enar- 
bolar bandera  propia.  La  equidad,  pnes,  exige  en  este  caso  ana 
derogación  de  los  principios  generales,  concediendo  á  los  propie- 
tarios la  facultad  de  hacer  valer  bu  derecho  y  probar  el  verdadero 
estado  de  cosas  para  evitar  que  su  nave  pueda  considerarse  como 
enemiga. 

■■&•<•.  En  lo  que  se  refiere  al  carácter  hostil  de  las  personas 
paia  decidir  ai  el  propietario  de  la  cosa  debe  considerarse  ó  no 
como  enemigo,  también  hay  discordancia  de  opiniones  y  princi- 
pios. Admitido  que  el  derecho  de  confiscación  debe  limitarse  &  la 
propiedad  perteneciente  al  enemigo,  es  claro  que,  para  determinar 
el  ejercicio  de  tal  derecho,  debe  atenderse  &  la  decisión  de  si  el 
propietario  de  la  cosa  puede  ó  no  considerarse  personalmente  como 
enemigo.  ¿Deberá  ser  en  esto  decisivo  el  criterio  de  la  ciudadanía 
ó  del  domicilio?  ¿Cuáles  serán  las  modifícaclones  de  la  ciudadanía 
originaria  durante  la  guerra? 

Si  no  se  quieren  buscar  pretextos  para  extender  el  derecho  de 
presa,  debe  determinarse  el  carácter  jurídico  de  las  personas  en 
sus  relaciones  con  eate  derecho,  teniendo  exclusivamente  en  cuenta 
la  ciudadanía.  La  residencia  comercial  no  debe  ser  poi  si  misma 
suficiente  para  que  se  considere  como  enemigo  al  ciudadano  de  un 
Estado  neutral,  establecido  por  razones  mercantiles  en  el  país  de 
uno  de  loa  beligerantes. 

1.&&0.  Esta  regla  se  ha  aplicado  más  generalmente  por  los 
Tribunales  de  presa  franceses,  los  cuales  han  considerado  la  reei- 
dencia  comercial  como  de  ningún  efecto  para  determinar  el  carác- 
ter hostil  de  la  propiedad,  tomado  siempre  del  de  la  perdona  del 
propietario,  habiendo  hecho  una  aplicación  de  este  principio  en  la 
Eentenciade  dicho  Tribunal  en  31  de  Diciembre  de  1870  (1). 


(t)  He  aqal  )a  decisión  del  Tribunal  de  presas,  ÍDsert*  por  Barboux, 
Juruprudenda  del  Ti-ibunat  dtpreíai  durante  la  guerra  de  1870  á  1871, 
pigÍDM  [04  y  slgnientea:  <ConBÍderBndo  que.  según  los  resguardos  Bnota- 
Joi  il  folio  16  y  17,  el  cargador  es  Mr.  Cramer,  que  no  jUBtiÜca  haber  per- 
dido m  cnalidad  de  Biibdíto  alemáa,  pero  que  el  destinatario  E.  W.  Dieael- 
dorif,  de  origen  hamburgués,  está  naturaliíado  en  el  Honduras  británico; 
Derecho  iní.  público.— Tomo  IV.  14 


La  doctrina  qo»  preval 
cia  al  domicilio.  Coneidért 
daño  domiciliado  en  el  pais 
ción ,  porque  la  propiedad 
(lerar  como  propiedad  del  ei 

Loe  principios  aplicados 
BÍguientea: 

Por  el  primer  sistema: 

a)  Lmb  bienes  no  tienen 
ni  de  hostiles,  sino  que  tomi 
de  atribuirse  á  los  propietar 

b)  Los  principios  genera 
Bicián  y  i  la  pérdida  de  la  c 
guerra  lo  mismo  que  se  apli 

c)  El  ejercicio  del  derecl 
determinarse  única  y  escla 
propietarios; 

d)  Debe  presumirse  que 
dadania  originaria,  y  que  co 
nunciado  á  ella  ó  no  hayan 

£1  domicilio  en  un  país 
dadania;  por  loque  el  ciuda 
país  del  enemigo  no  pierde 
pedir  el  Integro  reconocimi 
se  derivan. 

Por  el  segundo  sistema  e< 
a)     El  domicilio  es  el  crit 


considerando  que  las  mercancfai 
IS,  aonqae  cargadas  por  Hunte 
neutrales,  están  consignadas  á  ! 
la  casa  Schroeder  de  Hain burgo 
coman  di  tarioB  aon  ambos  de  ori 
de  pertenecer  á  un  pafs  por  md 
cial;  considerando  que  para  uo 
renunciado  á  ella  adoptando  otr 
país,  único  niedio  de  adquirir  la 
considerando  que  aaí  como  un  i 
eDemlgo,  no  pierde  de  pleno  dei 
comercial  de  un  enemigo  en  nn 
cualidad  de  enemigo;  coneiderai 
do  como  consignatarios  los  quin 
talón  consignado  al  folio  18,  no 
don  la  nacionalidad  inglesa e 


'e  vista  del  ejercicio 

1)  La  residencia  permanente  constituye  el  domicilio; 
c)  El  cambio  de  éste  puede  eer  etlcaz  para  excluir  la  aplica- 
■ción  de  loa  detechos  de  guerm ,  cuando  ee  halla  hecho  bona  Jide,  y 
hB}-a  seguido  el  abandono  efectivo  del  país  sirte  animo  reverlendi; 
<{)  El  origen  de  la  propiedad  y  el  destino  del  tráfico  puede  im< 
¡>nniir  al  comercio  mitiino  el  carácter  enemigo,  independiente- 
mente del  domicilio  del  propietario; 

e)  Loe  cónsules  que  ejercen  el  comercio  en  el  país  de  bu  resi- 
dencia quedan  sujetos  al  derecho  común,  no  obstante  hii  carácttr 
consular. 

I.&ftl.     Ix)  mismo  en  uno  que  en  otro  sistema,  surgen  inter- 
minables controverpina,  y  la  falta  de  principios  de  derecho  inter- 
nacional y  la  ¡ncertidumbre  de  la  jurisprudencia  establecida  en 
CEte  punto,  hacen  muy  difícil  determinar  las  reglas  precisas  que 
han  de  marcar  el  carácter  hostil  de  la  propiedad.  Aceptando  el 
nrinr-i^io  de  que  todo  debe  depender  del  carácter  nacional  del  pro- 
o,  eeguirlaae  que  las  cuestiones  relatirns  á  la  confiscabilidad 
ifítjcabilidad  de  la  mercancía  por  el  carácter  hostil  de  la 
lad,  deborla  determinarse  en  -la  misma  forma  que  las  de- 
ntes  de  la  aplicación  del  estatuto  personal.  ConvendrlE), 
idmitir  que  en  la  hipótesis  de  una  guerra  entre  Francia  é 
erra,  por  ejemplo,  la  mercancía  de  un  francés  establecido 
I  bá  en  América  y  domiciliado  allí  para  ejercer  el  comercio, 
i  considerarse  sujeta  A  confiscación  por  la  sencilla  razón  de 
propietario  de  la  misma  no  habría  perdido  su  nacionalidad 
iva,  aunque  estuviese  domiciliado  en  América,  En  una  pa- 
el  carácter  hostil  de  la  propiedad  dependería  del  carácter 
al  del  propietario  de  la  mercancía. 

AS<  Debemos  observar,  sin  embargo,  que  esta  solución 
lalla  en  armonía  con  la  teoría  sostenida  en  materia  de  pre- 
ritimas.  Considérase,  en  efecto,  que  la  principal  razón  con 
procura  justificar  el  derecho  normal  de  la  presa  marítima, 
ice  á  que  el  mermar  las  fuentes  de  la  riqueza  públich  pro- 
es  del  comercio,  es  muy  conveniente  para  los  fines  de  la 
,  en  cuauto  tiende  á  debilitar  el  nervio  del  poder  marítimo 
tado  mismo,  que  tiene  eo  el  comercio  su  fuerza  y  sus  fuen- 
incipales.  A  juicio  nuestro,  el  comercio  ejercido  por  un  fran- 
América,  no  tiene  en  si  mÍFmo  cosa  alguiia  para  poder  con- 
rle  boetit  respecto  á  los  fines  de  la  guerra,  por  lo  que  no- 


recho  al  objeto  fioal,  qlie  ee  el  de  ampliar  el  derecho  d< 
foraándoee  siempre  por  hallar  nuevas  razones  para  decli 
fia.  Sea  como  quiera,  hallamos  que  el  carácter  hostil  de 
dad  se  ha  hecho  depender  del  comercio  míeme  sin  tent 
ta  el  domicilio  del  propietario,  y  como  observa  Twis,  ni 
ne  á  qne  una  pereona  pueda  ser  considerada  como  ene 
€ar  de  que  resida  en  pala  neutral  y  no  tome  personalmi 
«n  la  guerra,  cuando  su  comercio  resulte  hecho  en  b( 
una  potencia  beligerante  (1). 

Háse  decidido  en  efecto  que,  si  un  comerciante  ciu( 

Eetado  neutral  y  residente  en  su  país  de  origen,  ejercí* 

roercio  privilegiado  en  virtud  de  una  autorización  eapec 

tado  beligerante,  sus  bienes  destinados  á  tal  comercio  ] 

conRÍderados  como  hostiles  y  quedar  sujetos  á  la  confisc 

^^^iendo  Hall  esta  teoría,  dice,  que  la  propiedad  puet 

^BB  un  carácter  hostil  por  su  origen  ó  por  su  empleo 

mf'      ensivo  para  Jos  fines  de  la  guerra  (2). 

'■^iKtf^  ^B  decidido  también  que,  cuando  un  com«rcÍant< 

,  .^SPPcipal  establecimiento  comercial  en  país  neutral  y 

.  ¿D  país  enemigo,  los  bienes  destinados  al  comercio 

pimiento  sucursal  están  sujetos  á  captura,  pero  no 

,  r    Vocimiento  principal. 

\X  Sáse  decidido  finalmente,  que  la  propiedad  de  una 
Kcio  establecida  en  país  enemigo  puede  confiscarEc  i 
fiados  se  bailen  domiciliados  en  país  neutral,  por 
n  de  que  el  comercio  de  dicha  casa  debe  consider 
^I  mismo,  sea  cualquiera  el  domicilio  de  los  Bocios  ( 
.  t^«-«%4o  podemos  dejar  de  convenir  en  que,  dado  el  ma 
K        ^  que  se  pretende  justificar  la  presa  marítima,  son 
^i^BlJeiones  de  los  Tribunales  de  presas  ingleses  y  amerii 


Twis,  Bigthg  nnd  Dutiet,  etc.,  §  IGG  j  eig.,  el  cual  cita 
jaez  Storj,  que  se  expresa  en  estoB  términos:   <En  genera 

Eel  cHTÍcter  nacional  de  una  persona  por  el  de  su  domicil 
ral  adquiere  aquélla  este  mismo  carácter,  y  si  no  lo  ea,  d 
~  á  dicha  persona  como  enemigo;  pero  la  propiedad  puede 
icter  hostil  independientemente  del  carácter  propio  qne 
^  'tsidencia.  En  otros  términos;  el  origen  de  la  propiedaí 

t  dicha  persona  ejerce,  puede  dar  á  este  comercio  un  c»i 
cnando  ei  propietario  esté  domiciliado  en  pata  neutral.i 
.)  HiLL,  Der.  ifií.,  §  ie7,  pág.  428  y  eig.— Conl.:  Phillin 
filio,  §  n  y  sig.;  Com-,  tomo  III,  §  484.— Híllsk,  c.  28,  g 
!■.  "tí.,  §  1.6U0  y  eig. — Bucck,  de  Lapropitáad  privada  eni 
■S)    WiLDSiiiKS,  Itut.  de  Ler.  int,  tomo  U,  pág.  83. 


aie  u 

cada  la  parte  que  como 
ría  negarse  en  verdad  e 
cho.  La  nave  es,  efecti 
dad,  y  si  de  hecho  pert 
el  derecho  de  guerra  de 
dad  con  las  regias  relat 
buual  del  Almirantazgc 
síón,  que  el  buque  debí 
del  ejercicio  de  Iob  dert 
1.»ftS.  En  Ja  luc: 
cuestión  bajo  otro  aspe 
lida  la  hipoteca  sobre  '. 
tos,  á  la  hipoteca  sohn 
buque  prusiano,  el  Tur 
pidió  que  cuando  fuese 
la  suma  de  12.000  taleí 
el  buque,  crédito  que  r 
lió  á  bordo  al  verificar 
la  demanda,  decidiend 
garantía  especial  dada 
probados  por  los  papeh 
que  la  propiedad  del  bi 
ches  de  la  guerra,  es  al 
pió  se  ha  admitido  de 
rltimos  de  todas  las  na 
Tribunal  del  Almirant 
propietario  de  un  barc 
tiene  derecho  á  enarbo 
no  puede  reivindicar  o 
-que  aun  suponiendo  qi 
eobre  la  nave  pueda  se 
leyes  francesas,  consid 
piedad,  no  podría  dích 
«icio  absoluto  de  los  de 
Esta  sentencia  es  la 
cho  repetidas  veces  res 
mitido  para  legitimar 
Estados,  y  que  los  Tril 
cipioB  del  derecho  á  la 

(1)    Barbóos,  I.  c,  pág. 
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cias  rivalea.  Admitido  como  regla  qne 
deraree  de  la  propiedad  del  enemigo  a 
buques  neutrales,  no  era  la  escuadra  á 
recorrer  Iob  mares  y  hacer  la  guerra 
<íúbiernoa  decidieron  aaociarse  los  co 
tieron  de  este  modo  en  un  elemento  di 
dos,  siendo  alentados  para- acometer  li 
por  el  pacto  de  partir  con  el  Gobierno 
guerra. 

De  esta  época  datan  loe  arroament 
cbos,  esto  es,  los  hechos  por  cuenta  de 
pacífico  del  Estado  enemigo  y  de  loa 
también  data  la  historia  de  los  mayor* 
eecuencia  de  esta  guerra  hecha  por  k 
cratÍTO,  animados  y  protegidos  por  lo 
dian  BUS  presas.  Los  Gobiernos  procui 
los  corsarios  sujetándolos  á  leyes  y  rt 
abusos;  pero  de  hecho,  estimulados  lo 
del  lucro,  animaban  indirectamente 
los  corsarios,  dice  HauteCeuille,  y  pagí 
textos  para  la  conñscación  de  los  buqi 
nuevos  deberes  á  los  amigos,  y  b&  ati 
los  beligerantes,  á  los  armadores.  Ast 
impunidad  absoluta  por  todas  las  vio 
pueblos  paci6coB,  puesto  que,  aunque 
motivo  del  secuestro  de  un  buque  am 
earios  de  que  se  declararla  buena  bu  í 
se  lea  condenarla  á  reparar  el  da&o  cae 
pues  el  mismo  escritor  cobre  las  orde 
cados  para  refrenar  los  abusos  de  los 
misibos  Gobiernos  que  los  promulgabí 
te,  por  temor  de  que  viniese  esto  &  c 
siasmo  de  la  guerra  en  corso.  «Desgra 
les  y  para  la  humanidad,  dice,  aquel 
lenlmente,  ó  mejor  dicho,  se  ejecutan 
en  su  espíritu.  Exigíase,  en  efecto,  qu 
vistos  de  patentes  de  corso,  que  hub 
depósito  de  la  caución ,  y  que  sometiei 
les;  pero  de  la  misma  manera  que  viol 

(1)    HADTKFEUi[.Lti,.Hütarta  del  Der.  tna 


ciÓD  de  eBtas  cláusulas  eepe- 

rables  del  corao  uaritimo,  y 
tudee  de  aquel  bárbaro  bÍs- 
jales  lio  podemos  ahora  ocu- 

iblicietas  combatieGen  eeoie- 
aciones,  condenándolo  como 

de  loB  primeros  en  soeteaer 
ñpiofl  de  humanidad  y  á  los 
ron  eu  voz  Mably  y  Qaliani 
(!)■ 

BU  abolición,  obligándose  á 
o  de  los  más  importantes  el 

Estados  Unidos,  en  el  que 
.  de  guerra,  hizo  insertar  la 
ana  guerra  entre  las  partes 
ites  empleados  en  el  comer- 
naregnrán  libremente  sin  ser 
igan  á  no  conceder  comisión 

que  las  autorice  á  destruir 
omercio»  (2). 

nida  de  1767  á  1774,  declaró' 
.e  corso,  y  así  lo  verificó  en* 
1787,  apeló  también  al  auxi- 
ostenidas  durante  la  Revolu- 
mpliamente  en  la  Asamblea 


'.  XVm,  §  i.o  (véase  la  tradnc- 
É);  Máblt,  Derecho  público  ewo- 
I,  De  toB  deberes  de  lot  príncipes 
ttcia  del  corso,  se  expresaba  ea 
■  naciones  qaa  no  taviesen  otro 
tilÍEarae  matuamente,  podría  en 
ileado  por  naciones  podaroslst- 
1  llevar  á  cabo  la  más  ardas  y 
i»  me  mueven  á  decir  resuelta- 
rutal  j  ftislads  no  repugnaba  & 
,  cuando  toda  la  fuerEa  de  la  na- 
!  todo  ciudadano  para  pelear,  en 
},  provistas  de  ejércitos  perma- 
relacionadss  políticamente  unaa 
)r  consigDÍente  ilícito,  ol  penni- 
ioe.>  Pág.  43S. 
ig.  í7. 
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legifilatira  la  cueetión  de  la  abolíci 
la  bablen  propuesto,  entre  elloB  et  C 
mercio  y  malina;  el  diputado  Kersa 
1789  un  proyecto  para  que  la  Aeamb 
lición  del  corso,  cuyo  proyecto  dio  li 
y  á  los  contraptoyectoe  presentados 
Coujet.  £1  resultado  de  la  discusión 
de  1792,  con  el  qu"  la  Asamblea  nac 
ejecutivo  á  entablar  negociaciones  c 
para  suprimir  los  armamentos  en  co 
que  eurgierao  y  asegurar  asi  la  liberl 
cío  (1).  IniciáronBe,  pues,  algunos 
mente,  los  Estados  UiiidoB  fueron  lo 
tos  á  entrar  eu  negociaciones  coa  Fr 
glaterra  ni  siquiera  respondió  ¿  la  u 
las  demás  potencias  marítimas,  exce; 
y  de  la  Liga  Hanseática  que  aceptar 
nes  de  Frnncia,  aboliendo  U  Conven 
to  de  dichas  ciudades  por  su  decreto 

iSeis  meses  después,  advertía  á  loi 
tivo,  que  no  habiendo  aceptado  las 
mas  lu  invitación  que  se  les  habla  di 
se  podía  considerar  éste  prohibido  pi 
francés  estaba  autorizado  ¿  corsear  ari 
cbaa  potencias.  A  consecuencia  de  et 
corso  en  las  guerras  sostenidas  contr; 

Hiciéronse  después  nuevas  tentat 
motivo  de  la  guerra  entre  Francia  y 
dirigió  Chateaubriand,  Ministro  de  14 
cia,  una  nota  á  las  Cortes  extranjera) 
francés  no  habla  autorizado  ninguna 
á  loB  buques  de  comercio  españoles; 
real  sólo  secuestrará  los  buques  de  g 
no  secuestrará  los  buques  mercantes 
ser  en  el  caso  en  que  intenten  pene 
bloqueado  por  las  fuerzas  navales  de 


(1)  Véase  Im  actas  de  la  disensión  e 
lai  pretní  marílimat,  tomo  I,  pág,  T  y  sig 

(^)  Conf.:  Goi(;amD,  Código  dt  laipye 
Hiitvria. 
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á  la  libertad  y  á  la  vida  de  aquellos  que  ee  someten  á  su  autoridad, 
á  condición  de  que  no  vuelvan  á  levantarse  en  armas;  y  los  habi- 
tantes deben  aceptar  á  su  vez  las  consecuencias  de  la  sumisión  y 
reconocer  temporalmente  la  autoridad  del  vencedor.  No  puede  ne- 
garse á  aquéllos  el  derecho  de  secundar  los  arranques  patrióticos  é 
intentar  sacudir  el  yugo  arrojando  el  ejército  de  ocupación.  Si  tales 
tentativas  fuesen  hechos  aislados,  podrán  reprimirse  aplicando  las 
leyes  penales;  pero  si  fuesen  un  hecho  colectivo,  colocarían  las  co- 
sas en  el  estado  en  que  se  hallaban  antes  de  la  ocupación  y  autori- 
zarían al  ocupante  á  emplear  todos  los  rigores  del  derecho  de  gue- 
rra, para  reprimir  la  insurrección  y  consolidar  la  ocupación  mili- 
tar, la  cual,  siendo  por  sí  misma  un  hecho  temporal,  sólo  podría 
considerarse  existente  cuando  llenase  las  condiciones  indicadas  en 
la  definición. 

Cuando  la  ocupación  militar  reúne  dichos  caracteres  y  condicio- 
nes, produce  por  sí  misma  muchas  consecuencias  jurídicas  inde- 
pendientes de  la  intención  más  ó  menos  determinada  del  vencedor 
de  anexionarse  definitivamente  el  territorio  ocupado. 
Puede,  en  efecto,  estudiarse  dicha  intención: 

1.^  En  lo  que  se  refiere  á  la  fidelidad  y  vasallaje  de  los  habi- 
tantes de  las  provincias  ocupadas  respecto  del  soberano  del  Estado 
vencido  y  respecto  del  soberano  del  Estado  vencedor  (1); 

2.^  En  relación  á  los  límites  en  que  el  Gobierno  de  ocupación 
y  el  nacional  deben  ejecutar  los  derechos  y  las  funciones  de  la  so- 
beranía; 

3.^  En  lo  que  se  refiere  á  las  relaciones  que  tal  acto  puede  tener 
con  los  soberanos  extranjeros; 

4.^  En  las  consecuencias  que  pueden  derivarse  de  la  recon- 
quista respecto  de  los  hechos  civiles  y  políticos  llevados  á  cabo  du- 
rante la  ocupación. 

l.^VS.  La  intención  del  vencedor  de  proceder  á  la  anexión 
definitiva,  no  puede  ser  por  sí  misma  fuente  de  nuevos  derechos  ó 
dar  origen  á  nuevas  relaciones  juirídicas  entre  el  ocupante  y  los  ha- 
bitantes antiguos,  ni  modificar  esencialmente  el  ejercicio  de  los 


(l)  Conf.:  Grooio,  Dejurebelli,  lib.  III,  cap.  VIET,  y  Pradier-Fodbré, 
Notas  á  la  traducción  del  mismo;  Vattbl,  lib.  III,  §136;  Hefftbb,  Derecho 
internacional^  §  186;  Calvo,  Der,  mí.,  §  1.877;  Morín,  Leyes  de  la  guerra^ 
tomo  I,  cap.  XX;  Hai.leck,  Der.  tnf.,  cap.  XXXII  y  síg.;  Phillimorb,  De- 
recho internacional f  8,  §  645;  Cocceio,  LHssertatio  de  regimine  Wfurpatoris; 
CoRSi,  La  ocupación  militar  en  tiempo  de  guerra\  Rolin  Jaequbmtms,  Mev.  de 
Der.  int,,  1870,  1871  y  1876,  págs.  666,  812  y  472;  Loenino,  Ibid,,  1873, 
pág.  74. 


derechos  de  Boberanla  en  el  país  ocupado.  Eetos  ee  derivan,  segi^ti 
veremoB,  del  estado  de  hecho,  que  produce  por  el  mismo  ciertos 
efectos  jurídicos,  y  halla  eo  al  y  en  la  naturaleza  de  las  cosas  reglas 
y  principios  á  que  debe  ajustar  sus  actos  y  funciones  el  Gobierno 
ocupante.  La  intención  de  éste  puede  justíGcar  ó  legitimar  el  apla- 
zamiento del  término  de  la  ocupación  mia  allá  de  ciertos  limites; 
pero  asi  como  aquélla  no  se  transforma  en  conquista  sólo  por  la  in- 
tención, y  ee  por  sí  misma  un  acto  de  Índole  provisional  basta  la 
concluaiÓD  de  la  paí,  asi  tampoco  puede  autorizar  al  Oobierno  de 
ocupación  á  tratar  A  los  habitantes  del  país  ocupado  como  verda- 
deros subditos,  ni  á  ejercer  sobre  ellos  la  plena  soberanía.  La  in- 
tención, en  una  palabra,  no  pudiendo  ser  fundamento  de  nuevos 
derechos,  sólo  puede  tener  valor  bajo  el  punto  de  vista  de  la  oportu- 
nidad y  del  interés  político  del  vencedor,  para  ampliar  la  esfera  de 
BUS  poderes  en  las  provincias  ocupadas. 

El  Gobierno  de  ocupación  debe,  pues,  considerarse  como  un  Go- 
bierno de  hecho  que,  por  la  naturaleza  de  las  cosas,  necesita  aten- 
der á  BU  conservación  ó  su  convalidación.  La  razón  de  ser  de  sus 
funciones  se  funda  en  tres  principios  indiscutibles. 

Es  el  primero,  que  ninguna  comunidad  de  personas  puede  sub- 
BÍatirsinque  alguien  ejerza  el  poder  soberano  para  mantener  el  or- 
den público  y  proteger  los  derechos  de  los  asociados. 

£s  el  segundo,  que  todo  aquel  que  se  halle  en  posesión  de  la  so- 
beranía puede  ejercer  de  hecho  las  fiinciones  de  ésta,  con  mayor  ó 
menor  eficacia,  según  eu  mayor  ó  menor  autoridad  y  el  poder  de  su 
imperium  y  de  su  auctoritas  en  el  territorio  ocupado. 

El  tercer  principio,  en  el  que  deben  armonizarse  los  dos  an- 
teriores, es  que,  asi  como  sólo  las  exigencias  de  la  guerra  autori- 
zan al  beligerante  á  ejercer  el  poder  soberano  en  el  territorio  ocu- 
pado y  á  impedir  su  ejercicio  al  Gobierno  legitimo,  aunque  sin 
despojarlo  completa  y  deñnitivamente,  debe  también  ejercer  di- 
cho poder  dentro  de  los  limites  que  la  necesidad  y  el  fin  inmedia- 
to de  la  ocupación  le  imponen,  cuyo  ña  no  puede  ser  otro,  según 
diremos,  que  el  de  defender  la  posesión  del  territorio  ocupado 
previniendo  y  reprimiendo  cualquier  tentativa  que  se  dirija  á  tur- 
bar el  gobierno,  y  recabar  de  este  modo  todas  las  ventajas  que  la 
ocupación  pueda  proporcionarle. 

Aplicando  estos  principios,  pueden  resolverse  las  consecuen- 
cias que  del  hecho  de  la  ocupación  se  derivan,  y  determinar  los 
justos  limites  en  que  el  Gobierno  ocupante  debe  ejercer  sus  po- 
deres. 


ta  y  la  de  reunioneB,  el  Buepender  ciertas  leyes  piotectoras  de  la 
libertad  individual,  como  el  ¡labeas  corpus,  y  el  tomar  todas  las 
medidas  de  policía  neceBarias  para  manteoer  el  orden  y  prevenir 
cualquier  rebelión  ó  insurrección  por  parte  de  los  habitantes,  debe 
conHÍderarse,  no  solamente  como  un  derecho,  sino  como  un  impe- 
rioso deber  del  ocupante. 

'l.ftSO.  Suspendido  por  el  hecho  de  la  ocupación  el  derecho 
de  legislar  que  el  Gobierno  nacional  tenia,  ee  indudable  que  este 
derecho  debe  ser  ejercido  por  el  ocupante  dentro  de  los  limites 
impuestos  poi  tas  exigencias  de  la  guerra.  £1  transtornar  sin  ta- 
zón la  legÍBlación  civil  de  un  pais  ocupado,  mientras  la  ocupación 
sea  un  hecho  proTieional,  será  un  verdadero  abuso  y  una  falta  de 
prudencia  política,  de  la  que  nos  dejaron  ejemplos  dignos  de  imi- 
lacióti  los  romanos,  que  concedían  á  loe  vencidos  el  derecho  de 
regirse  por  sus  propias  leyes. 

l.ftSl.  En  cuanto  ¿  las  leyes  penales,  puede  ser  necesaria 
6U  modificación  en  el  país  ocupado.  £1  derecho  que  tiene  el  ocu- 
pante de  exigir  de  los  habitantes  una  actitud  neutral  y  pasiva  lo 
autoriza  á  castigar  severamente  á  loa  que  cometan  actos  hostiles. 
Esto  no  podrá  justilicar,  sin  embargo,  el  cambio  esencial  de 
loB  principios  del  derecho  penal  en  lo  que  se  refiere  á  la  gradación 
de  las  penas,  á  la  justificación  de  las  impuestas  ó  á  la  responsabi- 
lidad penal  y  al  procedimiento  y  orden  de  los  juicios. 

El  Gobierno  militar  puede,  sin  duda,  promulgar  la  ley  marcial 
eo  el  país  ocupado,  proclamaren  estado  de  sitio,  recurrir  á  cier- 
tas medidas  de  rigor  según  las  necesidades  de  la  situación,  y  tie- 
ne el  deber  supremo  de  mantener  el  orden  en  el  pais  ocupado  ó  de 
impedir  la  insurrección;  pero  no  puede  aplicar  las  penas  arbitra- 
riamente ni  castigar  un  acto  sin  que  previamente  se  haya  promul- 
gado por  medio  de  un  bnndo,  una  orden  ó  en  cualquier  otra  for- 
ma, la  pena  que  el  acto  lleva  consigo. 

Las  penas  deben  ser  más  severas  que  en  tiempo  de  paz,  porque 
de  otro  modo  no  serian  eñcaces.  La  seguridad  del  ejército,  la  ten- 
dencia á  cometer  infracciones  estimulados  por  el  patriotismo,  que 
hace  qne  se  consideren  ciertoe  actos  como  irreprensibles  y  á  veces 
como  un  deber,  legitiman  la  mayor  severidad  en  la  represión; 
pero  la  exageración  seria  censurable  y  hasta  contraproducente.  Si 


IGIAR  MIUTAK  341 

¡nal  ha  sido  favorecido  por  las  auto- 
as,  por  medio  de  proclamas  ó  en 
lo  &  la  población  del  pafs  ocupado  A 

el  ejército  ocupante,  tiene  el  beli- 
anicipio  mismo  responsable  de  los 
en  BU  territorio,  y  sujetarlo  á  una 
dos  los  habitaotes  del  pueblo,  y  á 
i  intimidar  A  las  miHmas  autorida- 
jglígencia  por  parte  de  éstas  fuese 

obligarlas  ¿  cumplir  y  hacer  que 
deber  que  tienen  de  obeerrar  una 

y  pasiva  respecto  del  ejérdto  ocu- 
ición  más  allá  de  sus  justos  limites, 
t  bombardeo  ¿  aquellos  Municipios 
letido  actos  de  hostilidad  contra  el 
n  conjunto  A  los  habitantes  de  un 
■i  cometido  cuando  no  entregasen  ó 
Y  otras  medidas  análogas,  que  ten- 
santes del  Municipio  en  agentes  del 
)  como  eeplas  y  delatores,  equival- 
,  hacer  al  inocente  responsable  de 
itigar  en  masa  y  sin  distinción  con 
í  los  ciudadanos  contra  todo  prinoi 

laa  poblaciones  é  impulsándolas  á 
da. 

ho,  que  el  derecho  penal  de  la  gue- 
«  y  8U8  leyes,  y  el  derecho  y  el  de- 
itar  de  aprovechar  todos  los  medios 
lacer  que  se  reconozca  su  autoridad 
1  autorizar  una  gran  severidad,  pero 
ncipiosdel  derecho  penal  ni  legiti- 
estas  por  la  autoridad  misma, 
r  ha  provisto  convenientemente  á 
}  contenidas  en  el  Código  penal  del 

I  en  su  término  en  los  telégrafos,  en  laa 
«  canalea.  Impondráselea  nna  contriba- 
a  incendiados.*  Ifo  puede  desconocerae 
la  de  represión  máa  allá  de  sus  jaatoa 
■ble  á  toda  la  población,  eujetándols  á 
doB  contra  la  seguridad  del  ejército,  sino 
nd  en  and  o  indistintamente  i  inot^ntes  y 
irreparable. 
IV.  IB 
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ido  Be  Tió  el  recurso  se  babla 
1  á  PrtiBÍa  por  el  tratado  de  28 
luda  de  ei  era  admÍBible  el  re- 
to del  Alto  RbÍQ  habla  dejado 

con  razón  la  afirmativa,  por 
moa  textualmente:  lEl  díaeD 
terpueo  legalmente  el  recurso 
le  habia  condenado,  tenia  in- 
iter  al  Tribunal  de  casación  la 
judicial  francesa.  Resulta  de 
la  guerra  no  bubieaen  opuesto 
itoB  al  Ministerio  dejuBticía 
<  admisible  el  recurso.  Que  ha- 
derecho  adquirido  del  que  no 
le  Francia  habia  cedido  la  Al- 
I  un  efecto  retroactivo  contra- 
nlisadoB.  Que  para  que  el  re- 
derecho,  habría  sido  necesa' 
ecto  de  este  punto  unaestipU' 
que  al  decidir  acerca  de  eBte 
ar  loe  derechos  de  la  sebera- 
3l  territorio,  lo  cual  sucede  en 
regla  de  derecho  internacio- 
tomar  posesión  del  nuevo  te- 
los,  sino  también  en  loa  debe- 
il  &  quien  sustituye,  que  ésta 
se  ejecuten  las  sentencias  y 

10  reglas:  * 

itinuarAa  aplicándose  durante 
as  á  la  organización  judicial, 
cías,  á  no  ser  que  la  autoridad 

tar  la  orgnnización  judicial  y 
para  no  retrasar  ó  impedir  la 
impre  el  derecho  ¿  establecer 
mpetencia  de  los  consejos  de 

de  Septiembre  de  18T1.— SiaiiT, 
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publicietaa,  y  quedarla  deshonrado  el  pueblo 
de  BU  fiel  y  leal  observancia. 

1.500.  Los  convenios  concluidos  duran 
ser  Tarloe  según  el  objeto  que  los  motive,  y  d 
tes  condiciones,  según  el  ñ.n,  la  duración  y  la 
nos  importante  &  que  se  le&eran.  La  autorida 
concluir  tales  convenios  en  los  limites  de  sus  i 
según  los  intereses  militares  eventuales  y  las 
sidades  del  ejército;  pero  loe  convenios  eetip 
guerra,  y  los  que,  por  la  elevación  de  su  objet 
teteaes  generales  de  los  ejércitos,  sólo  pueden 
prema  autoridad  del  Sotado. 

A  esta  categoría  pertenecen  todos  los  conv 
tre  loe  beligerantes  por  toda  la  duración  de  la 
ejemplo,  loe  que  regulan  el  modo  de  tratará] 
países  invadidos  ó  militarmente  ocupados;  loi 
tereses  comerciales  recíprocos  de  las  partes  b< 
tivos  á  la  propiedad  privada,  ¿  las  comunicac 
graneas  en  los  territorios  respectivos,  al  trata 
neroa,  de  los  enfermos,  etc.,  etc. 

Se  bailan,  además,  comprendidos  en  la  : 
convenios  de  carácter  general  que  por  su  fin  i 
clones  militares  de  ambas  partes  beligerante 
pensión  de  las  boetilidades,  el  armisticio  y  la 

A  todos  se  aplica  la  misma  regla  que  á  lof 
dos  en  general  para  los  casos  de  guerra;  pero  < 
por  su  importancia  y  por  el  ñn  á  que  se  refíei 
glas  particulares,  trataremos  de  cada  cual  sej 

1.501.  La  suspensión  de  las  hostilidad 
naturaleza,  y  consiste  en  suspender  las  oper 
por  un  tiempo  determinado,  generalmente  m 
Das  boras,  ó  de  algunos  días  á  lo  sumo),  en  u 
nada,  por  un  interés  de  carácter  general,  coa 
dar  sepultura  á  los  soldados  muertos  en  el  en 
veriñcar  el  canje  de  prisioneros  ó  de  enfermoi 
cluir  un  armisticio,  para  dejar  á  los  habitant 
comenzado  el  ataque  ó  el  bombardeo  de  una 
para  salir  libremente  de  ella  si  quisieren,  etc 

La  suspensión  de  las  hostilidades  ó  suspeí 
obligatoria  cuando  es  exigida  y  acordada  po 
por  el  que  opere  aislada  é  independientemen 
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temninada  en  que  Be  pide.  Puede  suceder 
ion  Be  veriñque  por  acuerdo  tácito;  pero  en 
ae  miemae  consecuencias  jurídicas  ni  dará 
ición  perfecta  y  reciproca  por  parte  de  los 
de  ambOB  ejércJtOB. 

sión  puede  estipularse,  ora  por  escrito,  ora 
I  de  un  parlamentario  provisto  de  ptxleree 
d«  la  autoridad  militar  que  lo  haya  en- 
casos  deberán  observarse  lealmente  y  de 
iciones  acordadae  relativa  mente  á  la  dura- 
de  la  convención  mencionada;  de  donde  se 
tar  en  absoluto  la  equivocación  ó  duda  res- 
contraidas,  deben  determinarse  con  ezac- 
twrea  de  ambas  partes  acerca  de  si  se  han 
ir  las  posiciones  respectivas,  de  los  movi- 
;echo  á  ejecutar  y  de  las  garantías  parn  el 
Llanto  se  hubiese  acordado  entre  tas  parteo, 
deberá  considerarse  como  regla  la  de  fíjar 
rito,  para  que  todo  conste  con  más  minu- 
le  un  modo  permanente, 
lya  dirigido  la  solicitud  de  suspensión,  no 
,a,  y  puede  negarla  sin  motivar  esta  nega- 
lya  motivo  alguno  para  dudar  del  Gd  de  la 
ena  fe  del  enemigo,  ni  razones  fundadas 
:»ptBción  pueda  traer  algunas  desventajas 
iciones  militares,  el  negarse  á  la  demanda 
idades  se  deberá  considerar  como  contrario 
mtre  pueblos  civilizados, 
liando  no  se  opongan  circunstancias  espe- 
.  demanda  indicada,  no  estará  obligado  el 
rumpir  el  ataque  ó  cualquier  otra  operación 
pie  aparición  del  parlamentario  autorizado 
isión. 

a  ésta,  será  obligatoria  para  las  tropas  la 
ades,  desde  el  momento  en  que  la  suspen- 
lasta  que  espire  el  término  prefijado  para 

tos  verificados  por  las  tropas  antes  de  que 
ttiese  comunicado  por  sus  respectivos  jefes, 
j  como  una  violación  de  las  condiciones 


;  DO  ser  qi 
haber  trai 
le,  pu«B,  1 
ipulación 
na  deslea 

concettai 
ipoB  á  las 

hoatilida 
ler  las  op< 
i  en  coaoi 

8  Órdenes 
z  que  h&y 
udarse  aii 
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por  el  tiempo  que  en  él  Be  indica;  el  segundo  ee 
a  la  guerra. 

la  estipulado  otra  cosa,  eBtá  sujeto  el  salvo-con- 
si  guien  tes: 

de  TÍeitar  un  lugar  determinado,  comprende 
er  regresar,  siempre  que  esto  reeuUe  del  objeto 
lió  el  salro-oonducto; 

para  salir  de  un  lugar  determinado  implícala 
-Bona  durante  el  viaje,  hasta  haber  pasado  las 
torio  ó  las  lineas  de  la  zona  ocupada  por  los 

nducto  ee  válido  para  la  persona  en  cuyo  favor 
lede  transferirse  ni  aun  á  las  personas  de  la  fa- 
:e  indique  expresamente;  ni  implica  la  facultad 
canelas,  para  lo  cual  será  necesario  ir  provisto 
ecial. 

xHese  un  salvo-conducto  á  un  agente  diplomáti- 
.  neutral  acreditado  cerca  del  Gobierno  enemigo, 
lacultad  de  ser  acompañado  por  las  personas  que, 
imacionales,  forman  parte  del  séquito  oficial  de 
tico,  y  tienen  ordinariamente  las  mismas  garan- 
aales  privilegios. 

cto  concedido  á  una  clase  de  personas,  como  son , 
irresponsatea  de  periódicos  nacionales  ó  extran- 
de  la.%  patencias  neutrales  mandados  al  campa- 
as  operaciones  militares,  comprende  á  todas  las 
lier  grado  que  acompañen  al  individuo  según  su 

se  que  el  portador  del  salvo- conducto  temporal 

itado  por  fuerza  mayor  para  atravesar  el  territo- 

iB  tropas,  las  autoridades  militares,  después  de 

comprobado  las  circunstancias  del  hecho,  y  te- 

el  objeto  del  salvo-conducto,  deberán  continuar 

protección. 

!to  puede  anularse: 

ier  autoridad  superior  á  la  que  lo  hubiese  con- 

íer  autoridad  militar,  cuando  la  persona  que  de 
buBase  del  mismo  en  perjuicio  del  ejército, 
ebe  darse  parte  de  ello  á  la  autoridad  que  lo  bu- 
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El  Bal vo- conducto  noterminii 
cióu  de  la  autoridad  que  lo  conca 
l.Bltt.  La  salvaguardia  esu 
ligerante  puede  conceder  á  ciertaE 
Generalmente  se  concede  á  los  ag 
de  las  potencias  neutrales,  y  ¿  loi 
merecen  una  protección  especial, 
cimientos  públicoa  de  instruccid 
sagrados,  los  archivos  y  museos,  li 

Las  inmunidades  de  la  salvagt 
personas  y  los  lugares  fuera  de  lat 
drán  efecto  cuando  las  personas  a 
rantes,  ó  las  cosas  puestas  bajo  la 
los  ñnes  de  ]a  guerra. 

Los  beligerantes  deben  tener 
puestas  bajo  la  salvaguardia,  y  nc 
se  introduzcan  eq  ellas  sin  autorii 
los  soldados  de  la  parte  enemiga  i 
localidades  al  ocuparlas  el  enemif 
te,  y  en  vez  de  declararlos  prisión 
los  de  un  salvo -conducto  para  qu( 
pectivos  cuerpos. 

fl.ei*.  Entre  los  Estados  qt 
cío  con  el  enemigo  durante  la  gu 
mediante  licencias,  llamadas  pate 
á  salvoconductos,  y  llevan  consig 
operaciones  comerciales,  sin  temo 
dad  con  las  leyes  generales  de  la  { 

La  patente  de  comercio  exten< 
y  constituye  un  compromiso  de  1 
aplicar  las  leyes  de  la  guerra  á  aq 
cha  licencia.  Pero  asi  como  en 
breen  tienda  siempre  la  condición 
se  de  ella  para  comerciar  fuera  de 
en  provecho  de  otros,  siendo  asi  c 
leza  rigurosamente  personal,  en  < 
les  muy  discordes  al  decidir  respe 
nes,  7  al  apreciar  las  circunstaoci 
culares. 

No  creemos  deber  entrar  en  ec 
o  pacifico  en  tiempo  d 


cintiva  cuQudo  concluyeron  con  f  rusia  el  trntado  üeiYsa,  en  ev 
que,  no  EÓto  eslablecíeron  como  regla  Ja  libertad  de  comercio,  bído- 
tan)biéri  el  pacto  que  tendía  á  abolir  el  curso.  En  efecto,  el  articu- 
lo 23  de  dicho  tratado,  debido  á  la  iniciativa  de  Fraiiklin,  dispo- 
nía lo  Biguiente:  cSi  uobrevtnieee  una  guerra  entre  ambas  partes^ 
coutratantee,  todoa  loa  buques  mercantes  y  coraercínlee  empleado» 
on  el  cambio  de  productos  da  las  diferentes  regiones,  y  destinado» 
en  consecuencia  á  facilittir  la  di^tribuci'^n  de  los  objetos  propio» 
|iara  satisliicer  las  uece^idudes  ú  las  cumodidndcB  de  la  vida,  ria- 
jarán  libremente  y  sin  ser  moicstudos,  y  las  dos  t>otencias  contra- 
tantes se  comprometen  &  no  confiar  misión  alguna  á  las  nares  ar- 
madas en  corso,  que  pudiera  autorizarlas  á  robar  ó  á  destruir  di- 
chos buques  mercantee  ó  á  interrumpir  el  comercio». 

LB^l.  Por  desgracia,  las  anormales  condiciones  cuque  se 
llevaron  á  cnbo  las  guerme  de  la  Revolución  francesa,  hicieroo  re- 
troceder la  teoria  de  los  derechos  de  los  neutrales,  y  renacer  las 
violencias  y  los  abusos  antea  condenado!;.  Dinamarca  y  Suecia  se 
aliaron  sobre  la  base  de  los  principios  de  la  neutralidad  arnnadar 
pero  Rusia  se  negó  á  unirse  á  ellas  por  haberiie  aliado  con  Inglate- 
rra, Austria,  Rusia  y  España  contra  Francia.  Habiendo  pactado  laa 
Potencias  coaligadas  emplear  todos  los  medios  para  obligar  á- 
Francia  á  concluir  la  paz,  aceptando  las  condiciones  que  qiiibierau 
imponerle,  reprodujeron  todas  las  violencias  y  arbitrariedades  an- 
tes empleadas  contra  loa  neutrales,  justiñcándolas  con  el  pretexto 
de  hacer  dafio  á  Francia. 

Comenzaron  estableciendo  el  principio  de  que  los  buques  nea- 
trales  no  debían  introducir  en  los  puertos  franceses  ninguna  cla- 
se de  víveres.  Inglaterra,  sobre  todo,  se  mostró  excesiva  en  Bua 


Pnede  decirse  con  rnión  que  el  paeblo  americano  tiene  el  mérito  dé- 
las grandes  iniciativaa  que  tienden  á  favorecer  «t  reepeto  i  la  libertad  y  é 
la  justicia.  Ha  política  ■«  ha  inspirado  también  constan  temen  le  en  sn  inte 
res,  pero  siempre  de  acuerdo  con  lo  justo;  y  por  esto  es  por  lo  que  en  laa 
(n'audes  cuestiones  ínternacionalea  se  lian  mantenido  generalmonte  kw 
Estados  Unidos  dentru  üe  la  equidad  y  de  la  moderación.  Esta  es  )■  polí- 
tica tradicional  iniciada  en  squelJos  Estados  por  uno  de  loa  políticos  mda 
grandes  y  más  liábiles,  por  Washington:  lEs  digno  de  nn  pneblo  Üiistrailo 
y  liberal,  decía,  y  por  consiguiente,  de  un  gran  pueblo,  dar  el  ejemplo  Ud 
sublime  como  nuevo,  de  mostrarse  conetniítemente  guiado  por  la  juetici» 
y  por  la  benevolencia.  ¿Quién  podrá  dudar  quu  esta  conducta  oa  derolve- 
i'á  centuplicados  los  medios  que  sacriflquuie  momentáneamente,  obrando 
de  esta  manera?» — Corrffpondeneia  de  Waíhinglou,  publicada  por  Gcizot 
en  1840,  edic.  GoaeiLiK,  lomo  VI,  pig.  1S6. 
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de  las  partes  beligerantes,  deberá  éste  mantenerse  fuera  del  alcan- 
ce de  un  tiro  de  cañón,  á  no  ser  que  lo  impida  el  estado  del  mar 
ó  el  lugar  en  que  se  verifique  el  encuentro,  y  enviar  una  lancha  ó 
uno  d^  sus  buques  de  convoy  para  proceder  de  común  acuerdo  al 
examen  de  las  cartas  y  certificados  que  muestren  que  está  autori> 
zado  para  escoltar  tales  ó  cuales  buques  con  tal  ó  cual  cargamen- 
to, desde  el  puerto  A  al  puerto  B.  y  que  pertenece  además  A  la 
marina  real  ó  imperial  del  Estado  cuya  bandera  ecarbola. 

4.^  Una  vez  reconocidas  y  halladas  en  regla  las  cartas,  no  de- 
berá abrigarse  ninguna  sospecha  legitima.  En  caso  contrario,  el 
Comandante  del  convoy,  después  de  invitado  en  debida  forma  por 
el  beligerante,  deberá  detenerse  el  tiempo  necesario  para  que  el 
buque  de  guerra  pueda  verificar  la  visita  de  las  naves  que  compo- 
nen el  convoy. 

5.^  Si  después  del  exanlen  de  los  documentos  cree  el  capitán 
del  buque  de  guerra  tener  justas  razones  para  retener  uno  ó  más 
barcos  de  los  escoltados,  estará  en  su  derecho  al  hacerlo,  entre- 
gando antes  el  capitán  y  la  tripulación  al  jefe  del  convoy  escol- 
tado, el  cual  tendrá  á  su  vez  el  derecho  de  llevar  á  bordo  de  los  bar- 
cos secuestrados  uno  de  sus  oficiales  para  vigilar  el  proceso  ins- 
truido. El  barco  capturado  será  en  este  caso  conducido  al  puerto  de 
la  nación  beligerante  que  esté  más  inmediato  y  sea  más  á  propó- 
sito para  llevar  á  cabo  una  investigación  regular  (1). 

En  el  mismo  tratado  se  hallan  también  otras  disposiciones  fa- 
vorables á  los  neutrales,  como  las  indemnizaciones  debidas  á  éstos 
en  caso  de  detención  injustificada,  las  prescripciones  para  impedir 
el  abuso  de  bandera,  etc. 

1*G44I.  Si  todas  las  disposiciones  mencionadas  fuesen  leal- 
mente  ejecutadas  y  observadas,  habría  razón  para  considerar  la 
declaración  de  los  principios  estipulados  en  dicho  tratado  como  el 
comienzo  de  un  verdadero  progreso  y  el  abandono  definitivo  de  la 
política  arbitraria  del  Gabinete  inglés,  y  de  su  constante  resisten- 
cia á  proclamar  principios  claros  y  precisos  respecto  de  los  dere- 
chos de  los  neutrales.  De  cualquier  modo,  fué  ya  un  gran  paso  el 
haber  podido  obtener  del  Gobierno  inglés  una  declaración  de  prin- 
cipios como  los  contenidos  en  dicho  tratado,  los  cuales,  aunque  no 


(1)  Véase  Martkvs,  Eecueil,  sup.  II,  pág.  472  á  476.  Encnóntrase  allí 
también  la  correspondencia  entre  Inglaterra  y  las  potencias  aliadas  por 
el  tratado  de  1800.  Dicha  correspondencia,  en  la  que  Inglaterra  sostenía 
que  se  había  celebrado  la  alianza  con  miras  hostiles  á  ella,  preparó  el  tra- 
tado concluido  con  Rusia,  de  que  antes  nos  hemos  ocupado. 


paz  de  Europa  con  grandes  guerras,  es  decir,  desde  el  tratado  de 
Viena  en  1S15  hasta  la  guerra  de  Oriente  en  1854. 

Sin  embargo,  las  discusiones  relativas  á  los  derechos  y  k  loe  de- 
beres de  loB  neutrales  han  sido  bastante  animadas,  é  Inglaterra  se 
ha  mostrado  constantemente  firme  en  el  sostenimiento  de  sus  prin- 
cipiop,  que  eran  loe  consagrados  en  el  Consulado  del  mat,  esto  es, 
que  corresponde  al  beligerante  el  derecho  de  apoderarse  en  el  mar 
de  la  propiedad  enemiga  en  cualquier  lugar  que  la  encuentre;  qne 
habiendo  la  obligación  de  leRpetar  solamente  la  propiedad  neutral , 
DO  puede  negársele  el  derecho  ¿  investigar  á  quien  corresponde  el 
buque  y  los  objetos  que  lleva  á  bordo,  si  son  en  totalidad  del  ene* 
migo  ó  del  neutral  ó  si  es  mixto  el  cargamento;  que  combinando 
estos  derechos  y  deberes,  puede  el  beligerante,  por  simple  presun- 
ción ó  sospecha  de  que  la  nave  ó  la  mercancía  pertenecen  al  eoe- 
roigo,  secuestrarla  y  admitir  al  neutral  á  probar  lo  contrario  ante 
los  Tribunales  del  capturante. 

Fácil  es  comprender  que  este  sistema  debía  perjudicar  grande- 
mente á  los  neutrales  y  á  la  libertad  comercial  de  los  mismos.  El 
derecho  de  probar  ante  loa  Tribunales  del  capturante  es  una  débil 
é  incompleta  garantía.  Admitido  que  el  beligerante  puede  secues- 
trar la  nave  ó  su  cargamento  por  simple  sospecha,  y  que  el  eecaes- 
tro  asi  verificado  debe  considerarse  como  una  justa  y  legal  pre- 
sunción en  favor  suyo,  que  sólo  puede  destruirse  mediante  prueba 
en  contrario;  considerando  que  esta  prueba  debía  hacerse  ante  el 
Tribunal  llamado  á  decidir  acercada  Ib  validez  ó  nulidad  déla 
confiscación  en  interés  del  Estado  capturante,  y  las  grandes  difi- 
cultades para  evidenciar  las  pruebas  de  la  propiedad  son  las  que 
únicamente  podrá  destruir  la  presunción  de  que  aquélla  pertenece 
al  enemigo,  resulta  evidente  que  el  sistema  inglés  debe  dar  lugar 
en  eu  aplicación  á  gravea  diScuItades  y  á  los  mayores  abusos  y  ve- 
jaciones. 

1  .SAS.  Era  natural  que  los  Estados  que  necesitaban  la  liber- 
tad comercial  pusieran  gran  cuidado  en  simplificar  la  navegación 
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un  baque  neutral,  no  puede  ser  hecho  prisionero,  á  no  ser  que  sea 
militar  y  esté  en  aquel  momento  al  Fervicio  del  enemigo.» 

A  consecuencia  del  mismo  principio  sobre  la  asimilación  de  la 
bandera  y  de  la  mercancía,  la  propiedad  neutral  hallada  á  bordo 
de  un  buque  enemigo  será  considerada  como  enemiga,  ¿  no  haber- 
se veriñcado  el  cargamento  antes  de  la  declaración  de  guerra  ó  an- 
tes dé  haber  tenido  conocimiento  de  esta  declaración  en  el  puerta 
de  donde  partió  la  nave. 

Estos  mismos  principios  hallamos  en  los  tratados  celebrados 
con  Tejas  en  1839,  con  el  Ecuador  y  Venezuela  en  1843,  y  en  los 
demás  concluidos  posteriormente  entre  las  repúblicas  americanas. 
También  en  los  mencionados  tratados  se  ha  fijado  como  máxima 
que  las  partes  contratantes  aplicarán  las  mismas  reglas  respecto 
de  las  demás  potencias  oon  tal  que  éstas  las  hayan  reconocido. 

Respecto  á  los  deberes  de  neutralidad,  como  por  ejemplo,  en  lo 
que  se  refiere  al  alistamiento  en  el  territorio  del  Estado  neutral,  á 
la  Tenta  y  el  suministro  de  armas  y  municiones  de  guerra,  existen 
algunas  disposiciones  formuladas  en  los  tratados,  habiéndose  esta- 
blecido otras  por  las  Cámaras  legislativas,  y  siendo  todas  obliga- 
torias para  los  ciudadanos  del  Estado  que  hubiebe  declarado  la 
neut^-alidad. 

Asi,  pues,  en  los  Estados  Unidos  de  América  se  determinaron 
los  deberes  de  los  ciudadanos  en  la  ley  dé  1818,  y  en  Inglaterra  en 
la  del  1819,  denominada  Fweign  enlisimeni  aci. 

Los  demás  Estados  que  no  tenían  leyes  especiales  relativas  á 
este  punto,  solían  proclamar  los  deberes  de  la  neutralidad  y  las 
reglas  obligatorias  para  ellos  y  sus  subditos,  mediante  declaracio- 
nes ó  notas  diplomáticas,  publicadas  á  la  vez  que  su  declaración 
de  neutralidad  (1). 


(1)  Una  de  las  notas  diplomáticas  importantes  en  que  se  afirmaron  loe 
principios  de  la  neatralidad,  es  la  publicada  por  Suecia  el  8  de  Abril 
de  1864,  en  la  que  se  establecieron  las  siguientes  reglas: 

cEl  sistema  que  S.  M.  el  rey  de  Suecia  y  Noruega  entiende  que  debe 
seguir  constantemente  es  el  de  una  estricta  neutralidad,  fundada  en  la 
buena  fe  é  imparcialidad  y  en  el  respeto  á  los  derechos  de  todas  las  po- 
tencias. Esta  neutralidad  impone  al  Gobierno  de  8.  M.  las  siguientes  obli- 
gaciones, en  cambio  de  las  ventajas  que  cree  debe  reservarse: 

1>  Abstenerse,  durante  el  conflicto,  de  toda  participación  directa  ó  in- 
directa en  favor  de  cualquiera  de  las  partes  contendientes. 

2.»  Admitir  en  los  puertos  de  Suecia  y  Noruega  los  buques  de  comer- 
cio de  las  partes  beligerantes,  reservándose  el  Gobierno  la  facultad  de  ne- 
gar la  entrada  en  los  puertos  fortificados  de  Stokolmo,  Cristianía,  Horten, 
Oarlsten,  Carlscrona,  Slito  y  de  la  isla  de  Gotland.  Dichos  buques  obser- 
varán naturalmente  las  leyes  sanitarias  y  de  policía  que  las  circunstancias 
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cerse  con  una  fuerza  suñciente  contra  los  fuertes,  las  costas  ó  las 
radas  del  enemigo. 

»Pero  S.  M.  renuncia  al  derecho  de  secuestrar  la  propiedad  del 
enemigo  hallada  á  bordo  de  un  buque  neutral,  no  siendo  contra- 
bando de  guerra;  y  declara  además  S.  M.  que,  deseosa  de  disminuir, 
hasta  donde  sea  posible,  los  males  de  la  guerra  y  de  restringir  las 
operaciones  de  la  misma  á  las  fuerzas  regularmente  organizadas  del 
pais,  no  tiene  intención  de  conceder  patentes  autorizando  el  arma- 
mento en,  corso.» 

1.S4I8.  Esta  declaración  del  Gobierno  inglés  inauguró  de  he- 
cho un  nuevo  sistema  de  derecho  marítima  respecto  de  los  neutra- 
les, y  fué  el  principio  de  la  reforma  definitiva,  consagrada  después 
en  el  protocolo  suscrito  el  16  de  Abril  de  1856  en  París  por  las  po- 
tencias aliadas,  entre  las  que  se  hallaba  también  Cerdeña.  En  di- 
cho protocolo  se  comprometieron  las  potencias  que  lo  suscribían 
á  respetar  las  reglas  de  derecho  marítimo  observadas  durante  la 
guerra  de  1854,  y  á  emplear  y  dirigir  todos  sus  esfuerzos  á  obtener 
que  los  demás  Estados  aceptasen  y  observasen  dichas  reglas.  Aquel 
acta  debe  considerarse  como  la  base  del  moderno  derecho  marití- 
mo,  y  contiene  la  renuncia  formal,  por  parte  de  Inglaterra,  á  las 
reglas  del  Consulado  del  mar,  sostenidas  por  ella  con  tanta  per- 
sistencia. 

He  aquí  el  texto  de  tan  importante  documento: 

cLos  plenipotenciarios  que  han  suscrito  el  tratado  de  París  de 
30  de  Marzo  de  1856,  reunidos  en  conferencia,  y 

Considerando : 

Que  el  derecho  marítimo  en  tiempo  de  guerra  ha  sido  por  mu- 
cho tiempo  objeto  de  discusiones  deplorables; 

Que  la  incertidumbre  de  los  derechos  y  de  los  deberes  en  enta 
materia  da  lugar  á  cuestiones  entre  loe  neutrales  y  los  beligeran- 
tes, que  pueden  dar  origen  á  serias  dificultades  y  conflictos; 

Que  es  ventajoso,  por  consecuencia,  establecer  una  doctrina 
uniforme  sobre  un  punto  tan  importante; 

Que  los  plenipotenciarios  reunidos  en  el  Congreso  de  París  no 
sabrían  refiponder  mejor  á  las  intenciones  que  animan  á  sus  res- 
pectivos Gobiernos,  que  procurando  introducir  en  las  relaciones 
iotemacionales  principios  fijos  sobre  la  materia; 

Debidamente  autorizados,  han  convenido  dichos  plenipotencia- 
rios ponerse  de  acuerdo  respecto  á  los  medios  de  conseguir  este  fin, 
y  al  efecto  han  suscrito  la  solemne  declaración  siguiente: 
1.^    Queda  abolido  el  corso. 
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la  declaración  integra,  porque  no  consideraba  oportuno  adoptar  el 
primer  principio,  esto  es,  el  que  se  refiriere  á  la  abolición  del  cor- 
so, pero  que  si  aceptaba  los  tres  restantes;  Méjico  dio  la  misma 

« 

respuesta. 

Negaron  también  los  Estados  Unidos  su  completa  adhesión, 
siendo  el  motivo  de  su  negativa,  especificado  en  la  nota  de  28  de 
Julio  de  1856,  que  Marcy,  ministro  de  Negocios  Extranjeros  de  loa 
Estados  Unidos,  dirigió  á  M.  de  Sartiges,  embajador  francés  en 
Washington,  y  cuyo  texto  literal  es  el  siguiente: 

cEl  Gobierno  de  los  Estados  Unidos,  reconociendo  que  el  Con- 
greso de  París  se  ha  inspirado  para  sus  decisiones  en  sentimientos 
humanitarios,  ha  observado,  sin  embargo,  que  se  ha  detenido  en 
la  mitad  del  camino,  siendo  asi  que  debió  declarar  la  propiedad 
privada  enemiga  inviolable  en  alta  mar  durante  la  guerra  lo  mis- 
mo que  lo  está  en  el  continente.  Que  si  se  hubiese  aceptado  esta 
proposición,  los  Estados  Unidos  habrían  accedido  gustosos  á  la  abo- 
lición del  corso,  lo  mismo  que  á  los  demás  puntos  que  la  declara- 
ción contiene.  Pero  estando  basado  el  sistema  de  defensa  ameri- 
cano en  el  empleo  de  voluntarios  en  la  guerra  continental,  y  de 
corsarios  en  la  guerra  marítima,  no  podía  consentir  el  Gobierno  eu 
una  modificación  de  los  principios  del  Derecho  internacional,  que 
le  obligarían  á  mantener  un  ejército  y  una  marina  de  guerra  per- 
manente.» La  nota  ponia  además  de  manifiesto  los  daños  que  oca- 
sionaría el  sistema  consagrado  en  la  conferencia  á  las  potencias 
marítimas  de  segundo  y  tercer  orden,  que  no  disponían  de  los  me- 
dios necesarios  para  mantener  grandes  escuadras  de  guerra  como 
las  grandes  potencias. 

«No  debe  extrañarse,  decia,  que  los  Estados  más  poderosos  estén 
dispuestos  á  renunciar  al  corso  frente  á  los  más  débiles,  los  cua- 
les abandonan  de  este  modo  por  su  parte  el  medio  más  eficaz  para 
defender  sus  derechos.  El  Gobierno  americano  está  convencido  de 
que  procediendo  asi  los  Estados  que  adopten  la  nueva  legislación 
marítima  y  qiie  posean  escuadras  poderosas,  serán  dueños  absolu- 
tos de  los  mares,  ejercitando  un  dominio  incontrastable,  que  sos- 
tendrán y  conservarán  con  más  seguridad  mediante  la  abolición 
del  corso.» 

l.Se^O.  Salvo  las  excepciones  por  parte  de  los  Estados  antes 
mencionados,  excepciones  perfectamente  fundadas,  según  hemoB 
demostrado  anteriormente  (1),  los  principios  contenidos  en  la  de- 


(1)    §  1.680  y  1.666. 
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tidad  de  los  Estados  de 
como  la  base  del  Dere- 
aerra.  SÍ  dichos  princi- 
las  controveraiaB  rela- 
10  de  guerra  por  no  ha- 
propiedad  privada  del 
ido  de  guerra,  y  por  no 
ridico  del  contrabatido, 
-eso  de  la  historia  de  la 
as  para  todos  los  Esta- 
ilidad  armada  de  1780 
19  las  cuestiones  relati- 
ibiese  precisado  la  defi- 
aparecido  por  completo 
rrado  á  loa  beligerantes 
la  clasiticiición  de  lats 
derecho  á  transportar 
nes  de  lu  guerra. 
ado  á  Europa  después 
Dtegida  la  condición  de 
H  en  lu  declaración  de 
tetados,  sino  que  se  ha 
bisando  y  ampliando  bu 

859  por  Francia  y  Cer- 
n tes  declararon  al  prin- 
)  promulgadas,  que  se 
)nHiigrados  en  dicha  de- 
prohibición  del  comer- 
ías uiaterias  que  debían 

los  usos  de  la  guerra. 
e  13  de  Mayo  de  aquel 
I  los  siguientes  objetos: 
mo,  azufre,  pólvora,  sa- 
íaballos  y  muías.  Prohi- 

pudieran  servir  para  la 
risionamjento  de  los  bu- 
quinas  de  vapor  comple- 
añado  vacuno  y  de  cerda 

!  medidas  y  declararon 


■ 
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expresamente  que  no  considerarían  materia  de  contrabando  el 
aceite,  que  se  había  reputado  tal  en  la  guerra  de  1854. 

Respecto  de  los  buques  mercantes,  aunque  subordinándolos  á  la 
misma  reciprocidad,  dispuso  la  ordenanza  austríaca  que  los  barcos 
sardos  y  franceses  que  se  hallasen  en  los  puertos  del  imperio  que- 
daban autorizados  para  tomar  cargamento  para  el  extranjero,  con 
tal  que  no  hubiese  embarcado  contrabando  de  guerra  ni  mercancía 
ilícita  alguna. 

En  la  otra  guerra  sostenida  en  1863  entre  Austria,  Prusiay  Di- 
namarca á  propósito  de  la  cuestión  de  los  Ducados,  fueron  también 
aplicados  los  principios  de  la  declaración  de  París  del  modo  más 
favorable  á  los  intereses  de  los  neutrales. 

En  efecto,  en  la  ordenanza  publicada  por  el  Gobierno  austríaco 
en  8  de  Marzo  de  1864,  se  disponía  que  los  buques  pertenecientefi 
á  los  neutrales,  cualquiera  que  fuese  el  propietario  del  cargamen- 
to, y  que  pudieran  justificar  en  regla  su  carácter,  no  podrían  ser 
capturados,  á  no  ser  que  llevasen  á  bordo  contrabando  de  guerra 
destinado  al  enemigo,  determinando  además  en  dicha  ordenanza 
que  no  se  consideraría  contrabando  de  guerra  sino  los  objetos  des- 
tinados á  los  puertos  enemigos  y  que  pudieran  servir  inmediata- 
mente para  los  usos  de  la  guerra,  excluyendo  siempre  las  provi- 
siones necesarias  para  la  defensa  de  las  tripulaciones  y  de  las  na- 
ves. Indicóse,  además,  que  los  buques  mercantes  neutrales  que 
navegasen  en  convoy  escoltados  por  un  buque  de  guerra  de  un  Es- 
tado neutral,  no  serían  sometidos  á  la  visita,  siendo  suficiente  que 
el  capitán  que  los  escoltase  declarara  que  todas  las  cartas  estaban 
en  regla  y  que  no  llevaban  contrabando. 

El  reglamento  especial  promulgado  por  Dinamarca  el  16  de  Fe- 
brero del  mismo  año  contiene  también  disposiciones  favorables  á 
los  neutrales.  Tal  es  la  concerniente  á  la  notificación  del  bloqueo, 
que  á  la  letra  dice: 

«El  general  en  jefe  estará  obligado  á  notificar  el  bloqueo  me- 
diante una  circular  dirigida  á  los  cónsules  extranjeros  que  allí  re- 
sidan, é  invitará  á  los  capitanes  de  los  buques  neutrales  anclados 
en  el  puerto  bloqueado  á  precisar  la  época  de  su  partida;  y  si  el 
plazo  concedido  se  juzga  conveniente,  ó  si  habiendo  solicitado 
nuevo  plazo  hubiere  pedido  prórroga  del  mismo,  no  podrá  oponer. 
se  impedimento  alguno  á  la  salida  del  buque. 

La  tentativa  de  atravesar  la  línea  del  bloqueo  no  hace  que  la 
nave  incurra  en  falta  que  autorice  la  captura,  cuando  pueda  supo- 
nerse que  ignoraba  la  existencia  del  bloqueo  en  el  momento  de  la 
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infracción.  La  autoridad  competente  deberá  procurar  en  este  caso 
que  se  le  notifique  ésta,  haciendo  mención  de  ella  en  las  cartas  de 
Á  bordo,  y  dejará  la  nave  libre  para  seguir  su  ruta. 

Sólo  podrá  ser  capturado  el  barco  que,  después  de  haber  recibi- 
do esta  notificación,  procure  eludir  el  bloqueo,  ó  que  dé  motivo» 
suficientes  para  suponer  que  al  presentarse  ante  el  puerto  conocía 
la  existencia  del  bloqueo. 

Los  cruceros  que  violasen  las  reglas  establecidas  para  la  segu- 
ridad de  los  buques  neutrales  ó  que  ocasionasen  algún  perjuicio  á 
los  mismos  abusando  de  su  poder,  incurrirán  en  una  pena  propor- 
cionada á  la  gravedad  de  los  hechos,  pudiendo  además  ser  conde- 
nados á  una  indemnización  personal  en  consideración  al  daño  cau- 
43ado.» 

Existe,  además,  en  dicho  Reglamento  un  conjunto  de  reglas 
-concernientes  al  procedimiento  para  el  secuestro  y  á  las  medidas 
que  deben  tomarse  para  conservar  los  buques  secuestrados. 

Los  mismos  principios  hallamos  aceptados  y  explicados  en  las 
ordenanzas  y  reglamentos  publicados  en  las  gi\erras  sucesivas,  esto 
^s,  en  la  de  Austria  contra  Prusia  é  Italia  en  1866,  y  en  la  franco- 
prusiana  de  1870. 

En  la  de  1866  declararon  lob  Gobiernos  prusiano  é  italiano  que, 
ao  sólo  respetarían  los  derechos  de  los  neutrales,  sino  que  se  abs- 
tendrían de  capturar  los  buques  mercantes  de  la  parte  enemiga  que 
no  transportasen  contrabando  de  guerra  ni  intentasen  violar  el 
bloqueo.  En  la  guerra  de  1870  notifica  el  Gobierno  italiano  en  una 
ordenanza  publicada  el  18  de  Julio,  que  renunciaba  en  absoluto  y 
BÍa  condición  de  reciprocidad,  á  apoderarse  de  la  propiedad  pri- 
vada y  de  loe  baques  mercantes  enemigos.  Francia  no  fué  tan  ge- 
nerosa, pues  declaró  en  una  nota  oficial  publicada  en  21  del  mis- 
mo mes,  que  se  atendría  á  las  reglas  fijadas  en  la  declaración  de 
1856,  concediendo  ciertas  facilidades  á  los  buques  mercantes  ene- 
paigos  cargados  antes  de  la  guerra  y  que  hubiesen  entrado  en  los 
puertos  franceses  después  de  la  ruptura  de  hostilidades,  mantenía 
«1  derecho  de  que  sus  buques  de  guerra  capturasen  los  barcos  mer- 
cantes enemigos. 

Finalmente,  en  la  guerra  turco-rusa  de  1877,  declaró  el  Go- 
bierno ruso  que  se  atendría  á  las  reglas  fijadas  en  la  declaración 
^e  París  de  1856,  y  en  Iíks  instrucciones  dadas  al  jefe  superior  de 
la  escuadra,  ordenaba  dejar  libres  la  navegación  y  el  comercio 
licito  de  los  neutrales  en  el  Danubio  y  se  procurase  no  poner  in- 
justificadas restricciones. 


Aquel  Gobiern 
que  podiao  ponerf 
enumerando  los  c 
enumeración  á  los 
guerrn  continental 
neutrales  que  con 
trados  ;  confiscadi 
raigo  y  la  cantidac 
la  que  se  considen 
que.  También  dec 
siguienteB  actoe  d< 
gas,  de  la  correspc 
de  los  barcos  de  gi 

De  todo  ello  ñ 
neutrales  ba  mejo 
la  eecrupulosa  obs 
también  por  babei 
deaanzas  y  reglan 
haber  sancionado 
armonía  con  los  p 
«.•ftC  La  c 
guerra  y  del  come 
neutrales,  resuelti 
única  cuestión  qu 

Para  determin 
giirar  á  éstos  el  lil 
es  necesario  resoh 
ciertos  y  raciónale 
cuándo  ésta  puec 
licitamente  duran 
var  lealmente  el  c 

Respecto  de  < 
Mendo  siempre  n 
bsr  que  tienen  lof 
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1.«{W.  Sa  deíÍDÍeÍ«ii.— 1.«»«. 
tralidad  no  e»  diviiibla.— l.tt&S. 
ae  puede  ser  á  I*  vez  alisdo  j  neul 
petuB.-a.««l.  Bala  te  bMí  baj< 

l.asa.     La  neutralidad 

y  consiste  en  laabstención  ci 
de  loB  beligerantes,  y  de  toda 
ficio  de  cualquiera  de  ellos  n 
nominase,  pues.  Estado  neut 
directa  ni  indirecta  en  la  lu< 

La  declaración  de  neutral 
tad  é  independencia  del  Estn 
cho  de  conservar  con  los  beli 
tiempo  de  paz,  abeteniéndoi 
cosa  que  pueda  favorecer  ó  p 
lo  que  se  refiere  á  los  Snes  d< 

No  debe  creerse,  por  otra 
lemnemente  la  neutralidad  i 
en  nna  guerra.  Las  relacione: 
de  amistad  y  comercio  paelf 
subsistentes  mientras  no  se  c 
alianza  con  quien  la  haya  de 
gún  derecho  á  tratar  como  et 
00  haya  hecho  declaración  ( 
costumbre  do  hacer  dicha  de 
inteiprelaciones. 

1.S&4<  La  declaración 
persona  ó  personas  que  repre 
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Graliani  la  definía  en  estos  términos:  cLa  posición  del  prinoi 
que  hallándose  en  relación  de  paz,  de  alianza  ó  de  amistad  con 
otros  soberanos  que  se  hallen  en  paz  entre  si,  continúe  en  el  mis- 
mo estado  aun  cuando  haya  sobrevenido  entre  éstos  una  ruptixra  y 
comenzado  la  guerra»  (1). 

Ázuni  dice  también  que  la  neutralidad  es  la  continuación  del 
estado  de  paz  de  una  potencia,  que,  al  sobrevenir  la  guerra  entre 
dos  ó  más  naciones,  se  abstiene  en  absoluto  de  tomar  parte  en 
ella  (2). 

Calvo,  que  transcribe  las  definiciones  dadas  por  otros  muchoB 
publicistas,  dice:  cLa  neutralidad,  en  la  acepción  más  lata  de  la 
palabra,  es  la  no  participación  en  una  lucha  entre  dos  ó  más  na* 
ciones»  (3). 

Puede,  pues,  afirmarse  que  los  escritores  están  de  acuerdo  res- 
pecto del  concepto  jurídico  de  la  neutralidad,  y  que  el  distinto 
modo  de  definirla  depende  de  que  algunos  han  querido  compren- 
der en  la  definición,  no  sólo  su  carácter,  sino  también  sus  condi- 
ciones, indicando  los  deberes  y  las  obligaciones  que  de  ella  se  de- 
rivan. Por  lo  demás  todos  convienen  en  que  no  se  puede  ser  neu- 
tral sin  la  completa  abstención  de  todo  acto  hostil;  y  si  alguna 
divergencia  existe,  se  refiere  sólo  á  la  imparcialidad,  esto  es,  8i 
debe  considerarse  ésta  para  la  neutralidad  tan  esencial,  que  fornae 
como  un  elemento  constitutivo  de  la  misma. 

t»S&S«  Hemos  creído  deber  seguir  en  esto  la  opinión  de 
Phillimore  que  considera  como  esencial  para  un  Estado  neutral  la 
conservación  de  la  más  absoluta  imparcialidad  entre  los  beligeran- 
tes. Entiéndase,  empero,  que  la  irú parcialidad  á  que  se  refiere  es 
la  que  hace  relación  á  la  guerra,  é  implica  la  abstención  de  todo 
acto,  que,  siendo  favorable  al  uno,  perjudique  al  otro;  pero  esta 
imparcialidad  no  significa  la  abstención  de  toda  manifestación  de 
simpatía  hacia  la  causa  del  uno  ó  del  otro,  cuya  manifestación 
sólo  puede  ser  prohibida  cuando  sea  tan  marcada  que  quepa  con- 
siderarla como  una  intervención  moral,  en  cuyo  caso  podría  cali- 
ficarse de  hostil,  porque  daría  fuerza  á  una  parte  contra  la  otra. 

De  aquí  que  no  deba  considerarse  en  oposición  con  la  neutra- 
lidad el  simpatizar  con  la  causa  de  uno  de  los  beligerantes  é  inter- 
poner sus  buenos  oficios  para  procurar  la  conciliación  de  los  adver- 


(1)  De  los  deberes  de  los  principes  neutrales.  Axiomas  y  deñniciones. 

(2)  Derecho  marítimo  europeo,  cap.  I,  art.  8. o. 

(3)  Derecho  inteniacional^  §  2.204. 


«o  efecto,  para  establecer  li 
de  la  mieitia,  á  ñn  de  detem 
entre  las  partes  que  lo  estipi 
cia  de  la  cosa  respecto  al  bel 
xilio,  puesto  que  no  puede  ^ 
acto. 

En  la  historia  de  las  gue 
^BtadoB  han  pretendido  el 
según  el  concepto  de  Klübei 
neutralidad  general  y  de  nei 
mera  se  extendía  á  todo  el 

prendía  eólo  una  parte,  como  por  ejemplo,  el  territorio  continen- 
tal y  no  el  marítimo,  ó  ciertas  proTÍncias  solamente  (1). 

EspUcanee  tales  anomalías  recordando  que  la  política  y  la  ne- 
cesidad han  obligado  al  beligerante  á  considerar  como  neutral  al 
que  verdaderamente  no  lo  era,  &  ñn  de  no  obligarlo  á  ponerse  con 
todas  sus  fuerzas  al  lado  del  enemigo;  pero  no  son  conciliables 
con  los  principios  del  derecho,  porque  no  puede  haber  ningún  es- 
tado intermedio  entre  tomar  y  no  tomar  parte  activa  en  la  guerra. 
l.O&S.  Las  razones  aducidas  por  Hübner,  que  ha  admitido 
también  el  concepto  de  la  neutralidad  limitada,  son  infundadas. 
Sostenía  éste,  que  cuando  el  tratado  hubiera  sido  estipulado  antes 
de  la  declaración  de  guerra  y  el  Estado  sólo  hubiese  prestado  el 
auxilio  á  que  en  aquél  se  babia  obligado,  no  podía  considerarse  el 
acto  como  verdaderamente  hostil,  siendo  el  cumplimiento  de  una 
obligación  contraída  (2).  Debía  por  el  contrario  admitirse  que, 
aun  en  la  hipótesis  de  que  la  alianza  no  se  hubiese  hecho  contra 
un  Estado  determinado  y  en  la  espectativa  de  una  guerra  con  el 
mismo,  en  cuyo  caso  serla  evidente  ia  intención  de  causarle  daño, 
el  acto  sería  siempre  perjudicial,  puesto  que  el  aliado,  prestando 
loB  auxilios  convenidos  en  el  tratado,  aumentaba  las  fuerzas  del 
enemigo;  y  si  era  justo  cumplir  la  obligación  contraída,  no  lo  era 
menos  que  el  beligerante  lo  tratase  como  enemigo,  cuando  al  cum- 
plirla haya  hecho  efectivamente  más  fuerte  á  su  adversario.  Por 


(1)  MosEB  cita  de  ello  varios  ejemploa.  La  convención  de  neatraliils4 
relativa  á  U  fortaleza  de  Konigatein,  concluida  en  1766,  y  la  de  igaal  clase 
concerniente  ¿  la  neutralidad  de  los  Paiaes  Bajoa  aaetrÍBCoa  y  de  iaa  pro- 
vincias  pnieianaa  de  Weetfalia;  la  de  la  navegación  del  Rbio  de  16  de 
Agosto  de  1S04,  y  otros  ejemplos  de  neutralidad  parcial  acordada  en  loa 
tratados. 

(3)    HaBHBB,  Del  embargo  de  lof  bw¡ua  neutrales,  II. 
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pecto  de  todos  los  Estados  de  Europa,  claro  es  que  es  una  verda- 
dera obligación  internacional  para  dicho  pue|)Io  el  mantenerse 
neutral  en  todas  las  guerras. 

Otro  tanto  debe  decirse  de  Suiza,  la  cual  está  obligada  á  Ja 
neutralidad  perpetua,  de  conformidad  con  lo  estipulado  en  el  Con- 
greso de  Viení»  el  20  de  Marzo  de  1815,  neutralidad  confirmada 
con  el  reconocimiento  y  garantía  de  parte  de  los  demás  EstadoB 
representados  en  Viena,  en  acta  de  20  de  Noviembre  del  mismo 
año  (1). 


(1)  Respecto  de  la  neutralidad  de  Saiza  y  de  la  observaDcia  de  la  mia- 
ma  en  la  guerra  de  1 870,  véaee  Burt  en  la  Revista  de  Derecho  interfíaeio- 
nal,  1870,  págr.  686. 

La  neutralidad  de  Suiza,  reconocida  como  necesaria  para  su  indepen* 
dencia  y  para  loa  intereses  europeos  hasta  principios  del  presente  aiglo,  y 
garantida  por  los  tratados,  es  hoy  protegida  por  la  Constitución  federal 
de  1859,  que  en  su  art.  90,  §  9.o  (a),  tratando  de  las  atribuciones  del  Con 
sejo  federal,  confía  á  éste  el  encargo  de  vigilar  y  defender  «la  seguridad 
exterior  de  Suiza  y  mantener  su  independencia  y  su  neutralidad,* 

Creemos  oportuno  advertir  que  por  la  declaración  suscripta  en  París 
el  20  de  Noviembre  de  1815  entre  Francia  y  las  cuatro  grandes  Potencias 
aliadas,  se  reconoció  definitivamente  la  neutralidad  de  Suiza  y  se  exten- 
dió esta  neutralidad  á  una  parte  de  Saboya,  esto  es,  á  las  provincias  de 
Chiablese  y  de  Fossigní,  y  al  territorio  que  se  halla  al  Norte  de  ügina.  Ha- 
biendo pasado  la  Saboya  á  Francia  por  el  tratado  de  Turín  de  1860,  sur- 
gió la  cuestión  de  si  el  cambio  de  soberanía  del  territorio  neutralizado 
había  modificado  los  pactos  establecidos  acerca  de  la  neutralidad  del  di- 
cho territorio.  ' 

Esta  cuestión  ha  sido  muy  discutida  en  nuestros  días,  demostrándose 
con  razones  muy  fundadas  que  el  leferido  tratado  de  24  de  Marzo  no  mo- 
dificó en  nada  los  actos  internacionales  relativos  á  la  neutralidad  de  Suiza 
y  de  los  territorios  adyacentes;  que  la  Saboya  no  había  podido  cederse 
por  el  rey  de  Cerdefía  que  la  poseía,  sino  con  los  derechos  que  él  mismo 
ejercía  sobre  aquel  territorio;  que  se  debían,  por  tanto,  considerar  obliga- 
torios para  Francia  lo6  pactos  internacionales,  aunque  se  limitó  el  ejerci- 
cio de  la  soberanía  en  dicho  territorio. 

Los  franceses  han  opinado,  por  el  contrario,  que  la  cuestión  debe  dis- 
cutirse bajo  otro  punto  de  vista,  esto  es,  que  babiéndose  establecido  la 
neutralidad  de  Saboya  en  interés  del  antiguo  reino  de  Cerdefia,  como  sos- 
tenía el  mismo  Gobierno  francés  contra  lo  que  pensaba  el  Gobierno  suizo, 
y  cambiada  la  condición  de  las  cosas  y  la  posesión  territorial,  subsiste 
todavía  aquel  pacto  hoy  que  la  Saboya  pertenece  ya  á  Francia. 

Puede  observarse,  por  el  contrario,  con  razón,  que  la  neutralización  de 
aquella  parte  de  la  Saboya  se  estipuló  para  asegurar  la  neutralidad  de 
Suiza  é  impedir  que  pudiera  llevarse  el  teatro  de  la  guerra  á  una  zona 
contigua  al  cantón  de  Ginebra  y  al  territorio  neutralizado.  En  todo  caso 
deberá  prevalecer  siempre  la  regla,  que  ninguna  de  las  partes  obligadas 

(a)  Debe  referirse  el  autor  á  la  ConstituciÓQ  de  1848,  derogada  por  la  de  1874, 
coyo  art.  102  equivale  al  que  el  autor  cita,  sin  más  que  ligeras  variantes  en  loa  nú- 
meros S.**  y  13.  Véase  nuestra  obra  titulada  In9tUucion99  polUiceu  ds  ¡o*  Sttadoéftdé' 
ra/M,  tomo  I,  páginas  40  y  41.— (N.  del  T.) 
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También  el  Luxemburgo  disfruta  el  privilegio  de  la  neutrali- 
dad absoluta.  El  tratado  de  1839  habla  colocado  al  Gran  Ducado 
bajo  la  protección  de  las  cinco  Grandes  Potencias;  pero  la  neutra- 
lidad acordada  para  Bélgica,  no  parecía  que  pudiera  extenderse  al 
Luxemburgo.  Para  evitar  toda  duda,  se  acordó  en  la  conferencia 
reunida  en  Londres  en  18S7  (11  de  Mayo)  proclamar  la  neutrali- 
dad absoluta  del  Gran  Ducado  en  un  tratado  suscrito  por  Austria, 
Francia,  Holanda,  Inglaterra,  Italia,  Prusia  y  Rusia. 

Debemos,  finalmente,  incluir  entre  los  países  que  disfrutan  la 
neutralidad  convencional  las  islas  Jónicas,  de  conformidad  con  el 
tratado  concluido  en  Londres  el  14  de  Noviembre  de  1863  entre 
Austria,  Inglaterra,  Francia,  Rusia  y  Prusia,  y  por  el  de  29  de 
Marzo  de  1864  entre  Inglaterra,  Francia,  Rusia  y  Grecia.  A  conse- 
cuencia de  estos  tratados,  disfrutan  las  islas  Jónicas  las  ventajas 
de  una  neutralidad  perpetua  aun  después  de  haberse  unido  al  reino 
de  Grecia,  y  por  esto  no  es  licito  estacionar  en  las  aguas  territo- 
riales de  dichas  islas,  fuerza  armada  ó  buques  de  guerra,  excepto 
los  estrictamente  necesarios  para  conservar  el  orden  y  proveer  á 
la  percepción  de  las  rentas  públicas. 

-l.Slll.  Siempre  que  la  neutralidad  de  un  Estado  sea  abso- 
luta y  perpetua  mediante  un  tratado  suscrito  por  las  Grandes  Po- 
tencias, debe  considerarse  garantida  colectivamente  por  los  gran- 
des Estados  que  suscribieron  el  tratado.  De  aquí,  que  si  uno  de 
ellos  ó  un  tercer  Estado  llevase  á  cabo  un  acto  de  hostilidad  en  el 
territorio  declarado  absolutamente  neutral,  podría  impedirse  tal 
violación  por  los  Estados  que  hubiesen  garantido  la  neutralidad, 
los  cuales  tendrían  siempre  derecho  á  ejercitar  su  acción  colectiva 
para  impedir  ó  reprimir  la  violación.  También  podrían  impedir 
que  dicho  Estado  tome  una  actitud  contraria  á  los  deberes  que  la 
neutralidad  impone.  La  neutralidad  perpetua  debe  considerarse 
siempre  establecida  en  interés  general,  por  lo  que  ni  los  demás 
Estados  ni  el  mismo  declarado  perpetuamente  neutral,  podrán 
violarla  sin  ofensa  del  derecho  internacional. 

Toda  potencia  neutral  puede,  al  sobrevenir  una  guerra,  con- 
tinuar manteniendo  sus  ejércitos  en  las  mismas  condiciones  ante- 
riores á  la  declaración  de  guerra,  ó  aumentar  los  armamentos  para 
defender  en  caso  necesario  la  neutralidad  proclamada.  También 


por  un  tratado  general  estipulado  entre  ellos  puede  considerarse  desli- 
gada, por  sa  propia  autoridad,  de  observar  lo  pactado,  si  su  pretensión  no 
86  reconoce  como  fundada  en  derecho  por  las  demás  partes  interesadas 


818  LIBRO  8BOUND0.— CAPITULO  II 

puede  aliarse  con  otros  Estados  neutrales  y  unir  sus  propias  fuer- 
zas á  las  de  éstos  para  la  defensa  de  los  derechos  comunes,  lo  cual 
no  seria  contrario  á  la  neutralidad  misma,  pudiendo,  como  puede, 
un  Estado  armarse  para  defender  sus  propios  derechos. 

Dejando  toda  ulterior  discusión  respecto  del  concepto  jurídico 
de  la  neutralidad,  pasemos  á  examinar  cuáles  son  en  particular 
los  deberes  y  los  derechos  que  de  ella  se  derivan. 


CAPITULO   III 


Deberes  de  lo«    Eatitdos    neolrsles* 


^••9,  El  neutral  debe  ser  imparcial. ~1.##S.  No  ea  lícito  prestar  socorros  & 
ambas  partes  ~fl*#94.  Autorización  dada  al  beligerante  para  pasar  con  sus 
ejércitos  por  el  territorio  neutral.— i «SSft.  Paso  sin  autorizaoióp.— 1«9#0« 
Paso  de  buques  de  guerra. —fl .##9 •  Reclutamiento  de  tropas  por  cuenta  del  be- 
ligerante: opinión  de  Qaliani,  de  Vattel,  y  nuestras  observaciones.— I.tt09*  El 
neutral  no  debe  impedir  k  los  ciudadanos  del  Estado  beligerante  alistarse  para 
ir  4  la  guerra. — I.^SS.  Armamento  y  equipo  de  baques  de  guerra.— I «STO* 
Reglas  según  el  tratado  de  Washington  de  18^1. — 1.971.  No  están  conformes 
con  los  principios  del  derecho.— I .^Yli.  Deberes  de  la  neutralidad,  según  el 
Instituto  de  Derecho  internacional. -'i.^YS.  Ordenanza  italiana. — 1.91Í4.  Pro- 
hibición de  aceptar  patentes  de  corso.— I.STA.  Venta  de  armas  y  municiones. 
— f  ••!(#•  Responsabilidad  del  Gobierno  neutral.— l.^YY.  Nuestra  opinión. — 
^••VS.  Comercio  de  TlTeres. — ■••Y9«  Subsidios  pecuniarios. -I.SSO.  Uso 
de  loa  puertos  neutrales.— 1 .991.  Facultad  de  entrar  en  ellos  con  la  presa  y  de 
Tenderla.  — 1.999.  Justos  principios  admitidos  en  la  legislación  italiana.— 
l.#93*  El  Gobierno  neutral  debe  reprimir  las  riolaciones  de  la  neutralidad  por 
los  particulares.— 1.9941.  En  qué  casos  será  responsable  de  la  falta  de  diligen- 
cia.— ^1.99ft.  Principios  para  determinar  el  grado  de  culpabilidad.— 1.999. 
Aplicación  hecha  en  la  cuestión  del  Álabama. 

ILrnSBW*  El  derecho  que  corresponde  á  todo  Estado  indepen- 
diente para  ser  tratado  como  neutral  durante  la  guerra,  está  su- 
bordinado á  la  condición  Hne  qua  non  de  que  cumpla  los  deberes 
de  la  neutralidad.  Estos  deberes  se  derivan  inmediatamente  del 
concepto  jurídico  mismo  de  la  neutralidad  que,  como  hemos  dicho, 
consiste  en  abstenerse  leal  y  completamente  de  todo  acto  de  hos- 
tilidad, y  no  hacer  cosa  alguna  que  directa  ó  indirectamente  pue- 
da debilitar  á  uno  ó  dar  más  fuerza  á  otro  de  los  contendientes. 
Las  buenas  relaciones  amistosas  entre  el  Estado  que  hubiese  de- 
clarado la  neutralidad  y  uno  de  los  beligerantes,  no  podrá  legiti. 
mar  una  conducta  parcial  respecto  de  éste,  puesto  que,  como  hace 
notar  Bynkershoek,  el  conceder  los  favores  que  la  amistad  aconse- 


320  LIBRO  SE0T7ND0. — CAPITULO  III 

ja,  no  puede  ser  licito  durante  la  guerra,  cuando  el  que  los  recibe 
pueda  emplearlos  en  perjuicio  del  enemigo.  Seria  permitido,  dice 
este  autor,  auxiliar  á  nuestro  amigo  con  favores  y  consejos;  pero 
si  éste  fuese  enemigo  de  otros  amigos  nuestros,  no  se  nos  permi- 
tirla, porque,  obrando  de  este  modo,  estableceriamos  una  prefe- 
rencia y  cometeríamos  una  ofensa  contra  el  otro  pueblo  con  el  que 
estuviésemos  en  relaciones  también  amistosas. 

l.BII3«  El  deber  de  mantenerse  extraño  á  la  lucha,  se  viola- 
ría también  en  la  hipótesis  de  auxiliar  con  perfecta  igualdad  á  am- 
bas partes. 

Suponiendo  que  esta  igualdad  pudiera  ser  un  hecho,  seria  ante 
todo  ilícito  é  inconveniente  proporcionar  á  dos  enemigos  medío:f 
para  hacer  ó  continuar  la  guerra,  debiendo  considerar,  por  otra 
parte,  que  podría  ser  siempre  distinta  la  ventaja  que  uno  y  otro 
sacasen  de  estos  medios,  influyendo  por  dichos  favores  de  muy  di- 
verso modo  y  en  distinta  medida  en  el  éxito  de  la  guerra. 

l*GO^.  Podría  hacerse  una  aplicación  de  estos  principios  en 
la  hipótesis  de  que  un  neutral  concediese  á  los  beligerantes  el  de- 
recho de  servirse  de  su  territorio  para  pasar  con  sus  ejércitos.  No 
bastaría  en  este  caso  decir  que  el  hecho  de  conceder  la  misma  fa- 
cultad á  entrambas  partes  era  una  prueba  de  imparcialidad  por 
parte  del  Estado  neutral,  puesto  que  dicho  permiso  sólo  favorece- 
ría, para  los  fines  de  la  guerra,  al  que  se  sirviese  del  territorio  para 
atacar  al  enemigo,  para  retirarse  y  evitar  una  completa  derrota,  ó 
para  otras  operaciones  estratégicas  relativas  á  la  movilización  de 
cuerpos  de  ejército  y  que  influirían  evidentemente  en  el  éxito  ge- 
neral de  la  guerra. 

La  solución  de  la  cuestión  se  hace  más  difícil  si  estuviese  es* 
tipulado  el  paso  en  un  tratado  que  se  invocase  luego  por  el  beli- 
gerante para  atravesar  el  territorio.  Así  se  pactó,  por  ejemplo,  en 
la  Convención  suscrita  en  Zurich  el  27  de  Mayo  de  1815,  que  las 
tropas  de  los  aliados  podían  atravesar  el  territorio  suizo,  después 
de  haber  pedido  y  obtenido  la  autorización  de  la  Dieta. 

Ya  hemos  manifestado  nuestra  opinión  acerca  de  la  eficacia  que 
puede  tener  un  tratado  para  legitimar  la  violación  de  la  neutrali- 
dad. Si  el  conceder  el  beligerante  permiso  para  servirse  del  terri- 
torio neutral  para  las  operaciones  estratégicas,  ha  de  considerarse 
contrario  á  los  deberes  de  la  neutralidad,  no  puede  hacerse  licita- 
mente dicha  concesión,  aunque  se  haya  estipulado  en  un  tratado. 
El  concluido  en  1815  é  impuesto  por  la  fuerza,  no  puede  ale- 
garse como  antecedente  para  este  objeto. 
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ción  la  encontramos  rigurosamente  eancionada  en  ciertos  Estados 
que  la  imponen  del  modo  más  absoluto.  Esto  sucede  en  Ingla- 
terra, con  arreglo  á  las  instrucciones  dadas  por  Lord  Derby  al 
Consejo  del  Almirantazgo  en  una  nota  de  30  de  Abril  de  1877,  en 
la  que  Pe  trazan  las  reglas  que  los  funcionarios  públicos  deben 
observar  para  poner  á  cubierto  la  responsabilidad  del  Estado,  y, 
entre  otras  cosas,  se  prohibe  de  un  modo  absoluto  <á  los  buques 
de  guerra  de  los  beligerantes  entrar  con  sus  presas  en  las  aguas 
británicas».  También  en  otros  Estados  se  halla  sancionado  el 
mismo  principio,  aunque  de  un  modo  menos  riguroso.  Así,  por 
ejemplo,  con  arreglo  á  la  declaración  oficial  del  Gobierno  francés 
de  7  de  Mayo  de  1877.  estableció  dicho  Gobierno  las  reglas  de  la 
neutralidad,  con  motivo  de  la  guerra  entre  Rusia  y  Turquía,  dis- 
poniendo lo  siguiente:  «No  se  permitirá  á  ningún  buque  de  los 
beligerantes  entrar  ó  permanecer  con  sus  presas  en  los  puertos  ó 
radas  de  Francia  y  sus  colonias,  por  más  de  veinticuatro  horas, 
excepto  el  caso  de  arribada  forzoí^a  ó  de  necesidad  justificada.  No 
podrá  verificarse  nunca  en  dichos  puertos  ó  radas  la  venta  de  obje- 
tos  procedentes  de  la  presa.» 

1.SS9»  La  ordenanza  italiana  establece  como  máxima  el 
principio  sancionado  por  Inglaterra,  y  no  reconoce  á  los  buques  de 
guerra  ó  corsarios  la  facultad  de  entrar  con  el  botín  en  nuestros 
puertos,  sino  en  el  caso  en  que  se  vean  obligados  á  ello  por  con- 
secuencia de  un  siniestro  marítimo. 

A  juicio  nuestro,  la  mejor  regla  es  la  establecida  por  la  orde- 
nanza italiana,  á  pesar  de  que  la  costumbre  internacional,  consa- 
grada ya  en  diversos  tratados,  haya  establecido  principios  menos 
rigurosos  acerca  de  la  entrada  y  venta  de  presas  en  los  puertos 
neutrales.  Limitando  también  á  veinticuatro  horas  la  permanen- 
cia, es  indudable  que  se  concede  al  buque  beligerante  la  facultad 
de  servirse  del  puerto  neutral  para  poner  en  seguro  su  presa,  lo 
cual  equivale  á  prestarle  una  asÍFtencía  para  los  fines  de  la  guerra, 
autorizándolo  para  llevar  á  cabo  en  el  puerto  neutral  una  opera- 
cióri  de  esta  clase.  El  dar  refugio  á  un  barco  que  haya  sufrido  un 
siniestro  marítimo  durante  la  navegación,  el  proveer  de  víveres  á 
los  que  carecen  de  ellos,  el  poner  una  embarcación,  que  necesita 
reparaciones,  en  condiciones  de  volver  á  la  mar  sin  peligro,  es  un 
verdadero  deber  moral  superior  á  los  que  se  tienen  respecto  del 
beligerante,  por  lo  cual  no  puede  decirse  que  falte  á  los  deberes 
de  neutralidad  el  que  conceda  refugio  en  sus  puertos  á  los  buques 
de  guerra  que  lleguen  á  ellos  de  arribada  forzosa;  pero  el  conce- 
Derecho  int  público.— Touo  IV.  22 
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derlo  á  los  baques  de  guerra  que  no  estén  en  peligro,  equiTaldria 
á  convertir  los  puertos  neutrales  en  lugares  de  asilo,  y  no  podría 
concillarse  esto  con  los  deberes  de  la  neutralidad,  aunque  se  otor- 
gue igualdad  de  trato. 

Debemos  notar  además,  que  aun  en  la  hipótef^is  de  que  la  en- 
trada en  el  puerto  tenga  lugar  por  arribada  forzosa,  incumbe  al 
Estado  neutral  el  impedir  que  el  buque  beligerante  pueda  apro- 
vecharse del  siniestro  para  un  fín  militar.  Por  esto  consideramos 
ajustadas  á  los  principios  racionales  y  á  los  usos  admitidos  por  IO0 
Estados  marítimos  las  disposiciones  del  Código  de  la  marina  mer- 
x^ante  italiana,  el  cual  dispone  lo  siguiente,  respecto  de  los  buques 
de  guerra  que  entren  en  nuestros  puertos  por  arribada  íorzoaa. 
«Art.  246.  En  caso  de  guerra  entre  Potencias  con  las  que  el 
Estado  mantenga  la  neutralidad,  no  serán  recibidos  en  los  puer- 
tos, radas  ó  playas  del  Estado  buques  corsarios  ó  de  guerra  cod 
presas,  á  no  ser  en  caso  de  arribada  forzosa;  y  aun  en  este  caso  de- 
berán salir  en  cuanto  cese  el  peligro. 

Ningún  buque  de  guerra  ó  corsario  beligerante  podrá  perma- 
necer por  más  de  veinticuatro  horas  en  un  puerto,  rada  ó  playa 
del  Estado,  ó  en  las  aguas  ad3'acentes,  aun  cuando  se  presentase 
sólo,  salvo  el  caso  de  arribada  forzosa  por  mal  tiempo,  por  averías 
ó  por  falta  de  las  provisiones  necesarias  para  la  seguridad  de  la 
navegación. 

En  ningún  caso  se  les  permitirá,  en  los  puertos,  radas  ó  pla- 
yas del  Estado  la  venta,  cambio,  etc.,  de  los  objetos  apresados. 

» Art.  247.  Los  buques  de  guerra  de  una  Potencia  amiga,  aun- 
que sea  beligerante,  podrán  aproximarse  y  permanecer  en  los 
puertos,  radas  ó  playas  del  Estado,  siempre  que  su  misión  sea  ex- 
clusivamente científica. 

>Art.  248.  En  ningún  caso  podrá  un  buque  beligerante  entrar 
en  un  puerto  italiano  con  un  fín  militar,  ó  para  aprovisionarse  de 
armas  ó  municiones. 

Tampoco  podrá,  bajo  el  pretexto  de  reparaciones,  ejecutar  tra- 
bajos que  de  cualquier  modo  puedan  aumentar  su  fuerza  gue- 
rrera. 

lArt.  249.  Los  buques  de  guerra  ó  corsarios  beligerantes  solo 
podrán  ser  provistos  de  víveres  y  géneros  y  de  los  medios  de  re- 
paración estrictamente  necesarios  para  la  subsistencia  de  su'tri- 
])ulación  y  la  seguridad  de  la  navegación. 

Los  buques  de  guerra  ó  corsarios  beligerantes  que  quieran  pro- 


810  LIBRO  S KG (7 KDO.— CAPITULO  111 

ción  de  la  neutralidad,  podría  esto  implicar  la  responsabilidad  del 
Estado. 

Respecto  de  este  punto,  conviene  también  advertir  que  todo  e) 
deber  del  Estado  neutral  no  consiste  en  aplicar  lealmente  y  de 
buena  fe  las  leyes  nacionales  promulgadas  para  asegurar  la  obser- 
vancia de  los  deberes  de  neutralidad  por  parte  de  los  particulares. 

Si  esto  bat?taBe,  la  falta  de  leyes  adecuadas  seria  un  expediente 
fácil  para  sustraerse  á  todas  las  responsabilidades  positivas  que  se 
derivan  de  los  principios  del  derecho  y  de  los  de  la  equidad,  y  cada 
neutral  se  atendría,  en  el  cumplimiento  de  sus  obligaciones,  á 
aquellas  leyes  que  él  mismo  hubiese  sancionado  con  arreglo  á  sus 
miras  é  intereses.  Corresponde  á  todos  los  Estados,  no  sólo  cum- 
plir los  deberes  internacionales,  sino  también  organizar  un  siste- 
ma de  procedimientos  legales,  eficaces  para  dar  al  Grobierno  me- 
dios legítimos  suficientes  para  reprimir  y  castigar  las  violaciones 
de  dichos  deberes  por  los  particulares. 

La  responsabilidad  del  Estado  podría  ser,  pues,  una  consecuen- 
cia de  los  defectos  y  vacíos  de  la  legislación  del  Estado  mismo;  y 
habría  negligencia  culpable  cuando  fuese  tan  grave  el  defecto  que 
se  considerase  fácil  prever  que  el  sistema  de  leyes  existente,  nun 
cuando  aplicado  lealmente  y  de  buena  fe,  era  por  sí  mismo  inefi- 
caz y  poco  á  propósito  para  reprimir  dichas  violaciones. 

Por  las  mismas  razones  deberá  estar  exento  de  responsabilidad 
el  Gobierno  que  hubiese  adoptado  todas  l^s  medidas  leales  de  que 
podía  disponer,  y  hubiese  procurado  establecer  todas  las  que  pudie- 
ran considerarse  eficaces  para  reparar  los  defectos  existentes  en  la 
legislación  vigente  sobre  la  materia. 

Pongamos  por  ejemplo  la  legislación  francesa,  y  examinemos 
cuáles  son  las  leyes,  reglamentos  y  demás  medios  de  que  el  Go- 
bierno puede  disponer  y  emplear  legítimamente  para  impedir  que 
en  su  territorio  se  cometan  actos  de  que  el  beligerante  pudiera  que- 
rellarse considerándoles  como  una  violación  de  los  deberes  de  neu- 
tralidad. 

Los  textos  aplicables  á  esta  materia  son  los  artd.  84  y  85  de^ 
Código  penal,  que  dispone  lo  siguiente: 

tArt.  84.  Todo  aquel  que  con  actos  hostiles  no  aprobados  por 
el  Gobierno  hubiese  expuesto  al  Estado  á  una  declaración  de  gue- 
rra, será  castigado  con  destierro,  y  si  estallase  la  lucha,  con  la  de- 
portación. 

>Art.  85.    Todo  aquel  que  con  actos  hostiles  no  aprobados  por 
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para  mantener  escrupulosamente  la  neutralidad  respecto  dé  lo» 
beligerantes  é  impedir  y  reprimir  }a  violación  de  los  deberes  de  la 
neutralidad  misma  por  parte  de  los  ciudadanos. 

LOSCft*  £n  tal  supuesto  es  cuando,  al  surgir  la  cuestión  dé- 
la diligencia  exigida  de  parte  de  un  Gobierno,  es  muy  difícil  esta- 
blecer  el  grado  de  impulabilidad  por  falta  de  diligencia,  y  deter- 
minar &i  se  está  en  el  caso  de  la  culpa  laia,  culpa  lems  ó  culpa  le- 
vüima. 

Respecto  de  este  punto,  remitimos  al  lector  á  los  principios* 
generales  anteriormente  establecidos  á  propósito  de  la  responsa- 
bilidad del  Estado  (1),  y  establecemos  como  regla:  que  la  diligen- 
cia con  que  un  Gobierno  ha  de  atender  á  que  se  respeten  los  debe- 
res de  la  neutralidad,  está  en  razón  directa  de  las  circunstancias- 
que  hacen  más  ó  menos  inminente  el  peligro  y  del  daño  que 
podía  preverse  que  sufriría  el  beligerante.  Su  responsabilidad  está 
en  razón  directa  de  los  medios  de  que  podía  disponer  para  impedir 
el  suceso  ó  alejar  ó  disminuir  el  daño  real  del  beligerante  y  de  la 
mayor  ó  menor  solicitud  en  emplear  dichos  medios. 

Con  esta  regla  no  se  evitan,  sin  embargo,  todas  las  cuestiones,, 
puesto  q\ie  no  pueden  establecerse  reglas  abstractas  para  determi- 
nar la  responsabilidad  y  el  grado  de  íraputabilidad.  Los  princi- 
pios de  derecho  no  son  suficientes  para  fijar  la  extensión  que  se  ha 
de  dar  al  deber  de  diligencia  y  solicitud  por  parte  de  un  neutra) 
y  el  punto  hasta  donde  éste  se  halla  obligado  á  emplear  su  inicia- 
tiva para  obligar  á  los  ciudadanos  á  mantener  la  neutralidad. 
Todo  depende  de  las  investigaciones  y  de  las  circunstancias  de 
hecho. 

La  culpa  laia  existirá  en  realidad  si  sabiendo  un  (robiernoqae  et> 
su  territorio  se  cometía  ó  se  intentaba  cometer  un  acto  que  podía 
causar  un  daño  real  al  beligerante,  y  teniendo  noticia  de  ello  ea 
tiempo  oportuno  para  impedirlo,  no  lo  hubiese  hecho.  La  igno- 
rancia del  hecho  consumado  ó  proyectado  no  eximirá  siempre  de 
responsabilidad,  puesto  que  la  ignorancia  misma  podría  conside- 
rarse maliciosa  ó  culpable,  según  las  circunstancias.  Supongamof^ 
que  se  suministrase  á  un  Gobierno  datos  é  informes  anteriores  6 
posteriores  al  hecho  por  parte  de  personas  que,  aunque  no  tengan 
un  cargo  oficial,  podía  creerse  por  su  elevada  posición  que  dicho» 


(1)    Véase  en  el  tomo  II  el  capítalo  sobre  la  BespfmsahiHdad  de  Ion 
Estados. 
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informes  eran  fundados,  y  que  el  Gobierno  que  debía  hacer  todo 
.  lo  necesario  para  informarse,  no  hubiese  hecho  nada;  en  tal  caso, 
DO  podría  eludir  el  (jobierno  la  responsabilidad  con  la  excusa  de 
que  ignoraba  el  hecho. 

Podría  también  darse  el  caso  de  que  un  Gobierno  ignorase  leal- 
mente  y  de  buena  fe  el  hecho,  mientras  se  llevaba  á  cabo,  y  hu- 
biese tenido  noticia  de  él  después  de  consumado»  pero  á  tiempo 
para  impedir  el  daño  que  trataba  de  ocasionarse  al  beligerante,  ó 
para  disminuirlo  en  gran  parte,  y  también  en  esta  hipótesis,  si 
hubiese  obrado  tan  lentamente  que  no  hubiera  llegado  á  tiempo 
de  impedir  ó  atenuar  el  daño,  como  debía  y  podía,  no  cabria  tam- 
poco la  exención  de  responsabilidad  por  haber  faltado  la  solicitud 
y  diligencia  debidas. 

De  lo  cual  resulta  evidentemente,  que  todo  depende  de  una 
relación  entre  el  deber,  los  medios  legítimos  para  impedir  el  su- 
ceso, las  circunstancias  y  el  hecho;  por  lo  que  es  por  sí  misma  la 
cuestión  de  imputabilidad  una  cuestión  compleja.  El  beligerante, 
por  ejemplo,  no  podrá  exigir  del  Estado  neutral,  que  para  cum- 
plir los  deberes  correspondientes,  aumente  sus  fuerzas  militares  ó 
modifique  sp  sistema  ordinario  de  defensa,  pudiendo  suceder,  por 
consiguiente,  que  conociendo  un  Gobierno  las  violaciones  cometi- 
das en  el  territorio  neutral,  se  hallase  involuntariamente  en  la 
posición  especial  de  no  poder  impedirlas,  en  cuyo  caso  no  le  serán 
imputables,  con  tal  que  hubiese  desaprobado  y  censurado  públi- 
camente el  hecho. 

La  impotencia  del  Estado  neutral  para  impedir  la  violación  de 
los  deberes  de  la  neutralidad,  excluye  siempre  la  responsabilidad 
del  Gobierno,  y  por  consiguiente,  el  derecho  del  beligerante  á  con- 
siderar responsable  de  esta  violación  al  Estado  mismo. 

Por  lo  demás,  todas  las  cuestiones  relativas  á  esta  materia  son 
de  aquellas  que  debían  deferirse  al  conocimiento  de  un  Tribunal 
arbitral,  que  fallando  con  arreglo  á  la  equidad  y  al  derecho,  pu- 
diera fijar  con  arreglo  á  los  hechos,  á  las  circunstancias  y  á  los 
principios  de  la  jurisprudencia  internacional,  la  responsabilidad 
del  Estado  neutral,  y  decidir  si  se  estaba  ó  no  en  el  caso  de  obli- 
garlo á  que  pagase  una  indemnización  á  quien  resulte  lesionado. 
'l«tlS8«  La  discusión  y  aplicación  más  importante  de  las  re- 
glas expuestas  en  este  capítulo  fué  la  que  tuvo  lugar  con  motivo 
del  conflicto  entre  Inglaterra  y  los  Estados  Unidos  de  América 
durante  la  guerra  separatista,  motivada  porque  algunos  de  los  Es- 
tados de  la  Unión  americana  quisieron  separarse  en  1861,  á  con- 
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secueocia  de  disensiunes  ocurridos  entre  elltH 
nboUción  ó  da  la  couaervaeión  de  la  eaclavitud 
£1  Gobierno  de  los  Estados  Unidos,  que  cocí 
ratistas  del  Sur  como  rebelde:',  sostenía  que  el  • 
habla  observado  una  conducta  hostil  desde  el  p 
de  la  rebelión,  por  haber  prestado  su  apoyo  mo 
reconociendo  á  los  del  Sur  como  belígerantee  ei 
condiciones  para  ser  reconocidos  como  tales,  y 
los  deberes  de  la  neutralidad  permitiendo  que  1< 
pues  de  haber  mandado  construir  buques  en  loi 
inglesas,  los  hubiesen  armado  y  equipado  para 
la  guerra.  Dicho  (iobierno,  aducía  además  que 
mitido  y  tolerado  que  los  beligerantes  del  Sur 
puertos  y  de  las  aguas  inglesas  para  renovar  y  i 
siones  militares  y  loa  armamentos,  y  tomasen 
sin  haber  castigado  dicho  Gobierno  á  los  que  di 
clon  territorisl  inglesa  habían  violado  los  debe 
dad.  Por  estas  razones  reclamaban  los  i^tadof 
Bretaña  el  resarcimiento  de  todos  los  daños 
buquee  corsarios  armados  por  los  separatista 
(íuerra  (1). 


(1]  El  hecho  principal  que  dio  lugar  á  la  caeatif 
Unidos  de  Amérira  y  el  <]obierno  inKléa,  toé  la  con 
buqaes  llevadn  A  cabo  ilentro  de  los  límites  juriadii-i 
británica  por  cuenta  del  Gobierno  de  los  Estados  ss): 
estos  buques  citaremos,  entre  otros,  ei  Florida,  el  Ot 
y  el  Alabamn,  que  fué  el  de  mayor  importancia,  por  I 
que  dicho  buque  corsario  ouasionó  á  la  marina  de  lo 
por  ios  daños  reclamados  i  consecuencia  de  lae  pérdid 
ma  fué  construido  en  Mersey  y  botado  al  mar  el  29  ( 
ir  armado,  pero  se  le  proveyó  de  tripulación,  de  armf 
etcétera,  en  las  aguas  de  Liverpool;  y  habiendo  enarl 
los  Estados  separatistas,  recorrió  loa  marea  durante  ■ 
do  notablemente  a!  comercio  de  los  Estados  Unidos. 
poT  Inglaterra  para  impedir  que  en  lui  arsenales  se 
otros  buques,  fué  el  objeto  principal  de  la  reclaroac 
Estados  Unidos. 

]jOS  hechos  alegados  en  apoyo  de  esta  reclamació 
del  siguiente  modo  en  el  discurso  de  Sunmer; 

I  \.°  Cuando  el  buque  se  hallaba  todavía  en  el  arsi 
ya  públko  que  se  destinaba  ¿  practicar  et  corso  sl  se 
del  Sur  en  la  guerra  civil  americana.  Por  más  que  el 
en  Londres  y  el  cónaui  del  mismo  Gobierno  en  Liver 
mente  el  dafio  al  Gobierno  inglés  y  á  las  autoridades 
que  pidieron  la  confiscación  del  corsario,  éste  pndo  s 
ser  molestado.  La  orden  de  set-nestro  llegó  ya  mny  t 
'd  aurista  halló  después  de  su  salii 
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Habiéndoee  determiDado  en  el  tratado  miemo  cómo  debia  el 
Tribunal  arbitral  conetituirse  y  las  reglas  generales  del  procedi- 
miento, pusiéronse  de  acuerdo  las  partes  para  establecer  las  reglas 
á  que  se  habian  de  sujetar  los  arbitros  para  decidir  las  cuestioneB 
surgidas,  admitiendo  que  aquellas  entendían  que  de  dichas  re- 
glas debia  hacerse  aplicación  especial  á  la  cuestión,  dejando  á  loe 
arbitros  en  libertad  para  tener  en  cuenta,  además,  los  principios 
del  derecho  internacional  que  no  fuesen  incompatibles  con  las  cita- 
das reglas.  Las  tres  que  se  fijaron  en  el  art/  6.^  de  dicho  tratado 
fueron  las  siguientes. 

Un  Gobierno  neutral  está  obligado: 

1.^  A  hacer  todo  lo  posible  para  impedir  dentro  de  su  juris- 
dicción territorial  que  pueda  ponerse  un  buque  en  condiciones  de 
hacerse  á  la  mar,  armado  y  equipado,  cuando  este  Gobierno  ten- 
^a  motivos  suficientes  para  creer  que  dicho  bnque  esté  destinado 
á  cruzar  ó  á  realizar  actos  hostiles  contra  una  potencia  con  la  que 
se  esté  en  paz.  Debe  hacer,  además,  todas  las  diligencias  necesa- 
rias para  oponerse  á  que  una  nave  destinada  á  cruzar  ó  á  realizar 
actos  hostiles,  como  antes  se  ha  dicho,  salga  de  su  jurisdicción 
territorial  después  de  haberse  arreglado  y  equipado  total  ó  par- 
cialmente para  la  guerra; 

2.^  Un  Gobierno  neutral  no  puede  permitir  ni  tcderar  que  uno 
de  los  beligerantes  se  sirva  de  sus  puertos  y  de  sus  aguas  como 
base  de  operación  naval  contra  otro  beligerante. 

No  debe  permitirse  ni  tolerar  tampoco  que  uno  do  los  belige- 
rantes renueve  ó  aumente  sus  provisiones  militares,  ó  se  procure 
armas  y  soldados; 

8.^  Un  Gobierno  neutral  está  obligado  á  hacer  todas  las  dili- 
gencias necesarias  en  sus  puertos  y  en  sus  aguas  para  prevenir 
toda  violación  de  las  obligaciones  y  de  los  deberes  antes  enuncia- 
dos, y  á  proceder  también  contra  todas  las  personas  que  las  vio- 
len dentro  de  su  territorio. 

El  Gobierno  inglés  cuidó  de  declarar  que  estas  reglas,  tal  como 
habían  sido  formuladas,  no  podían  reputarse  como  principios  del 
derecho  de  gentes  vigente  en  el  momento  en  que  tuvieran  lugar 
los  hechos  á  que  se  referían  las  reclamaciones  de  los  Estados  Uni- 
dos, pero  que  no  obstante  consentían  que  los  arbitros,  al  decidir 
las  cuestiones  que  se  sometían  á  su  conocimiento,  tuviesen  pre- 
sentes dichas  reglas  tal  como  habian  sido  formuladas,  para  deci- 
dir si  el  Gobierno  inglés  había  ó  no  ajustado  á  ellas  su  conducta. 

Las  partes  contratantes  habían  convenido,  además  (art.  7.^), 


S4S  I. 

Para  llegar  á  eeta  decisión  hablans« 
ci  pálmente  en  lae  tres  reglas  conven  ida 
y  formuladas  en  el  art.  6.*>  del  tratado  i 
hablan  tenido  también  en  cuenta  los  \» 
nacional,  según  las  reglas  de  equidad  j 
acuerdo  de  loe  publicistas  en  ouauto  n 
compatibles  con  las  eistablecidae  por  lo 
dieron  reputarse  aplicables  ¿  las  circuí 
controvertido. 

Teniendo  en  cuenta  los  uiotiros  en  i. 
eu  decisión,  encuéntraEe  en  ellos  la  añnnación  de  diversos  princi- 
pios de  derecho  internacional,  que  deben  ser  considerados  como 
reglas  obligatoriaR  para  la  observancia  de  los  deberes  de  neutrali- 
dad. Resumiendo  entos  principios  tal  como  fueron  establecidos 
por  los  Arbitros  para  fundar  su  decisión,  pueden  formularse  de 
este  modo. 

Todo  Gobierno  neutral  está  obligado: 

I.**  A  emplear  la  diligencia  debida  para  evitar  que,  dentro 
los  limites  en  que  ejerce  su  jurisdicción,  se  arme  y  equipe  cu 
quier  barco  que  pueda  fundadamente  sospecharse  que  puede 
destinado  á  crucero  ó  á  las  operaciones  de  guerra  contra  una  | 
tencia  con  la  cual  esté  en  paz;  á  emplear  la  misma  diligencia  pi 
impedir  que  salga  de  los  limites  de  su  jurisdicci  Ju  cualquier  ni 
con  dicho  objeto,  cuando  ésta  se  haya  arreglado  y  equipado 
todo  ó  en  parte  dentro  del  perímetro  de  dicha  jurisdicción  pi 
los  usos  de  la  guerra; 

2.''  A  no  permitir  ó  tolerar  que  una  de  lafl  partee  beligerau 
utilice  los  puertos  ó  las  aguas  territoriales  del  Estado  como  bi 
de  sus  operaciones  marítimas  contra  el  enemigo,  ni  para  renoi 
ú  aumentar  las  municiones  militares  ó  el  armamento; 

3.**  A  emplear  la  debida  diligencia  en  dichos  puertos  y  agí 
pera  impedir  que  cualquier  persona  falte  &  laa  obligaciones  y  i 
beres  antes  indicados. 

También  ae  aceptaron  otrns  principios  y  se  establecieron  coi 
base  de  su  decisión,  entre  los  que  podemos  citar,  el  de  que  el  f 
TJlegio  de  la  extraterritorialidad  concedido  á  los  buques  de  gue 
debe  considerarse  introducido  en  el  derecho  público,  no  como 
derecho  absoluto,  sino  como  un  deber  de  cortesía  entre  los  Estad 
y  que,  por  consiguiente,  no  puede  invocarse  para  cubrir  los  ac 
contrarios  á  la  neutralidad  por  parte  de  un  Gobierno  á  quien  pu< 
reputarse  culpable. 
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la  respecto  del  aprovÍBÍonamieD- 
ira  que  este  hecho  pueda  coneí- 
general  quede  la  neutralidad  se 
aoer  aorvir  los  propios  puertOE  ó 
ier  uso  naval  por  parte  de  los 
1  aprovisionamiento  se  veritica- 
10,  de  lugar  y  de  personas,  que 
teen  A  darle  el  carácter  de  un 

3  hablan  comprometido  latt  par- 
tglas  fijadas,  no  sólo  como  latí 
1  resolver  la  cuestión  surgida, 
reputarse  obligatorias  respecto 
venir;  y  hablan  convenido  ade- 
las otras  potencias  marítimas, 
n  (nrt.  6.");  pero  en  Inglaterra 
ición  dada  por  loe  arbitros  á  lan 
)  discusiones  Eurgidae  en  el  Par- 
873,  preséntase  una  moción  de- 
ítno  de  la  Reina  hubiese  querido 
is  Gobiernos  las  reglas  acorda- 
debía  declararse  que  la  Gran 
ipios  en  que  la  sentencia  arbi- 

lente  á  la  mayor  eficacia  que 
Ginebra,  si  se  hubiese  llegado 
ción  de  principios  respecto  de 
>  se  hizo  en  la  de  Paria  de  1856 
ho  marítimo,  es,  sin  embargo, 
eben  consignarse,  á  fin  de  mos- 
irajes  y  el  gran  resultado  que  ee 
isto  que  se  evitó  un  gravísimo 
¡as  y  se  estableció  un  importan- 
130  ejemplo  digno  de  imitación 
is  Estados,  de  conformidad  con 
lerecho. 


CAPITULO  IV 


De  los  dereohos  de  lo«  Estados  ne«tr»les« 


l.ttSlí,  DificulUdes  pira  determinar  los  derechos  de  los  neatrales.— I.SS9.  Re* 
gla  general.— I  .OSO*  Derecho  de  soberanía  territorial.— -LUSO»  Hostilidades 
en  las  aguas  neutrales.— I.09I*  Consecuencias  para  la  legalidad  de  la  presa. — 
fl*tt99.  El  asilo.— 1.093*  Pactos  estipulados  en  los  tratados.— I «^941.  Solu« 
ción  de  la  cuestión  según  los  principios  del  derecho.- I.ttttft»  Buque  de  gue- 
rra obligado  á  refugiarse  en  un  puerto  neutral. —f*G9^*  Buque  eorsario. — 
fl.HSy.  Buque  mercante  — l.ttOS*  Tropas  perseguidas  por  el  enemigo. — 
t«tt09.  Paso  de  los  heridos.— I •VOO*  Desembarque  de  prisioneros. — f*Y#l» 
Derecho  á  mantener  relaciones  diplomáticas.— l.^OIS.  Protección  diplomática. 
— 1.1Í03*  Derecho  á  ejercer  el  romercio.— i .VO^i.  Tratado  entre  Italia  y  los 
Estados  Unidos  de  América.— i «VOI^.  Cuestión  acerca  del  comercio  de  cabota- 
je.—I.V^^»  Derecho  á  reeonocer  como  beligerantes  á  los  insurrectos. 

l.USV.  Permaneciendo  en  paz  con  los  beligerantes,  debe- 
rían disfrutar  y  ejercitar  los  Estados  neutrales  todos  aquellos  de- 
rechos que  durante  la  paz  disfrutan  los  Estados  independientes. 
Parecerá  á  primera  vista  que  no  ha  debe  ser  muy  controvertida  la 
cuestión  de  los  derechos  de  los  neutrales,  y  que  debe  ser  una  re- 
gla general  la  de  que  asi  como  éstos  mantienen  relaciones  amisto- 
sas con  cada  cual  de  los  beligerantes,  asi  también  deberán  consi- 
derarse subsistentes  las  relaciones  establecidas  durante  la  paz. 

En  realidad  son,  sin  embargo,  el  estado  de  paz  y  la  neutrali- 
dad dos  cosas  completamente  distintas,  siendo  aní  que  la  última 
supone  la  existencia  de  una  guerra,  y  ésta  atribuye  á  cada  belige- 
rante el  derecho  de  exigir  que  los  Estados  que  quieran  permane- 
cer extraños  á  la  acción  se  abstengan  escrupulosamente  de  pres- 
tar  cualquier  auxilio  al  otro  beligerante.  Es,  pues,  evidente  que 
el  estado  de  guerra  trae  consigo  naturalmente  ciertas  restricciones 
á  la  independencia  absoluta  de  los  Estados  que  no  toman  parte  en 
la  lucha,  y  que  deben  limitar  necesariamente  en  cierto  modo  los 
derechos  correspondientes  á  los  mismos.  El  deber  que  los  Estados 
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estén  á  bu  alcance  sus  derechos  soberanos  contra  el  poder  militar 
y  los  ejércitos  de  los  beligerantes. 

Este  derecho  es  hoy  generalmente  reconocido  por  los  Estados 
civilizados.  En  las  instrucciones  del  Ministro  de  Marina  italiano^ 
promulgadas  el  20  de  Junio  de  1866,  se  dispone  lo  siguiente:  (Ar- 
tículo 4.^)  cTéngase  presente  que  es  necesario  abtenerse  de  todo 
acto  de  hostilidad  en  los  puertos  y  en  las  aguas  territoriales  de 
las  potencias  neutrales,  advirtiendo  que  el  limite  de  dichas  aguas 
se  extiende  hasta  el  alcance  de  un  cañón  disparado  desde  la 
orilla»  (1). 

1 .600*  Reconócese  también  generalmente  que  el  simple  pa^ 
por  las  aguas  territoriales  verificado  por  un  buque  de  guerra  beli* 
gerante,  no  ea  por  si  mismo  una  violación  del  territorio  neutral, 
puesto  que  el  paso  no  es  en  realidad  un  acto  de  hostilidad,  ni  po- 
drá impedirse  sin  atentar  á  la  libertad  de  navegación;  pero  se 
considera  como  ilícito  é  ilegal  todo  acto  de  hostilidad  llevado  á 
cabo  en  dichas  aguas,  y  ni  aun  se  admite  que  la  acción  empeñada 
fuera  de  éstas  pueda  continuarse  en  las  mismas  para  asegurar  la 
victoria.  La  opinión  contraria  fué  sostenida  por  Bynkershoek,  que 
admitiendo  en  principio  que  no  puede  UeiarcC  á  cabo  en  el  territo- 
rio neutral  ningún  acto  de  guerra,  exceptuaba  el  caso  de  un  comba- 
te comenzado  en  alta  mar  y  terminado  en  las  aguas  neutrales,  y  no 
negaba  al  buque  poder  terminar  su  acción  en  dichas  aguas  para 
asegurar  la  victoria  y  apoderarpe  del  barco  por  él  perseguido;  pero 
fué  combatida  por  muchos  publicistas,  tales  como  Azuni,  Hübner, 
Wheaton,  Hautefeuille  y  Klüber.  No  puede  establecerse  diferencia 
alguna,  dice  Wheaton,  entre  el  combate  comenzado  enalta  mar  y  el 
comenzado  en  el  mar  territorial  mismo;  no  puede  señalarse  ningu- 
na excepción  á  la  regla  que  admite  que  toda  entrada  voluntaria  en 
territorio  neutral  con  intenciones  hostiles  es  abnolutamente  ile- 


(1)  Esta  prohibición  se  halla  también  en  los  reglamentos  de  fecha 
anterior.  En  el  del  gran  ducado  de  Toscana  de  l.o  de  Agosto  de  1778  se 
dispone  lo  sigaiente:  «No  podrá  llevarse  á  cabo  ningún  acto  de  hostilidad 
entre  naciones  beligerantes  en  el  puerto  y  playa  de  Liburnia,  dentro  del 
semicírculo  formado,  así  al  Levante  como  al  Poniente,  por  el  litoral  de  la 
Torre,  arrecife  y  línea  de  la  Meloría,  y  en  los  mares  adyacentes  á  los  de- 
más puertos,  escollos,  torres  y  playas  del  gran  ducado.  No  podrá  cometer- 
se ningún  acto  de  hostilidad  en  una  distancia  que  se  fijará  en  el  alcance  de 
un  cañón,  y,  en  su  consecuencia,  en  dicho  espacio  se  prohibirá  todo  des- 
pojo, persecución,  intimación  de  obediencia,  visita,  y  en  general  todo  acto 
de  violencia  y  de  superioridad,  debiendo  los  buques  de  cualquier  nación 
disfrutar  una  seguridad  completa  por  la  protección  que  les  concedemos 
en  las  aguas  adyacentes  á  nuestro  gran  ducado.» 


priocipios  del  derecho  internacional. 

1.S9t.  Para  el  Estado  neutríil  «a  siempre  una  cuestión  de 
fnerta  y  de  poder  el  hacer  que  se  respeten  sus  propios  deiechoa; 
pero  caso  de  que  por  bu  debilidad  no  le  fuese  dado  obligar  á  log 
más  fuertes  á  respetar  BUS  derechos  sobernnoB,  no  legaÜEarja  estu 
el  arbitrario  procedimiento  del  beligerante  que  hubiese  abusado 
de  la  fuerza;  y  puesto  qué  la  captura  en  las  aguas  territoriolee  del 
Estado  neutral  debe  coneiderarse  ilegal  á  consecuencia  de  la  viola- 
ción de  los  principios  del  derecho  internacional,  deberla  también 
tenerse  por  ñola,  eti  consideración  á  estos  miemos  principios  é 
independientemente  de  las  reclamaciones  de  dicho  Estado  y  de  su 
mayor  ó  menor  poderlo,  para  defender  la  integridad  de  su  terri- 
torio. 

Sostienen  los  publicistas  (2)  que  no  es  licito  confíscar  loe  bu- 
ques enemigos  en  las  aguas  neutrales,  y  reconocen  que  la  propiedad 
capturada  en  la  jurisdicción  territorial  de  los  Estados  neutrales 
debe  restituirse;  pero  opinan  el  mií'mo  tiempo  que  esta  restitu- 
ción ha  de  hacerse  como  consecuencia  de  la  reclamación  y  la  de- 
manda del  Estado  neutral  que  haya  sufrido  la  violación,  lo  cual 
darla  margen  á  legitimar  la  captura  si  el  Estado  neutral  no  recla- 
mase. Nosotros,  do  conformidad  con  todo  lo  dicho  anteriormen- 
te (3),  opinamos  que  la  riolación  de  los  principios  relativoe  al  de- 
recho de  guerra  no  debe  considerarle  como  injurioso  únicamente 
al  Estado  lesionado,  sino  indistintamente  á  todoa  los  Estado»:,  á 
quienes  intereee  la  observancia  de  loa  principios  del  derecho  in- 


(I)    Wbiatdh,  fíereeho  intemaeiottal,  tomo  II,  cap.  Ul,  6  10. 
(3)    Whbitoh,  Ob.  clt.,  g  1 1 . 
;8)    VéoM  el  tomo  II,  §g  609  y  sig. 
DeretAo  int.  púhlieo.-ToMO  IV. 
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ternacional,  por  lo  que  todo  acto  ilegal  en  si  mismo  debe  conside- 
rarse tal  en  interés  colectivo  de  todos  los  Estados  y  no  en  el  ex- 
clusivo del  que  haj^a  sufrido  la  lesión;  pero  detesto  nos  ocnpamoe 
más  extensamente  en  nuestra  obra  El  Derecho  iniemacianal  Codi- 
ficado y  su  Sanción  jurídica  (1). 

Es  también  una  consecuencia  de  los  mismos  principios  que 
cualquier  acto  de  guerra  llevado  á  cabo  en  territorio  neutral,  sien- 
do por  si  mismo  un  ataque  á  la  independencia  y  á  los  derechos 
de  soberanía  del  Estado  respectivo,  da  origen  á  la  obligación  de 
reparar  la  ofensa  por  parte  del  Estado  en  cuyo  nombre  se  ejecutó 
aquel  acto  belicoso,  y  por  lo  tanto,  que,  además  de  la  ilegalidad 
de  la  captura,  está  obligado  dicho  Estado  á  verificar  la  reparación 
debidji  con  arreglo  á  los  preceptos  y  á  loe  usos  internacionales  (4). 
1»II1I19*  Los  derechos  de  la  soberanía  territorial  sufren  una 
limitación  por  las  exigencias  de  la  guerra,  siendo  una  de  éstas 
que  ol  soberano  no  puede  ejercer  el  derecho,  que  le  corresponde, 
de  conceder  asilo  á  los  ejércitos  beligerantes. 

Conviene  distinguir  bien  el  asilo  del  refugio.  Todo  buque,  sen 
de  guerra  ó  mercante,  que  necesite  aproximarse  á  un  puerto  ex- 
tranjero por  exigencias  de  la  navegación,  ora  para  evitar  un  peli- 
gro inminente,  ora  para  reparar  las  averias  sufridas  durante  el 
viaje,  ora,  en  fin,  para  proveerse  de  lo  que  le  sea  absolutamente 
indispensable  para  sostenerse  y  continuar  la  navegación,  puede 
entrar  en  un  puerto  ó  en  una  rada  extranjera  y  pedir  allí  refugio. 
£1  soberano  territorial  no  podrá  negarse  á  concederlo  sin  faltar  á 
los  deberes  de  humanidad;  pero  en  tal  caso  serían  aplicables  las 
reglas  propuestas  por  nosotros  en  el  capitulo  precedente.  El  asilo 
es  una  cosa  distinta,  y  consiste  en  la  concesión  que  todo  soberano 
puede  hacer  á  un  buque  para  entrar  en  los  puertos  ó  radas  pro- 


(1)  Traducida  al  castellano  y  publicpda  en  dos  volúmenes,  con  nume* 
roaas  notas  y  adiciones  por  la  casa  de  los  Sres.  Góngora. 

(2)  No  faltan  ejemplos  de  reparaciones  dadas  ó  negadas  á  conaecaen- 
cia  desatentados  á  la  inviolabilidad  del  territorio  neutral  durante  la  gne- 
rra.  Varios  de  ellos  cita  Calvo  en  su  obra  de  Dereáio  intemaeiotial^ 
§  2.764  y  sig.  De  hecho  también  la  reparación  cierta  é  indiscutible  de  la 
ofensa  hecha  á  la  soberanía  territorial,  trasladando  el  teatro  de  la  guerra 
á  sus  dominios^  ha  sido  concedida  unas  veces  y  negada  otras,  según  la 
fuerza  ó  la  debilidad  del  Estado  lesionado,  y  la  mayor  ó  menor  energía 
con  que  ha  sostenido  su  derecho. 

Entre  los  ejemplos  memorables  citaremos  el  del  Marqués  de  Pombal 
que  obligó  á  Inglaterra  á  dar  una  satisfacción  á  Portugal  por  haber  ataca- 
(lo  en  sus  aguas  á  la  escuadra  francesa. 

Véase  Flásan,  Histoire  (le  la  diplomatie^  tomo  IV. 
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pías»  6in  estar  sujeto  á  la  condición  de  peligro  Inminente,  y  sin 
que  sea  el  cumplimiento  de  un  deber  de  humanidad,  sino  un  acto 
<le  cortesía,  amistad  ó  de  benevolencia. 

Es  indudable  que  toda  soberanía  tiene  facultad  para  conceder 
ó  negar  el  asilo  en  tiempo  de  paz  á  los  buques  extranjeros,  de 
<;oncederlo  en  proporciones  más  ó  menos  amplias  y  bajo  condicio- 
nes más  ó  menos  onerosas,  pero,  ¿podría  dicho  Estado  hacer  lo 
mismo  durante  la  guerra  en  virtud  de  su  independencia? 

J[*GIIS.  Si  consultamos  el  derecho  convencional,  hallamos 
que  los  Estados  neutrales  han  ejercido  el  de  conceder  el  asilo  lo 
mismo  durante  la  guerra  que  durante  la  paz.  Unas  naciones  han 
estipulado  por  medio  de  tratados  la  concesión  recíproca  del  asilo 
á  sus  buques  de  guerra  y  corsarios  con  sus  presas. 

Asi  lo  practicó  Inglaterra  hasta  que  se  promulgó  el  Reglamen- 
to de  81  de  Enero  de  1862,  y  en  el  tratado  estipulado  con  Francia 
«en  1786,  cuanto  en  el  concluido  con  los  Estados  Unidos  de  Amé- 
rica, se  convino  en  que  los  buques  de  guerra  serian  recibidos  en 
los  respectivos  puertos.}'  Que  se  concedería  el  asilo  aun  á  los  cor- 
sarios y  á  sus  presas. 

1.IIII4*  Según  los  principios  racionales,  aparece  claro  que, 
concediendo  el  derecho  de  asilo  á  los  beligerantes  lo  mismo  que  en 
tiempo  de  paz,  se  les  concede  una  asistencia  inconciliable  con  los 
deberes  de  la  neutralidad  y  las  exigencias  de  la  guerra.  La  misión 
de  todo  buque  de  guerra  es  hostilizar  al  enemigo,  y  todo  aquello 
que  lleve  á  cabo  durante  la  lucha  debe  considerarse  naturalmente 
coordinado  con  el  objeto  final  á  que  se  dirigen  todas  las  operacio- 
nes del  ejército  y  de  la  armada,  esto  es,  á  perjudicar  al  enemigo  y 
vencerlo.  Si,  pues^  dicho  buque  entrase  en  los  puertos  neutrales 
sin  verse  obligado  á  ello  por  la  necesidad  (en  cuyo  caso  entraría 
para  pedir  refugio,  y  éste  no  sería  el  caso  del  asilo),  es  indudable 
que  entrarla  para  llevar  á  cabo  una  operación  de  guerra;  y  el  per- 
mitir que  en  el  territorio  neutral  se  llevase  ésta  á  cabo,  seria  con- 
trario á  los  deberes  de  neutralidad  y  equivaldría  á  una  verdadera 
asistencia  militar,  puesto  que  se  concedía  al  buque  hacer  lo  que 
estimase  conveniente  para  colocarse  en  situación  de  emprender  ó 
reanudar  las  hostilidades. 

Proponemos,  pues,  como  regla  que,  salvo  el  derecho  de  conce- 
der el  refugio  en  caso  de  peligro,  no  podrá  ningún  Estado  dar  asilo 
á  los  buques  de  guerra  de  una  escuadra  beligerante  sin  faltar  á  los 
deberes  de  la  neutralidad. 

Ni  aun  parece  sostenible  que  pueia  concederse  al  Estado  el 
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ejercicio  de  este  derecho  durante  la  guerra,  bajo  condición  de  tra- 
tar con  perfecta  imparcialidad  á  los  buques  de  ambos  beligerao- 
tes,  pues  aunque  el  asilo  propiamente  dicho  sea  una  asistencia  mi- 
litar,  no  cambia  su  naturaleza  por  la  igualdad  de  trato,  por  la» 
mismas  razones  anteriormente  expuestas  respecto  á  los  auxilio» 
concedidos  imparcialmente  á  las  dos  partes. 

l.GUOi.  Podrá  ocurrir  un  caso  muy  especial,  cual  es  el  de  qae 
un  buque  de  guerra  perseguido  por  el  enemigo  busque  refugio  en 
un  puerto  neutral.  E.s  indudable  que  los  deberes  de  humanidad 
imponen  el  de  recibir  dicho  buque  como  cualquier  otro  que  qui- 
siese arribar  para  escapar  de  un  peligro  inminente;  pero  ¿deberá 
permitírsele  reparar  las  averías  sufridas  y  volver  á  emprender  las 
hostilidades? 

Generalmente  ne  concede  á  los  b'iques  de  guerra  refugiados  en 
los  puertos  neutrales  por  arribada  forzosa  volver  á  emprender  la 
navegación  pasado  eierto  tiempo  desde  su  llegada,  el  cual  no  ha  de 
bajar  de  veinticuatro  horas;  ¿debería  hacerse  lo  mismo  en  el  caso 
de  que  el  buque  se  hubiese  refugiado  a^í  para  librarse  de  caer  en 
manos  del  enemigo  que  le  perseguía  después  del  combate? 

Casi  todos  los  publicistas  se  pronuncian  por  la  afirmativa,  y 
entre  otros  Hautefeuille  (1),  Gessner  (2)  y  Perels  (3),  impugnando 
la  opinión  de  nuestro  Galiani  que  Gessner  considera  arbitraria. 
Galiani  sostiene  una  opinión  que  califica  él  mismo  de  absoluta- 
mente nueva  en  la  práctica  de  los  Estados  de  Europa,  á  saber:  la 
de  que,  cuando  el  buque  beligerante  busque  refugio  en  un  puerto 
neutral  para  librarse  del  enemigo,  debe  concedérsele;  pero  á  con- 
dición  de  que  se  obligue  á  no  servir  más  durante  la  guerra  contra 
el  enemigo,  de  cuyas  manos  había  escapado  gracias  al  auxilio;  que 
el  barco  debía  ser  desarmado  y  salir  del  puerto  como  un  buque 
mercante,  y  si  era  demasiado  grande  para  esta  navegación,  debería 
permanecer  en  el  puerto;  y,  finalmente,  que  debería  obligarse  á 
los  tripulantes  á  no  volver  á  tomar  las  armas  hasta  terminada  h 
guerra. 

A  juicio  nuestro,  debía  establecerse  una  distinción  entre  los 
buques  de  guerra  beligerantes  que  entran  en  un  puerto  neutral  por 
arribada  forzosa  y  por  escapar  á  los  peligros  dé  la  navegación,  y 
los  que,  huyendo  del  enemigo  que  los  persigue  después  de  la  vic- 

(1)  Hautkfküillb,  Dea  DroUs  dea  nationa  neutrea^  tomo  I,  paga.  384  y  «i* 
^lentes. 

(2)  Gkssvbb,  El  derecho  de  loa  neutralea^  pág.  78  á  884. 
(8)    Pbbbls,  Manuel  de  Droit  maritime,  pág.  248,  §  40. 
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toria  casi  con  la  seguridad  de  apresarlos  ó  echarlos  á  pique,  buscan 
tin  refugio  en  dicho  puerto.  Los  usos  internacionales  establecidos 
respecto  de  los  primeros,  son  que  el  Estado  neutral  no  debe  desar- 
marlos ni  impedirles  emprender  de  nuevo  las  hostilidades;  pero  el 
aegundo  caso  es  completamente  excepcional,  pues  se  trataría  de 
arrebatar  la  presa  al  vencedor  y  de  proteger  ¿  su  fugitivo  enemigo. 
También  este  es  un  deber  de  humanidad;  pero  si  el  beligerante  no 
puede  continuar  el  ataque  contra  su  adversario  en  las  aguas  neu- 
trales, (T^deberá  tolerar  que  éste  se  encuentre  allí  seguro,  y  que 
suelva  á  la  lucha  después  de  reparadas  sus  averias,  utilizando  de 
-este  modo  la  protección  del  neutral,  no  sólo  para  librarse  de  las 
fuerzas  superiores  del  vencedor  que  lo  habría  puesto  evidentemente 
fuera  de  combate,  sino  también  para  ponerse  en  situación  de  to- 
cnar  otra  vez  la  ofensiva? 

Tara  conciliar  los  deberes  de  la  neutralidad  con  las  exigencias 
de  la  guerra,  sería  mAs  racional  impedir  al  buque  beligerante  que 
volviese  á  emprender  las  hosiilidades,  deteniéndole  en  el  puerto 
después  de  haberlo  desarmado,  y  no  dejarlo  en  libertad  sino  des- 
pués de  haber  obtenido  del  comandante  la  palabra  de  honor  de 
no  volver  á  campaña  durante  aquella  guerra. 

1  .lilis.  Los  principios  expuestos  relativamente  al  asilo,  de 
ben  con  más  razón  aplicarse  á  los  buques  corsarios  que  merecen 
seguramente  menos  consideraciones  que  los  de  guerra,  pues  á 
¿iquéllos  no  debía  permitírseles  entrar  en  los  puertos  neutrales 
f^ino  en  el  caso  de  fuerza  mayor  ó  de  siniestro  marítimo  que  los 
obligase  á  pedir  refugio. 

En  el  derecho  convencional  hallamos  establecida  esta  regla 
aun  en  aquellos  Estados  que  conceden  asilo  á  los  buques  de  gue- 
rra en  virtud  de  tratados  pero  no  faltan  ejemplos  de  derogación 
por  parte  de  algunos  Gobiernos  obligados  por  aquéllos  á  recibir 
en  sub  puertos  á  los  corsarios,  y  á  tratarlos  lo  mismo  que  á  los 
buques  de  guerra. 

1.SII9*  Respecto  de  los  buques  de  comercio,  no  puede  admi- 
tirse ninguna  restricción  razonable  al  derecho  que  corresponde  al 
«oberano  neutral  de  recibirlos  libremente  en  sus  puertos  para 
llevar  á  cabo  actos  comerciales.  Entiéndase,  sin  embargo,  que  la 
«oberanía  podr4  modificar  respecto  de  este  punto  los  usos  esta- 
blecidos durante  la  paz;  así,  por  ejemplo,  podría  impedirles  salir 
del  puerto  si  estuviesen  cargados  de  armas  ó  de  municiones,  y 
llevar  á  cabo  otras  operaciones  que  pudieran  considerarse  como 
de  interés  para  el  beligerante. 


—  .«yv*  •■ 
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1.G9S*  El  soberano  neutral  tiene  también  plena  facultad 
para  acoger  en  8U  territorio  las  tropas  perseguidas  por  el  enemigo^ 
y  los  soldados  que  después  del  combate  pidieren  asilo.  Respecto 
de  las  tropas  es  una  regla  comunmente  aceptada  la  de  que  Ibb 
refugiadas  en  el  territorio  neutral  deben  ser  inmediatamente  des- 
armadas, y  ha  de  impedírseles  la  reorganización  en  el  territorio- 
neutral  para  volver  á  emprender  las  hostilidades. 

Las  armas  sólo  |x>drán  ser  devueltas  después  de  la  conclusión 
de  la  paz.  Incumbe,  pues,  al  Estado  neutral  internar  las  tropas  dé- 
las partes  beligerantes,  y  vigilar  para  impedir  que  éstas  vuelva» 
al  teatro  de  la  guerra.  Es  natural  que  ¿e  provea  á  su  man  ten  i-^ 
miento  por  el  mismo  Gobierno  neutral,  contando  siempre  con  1» 
indemnización  de  los  gastos  por  parte  del  Estado  á  quien  perte- 
nezcan las  tropas.  Los  soldados  refugiados  deben,  pues,  conside- 
rarse en  las  mismas  condiciones  que  los  prisioneros  de  guerra,  y,. 
por  consiguiente,  bajo  la  jurisdicción  de  la  autoridad  militar  de> 
país  en  que  se  les  concedió  el  refugio;  deben  someterse  á  las  dis- 
posiciones de  la  citada  autoridad,  que  es  la  única  competente  para 
proveer  á  asegurar  el  respeto  del  territorio  neutral,  y  establecer 
la  línea  de  conducta  que  deben  seguir  los  soldados  y  los  oficiales 
para  no  comprometer  la  posición  de  dicho  Gobierno  con  los  beli- 
gerantes. Dichos  soldados  y  oficiales  no  pueden  negarse  á  entregar 
las  armas,  ni  tendrán  derecho  á  reclamar  la  libertad  personal  abso- 
luta como  en  tiempo  de  paz,  sino  que  deben  ajustarse  á  las  dispo- 
siciones de  la  autoridad  militar,  que  será  la  única  que  pueda  de- 
terminar la  libertad  relativa  de  los  soldados  refugiados.  £1  dere 
cho  privado  y  el  común  aplicables  á  los  extranjeros  durante  lar 
paz,  deben  considerarse  modificados  por  las  exigencias  de  la  gue- 
rra, aun  en  los  países  que  no  tomen  parte  en  ella. 

Estas  mismas  reglas  deberán  también  aplicarse  á  los  soldados^ 
aislados  ó  á  los  bandos  ó  partidas  refugiadas  en  el  territorio  neu- 
tra], á  las  que  no  deberá  concederse  la  hospitalidad  para  servirse 
del  territorio  neutral  como  de  un  lugar  seguro  para  acechar  la 
oportunidad  de  volver  al  teatro  de  la  guerra  y  comenzar  de  nuevo 
la  lucha  (1). 


(1)  En  la  guerra  entre  Francia  y  Prusia  entró  en  el  territorio  belg» 
antes  de  la  capitulación  de  Sedán  un  considerable  número  de  soldado» 
franceses,  y  el  Gobierno  de  Bélgica  les  concedió  el  refugio,  obligándole» 
á  entregar  las  armas,  y  no  dejando  á  los  oficiales  la  libertad  completa 
hasta  haber  dado  su  palabra  de  honor  por  escrito  de  que  no  repasarían  I» 
frontera.  Lo  mismo  hizo  el  Gobierno  suizo  respeto  del  ejército  del  general 


derecho  común  aplicables  durante 
lilicadoa  poi  las  exigencias  de  la 
^ue  no  tomen  parte  en  ella, 
laideraree  como  un  derecho  del  So- 
á  los  heridoB  atravesar  el  territorio 
a.  Respecto  de  éEtoa,  habrán  de  mi- 
ad como  superiores  á  todas  las  exi- 

en  cuauto  ¿  los  prisioneros.  £l  neu- 
nte  servirse  de  su  territorio  para 
i,  prestarla  al  mismo  un  auxilio  y 
üd.  Abí  piensan  Bluntschli  y  Cal- 
iste último,  que  preste  el  apojo  de 
ir  prisioneros  á  los  soldados  da  uno 
permanencia  en  territorio  de  aquél, 
Ta  y  comete  una  flagrante  violación 

pletamente  especial  el  de  un  buque 
¿  entrar  en  un  puerto  neutral  para 


1  de  Enero  de  ISTl.  Ea te  Gobierno  se 
)paa  la  línea  fronteríia  para  impedir 
'msdos  volviesen  á  Francia.  A  loa  oñcia- 
irtad  relativa  deapnéa  de  dar  su  palabra 
eron  lealmenteal  manteaimientode  laa 
i6  inüemniíación  alguna.  El  Gobierno 
iB8,  municionea  y  loa  cbitob  de  fierra 
)oa  para  el  man  te  ni  miento  del  ejército 
do  cuando  fnese  reembolsado  de  diclioa 

tbiendo  o6ciado  al  Gobierno  belga  para 
otio  loa  beridúB  franceses  y  pruaianoa, 
1  ai  ambas  partes  beligerantes  ee  apro- 
abiendo  notificado  el  Gobierno  francés 
idos  prusianos  como  nna  violación  de 
a  el  Gobierno  belga  acceder  A  la  peti- 
rtinistro  de  Estado  al  Pailamento  belga 
:70.) 

>  á  loa  deberes  de  neutralidad  el  permi- 
ropio  territorio,  sino  el  cumplimiento 
bierno  neutral  puede  conceder  esta  au- 
irobación  ó  desaprobación  de  laa  partea 
[áraele  á  mostrarse  cruel  é  inhumano 

^2.843. 

Saviera  á  Austria  el  paso  por  su  terri- 
er. Esta  conducta  dio  lugar  á  vi- 
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desembarcar  en  él  los  prisioneros,  siempre  que  esto  ocurrieae  por 
circunstancias  de  fuerza  mayor,  como  en  el  caso  de  epidemia  á 
bordo,  ó  por  otras  razones. 

Los  deberes  de  humanidad  imponen  el  de  no  impedir  al  mi9- 
rao  poder  verificarlo,  y  únicamente  deberla  fijarse  como  condición 
la  de  que  los  prisioneros  desembarcados  obtuviesen  la  libertad, 
dando  su  palabra  de  honor  de  que  no  volverían  á  tomar  las  armas 
durante  aquella  guerra. 

No  participamos  en  esta  cuestión  de  la  opinión  de  Bluntschli, 
que  afirma  que  el  Soberano  neutral  tiene  derecho  á  poner  en  li- 
bertad á  los  prisioneros  de  guerra  refugiados  en  sn  territorio^  y 
que  el  beligerante  cuyos  soldados  lleguen  al  territorio  neutral,  des- 
pués de  hechos  prisioneros,  puede  pjdir  que  le  sean  entregados. 
Sostenemos  que  el  Soberano  neutral  puede  y  debe  proteger  á  loa 
soldados  que  lleguen  á  su  territorio  contra  el  beligerante  enemigo 
de  éstos,  al  cual  no  debe  permitir  conducir  los  prisiori^ros  por  el 
territorio  neutral  ni  tenerlos  como  tales  prisioneros  en  dicho  terri- 
torio, mas  tampoco  puede  dejarlos  en  libertad  permitiéndoles  vol- 
ver á  la  lucha,  sino  que  debe  ponerlos  á  disposición  de  la  autori- 
dad militar  de  su  propio  país,  según  hemos  indicado  anteriormen- 
te (§  1.696)  (1). 

1*9 OÍ*  El  derecho  de  proteger  las  personas  y  los  bienes  de 
los  propios  ciudadanos  en  el  exterior,  debe  ejercitarse  por  los  Es- 
tados neutrales,  lo  mismo  durante  la  guerra  que  durante  la  paz. 

Pueden,  por  tanto,  dichos  Estados  continuar  teniendo  sus  re- 
presentantes diplomáticos  cerca  de  los  Gobiernos  de  los  Estados 
beligerantes,  y  no  podrá  negarse  á  aquéllos  la  libre  corresponden- 
cia con  sus  propios  Grobiernos,  salvo  el  derecho  de  los  beligeran- 
tes á  sujetar  dicha  correspondencia  y  comunicaciones  á  ciertas  re- 
glas, por  las  exigencias  de  la  guerra. 

En  1870,  cuando  el  ejército  prusiano  cercó  á  París,  de  modo 
que  hizo  imposible  la  circulación  fuera  del  radio  dp  veinte  leguas, 
los  agentes  diplomáticos  acreditados  cerca  del  Gobierno  francés 
fueron  á  establecerse  en  Tours;  pero  algunos  de  ellos,  en  número 
de  quince,  prefirieron  permanecer  en  París.  Siendo  neutrales  loa 
Gobiernos  por  ellos  representados,  entendían,  como  era  natural, 
dichos  agentes  diplomáticos  residentes  en  París,  que  podían  co- 
municarse libremente  con  sus  respectivos  Gobiernos,  y  por  medio 


(1)    Oonf.  Bluvtschli,  §  786,  y  Calto,  §  2.878.— Este  opina  que  los  pri- 
sioneros desembarcados  deberán  ponerse  inmediatamente  en  libertad. 
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pais  de  aquel  cerca  del  cual  estén  acreditados  como  tales  agentes 
diplomáticos. 

Los  bienes  pertenecientes  á  los  neutrales  situados  en  territorio 
de  un  Estado  beligerante,  han  de  ser  inviolables  lo  mismo  que  ^i 
tiempo  de  paz.  Esta  regla  debe  aplicarse  también  á  los  baques 
mercantes  que  se  hallen  en  los  puertos  del  beligerante,  los  cuales 
no  podrán  utilizarse  por  éste  para  los  usos  de  la  guerra,  como,  por 
ejemplo,  para  transportar  tropas  ó  para  prestar  otros  serTÍcios. 
Podrá,  además,  ocurrir  que  el  beligerante  se  vea  obligado  por  la 
necesidad  de  las  operaciones  militares  á  servirse  de  dichas  naves. 

No  debe  admitirse  como  regla  que  las  necesidades  de  la  guerra 
puedan  legitimar  cualquier  atentado  á  la  propiedad  neutral  ni 
autorizar  al  soberano  á  imponer  un  servicio  cualquiera  á  los  ba- 
ques neutrales  que  se  hallasen  en  sus  puertos.  Los  publicistas  an- 
tiguos admitieron  como  máxima  este  pretendido  derecho,  que 
ellos  denominaron  derecho  de  angarias,  jus  angariarum,  y  que  está 
resumido  en  ciertos  tratados  sobre  todo  en  los  siglos  xv  y  xvi. 
Quiérese  legitimar  este  pretendido  derecho  con  la  teoría  de  la  ne- 
cesidad que  todo  puede  justificarlo,  y  háse  elevado  á  regla  la  de 
que  corresponde  al  soberano  el  derecho  de  emplear  en  tiempo  de 
guerra  los  buques  extranjeros  y  sus  tripulaciones,  mediante  sala- 
rio, en  servicios  belicosos,  contra  la  voluntad  de  los  propietarios 
y  de  los  capitanes  de  dichos  buques. 

Asuní  intentó  legitimar  este  pretendido  derecho,  considerándo- 
le como  uno  de  los  derechos  de  regalía,  y  sostuvo  que,  cuando  el 
soberano  paga  los  servicios  de  los  buques  extranjeros,  tiene  la  fa- 
cultad de  utilizarlos.  Esta  opinión  no  está,  sin  embargo,  bien  fun- 
dada. La  inviolabilidad  de  la  propiedad  se  deriva  del  derecho  na- 
tural, y  si  bien  puede  justificarse  la  expropiación  forzosa  por  cau- 
sa de  utilidad  pública  respecto  de  los  ciudadanos  del  Estado»  los 
cuales  deben  contribuir  á  soportar  solidariamente  las  cargas  que 
trae  consigo  la  convivencia,  no  puede  extenderse  este  principio 
más  allá  de  los  límites  territoriales  del  Estado,  ni  admitir  como 
regla,  que  todo  soberano  puede  por  causa  de  utilidad  pública  ex- 
propiar aun  á  los  extranjeros.  El  precio  pagado  á  título  de  indem- 
nización no  debe  ser  nunca  suficiente  para  reparar  los  daños  que 
puede  esto  ocasionar  al  comercio. 

En  los  tratados  estipulados  desde  el  siglo  xym  hasta  nuestros 
días  se  ha  suprimido  por  completo  el  pretendido  derecho  de  re* 
galía. 

Por  regla  general,  no  podemos  admitir  que  el  beligerante  pue- 
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da  atentar  á  la  inviolabilidad  de  la  propiedad  privada  extran- 
jera, aun  cuando  se  propusiese  resarcir  los  daños  ocasionados  á 
las  personas  lesionadas.  Cuando  en  el  caso  de  necesidad  imperiosa 
por  las  exigencias  militares  se  siiviese  de  las  cosas  pertenecientes 
á  los  neutrales  para  los  usos  de  la  guerra,  estas  necesidades  sólo 
podrían  servir  como  excusa,  debiendo  considerarse  en  todo  caso 
como  regla  la  de  que  las  personas  lesionadas  deberán  ser  indemni- 
zadas por  completo. 

1»903«  Ij&  facultad  de  comerciar  libremente  durante  la 
guerra  debe  considerarse  también  como  un  derecho  evidente  de 
loe  Estados  neutrales.  Es,  en  efecto,  un  derecho  natural  la  liber- 
tad de  comercio,  y  no  deberá  ser  limitada  ni  aun  respecto  de  los 
particulares  pertenecientes  á  los  Estados  beligerantes. 

Todo  lo  que  éstos  pueden  buenamente  exigir  es  que  los  neu- 
trales no  abusen  de  su  libertad  para  prestar  auxilio  y  asistencia 
en  las  operaciones  de  guerra.  Podrán,  pues,  prohibir  el  transporte 
de  contrabando  de  guerra  y  el  comercio  con  los  puntos  bloqueados* 
Etf  el  capítulo  siguiente  diremos  cómo  deben  entenderse  estas  li- 
mitaciones. 

Establecemos,  pues,  como  regla  que  la  guerra  no  modifica  las 
relaciones  comerciales  entre  los  Estados  neutrales  y  entre  los 
beligerante.^!;  por  lo  cual  debe  respetarse,  lo  mismo  durante  la 
guerra  que  durante  la  paz,  la  libertad  de  navegación  y  de  comer- 
cio de  los  pueblos  neutrales,  salvo  la  prohibición  del  «ontrabando 
y  por  causa  del  bloqueo. 

Ninguna  duda  puede  surgir  respecto  de  la  aplicación  de  esta 
regla  al  comercio  de  los  pueblos  neutrales  entre  sí,  porque  la  li- 
bertad comercial  entre  los  mismos  no  puede  sufrir  otras  restric- 
ciones que  las  acordadas  en  los  tratados  existentes.  Podrán  surgir 
dudas  respecto  del  comercio  de  los  neutrales  con  los  beligerantes, 
si  uno  de  éstos  quisiera  impedir  que  aquéllos  se  aprovechasen  de 
las  circunstancias  para  dar  al  comercio  con  el  otro  beligerante  ma- 
yor extensión  de  la  que  en  tiempo  de  paz  tenia.  En  otros  térmi- 
nos: ¿deberá  la  libertad  comercial  con  los  beligerantes  durante  la 
guerra  estar  garantida  con  la  condición  de  que  se  ejerza  el  comer- 
cio del  mismo  modo  y  dentro  de  los  mismos  límites  que  durante 
la  paz?  Si  el  beligerante  quisiese  autorizar  durante  la  guerra  á  un 
Estado  neutral  para  hacer  un  comercio  especial  que  le  estaba  pro- 
hibido en  tiempo  de  paz,  y  que  lo  deberá  estar  igualmente  una 
vez  terminada  la  guerra,  ¿podrá  el  otro  impedirlo  á  fin  de  evitar 


que  equélU  aproveche  al  neutral  para  enriqi 
coDBÍderable? 

Esta  cuestión  ntirgió  en  1756,  según  ante 
cuando  Inglaterra  pretendió  impedir  que  un  b 
se  al  neutral  el  derecho  de  comerciar  con  sus  ) 
misreía  díHcultad  podría  surgir  boy  respecto  di 
taje,  que  está  reeervailo  por  punto  general  á  k 
yendo  á  loa  extranjeros,  salvo  el  caso  en  que  ' 
dos  para  practicarlo  en  virtud  de  un  tratada 
país. 

1>V04.  E]n  el  tratado  estipulado  entre  II 
Unidos  de  América  en  26  de  Febrero  de  1871, 
lución  de  este  punto,  estableciendo  en  su  a 
<SerA  permitido  á  los  ciudadanos  italianos  y  & 
Unidos  navegar  con  bus  buqueB  con  toda  líber 
distinción  alguna  por  razón  del  propietario  de 
lleven  &  bordo)  desde  cualquier  puerto  A  los  pi 
á  las  naciones  que  se  hallen  en  la  actualidad  < 
lucha  con  una  ú  otra  de  las  partes  contAt 
igualmente  á  dichos  ciudadanos  navegar  con  b 
y  ejercer  el  comercio  cun  la  misma  libertad 
playas,  puertos  y  radas  de  aquellos  que  sean  e: 
de  una  de  Ina  partes,  sin  ninguna  oposición  ni 
te  que  no  sólo  podrán  hacerlo  directamente  de 
migo  antes  citados,  á  los  de  los  neutrales,  sini 
otro  puerto  perteneciente  á  un  adversario,  ai 
jurisdicción  de  una  ó  más  potencia<!.> 

Eete  pacto  se  halla  ajustado  á  los  priucipi 
recho. 

l.VOS.  No  hay  duda  que  todo  soberano  I 
hibir  6  á  autorizar  ciertos  comercios  especialt 
no  se  podría  limitar  esta  facultad  sin  atentar 
independencia.  Sí  un  Estado  cree  conveniente 
servar  el  cabotaje  á  sua  propios  ciudadanos,  m 
para  decidir  si  debe  concederse  ó  no  durante  1 
ció  á  los  Estados  neutrales.  Estos,  á  sn  vez,  de 
libremente  todo  comercio  licito  de  cualquier  n 
relación  directa  ó  inmediata  con  la  guerra,  y 
zada  en  el  territorio  en  que  se  ejerce  el  come 
evidente  que  el  comercio  de  cabotaje  es  inof 
de  la  guerra,  que  no  constituye  una  inmixtión 
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y  que,  cuando  este  comercio  haya  eido  autorizado  donde  bo  ejerce, 
debe  poder  hacerse  libremente  lo  mismo  que  en  tiempo  de  paz.  Ln 
rarón  aducida  por  Iob  impugnadores  de  esta  opinión,  esto  es,  por 
loa  que  sostienen  que  los  neutrales  no  deben  aprovecharse  de  las 
ci  re  un  fita  n  cías  de  In  gueria  para  enriquecerse,  á  fin  de  evitar  que 
estén  interesados  en  prolongarla,  carece  de  criterio  jurídico  y  prác- 
tico. No  puede,  en  efecto,  condeoaree  el  comercio  á  la  inmovili- 
dad é  impedir  á  los  cindadanos  (wcificoB  aprovecharse  de  la  liber- 
tad comercial.  Los  daños  que  de  la  guerra  se  derivan  para  el  co- 
mercio son  tan  superiores  á  las  pequeñas  ventajas  que  puede  traer 
el  comercio  de  cabotaje,  que  sería  un  verdadero  contrasentido  el 
suponer  que  los  neutrales  pudieran  estar  interesados  en  que  se 
prolongase  la  guerra  por  los  beneficios  que  sacaban  de  este  co- 
mercio. 

Por  lo  demás,  las  citadas  cuestiones  pudieron  tener  verdadera 
importancia  cuando  la  guerra  marítima  ee  hacia  principalmente  al 
comercio,  y  cuando  se  admitía  el  derecho  de  confiscar  la  propiedad 
enemiga;  entonces  podían  lao  potencias  marítimas  estar  interesa- 
das en  impedir  qae  los  neutrales  buscasen  durante  la  guerra  nue- 
vas fuentes  de  riqueza;  en  la  actualidad,  después  de  las  reglas  con- 
signadas por  la  declaración  de  1856,  estas  cuestiones  han  perdido 
casi  toda  su  importancia. 

Podrá  acaso  discutirle  respecto  de  un  buque  neutral  consagrado 
exclusivamente  al  cabotaje  entre  los  puertos  del  beligerante.  Ad- 
mitido que  la  propiedad  individual  enemiga  no  es  capturable  bajo 
bandera  neutral,  y,  por  consiguiente,  que  la  neutralidad  de  lu 
nave  neutraliza  también  el  cargamento,  ¿deberla  aplicarse  esta  re- 
gla «UD  en  la  hipótesis  de  que  un  buque  neutral  estuviese  comple- 
tamente consagrado  al  servicio  del  beligerante  para  verificar  el 
transporte  de  cabotaje  de  la  mercancía  enemiga,  haciendo  de  este 
modo  su  bandera  inviolable  dicha  mercancíaV 

Con  arreglo  á  los  principios  del  derecho  estricto,  debería  sos- 
tenerse que,  siendo  licito  hacer  el  comercio  de  cabotaje,  según  an- 
tes hemos  indicado,  y  no  pudiendo  capturarse  ia  merca  ncía*ene- 
miga  bajo  bandera  neutral ,  no  se  puede  menos  de  admitir  la  liber- 
tad del  comercio  ó  del  transporte  de  cabotaje  de  la  mercancía 
enemiga,  sin  poderla  sujetar  á  la  confiscación.  Podría,  sin  embar- 
go, dudarse  siempre  con  razón  si  el  buque  perdía  de  hecho  su  ca- 
rácter neutral  por  haberse  consagrado  á  transportar  los  bienes  del 
enemigo  de  uno  á  otro  puerto  de  sus  costas,  prestando  de  este  modo 
una  verdadera  asistencia  al  mismo. 
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1.VOS.  El  derecho  correspondiente  d 
cer  la  Boberaníft  de  los  demás  y  las  modific 
sufrir  en  bu  organismo  político,  se  considc 
cueotionable,  según  antea  beinoe  demostn 
embargo,  acerca  de  si  un  Estado  que  hubi 
lidnd  en  caso  de  ana  guerra  civil,  debía 
mente  libre  para  reconocer  al  partido  ins 
de  los  derechos  correspondientee  á  los  beli 
Hemos  dicho  antes  que  la  guerra  com 
hecho  que  se  convierte  en  acto  jurídico  ci 
con  las  armas  en  la  raano  se  hallan  en  ce 
cidos  como  partea  beligerantes.  Ahora  biei 
cipios  del  Derecho  internacional,  no  pued 
bienio  que  reconoce  pura  y  simplemente  c 
líos  que  Re  empeñan  en  una  lucha  polltici 
fines  poUlicos,  mi  tiene  derecho  á  hacerlo 
conocimiento  pueda  considerarse  como  i 
bierno  contra  quien  se  hace  la  guerra. 

,  No  podemos  desconocer  que  el  caliS 
aquellos  á  quienes  califico  de  rebeldes  ui 
da  á  éstos  un  gran  apoyo  moral,  puesto  qi 
ción  de  ejercitar  legalmente  todos  los 
corresponden  á  los  KstsdoR  independient< 
conducta  pueda  juzgarse  como  una  manifi 
cía  el  partido  insurrecto  y  un  procedimier 
hacia  el  Gobierno  constituido,  no  puede 
Gobierno  neutral  el  derecho  de  manifesta: 
mejante  acto  podrá  conniderurfe  como  h 
los  deberes  de  la  neutralidad,  segi^n  loe  p 
gentes.  Cada  Gobierno  puede  adoptar  ( 
aquellos  criterios  que  mejor  cuadren  á  st 
favorables  A  Ina  de  los  otros  GnliiernoR.  Nti 
du  hacer  á  dicho  Gobierno  reMpoiipable 
loa  principios  del  derecho  ¡ntenincional; 
mente  ante  los  representa nlcjj  del  pnix,  si 
nea  de  conducta  política  contraria  á  los  i 
Kstabiecenios ,  pues,  como  máxima  I» 
ne  derecho  A  arreglar  libronienle  su  condi 
Ins  partes  empeñadas  en  una  guerra,  y  i 
los  |)rincipioB  del  derecho  común,  puc<lo 
palias  por  cualquiera  de  las  parten  boHge 
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de  vista  de  sus  intereses  ó  de  su  conveniencia.  Aun  cuando  un 
Gobierno  reconociese  intempestivamente  como  beligerante  al  par- 
tido insurrecto,  y  se  demostrase  que  este  acto  era  una  falta  poli- 
tica  en  concepto  de  los  representantes  de  la  nación,  no  cometerla 
por  esto  una  violación  del  derecho  de  gentes,  ni  podría  calificarse 
como  un  acto  de  hostilidad  (a). 

Entiéndase  bien  que  nuestra  regla  no  seria  aplicable  en  la  hi- 
pótesis de  que  un  Gobierno  no  se  limitase  á  apreciar  á  su  manera 
los  acontecimientos  de  un  pais,  sino  que  se  extendiese  hasta  pres- 
tar un  apoyo  moral,  positivo,  al  partido  insurrecto,  con  delibera- 
ciones votadas  en  el  Parlamento  en  favor  de  la  insurrección,  ó  con 
otros  actos  públicos  que  pudieran  por  si  mismos  ser  calificados 
como  una  verdadera  intervención  moral,  la  cual  no  seria  concilia- 
ble con  los  deberes  de  neutralidad  estricta. 


(a)  Mr.  David  I>udley  ^ield,  en  su  Proyuto  dé  Cádigo  inUrnaeional^  arlícalos 
706  al  7o9,  establece  casi  la  misma  doctrioa,  aunque  en  términos  alffo  diferentes, 
puesto  que,  si  según  el  art.  lOl  puede  una  nación  exigir  que  los  demás  pueblos 
consideren  como  beligerantes  &  los  insurrectos  para  todo  aquello  que  les  perjodi- 
que,  no  sería  razonable  la  pretensión  de  que  no  se  les  trate  como  tales  beligeran- 
tes en  lo  que  les  favorezca. 


J*í  . 


.••*- 


CAPITULO  V 


Del  oontrabiftndo  de  i^iierr** 


i.YOT*  El  concepto  jarídico  del  contrabando  de  guerra  ea  incierto  y  está  mal 
defíDÍdo.— fl.VIMI.  Desarrollo  histórico  de  este  concepto.— I «TO^.  Reglas 
adoptadas  por  Italia  en  las  leyes  y  en  los  tratados. — l.YIO*  Teoría  qoe  preYa- 
lece  en  Inglaterra. — fl.VII*  Ordenanzas  suecas. — i.VlIt.  Principios  que  pre- 
valecen ea  Francia.— 1.113.  Ordenanza  de  Austria.— I«lfi4.  Varias  cuestio- 
nes á  que  da  lugar  el  contrallando  de  guerra.— I «Vlft.  Diversas  teorías  de  loa 
publicistas.— 1 .11  #•  Teoría  del  autor.— I.lfll*  Concepto  del  contrabando  se- 
gún el  derecho  primitivo.— i  «US.  Transporte  de  soldados  de  una  de  las  par- 
tes enemigas.— 1.H9.  Transporte  de  despachos.- I.lfte»  Objetos  que  pac 
den  calificarse  como  contrabando  por  los  tratados  6  por  las  leyes.— f.lM»  Bl 
transporte  de  los  emigrados  ó  de  los  agentes  diplomáticos  o  pueden  considerarse 
como  contrabando. 


l.fOV*  El  derecho  correspondiente  á  los  neutrales  de  comer- 
ciar libremente  durante  la  guerra,  encuentra  una  justa  limitación 
en  el  deber  que  tienen  de  no  prestar  auxilio  á  ninguno  de  los  be- 
ligerantes; de  donde  se  deduce  que  no  pueden  transportar  las  ma- 
terias que  se  conocen  con  la  denominación  de  contrabando  de  gue* 
rra,  pudiendo  los  contendientes  impedir  que  los  neutrales  abusen 
de  su  libertad  comercial,  llevando  al  teatro  de  la  guerra  todo 
aquello  que  pueda  servir  para  alimentarla. 

La  prohibición  del  transporte  del  contrabando  de  guerra  se 
deriva  del  mismo  derecho  primitivo  y  del  concepto  jurídico  de  la 
neutralidad,  que,  según  hemos  dicho,  implica  la  abstención  com- 
pleta de  todo  auxilio. 

Toda  la  diñcultad  consiste  en  determinar  los  objetos  que  de- 
ben considerarse  comprendidos  ó  excluidos  de  la  definición  del 
contrabando. 

£8  cierto  que  el  neutral  no  puede  abusar  de  la  libertad  de  co- 
mercio, suministrando  algún  auxilio  á  cualquiera  de  los  belige- 
rantes; también  lo  es  que  aquél  debe  sufrir  la  limitación  de  su 


I* 


aere  contraDanuo,  y  que,  cuanao  aicDa  eepecincacion  ee  naya 
publicado,  deberácoDsiderarse  como  obligatorin;  de  modo  que  e) 
ciudadano  austro-húngaro  que  contra  el  veto  del  beligerante  trans- 
portase objetos  por  éate  prohibidos,  no  podrá  invocar  la  proteccióo 
de  su  Gobierno,  si  al  transportar  las  mercancíae  se  aplicasen  con- 
tra él  las  reglas  que  bs  aplican  contra  Iob  que  transportaa  objetos 
caliñcadoe  de  contrabando  de  guerra,  con  arreglo  al  derecho  inter- 
nacional. 

1.V14.  Sin  extendernos  en  man  con  sideración  ee,  creemos 
Buñciente  lo  dicho  hasta  ahora  para  establecer  que  la  determina- 
'  ción  exacta,  precisa  y  segura  de  loe  objetos  que  deben  considerarBe 
comprendidos  bajo  el  título  de  contrabando  de  guerra,  no  se  en- 
cuentra en  los  tratados  ni  en  las  disposiciones  legislativas  refe- 
rentes á  esta  materia. 

Respecto  de  un  punto  puede  decirse  que  existe  acaerdo  casi 
unánime,  á  saber:  en  cuanto  á  considerar  absolutamente  prohibido 
el  comercio  de  las  armas  y  municiones  de  guerra,  y  de  todos  aque- 
llos objetos  ó  instrumentos  preparadas  y  fabricados  expresa  y 
únicamente  para  hacer  la  guerra  continental  ó  marítima. 

La  disidencia  versa  siempre  sobre  aquellas  materias  que  pue- 
den destinarse  ó  no  al  uso  del  ejército  ó  de  la  escuadra  enemiga, 
según  las  circunstancias. 

¿Puede  el  beligerante  declarar  prohibido  el  comercio  de  estos 
objetos,  publicando  la  prohibición  al  comeniar  la  guerra?  ¿Puede 
aplicar  al  comercio  de  loa  objetos  declarados  por  él  prohibidos  por 
medio  de  una  ordenanza  debidamente  promulgada,  las  mismas 
reglas  que  se  aplican,  según  los  principios  del  derecho  internacio- 
nal, á  los  objetos  considerados  contrabando  de  guerra  con  arreglo 
¿  este  derecho?  ¿Están  obligados  los  ciudadanos  del  Estado  neutral 
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opinión,  aunque  el  conocimiento  del  bloqueo  nos  parece  indispen- 
sable para  establecer  la  violación  del  mismo,  basta  para  ello  que- 
al  buque  mercante  que  se  aproxime  al  puerto  se  le  intime  para 
que  no  pase,  inscribiendo  esta  intimación  en  las  cartas  á  bordo, 
consignando  la  fecha  del  día  en  que  la  intimación  se  hace;  y  aun 
cuando  sucediese  todo  esto  antes  de  hacer  la  notificación  diplo- 
mática, debería  bastar  paira  que  la  nave  fuese  responsable  de  vio- 
lación de  bloqueo,  si  intentase  romper  el  cordón  después  de  hecha 
la  intimación  indicada.  £n  una  palabra,  á  juicio  nuestro,  la  noti- 
ficación especial  no  sólo  es  indispensable  para  establecer  la  exis- 
tencia jurídica  del  bloqueo,  sino  que  es  la  única  condición  exigi- 
ble  para  hacer  á  la  nave  responsable  de  violación,  debiendo  siem- 
pre considerarse  el  bloqueo  como  publicado  y  notificado  al  buque 
con  la  mera  notificación  especial. 

Por  lo  demás,  no  vaya  á  pretenderse  concluir  de  aquí  que  la 
notificación  diplomática  es  una  simple  formalidad,  y,  como  tal» 
no  obligatoria.  Esto  nos  parece  también  un  error.  Corresponde  al 
beligerante  la  obligación  de  hacer  la  notificación  diplomática, 
pero  no  para  que  el  bloqueo  tenga  existencia  jurídica,  sino  por 
otra  razón  muy  distinta.  El  derecho  de  interceptar  todas  las  rela- 
ciones comerciales  con  la  costa  bloqueada  es  un  derecho  que  debe 
admitirse  por  las  necesidades  de  la  guerra;  pero  como  ocasiona 
siempre  graves  perjuicios  á  los  neutrales,  es  necesario  que  se  ejer- 
za de  manera  que  limite  en  lo  posible  los  perjuicios  consiguientes. 

El  beligerante  no  puede  colocar  á  los  neutrales  en  condición  de 
sufrir  las  gravísimas  pérdidas  que  ocasionarían  los  preparativos 
hechos  por  ellos  para  emprender  el  viaje  y  dirigirse  al  lugar  blo- 
queado, ignorando  la  existencia  de  tal  estado  de  cosas.  Debe  aquel, 
portante,  procurar  no  perjudicar  los  intereses  generales  del  co- 
mercio más  de  lo  que  estrictamente  exigen  las  necesidades  de  la 
guerra;  luego  debe  notificarse  el  bloqueo  á  los  Gobiernos  neutra- 
les, para  colocar  á  los  mismos  en  condiciones  de  advertir  á  sus 
nacionales  que  suspendan  las  operaciones  comerciales  con  el  puerto 
bloqueado.  Este  no  es  sólo  un  deber  de  cortesía  ó  de  humanidad, 
sirio  una  verdadera  obligación  jurídica  que  se  deriva  del  deber  ge- 
neral del  beligerante,  de  no  perjudicar  con  sus  operaciones  mili- 
tares á  los  que  son  extraños  á  la  guerra  más  de  lo  que  las  necesi- 
dades imponen.  Por  consiguiente,  si  se  hubiese  omitido  la  notifi- 
cación del  bloqueo  mediante  una  declaración  diplomática,  é  igno- 
rando los  ciudadanos  de  los  Estados  neutrales  el  verdadero  estada 
de  cosas,  hubiesen  continuado  armando  y  cargando  buques  con 
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en  las  cartas  del  buque  mercante,  mencionando  la  fecha  y  la  latí* 
tud  ó  longitud  en  que  dicha  anotación  se  hace,  intentase  de  nue- 
vo ia  entrada. 

Este  mismo  principio  lo  hallamos  en  la  declaración  de  bloqueo 
comunicada  por  la  Puerta  á  las  potencias  neutrales  el  3  de  Mayo 
de  1877,  en  cuyo  art.  4.^  dice:  «Respecto  á  las  naves  que  hallán- 
dose de  viaje  ignorasen  el  estado  de  asedio,  deberá  notificárselo  la 
escuadra  otomana  al  llegar  aquellas  á  las  aguas  bloqueadas.  Si 
después  de  esta  notificación  especial  persistiesen  dichas  naves  en 
avanzar,  serán  consideradas  y  tratadas  como  enemigas.» 

'l.VSO*  En  cuanto  á  los  buques  neutrales  que  se  hallasen  en 
el  puerto  antes  de  comenzar  el  bloqueo,  ya  hemos  dicho  que,  se- 
gún los  principios  de  la  equidad,  debe  concedérseles  un  plazo  para 
salir  con  su  cargamento.  También  han  examinado  los  publicistas 
8Í  la  notificación  especial  es  una  condición  para  establecer  la  exis- 
tencia de  la  violación  del  bloqueo  respecto  de  las  na^es  que  inten- 
tasen salir  del  puerto.  Calvo  (1)  sostiene  la  negativa,  apoyándose 
en  atendibles  razones.  En  efecto,  habiéndose  adoptado  como  regla 
que  debe  notificarse  el  bloqueo  á  todos  los  cónsules  residentes  en 
los  puntos  bloqueados,  deberá  considerarse  como  suficiente  esta 
notificación.  Puede,  sin  embargo,  objetarse  que  las  naves  que  se 
hallan  en  el  puerto  cercado  tienen  á  su  vez  derecho  á  cerciorarse 
de  que  el  bloqueo  es  efectivo,  por  lo  cual  prevalece  en  el  derecho 
convencional  la  máxima  de  que  también  para  dichos  buques  es 
necesaria  la  notificación  especial.  Así  8e  halla  establecido  en  los 
tratados  concluidos  por  los  Estados  Unidos  con  el  Brasil,  Perú  y 
Chile,  y  aun  en  el  estipulado  con  Italia  en  1871,  en  cuyo  art.  14, 
ya  citado,  se  dice:  «Si  una  nave  que  hubiese  entrado  en  el  puerto 
antes  de  establecerse  el  bloqueo  tomase  luego  cargamento  á  bordo» 
deberá  advertírsele  por  los  fuerzas  bloqueantes  que  vuelva  al  puerto 
y  deje  el  cargamento;  y  eí  después  de  haber  recibido  este  aviso 
persistiese  la  nave  en  querer  partir  con  dicho  cargamento,  se 
expondrá  á  las  mismas  consecuencias  que  el  barco  que  intentase 
entrar  en  aquel  puerto,  después  de  haber  recibido  el  correspon- 
diente aviso  de  parte  de  las  fuerzas  que  lo  bloquean.» 

'1.94LO*  Por  lo  que  se  refiere  á  los  lugares  susceptibles  de 
bloqueo,  la  principal  divergencia  entre  los  publicistas  versa  acer- 
ca de  los  puertos  comerciales  no  fortificados,  esto  es,  sobre  si 
pueden  ó  no  ser  bloqueados.  Alguno?,  y  entre  ellos  Lucchesi-Palli, 


(1)    Calto,  Der,  int,,  §  2.692. 
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regla  que,  respecto  á  la  legitimidad  del  secuestro,  deberá  compro- 
barse la  nacionalidad  del  buque  con  las  cartas  existentes  á  bordo, 
y  que  todos  los  documentos  habrán  de  evaluarse  teniendo  en 
cuenta  la  ley  nacional  del  buque.  Después  diremos  lo  que  se  nece- 
sita para  establecer  la  prueba  de  la  nacionalidad  en  el  juicio  rela- 
tivo á  la  confiscación  del  buque  secuestrado. 

Las  cartas  de  á  bordo  que  deben  siempre  reconocerse  con  arre- 
glo á  los  principios  del  derecho  internacional,  son  las  siguientee: 

a)  liOS  documentos  relativos  á  la  propiedad  del  buque; 

b)  El  contrato  de  ñete  del  que  resulte  la  propiedad,  naturaleza 
y  destino  del  cargamento; 

c)  La  lista  de  la  tripulación  con  indicaciones  acerca  de  la  na- 
cionalidad de  ésta  y  del  patrón  ó  comandante; 

d)  Certificado  de  la  nacionalidad  cuando  no  se  halle  compren- 
dido en  la  lista  de  la  tripulación; 

é)  El  diario  de  á  bordo  para  comprobar  el  destino  y  la  ruta  de 
la  nave. 

Cuando  con  los  documentos  antes  indicados,  redactados  en  de- 
bida forma  y  sin  alteración  alguna,  se  comprobase  claramente  la 
nacionalidad  de  la  na^e,  será  ilegítimo  todo  secuestro  por  esta 
causa,  debiendo  considerarse  como  regla  que  á  los  documentos 
antes  mencionados  debe  atribuirse  plena  fuerza  probatoria,  para 
establecer  |7rinia/ac{e  la  nacionalidad  del  buque. 

l.VS'A*  En  el  caso  de  transporte  de  objetos  prohibidos,  pue- 
de ser  lícito  el  secuestro  cuando  el  buque  lleve  á  bordo  objetos  de 
los  comprendidos  en  el  contrabando  de  guerra,  con  arreglo  al  De- 
recho internacional,  por  cuenta  y  con  destino  al  enemigo,  y  en  lo 
que  respecta  al  concepto  jurídico  del  contrabando  y  á  la  definición 
del  mismo,  nos  referimos  á  lo  dicho  anteriormente. 

El  Gobierno  del  Estado  beligerante  podrá,  pues,  autorizar  á 
sus  propias  naves  de  guerra  para  secuestrar  los  barcos  que  trans- 
porten al  enemigo  objetos  cuyo  comercio  se  hubiese  declarado  ilí- 
cito al  principio  de  la  guerra.  En  esta  hipótesis,  el  secuestro  veri- 
ficado en  virtud  de  las  órdenes  del  propio  (Gobierno,  sería  legítimo 
por  parte  del  buque  que  lo  hubiese  llevado  á  cabo,  pero  deberán 
tenerse  en  cuenta  los  principios  del  derecho  común  que  en  seguida 
expondremos  para  determinar  la  responsabilidad  del  Gobierno  que 
hubiese  autorizado  á  sus  barcos  para  efectuar  el  secuestro. 

En  lo  que  se  refiere  al  secuestro  de  la  nave  que  transporta  con* 
trabando  de  guerra,  conviene  tener  presento  que  asi  como  eegún 
los  mejores  principios  del  Derecho  internacional  no  debe  admi- 
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«npetente  para  Jazgar   aoeroa   de  I» 
■«■tro  T  '^  eonflMjaalAn  de  Isa  c»— * 


iRciIsstro  j  de  !■  coufliuoiía  deba  aer  recoDoeiiU  por 
-I.1TT.  DesaonerJo  de  loa  publiciaUs  — l.lfS.  Opi- 
iani.-I.TI*.  Tsoria  cootrarU  de  LimpKdÍ,-l.«M. 
h»  soatanido  la  compateDcia  da  loa  Tríbunalaa  Js  loa  bc' 
presas.— 1 ,1SI.  Nuealraopinión.-I.IS*.  Cfimodtbt 
de  presac. — I.ISSi  Na  pueda  justiScm-ae  en  moda  al- 
duaiva  del  Tribunal  del  beligerante.— fl,1S4<  Critica 
reuille. — ■ii9S&.  Keglaa  que  aoBOLroa  pro  pone  mot. — 
HwdiniieDM  y  fataas  Morlaa  que  preTaleoen  en  la  pric' 
'elatiraa  al  procediiDÍento. 

IOS  dicho  que  el  secuestro  debe  coneiderarse 
oaal  que  sólo  legitima  la  presa  poseída,  y  que 
a  alguDO  decisivo  para  la  adjudicaciÓD  de  taf 
uerieado  dejar  á  salvo  en  eeta  delicada  mate- 
;soIver  las  cuestioues  con  arreglo  á  loe  prioci- 
del  Derecho  internajioDnl,  debe  soetenerae  b 
idad  del  secuestro  y  la  confiscación  de  loe  bu- 
to  secuestrado  deben  sooieterse  a)  juicio'dt- 
,  que  deberá  decidir  ante  todo  de  lo  concer 
del  secuestro  yak  validez  del  mismo,  y 
a  sentencia  para  la  adjudicación  de  las  coeat 
ficio  del  beligerante,  ó  la  restitución  délas 
IOS  propietarios  (1). 

¡uerdo  en  reconocer  que  este  juicio  debe  deft;- 
ispecial,  el  cual,  en  el  actual  estado  de  coea^^, 

íotía  de  loa  pabiiciatRs,  v.  Calto,  Der.  M.,  t.  V, 
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En  esencia,  la  cuestión  acerca  de  la  validez  del  secuestro  y  de 
la  legitimidad  de  la  presa  marítima  pende  siempre  entre  el  Go- 
bierno á  nombre  del  cual  se  hizo  el  secuestro  y  el  secuestrado  que 
impugna  los  derechos  de  aquél,  y  como  esta  cuestión  sólo  puede 
resolverse  de  conformidad  con  las  reglas  del  derecho  internacio- 
nal, que  establecen  cuándo  puede  secuestrarse  un  buque  neutral  ó 
una  nave  mercante  de  la  parte  enemiga  y  cuándo  las  cosas  secues- 
tradas deben  adjudicarse  al  ¡beligerante,  no  puede  admitirse  que 
«I  mismo  Soberano  que  es  parte  en  el  juicio  pueda  ser  al  mismo 
tiempo  juez  para  dirimir  la  contienda. 

Admitiendo  que  pudiera  instituir  un  Tribunal  con  poder  para 
juzgar  definitivamente,  se  llegaría  á  concederle  la  facultad  de  crear 
una  jurisdicción  internacional  en  virtud  de  una  ley  interior,  lo 
cual  es  contrario  al  derecho  común.  El  Soberano  beligerante  puede 
instituir  una  comisión  especial  en  materia  de  presas  para  exami- 
nar la  validez  de  los  actos  realizados  en  su  nombre  y  en  interés 
propio  durante  la  guerra,  y  decidir  si  los  comandantes  de  los  cru- 
ceros han. observado  las  condiciones  exigidas  por  el  derecho  inter- 
nacional para  proceder  al  secuestro,  y  si  está  en  el  caso  de  mante- 
nerle y  declarar  válida  la  presa.  Todo  esto  tiende  únicamente  á 
colocar  al  Gobierno  en  condiciones  de  comprobar  cómo  se  ha  ejer- 
cido el  derecho  de  apresar  delegado  por  la  soberanía  del  Estado  en 
los  comandantes  de  los  buques  de  guerra  ó  de  los  corsarios  autori- 
zados; pero  no  puede  con  esto  considerarse  definitivamente  resuel- 
ta la  cuestión  verdadera  y  propia  del  derecho  internacional,  esto 
es,  la  que  consiste  en  decidir  si  según  las  reglas  de  este  derecho 
debe  considerarse  legal  el  secuestro  y  válida  la  presa. 

Para  decidir  esta  cuestión  no  puede  el  Soberano  beligerante 
arrogarse  competencia  alguna,  porque  debe  reputarse  parte  en  el 
juicio  como  actor  ó  como  demandado,  en  frente  del  secuestrado 
que  quieca  sostener  la  ilegalidad  del  secuestro,  y  por  consiguiente, 
de  la  presa.  De  aquí  se  sigue  que  el  juicio  definitivo  entre  ellos 
deberá  deferirse  á  un  Tribunal  internacional,  que  habrá  de  cons- 
tituirse según  las  reglas  fijadas  de  común  acuerdo  por  los  Estados, 
ó  las  establecidas  con  arreglo  al  derecho  común  para  la  constitu- 
ción de  los  Tribunales  arbitrales.  Si  el  Soberano  beligerante  hu- 
biese instituido  un  Tribunal  de  presas,  podría  considerarse  éste 
como  un  Tribunal  de  primera  instancia,  y  ya  haya  decidido  de 
uno  ó  de  otro  modo,  aceptando  el  secuestrado  lasentencia,  ésta  po- 
drá ser  definitiva  á  consecuencia  de  la  voluntaria  sumisión  de  la 
parte  condenada;  pero  si  e^to  no  ocurriese,  no  podría  admitirse^ 
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6in  faltar  á  las  reglas  del  derecho  común,  que  el  Entado  beligeran* 
te  pudiera,  no  sólo  instituir  Tribunales  propios,  sino  también 
declararlos  competentes  para  encaminar  y  resolver  con  arreglo  á 
BUS  propias  leyes  las  cuestiones  de  derecho  internacional. 

En  lo  que  concierne  á  la  constitución  del  Tribunal  inlernacio- 
oal,  entendemos  que  deberla  procederse  á  ello  fijando  de  común 
acuerdo  las  reglas  para  la  denignación  de  los  Jueces,  y  de  confor- 
midad con  cuanto  hemos  propuesto  en  nuestra  obra  de  Derecho  in- 
ternacional codificado,  sostenemos  que  el  Tribunal  deberá  compo- 
ner¿e  de  cinco  Jueces  elegidos  entre  ios  Magistrados  de  los  Tribu- 
nales Supremos  y  de  los  del  Almirantazgo,  los  cuales  deberían  ser 
designados  uno  por  cada  cual  de  tas  partes  beligerantes  y  los  otros 
tres  por  los  Estados  neutrales,  que  podrían  designarlos  al  comien- 
zo de  la  guerra,  procediendo  á  su  elección  por  lista.  ICste  Tribunal 
deberla  constituirse  como  Supremo  Tribunal  arbitral,  investido 
de  todos  los  poderes  que  según  el  derecho  internacional  correspon- 
den á  estos  Tribunales. 

Hemos  admitido  que  cada  Estado  beligerante  podría  instituir 
un  Tribunal  especial  para  juzgar  los  actos  de  los  buques  pr  >pios  y 
decidir  acerca  de  la  legalidad  de  los  secuestros  y  de  la  Talidez  de 
las  presas,  pero  sin  pretender  atribuir  á  este  Tribunal  un  poder  y 
ana  jurisdicción  internacional  en  el  sentido  de  conferirle  faculta- 
des para  dictar  sentencias  con  autoridad  de  cosa  juzgada  acercado 
la  validez  del  secuestro  y  de  las  presas,  de  conformidad  con  el  de 
recho  internacional.  Esto  e^  insostenible,  porque  atribuiría  al  so- 
berano de  ui\  Estado  un  poder  y  una  jurisdicción  internacional. 

1.9S3*  Examinando  las  cosas  tales  como  son  y  se  hallan  en 
la  actualidad,  no  puede  justiñcarse  que  la  competencia  del  Tribu- 
nal compuesto  de  Jueces  del  Estado  beligerante,  en  cuyo  nombre 
se  ha  efectuado  el  secuestro,  llegue  hasta  atribuir  á  la  sentencia 
dictada  aquella  eficacia  que  podría  y  debería  tener  para  sus  conse- 
cuencias en  las  relaciones  internacionales.  Lo  que  ha  extraviado  á 
algunos  publicistas  es  el  no  haber  comprendido  bien  la  naturaleza 
de  la  cuestión,  dando  en  esta  materia  toda  la  importancia  á  las  or- 
denanzas y  reglamentos  interiores,  atribuyendo  al  soberano  mismo 
que  los  dictó  el  poder  aplictirlos  sin  obstáculo  ni  comprobación  al- 
guna. De  este  modo  se  ha  convertido  una  cuestión  de  derecho  in- 
ternacional en  una  de  derecho  interior.  Partiendo  de  este  cambio,, 
era  natural  que  se  llegara  á  sostener  la  competencia  exclusiva  del 
soberano  en  cuyo  nombre  se  llevó  á  cabo  el  secuestro.  Toda  la 
cuestión  se  ha  reducido,  en  efecto,  á  examinar  si,  aplicando  las^ 
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reglas  establecidas  medíante  la  ordenanza  bajo  las  penas  impues- 
tas por  el  soberano  mismo  que  promulgó  dicha  ordenanza,  puede 
legitimarse  el  secuestro  ó  la  captura  de  las  cosas  pertenecientes  ai 
neutral.  Ahora  bien:  si  todo  pudiera  reducirse  á  esto,  habría  teni- 
do Massé  razón  para  afirmar  que  el  Oobierno  en  cuyo  nombre  se 
ha  hecho  la  presa,  no  puede  reconocer  juez  alguno  para  decidir 
acerca  de  la  legitimidad  de  sus  actos,  y  que  si  éste  condesciende 
en  interés  de  todos  á  examinar  judicialmente  el  proceder  de  sus 
delegados,  sólo  él  puede  ser  competente  para  ello. 

¿Pero  puede  un  soberano  variar  con  sus  ordenanzas  los  princi- 
pios del  derecho  internacionar?  ¿Puede  hacer  que  se  decida  por  los 
Tribunales  nombrados  por  él  mismo  un  asunto  de  esta  índole? 

Colocada  la  cuestión  bajo  este  punto  de  vista,  repetimos  que  ni 
aun  en  el  actual  estado  de  cosas  pu^de  atribuirse  una  competencia 
exclusiva  á  los  Tribunales  del  Estado  que  verificó  el  secuestro.  En 
efecto,  ya  sea  para  la  legalidad  de  éste,  ya  para  la  adjudicación  de 
las  cosas  secuestradas,  es  la  de  que  se  trata  una  verdadera  cuestión 
internacional  que  puede  reducirse  á  examinar  si,  con  arreglo  á  los 
principios  del  derecho  internacional  que  regulan  el  ejercicio  de  los 
derechos  de  guerra,  puede  el  beligerante  proceder  legalmente  al 
secuestro,  y  A  confiscar  después  en  beneficio  suyo  las  cosas  secues- 
tradas. Ahora  bien:  para  nosotros  es  evidente  que  esta  cuestión  no 
puede  resol veroe  sino  bajo  la  misma  norma  que  se  resuelve  toda 
otra  cuestión  de  carácter  internacional;  por  lo  que  sostenemos  que 
el  juicio  debería  deferirse  á  un  Tribunal  arbitral  internacional  (1). 


(1)  El  Instituto  de  Derecho  internacional,  en  la  reunión  celebrada  en 
La  Haya  en  1875,  nombró  ana  comisión  encargada  de  formular  an  proyec- 
to de  organización  de  un  Tribunal  internacional  de  presas  marítimas,  re- 
conociendo que  el  actué  I  sistema  de  Tribunales  y  de  administración  de  la 
jasticia  en  materia  de  presas  es  muy  defectuoso,  y  considerando  urgente 
ponerle  remedio  con  una  nueva  institución  internacional.  Dicha  cuestión 
se  ha  estudiado  con  mucho  celo  y  cuidado  por  publicistas  tan  eminentes 
como  A8siCK,CALiro,Gi«'(7iyifiR,Goos,  Dumct  Fibld,  Hii.i.,  K^PusTUie,  Landa, 

MlSSB,  N(«UM\VV,   O    ItrKiJROyA,    Pilí:aA.VT0!7I,   AuSBaiCO,    RiM.IM  JAEQITBMrHS, 

SAaipoi.os  T  BiJi.MKKiN(;q,  el  cual  ha  escrito  una  conciensuda  Memoria  ex- 
poniendo los  principios  generales,  según  los  cuales  debe  organizarse  el 
Tribunal  internacional  de  presas,  3'  ha  sido  también  objeto  de  un  cuida- 
doso estudio  el  procedimiento  domún  que  debería  adoptarse  por  los  Esta- 
dos en  los  juicios  relativos  á  las  causas  de  presas  marítimas,  fin  dicha  Me 
moría,  inserta  en  la  Revista  de  Dereclw  internacionaly  tomos  X,  XI,  XII  y 
XILI,  se  hallan  expuestas  las  opiniones  de  ios  citados  publicistas,  y  la  de 
BuLMKRiNCQ  que  con  un  celo  admirable  ha  estudiado  la  cuestión  á  fondo. 
La  conclusión  de  los  estudios  hechos  sobre  este  asunto  fué  un  pro3'ectode 
reglamento  de  presas  marítimas  aceptado  por  el  Instituto  en  !a  reonión 
celebrada  en  Turín  en  1882,  cuyo  reglamento  lo  transcribiremos  en  el  apéa> 
dice. 


AdmitimoH,  cnmo  deciamos  en  la  prín: 
que  el  beligerante  que  haya  verificado  el 
á  8US  propios  tribunnles  especiales  ó  i  lo 
lo  coDcerniente  á  la  legalidad  de  lo  heclx 
ron  A  cabo  el  Becuestro;  pero  no  en  el  f 

tribunales  una  competencia  internacional,  concediendo  á  los  mÍB- 
moB  la  facultad  de  pronunciar  una  sentencia  defínitiva  respecto  al 
neutral  capturado.  Ei  juicio  del  tribunal  nacional  podría  ordenar- 
Be  p.ira  examinar  la  conducta  de  aquellos  que  en  nombre  del  Go- 
bierno secuestraron  el  buque,  y  decidir  si  se  estaba  en  el  cubo- 
de  dejar  en  libertad  la  nave,  ó  provocar  la  confiscación  de  la 
mismii. 

El  juicio  en  este  caeo  no  se  dirigirla  contra  el  capturante,  sino 
en  interés  del  Gobierno  interesado  en  examinar  todas  las  circuns- 
tancias del  hecho  antes  de  asumir  la  responsabilidad,  pudiendo- 
instltuir  nn  tribunal  especial  con  este  objeto.  Por  lo  demás,  est<» 
no  podría  dar  lugar  á  ninguna  cuestión,  porque  la  competencia  s;»^ 
atribuirla  á  dicho  tribunal  respecto  de  los  ciudadanos  del  Estado  y 
de  los  funcionarios  públicos,  lo  cual  no  es  discutible. 

También  podría  suceder  que  el  tribunal  nscional  llamado  á 
decidir  acerca  de  la  legalidad  de  la  presa,  lo  hiciese  con  arreglo  & 
los  principios  del  Derecho  internacional  y  que  e<u  eei^teacía  taeeo 
aceptada  sin  opcwición  por  la  parte  interesada.  En  este  caso  dicha 
sentencia  se  convertirla  en  defínitiva  aun  para  el  capturado,  por 
la  rszón  única  de  la  voluntaria  sumisión  de  la  parte  interesada. 

I^  que  hemos  querido  excluir,  y  repetimos  incesantemente, 
es  que  el  tribunal  pueda  arrogarse  una  competencia  de  Derecho 
internacional,  y  que  el  soberano  pueda  atribuir  al  mismo  el  poder 
de  resolver  con  arreglo  á  @us  leyes  ó  á  sus  reglamentos  una  cues- 
tión de  Derecho  internacional,  pronunciando  una  sentencia  eficas 
y  definitiva  contra  el  capturado. 

S.VWtft.    Proponemos,  pues,  como  reglas  las  siguientes: 
a)    El  tribunal  de  presas  instituido  por  cada  Estado  con  arreglo 
á  la  ley  interior,  se  reputará  jurisdicción  de  primera  instancia 
respecto  á  los  secuestrados  ó  á  los  sujetos  á  la  confiscación. 

IjOB  particulares  condenados  por  dicho  tribunal  podrán  aceptar 
ó  impugnar  la  sentencia,  sometiendo  en  este  caso  la  cuestión  al 
fallo  del  tribunal  internacional  de  presas,  que  deberá  reputarse  ei 
único  competente  para  decidir  en  definitiva,  pero  deberán  prestar 
caución  para  el  pago  de  costas,  para  el  caso  en  que  la  sentencia 
del  tribunal  de  predas  del  Estado  beligerante  sea  confirmada; 


nieiido  en  cuenta  In  íiiBÍgiiiñcaQcia  de  los  objetos  de  contrabaado 
de  guerra  cargoduíi  á  bordo,  ael  tambiéa  Be  podrlti  sostener  eo  de- 
recho que  el  secuestro  del  buque  y  del  cargamento,  inofenaivo  ei) 
general,  deberla  reputarse  excesivo  y  no  conforme  con  las  \eyeB  de- 
la  guerra.  Conviene,  sin  embargo,  advertir  que,  no  estando  en  In 
actualidad  aceptada  por  unanimidad  y  sin  reserras  la  regla  que  al- 
gunos publicistas  sostienen,  esto  es,  que  el  beligerante  do  tiene  en 
este  último  caso,  derecho  á  secuestrar  también  el  buque  &  conse- 
cuencia del  acto  hostil  de  que  se  trata,  conviene  admitir  que,  has- 
ta que  se  establezca  como  principio  que  el  beligerante,  en  el  cas» 
en  cueetiiSn,  no  puede  ejercitar  otro  derecho  que  el  de  «presar  la 
pequeña  parte  de  cargamento  que  constituya  el  contrabando,  y  de- 
jar libre  la  nave,  el  secuestro  de  ésta  no  podrá  ser  declarado  ilegal, 
debiéndole  deferir  al  Tribunal  internacional  de  presas  la  decisión 
de  si  habla  ó  no  derecho  á  confiscar  el  barco  que  transportaba  di- 
cho contrabando  de  guerra. 

1.993.  Ha  surgido  la  duda  de  si  el  secuestro  por  contraban- 
do está  justificado  cuando  pueda  preFumirse  que  la  nave,  aparen 
teniente  destinada  á  un  puerto  neutral,  se  dirige  á  dicho  puerto 
con  objeto  de  traushordar  las  mercancías  prohibidas  con  ulterior 
destino  á  un  puerto  enemigo  (1).  Algunos  Tribunales,  entre  ello» 
el  Supremo  de  Nueva  York,  en  la  cuestión  del  Bermada,  han  de- 
cidido que,  á  pesar  de  que  la  mercancía  iba  destinada  á  Nasau.  , 
puerto  neutral,  podía  ser  secuestrada  durante  el  viaje,  poique  en 
realidad  iba  dirigida  ó  consignada  á  uno  de  los  puertos  rebeldes, 
con  el  cual  estaban  en  guerra  los  Estados  Unidas,  y  que  estando 
indicado  el  transbordo,  la  cuestión  del  destino  al  puerto  inter- 
medio no  podía  interrumpir  la  continuación  del  transporte  del 
cargamento;  que  la  interposición  de  un  puerto  neutral  entre  el 
punto  de  partida  de  la  nave  y  el  destino  de  la  mercancía  al  belige- 
rante no  podía  prevalecer,  una  vez  comprobado  el  verdadero  des 
tino  ñnal  de  la  mercancía  de  contrabando. 

Et-ta  teoría  se  halla  fundada  en  el  principio  de  la  continuidad 
del  viaje,  según  el  cual  no  cesa  el  transporte  de  ser  continuo  A 
pesar  de  los  transbordos  y  detenciones  que  puedan  sobrevenir  da- 
rante-la  travesía;  de  lo  que  ha  querido  deducirse  que  el  destino 


(1)  Snbre  ta  cuestión  de  la  continuación  del  viaje,  véase  Tuters- 
Twiss,  Teoría  de  la  coutinuidad  dtl  eiaje,  etc.;  GisaHER.  Droit  da  nentres, 
página  232;  Cai.to,  §  2.102  y  BÍguieutee,  y  Annuaire  de  t'Inttit.  du  Droit  i» 
temational,  1872. 
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es  necesaria  una  cosa,  á  saber:  que  se  pueda  estar  cierto  y  probar 
el  destino  hostil  de  la  mercancía.  No  entendemos,  sin  embargo, 
por  esto,  que  sea  admisible  la  teoría  de  la  continuidad  del  TÍaje, 
según  se  ha  entendido  por  los  Tribunales  ingleses  y  americanos, 
esto  es,  que  los  viajes  marítimos  constituyen  una  unidad  indivisi- 
ble, cuando  tengan  el  mismo  objeto  final  y  puedan  considerarse 
como  anillos  de  la  misma  cadena,  de  modo  que  cada  uno  sea  ana 
parte  esencial  de  un  torio  continuo;  teoría  peligrosa,  sobre  todo  si 
se  quiere  prescindir  de  la  buena  ó  de  la  mala  fe,  y  considerar  úni- 
caniente  el  destino  ulterior  como  sufíciente  para  legitimar  la  cap- 
tura de  la  mercancía  y  la  culpabilidad  de  la  nave  que  la  transpor- 
te, haciendo  prevalecer  las  presunciones  legales  para  probar  el 
destino  final  de  aquélla.  De  este  modo,  verdaderamente  anormal, 
fué  entendida  la  teoría  del  viaje  continuo  por  los  Tribunales  de  los 
Estados  Unidos  en  la  cuestión  del  Springbok;  pero  nosotros  la  re- 
chazamos en  absoluto  como  contraria  á  los  principios  del  derecho 
internacional  y  del  derecho  penal,  según  más  adelante  demostrare- 
mos (§  1.799).  Admitimos,  sin  embargo,  como  lícito  el  secuestro 
del  contrabando  de  guerra  destinado  al  enemigo,  aun  durante  el 
viaje  al  puerto  neutral,  en  donde  debe  ser  transbordado  para  tras- 
ladarlo al  enemigo,  puesto  que  el  secuestro  en  este  caso  nada  deci- 
diría acerca  de  la  culpabilidad  del  buque  y  de  la  confiscabilidad 
del  mismo,  porque  el  secuestro  sería,  como  ya  hemos  dicho,  nn 
acto  de  conservación,  teniendo  aquél  en  este  caso  un  fin  legítimo: 
el  de  impedir  que  los  objetos  propios  para  la  guerra  lleguen  al  lu- 
gar de  su  destino.  Debe,  pues,  bastar  que  éste  sea  hostil  y  que  esto 
pueda  ser  probado  directa  y  evidentemente,  para  autorizar  al  be- 
ligerante á  verificar  el  secuestro  durante  el  primer  viaje,  sin  espe- 
rar á  que  los  objetos  sean  transbordados  en  el  puerto  neutral  y  vuel- 
tos á  cargar  con  destino  al  enemigo,  para  secuestrarlos  durante  el 
segundo  viaje. 

I**! 9G*  Por  lo  demás,  el  beligerante  que  verifica  el  secuestro 
lo  hace  siempre  por  su  cuenta  y  riesgo,  y  no  podrá  eximirse  de  la 
obligación  de  reparar  todos  los  daños  que  pueda  traer  como  conse- 
cuencia su  acto,  si  llevase  á  cabo  un  secuestro  ilegítimo  ó  sin  cansa; 
pero  como  el  crucero  debe  procurar  principalmente  hacer  respe- 
tar todo  derecho  correspondiente  al  Estado  en  cuyo  nombre  realiza 
actos  de  guerra,  y  no  debe  examinar  á  fondo  ni  juzgar  de  ese  modo 
la  validez  del  secuestro,  en  todo  caso  en  que  pueda  aparecer  con 
derecho  justo  correspondiente  al  beligerante  para  aplicar  á  un 
barco  que  se  considere  culpable  las  sanciones  penales,  según  las 
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cieee  la  notificación  especial,  y  baya  conseguido  burlar  la  vigilan- 
cia de  la  escuadra  bloqueante. 

l.VOS.  Las  gravea  consecaencias  que  se  derivan  del  secueetio 
por  violación  de  bloqueo  que,  como  después  diremo»,  legitímala 
con6ecac¡án  del  buque  secuestrado,  baceu  que  sea  necesario  esta- 
blecer un  seguro  criterio  cuando  pueda  considerarse  legal  el  secues- 
tro efectuado  por  violación  de  bloqueo. 

Ya  hemos  demostrado  que  para  constituir  la  violación  de  blo- 
queo, son  indispensables  dos  extremos:  la  intención  de  atravesar 
la  línea  conociendo  la  probibición,  y  los  actos  de  ejecución  nece- 
sarios para  atravesarla.  Las  presunciones,  aunque  sean  bien  fun- 
dadas, no  deben  bastar  en  esta  materia,  y  por  esto,  para  evitar 
toda  arbitrariedad  y  todo  error,  hemos  sostenido  que  la  DOtificaciÓD 
especial  era  el  único  medio  de  evitar  toda  equivocación  respecto  de 
las  intenciones.  En  cuanto  á  los  actos  de  ejecución,  debe  también 
considerarse  indispensable  para  poder  admitirse  la  imputación  de 
violación  de  bloqueo,  que  por  parte  del  buque  haya  habido  un  co- 
mienzo de  ejecución,  que  resultarla  de  la  tentativa  de  atravesar  la 
linea  de  bloqueo  después  de  la  intimación  de  no  atravesarla.  Aho- 
ra conviene  fijar  la  atención  en  uno  y  otro  de  loe  dos  extremos,  in- 
dispensables para  decidir  cuándo  puede  reputarse  legitimo  el  se- 
cuestro verificado. 

El  simple  hecho  de  dirigirse  un  buque  de  comercio  á  un  punto 
bloqueado,  ó  de  estar  fletado  con  destino  é  aquel  puerto,  no  puede 
justificar  el  secuestro  por  violación  de  bloqueo.  Aun  cuando  la  in- 
tención de  violarlo  pudiera  probarse  de  un  modo  inequívoco,  no 
bastaría  esto  para  legitimar  el  secuestro  de  la  nave,  si  estaño 
hubiese  llevado  ¿  cabo  actos  que  fuesen  un  principio  de  ejecución 
evidente. 

Podría  contestarse  que  un  barco  que,  conociendo  la  existencia 
de  un  bloqueo  declarado  y  efectivo,  se  dirige  al  puerto  bloqueado, 
comete  actos  inequívocos  de  traducir  en  hechos  su  intención  de 
violar  el  bloqueo,  y  puede  por  esta  razón  ser  secuestrado.  Est^  ba 
sido  verdaderamente  la  teoría  sostenida  por  el  Gobierno  inglés  y 
por  el  de  los  Estados  Unidos,  que  han  considerado  suficiente  el 
hecho  de  emprender  un  viaje  con  la  ioteuctóu  de  romper  el  blo- 
queo, por  reconocer  en  este  hecho  un  principio  de  ejecución  para 
llevar  á  cabo  dicha  violación. 

En  realidad,  si  se  admitiese  que  podía  bastar  la  notificaciÓD 
diplomática  del  bloqueo,  podría  decirse  que,  cuando  la  intención 
de  violarlo  fuese  evidente,  y  la  resolución  quisiera  realizarse  di- 
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citarse  naturalmente  ante  los  Tribunales  ordinarios  competentes. 
El  Tribunal  deberá  omitir  toda  decisión  acerca  del  resarcimien- 
to de  daños  á  que  pueda  estar  obligado  el  crucero  (ó  el  Gobierno  á 
quien  sirve)  en  el  caso  de  que,  habiendo  secuestrado  un  buque,  lo 
hubiese  echado  á  pique  por  no  poder  transportarlo  á  lugar  seguro, 
porque  este  juicio  deberá  reservarse  al  fondo  de  la  presa,  y  cuando 
después  al  juzgar  en  el  fondo  acerca  del  derecho  de  confiscar  la 
nave  y  el  cargamento  destruidos  hubiese  decidido  que  correspon- 
día este  derecho  al  beligerante,  quedarla  éste  desligado  de  toda 
obligación  de  resarcimiento  de  daños,  puesto  que  el  crucero  habría 
destruido  lo  que  al  beligerante  debía  atribuirse  en  propiedad;  pero 
si  en  la  nave  destruida  existía  una  parte  del  cargamento,  respecto 
de  la  cual  no  podía  admitirse  el  derecho  de  presa,  y  el  Tribunal 
competente  hubiese  negado  este  derecho  respecto  de  dicha  parte, 
deberá  dictarle  la  condena  al  resarcimiento  del  daño  sufrido  por 
los  propietarios  de  la  parte  del  cargamento  que  no  podía  ser  obje- 
to del  derecho  de  presa. 


r:  ^•.■^      T»*   .a-  - 
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El  Código  italiano  de  la  marina  mercante,  dispone  en  8U  ar- 
tícalo  215,  que  cuando  im  buque  neutral  vaya  cargado,  en  todo  ó 
^n  parte,  de  géneros  que  constituyan  contrabando  de  guerra,  diri- 
gido á  un  país  enemigo,  podrán  confiscarse  la  nave  y  la  mercancía 
^e  contrabando,  dejando  las  restantes  á  disposición  de  los  propie- 
tarios. 

No  entrando  en  más  detalles,  diremos  sólo  que  los  diversos  re- 
glamentos en  materia  de  presas  los  ha  reproducido  Biilmerincq  en 
su  notable  é  interesante  relación  presentada  al  Instituto  de  Dere- 
cho internacional,  para  la  compilación  del  proyecto  de  reglamento 
para  las  presas  marítimas.  El  citado  escritor  evidencia  la  necesi- 
dad de  una  radical  reforma  en  esta  materia,  estando  nosotros  com- 
pletamente de  acuerdo  con  él  en  el  deseo  expresado  de  que  dos 
Estados  marítimos  procuren  entenderse  para  establecer  un  regla- 
mento internacional  de  presas  que  reemplace  á  los  diferentes  re- 
glamentos actuales,  y  que  la  incertidumbre  actual  del  derecho  de 
guerra  marítima,  que  los  Estados  ya  deploraban  al  publicarse  la 
declaración  de  París,  cese  de  una  vez  y  por  completo»  (1). 

l.SOB*  Esta  necesidad  de  un  reglamento  internacional  en 
materia  de  presas,  es  reconocida  hoy  por  todos  los  publicistas  con- 
temporáneos, puesto  que  no  hay  otro  modo  más  adecuado  para 
hacer  que  desaparezca  la  deplorable  anarquía  que  existe  en  el  es- 
tado actual  de  cosas,  y  que  obliga  á  que  una  misma  cuestión  de 
derecho  internacional  se  resuelva  con  arreglo  á  la  ley  interior  de 
cada  país,  como  si  el  estado  de  guerra  pudiera  ser  suficiente  para 
invalidar  los  principios  fundamentales  del  derecho  común,  con 
arreglo  á  los  cuales  ninguna  soberanía  puede  dictar  leyes  al  mun- 
do ni  ejercitar  actos  de  jurisdicción  sobre  el  mar,  sin  atentará 
la  autonomía  soberana  y  á  la  independencia  de  los  demás  Estados. 
Si,  pues,  se  quisiera  admitir  que,  para  obligar  á  los  ciudada- 
nos á  observar  escrupulosamente  los  deberes  de  la  neutralidad, 
podía  ser  lícito  declarar  en  ciertos  casos  confiscable  el  buque  con 
que  se  hubiese  cometido  el  atentado  á  los  derechos  legítimos  del 
beligerante,  y  si  se  quisiera  extender  las  garantías  hasta  el  punto 
de  castigar  civilmente  á  aquéllos  que  hubiesen  cometido  el  aten- 
tado, esto  solo  podría  ser  lícito  cuando,  todos  los  Estados  estuvie- 
sen de  acuerdo  en  estipular  las  reglas  relativas  á  esta  materia,  y 
compilasen  un  reglamento  internacional  para  las  presas,  declarán- 


(1)    Véase  Bulubrinoq,  Dea  prüea  maritimes,  en  la  Revista  de  Dere 
^ho  inteiiMcionaly  tomos  X,  XI,  Xlly  XIII. 
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dírígiéndoae  al  Tríbanal  nacional  d 
dir  con  Brreglo  á  las  leyes  interioree 

Respecto  de  la  coiifiacabilidad  di 
injusticia  admitir  que  éste  no  pudi 
bino  con  los  documentos  existentes 
fué  secuestrado.  Estos  constituyen 
prueba,  pero  sin  excluir  la  contradi 
resultar  de  otros  documentos  pteset 
r;Puede  acaso  negarse  el  ralor  legal 
cipios  excepcionales  en  esta  materii 
car  la  confiscación? 

Proponemos,  pues,  como  regla: 
confiscación  por  falta  de  justificar  I 
probarse  la  nacionalidad  del  mismc 
á  que  pertenece  y  con  todos  los  mei 
ésta  resultase  que  el  buque  y  su  caí 
go,  podrá  sin  más  ser  confiscado;  pe 
chos  de  copropiedad  de  los  neutraU 
la  faipótesia  de  que  las  mercancías 
neutrales,  aun  cuando  fuese  enemi] 
ba;  debiendo  en  este  caso  limitarst 
cargamento  correspondiente  al  ene 
posición  del  propietario  neutral. 

l.Sll»  También  puede  confís 
sus  actos  haya  tomado  realmente  pf 
do  en  este  caso  considerarse  como  á 

Esta  participación  deberla  admí 

a)  Cuando  el  buque  se  hubiese 
sabiendas  á  transportar  soldados  de 

b)  Cuando  en  la  misma  forma  s< 
pachos; 

c)  Cuando  hubiera  servido  de  ef 

d)  Cuando  hubiese  resistido  po 
someterse  á  la  visita. 

l.SIS.  El  transportar  los  sol 
una  particípacióa  directa  en  las  h( 
acto  se  lleve  á  cabo  voluntariame 
los  soldados  transportados  no  sea  o 
go,  tratarse  á  la  nave  como  enem^ 
rácter  de  asistencia  que  el  acto  en  i 
No  seria  necesario,  á  juicio  nuei 


^ 
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h^  transporte;  que  si  respecto  de  las  penas  impuestas  por  quien  tiene 

I  competencia  y  jurisdicción  para  prohibir  y  castigar,  debe  admi- 

[  tirse  como  regla  inconcusa  que  la  justicia  de  la  pena  no  se  deriva 

[^  de  su  mayor  fuerza  para  atemorizar,  y  no  debe  exceder  en  grave- 

f  dad  al  mal  causado  por  el  delito,  ¿cómo  podría  admitirse  que 

i  quien  no  tenga  competencia  de  jurisdicción  para  prohibir  y  casti- 

^;  gar  pueda  exajerar  las  garantías  de  su  defensa  con  medidas  pre- 

I  ventivas  de  esta  naturaleza? 

^'  El  beligerante  tiene  derecho  á  impedir  que  el  enemigo  se  haga 

^  más  fuerte  recibiendo  objetos  de  contrabando  destinados  al  mismo, 

í  y,  según  los  principios  de  la  razón  y  de  la  justicia,  debe  conside- 

í.  rarse  suficiente  para  garantir  su  derecho,  la  autorización  para  ee- 

I  cuestrar  la  nave  que  transporta  el  contrabando,  conducirla  á  un 

i^  puerto  del  beligerante,  obligarla  á  interrumpir  su  viaje  y  á  sopor- 

tar todos  los  gastos  y  perjuicios  que  son  una  consecuencia  inevita- 
ble del  secuestro.  El  pretender  extremar  el  rigor  hasta  declarar 
confiscable  la  mercancía  lícita,  conduce  á  justificar  las  penas  ex- 
cesivas por  la  sola  consideración  de  su  mayor  eficacia  para  intimi- 
dar, como  si  el  fundamento  del  castigo  pudiera  ser  la  intimida- 
ción del  reo. 

Agregamos,  además,  que  por  la  sencilla  exposición  del  derecha 
existente  se  observa,  que  en  aquellos  países  en  que  se  aplica  má$ 
rigurosamente  el  derecho  de  confiscación  por  contrabando  de  gue- 
^  rra,  sólo  se  admite  U  confiscación  del  buque  cuando  aquél. consti- 

tuye la  mayor  parte  del  cargamento.  Ahora  bien:  si  se  atendiese  el 
voto  del  Congreso  de  Ñapóles,  el  hecho  de  transportar  cualquier 
cantidad  de  contrabando  bastaría  para  autorizar  la  confiscación  del 

buque. 

También  se  ha  empleado,  entre  otros  argumentos,  el  de  que, 
dedicándose  el  buque  neutral  al  comercio  de  contrabando,  cesa  de 
ser  neutral  y  se  convierte  en  enemigo;  á  lo  que  debe  contestarse 
que  el  simple  hecho  del  transporte  cabe  considerarlo  como  un  acte 
de  comercio,  pues  si  á  causa  de  la  guerra  no  es  lícito  transportar 
contrabando  al  enemigo  sin  exponerse  al  riesgo  de  sufrir  un  se- 
cuestro y  la  confisc£tción  del  cargamento  ilícito,  puede  el  neutral 
acometer  el  transporte  de  los  objetos  destinados  al  beligerante  por 
cuenta  y  riesgo  del  destinatario,  y  que  haciendo  esto  no  comete  uu 
acto  de  hostilidad,  sino  que  realiza  siempre  un  acto  de  comercio, 
sometiéndose  á  las  condiciones  excepcionales  que  se  derivan  del 
estado  de  guerra  (1). 

( l )    Bü LMBRiNCQ,  Des  pHses  maritimea. 
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«utre  las  personas  á  quienes  el  buque  pertenezca  en  propiedad,  ó 
que  esturieBen  al  frente  del  miamo  durante  la  navegación. 

Considerando  que  el  beligerante  no  tiene  derecho  á  castigar  las 
personas,  Bino  á  impedir  únicamente  todo  neto  contrario  á  eus  de- 
rechos ó  que  pueda  frustrar  las  operaciones  de  guerra,  fácil  es  com- 
prender que  la  intención  del  propietario  y  au  culpa,  no  pueden  ejer- 
cer una  influencia  decisiva,  pues  de  otro  modo  se  vendría  á  admi- 
tir que  el  beligerante  tenia  derecho  ¿  castigar  al  propietario  de  la 
nave,  porque,  habiendo  autorizado  el  contrabando,  habría  realiza- 
do un  acto  hostil,  que  podía  ser  castigado  confiscando  el  buque  en 
benefício  del  perjudicado,  por  haber  autorizado  aquél  el  tianspor-  ' 
te  del  contrabando,  lo  cual  no  parece  soatenible. 

Esta  misma  opinión  ha  sostenido  Gessner,  que  admite  también 
que  la  conñscación  de  un  buque  puede  justiñcarse  con  arreglo  á 
los  principios  det  derecho  cuando  el  propietario  sepa  que  iba  á 
transportar  contrabando  de  guerra;  pero  hace  notar  que  la  práctica 
seguida  por  la  mayor  parte  de  los  Estados  marítimos,  á  excepción 
de  Inglaterra  y  de  los  Estados  Unidos,  no  está  conforme  con  su  doc- 
trina, y  por  consigiiiente,  se  atiene  á  la  opinión  menos  rigurosa  de 
Vattel  y  de  Hautefeuille,  según  la  cual,  la  confiscación  deberá  li- 
mitarse á  los  objetos  de  contrabando. 

XjO  dicho  en  otro  lugar  debe  explicar  que  no  podamos  adherir- 
nos á  esta  teoría,  esto  es,  la  de  que  le  esencial,  desde  el  punto  de 
vista  jurídico,  es  que  el  propietario  del  buque  haya  tenido  conoci- 
miento del  empleo  á  que  estaba  destinado  y  haya  dado  su  consen- 
timiento tácito  ó  expreso. 

Este  razonamiento  tiende  á  dar  á  la  confiscación  del  contraban- 
do el  carácter  de  pena,  y  hacer  entrar,  por  consiguiente,  el  ele- 
mento subjetivo,  esto  es,  el  del  previa  conocimiento  por  parte  del 
armador,  para  decidir  acerca  de  la  extensión  de  la  pena.  Según  he- 
mos ya  repetido,  no  creemos  que  la  confíscación  por  contrabando 
de  guerra  sea  una  penalidad  en  el  actual  estado  de  cosas;  podrá 
ll^ar  á  serlo  si  todos  I«s  Estados  ó  la  mayor  parte  de  ellos  se  pu- 
siesen de  acuerdo  por  medio,  de  tratados,  para  sujetar  á  la  confis- 
cación los  buques  neutrales  que  transportasen  contrabando,  á  fin 
de  proveer  así  más  eficazmente  á  la  propia  defensa,  haciendo  este 
tratado  obligatorio  para  todos  sus  países.  En  tal  hipótesis,  se  legi- 
timarla esta  penalidad,  según  hemos  indicada.  Hoy  puede  el  heli- 
goraate,  con  arreglo  á  las  leyes  internacionales,  tratar  como  ene- 
migos á  los  buques  neutrales  que  por  un  acto  propio  se  hayan 
puesto  eu  condiciones  de  ser  considerados  de  aquel  modo,  y  de  to- 
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mar  precauciones  y  garantirse  contra  los  actoe  que  leaionen  sus  in- 
tereses. Udo  de  estos  actos  ss  el  transportar  contrabando  de  guerra. 
El  beligerante  puede  ínspedirlo,  y  de  hecho  lo  impide  con&scando 
la  mercancía;  eso  es  todo.  Hecho  esto  no  puede  hacer  más,  porque 
no  debe  castigar  por  actos  cometidos  en  alta  mar  á  quien  no  sea 
BU  BÚbdito.  No  es,  pues,  de  interés  que  el  propietario  del  buque 
sepa  ó  no  que  éste  transportaba  contrabando;  el  derecho  de  confis- 
cación Be  deriva  siempre  del  hecho  del  transporte,  y  no  puedes 
variar  las  relaciones  teniendo  en  cuenta  la  intención  de  los  perso- 
nas. Cuando  el  contrabando  forme  la  parte  principal  del  carga- 
mento, hemos  sostenido  que  puede  confiscarse  el  buque,  pero  he- 
mos excluido,  aun  en  este  caso,  el  carácter  de  pena,  admitiéndolo 
únicamente  por  la  coneideración  de  que  la  nave,  con  ese  seto,  ad- 
quiere la  cualidad  de  buque  al  servicio  del  enemigo. 

LSCl.  El  último  caso  en  que  puede  ser  licito  confiscar  la 
nave,  es  cuando  ocurre  la  violación  del  bloqueo.  Tampoco  se  ha- 
llan de  acuerdo  todoa  los  publicistas  en  sostener  si  el  buque  neu- 
tral cogido  itifraganli  cuando  intentaba  atravesar  la  linea  ü  cuando 
ya  la  había  atravesado,  puede  ó  no  ser  confiscado. 

La  violación  del  bloqueo  ó  la  tentativa  para  romper  por  la 
fuerza  ó  por  la  astucia  el  cordón,  son  siempre  una  participación 
directa  en  las  hostilidades,  que  hace  que  el  buque  pierda  su  cua- 
lidad de  neutral,  y  autoriza  al  beligerante  para  tratarlo  como  á 
enemigo. 

Además,  en  la  nave  que  transporta  contrabando,  puede  verse 
también  la  nave  que  realiza  por  su  cuenta  y  riesgo  un  acto  de  co- 
mercio; pero  la  que  atraviesa  la  línea  de  bloqueo  para  llevar  al 
enemigo  de  la  escuadra  bloqueante  víveres  y  socorros,  es  evidente 
que  comete  un  acto  de  hostilidad  directa.  El  buque  tiende  en  este 
caso  á  frustrar  una  operación  militar  del  beligerante,  luego  toma 
parte  activa  en  las  hostilidades,  y  puede  ser  tratado  como  enemigo. 
Además  de  esto,  las  razones  que  excluirían  la  competencia  juris- 
diccional del  beligerante  y  el  derecho  de  castigar  en  caso  de  con- 
trabando, DO  militan  en  favor  del  caso  de  violación  de  bloqueo. 
La  escuadra  bloqueante  que  rodea  efectivamente  un  puerto,  que 
adquiere  la  posesión  de  aguas  ocupadas,  y  que  puede  impedir  el 
paso  á  través  de  la  linea,  puede  ejercer  una  jurisdicción  real  sobre 
las  mismas  aguas,  y  obligar  á  todo  el  mundo  á  no  turbar  sus  ope- 
raciones militares,  amenazando  con  la  pena  de  confiscación  &  los 
que  contravengan  á  su  orden. 

LaconfiKcación  de  la  nave  y  del  cargamento  por  violación  de 
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migo,  de  haberlas  tenido  ó  ao  éite 
tro  horas. 

De  lo  expaeeto  aoteriormenk 
con  toda  claridad,  qae  no  admitin 
eo  loe  regUmentoe,  ni  el  expuesto 
cuestión  de  la  confiscabílidad  de  L 
que  las  había  eecueetrado. 

£n  efecto;  admitido  como  prin 
províetoaal  y  no  decisivo  para  atri 
eecueetradoB  al  beligerante,  coosii 
que  la  adjudicación  de  las  cosas 
do  de  nn  juicio  y  de  una  sentc 
competente,  resulta  evidentemei 
como  propiedad  eoemigs  aquella 
sión  medíante  secueslro.  Aunque 
espacio  de  veinticuatro  horas  ó 
producirla  ningán  efecto  la  tomi 
cuanto  á  la  adjudicación  y  exproj 

El  propietario  no  queda  privac 
de  la  simple  pOBOBión  de  la  coBa;  i 
rán  considerante  existentes  hasta 
por  un  tribunal  competente  la  cu 
«eto  no  habría  llegado  el  caso  de  • 
como  cosas  de  aquel  que  se  apode 
si  dichas  cosas  fuesen  recobradas 
fallo  condenatorio. 

LSCS.  Queriendo,  pues,  ref 
arreglo  á  principios  lacionales,  ci 
tÍDgnlr  el  caso  del  recobro  verifici 
otro,  de  aquel  en  que  el  recobro  s 
dee  nacionales  del  buque  apresadi 
ó  voluntariamente  conducido  á  ui 

El  buque  mercante  Becuestrad 
de  guerra  de  la  otra  parte  belige 
misma  tripulación  de  la  nave  ca 
que  dicha  nave  pertenezca  á  un  c 
bra,  ya  á  un  neutral,  soBtenemos 
mente  con  el  cargamento,  á  sus 
obligación  de  los  mismoB  de  paga 
berán  ser  evaluados  por  el  tribuní 
proporcionado  al  riesgo  que  en  1 
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las  autoridades  de  aquel  puerto,  Boetenemos  que  dicho  Gobierno 
debería  custodiar  la  nave  ó  mantener  el  secuestro,  subrogándose 
al  beligerante  que  lo  hubiese  verificado,  hasta  que  quedase  deci- 
dida por  el  tribunal  competente  la  cuestión  de  la  confíscabilidad 
del  buque  ó  del  cargamento.  En  esta  hipótesis  no  faltaría  título 
para  provocar  el  juicio,  puesto  que  la  cuestión  de  la  confiscabili- 
dad  del  buque  podía  discutirse  y  decidirse  en  interés  del  belige- 
rante, contra  quien  la  nave  secuestrada  faltó  á  los  deberes  de  neu- 
tralidad. Si  del  juicio  resultase  que  para  la  violación  de  las  leyes 
y  de  los  reglamentos  internacionales  relativos  á  la  neutralidad  de- 
bieran quedar  sujetos  á  confiscación  el  buque  ó  el  cargamento,  esta 
condenación  sería  eficaz  en  todos  sus  efectos  en  beneficio  del  beli- 
gerante, y  el  Grobierno  nacional  no  podría  tener  interés  alguno  en 
impedirlo,  estando  todos  los  Estados  solidariamente  interesados  en 
que  se  cumplan  las  leyes  y  los  reglamentos  internacionales  por  sus 
propios  ciudadanos,  y  no  debiendo  ninguno  de  aquéllos  proteger  á 
BUS  nacionales  que  por  faltar  á  los  deberes  de  la  neutralidad  hubie- 
sen perdido  el  derecho  á  obtener  la  protección  del  Gobierno  de  su 
país,  que  tiene  interés  en  mantener  lealmente  la  neutralidad. 

En  una  palabra,  el  Gobierno  nacional  podrá  pedir  con  razón  la 
subrogación  en  los  derechos  del  secuestrante,  respecto  de  la  toma 
de  posesión  del  buque,  hasta  que  no  se  hubiese  verificado  el  juicio 
relativo  á  la  confiscación  del  mismo,  pero  no  deberá  impedir  la  tra- 
mitación del  juicio  relativo  á  la  confiscabilidad  de  la  nave,  ni  que 
la  sentencia  que  la  hubiese  condenado  tenga  su  debido  cumpli- 
miento. 

Resumiendo  la  teoría  por  nosotros  aceptada  respecto  de  los  bu- 
ques nacionales  recobrados,  establecemos  las  siguientes  reglas: 

a)  No  se  admitirá  el  derecho  de  presa  respecto  de  los  buques 
mercantes  nacionales  ó  de  los  particulares  adscritos  al  servicio  del 
Estado  durante  la  guerra,  que  hayan  sido  apresados  por  el  enemi- 
go, y  recobrados  antes  que  el  Tribunal  internacional  competente 
los  haya  adjudicado  á  aquél  como  buena  presa; 

h)  Incumbe  á  cada  Estado,  regular,  con  leyes  propias,  la  con- 
dición de  los  buques  mercantes  apresados  por  el  enemigo  y  reco- 
brados antes  de  la  adjudicación  legal; 

c)  Podrá  atribuirse  un  premio  á  aquellos  que  hubiesen  liberta- 
do el  barco  apresado,  ó  le  hubiesen  recobrado  ó  salvado  en  caso  de 
haberlo  abandonado  el  beligerante  que  lo  hubiese  secuestrado,  pero 
deberá  reputarse  siempre  contrario  al  derecho  común  internacio- 
nal aplicar  á  los  buques  mercantes  secuestrados  por  el  enemigo  y 
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general  de  procedimiento  común,  obligándoee  á  observarlo  median- 
te un  tratado. 

Hasta  que  se  llegue  á  esto  convendrá  que  los  Tribunales  se 
atengan  á  los  principios  de  derecho  común  relativos  al  procedi- 
miento y  al  orden  de  los  juicios,  teniendo  presente  que,  siendo  su 
misión  en  estas  cuestiones  una  misión  de  interés  internacional, 
en  los  casos  dudosos  debeq  atenerse  á  los  principios  del  derecho 
correspondiente,  más  bien  que  á  los  especiales  consagrados  en  las 
leyes  del  propio  país. 

Los  jueces,  llamados  á  sentenciar  sobre  la  validez  de  la  presa 
de  un  buque  neutral,  no  deberán  perder  de  vista  en  el  actual  esta- 
do de  cosas,  que  á  consecuencia  de  la  falta  de  un  derecho  común 
internacional,  deben  asumir  la  condición  de  un  verdadero  Jurado, 
en  lo  concerniente  á  la  apreciación  de  los  hechos  y  de  las  circuns- 
tancias. Cuando  no  existan  tratados  que  equivalgan  en  este  punto 
á  la  ley  á  que  debe  sujetarse  la  sentencia,  deberán  fallar,  atenién- 
dose á  los  principios  de  la  equidad  más  bien  que  á  los  rigorosos 
del  derecho  histórico,  y  con  la  mayor  imparcialidad,  sin  dejarse 
seducir  por  la  tendencia  de  favorecer  los  intereses  del  Grobierno 
del  propio  país,  procurar  aproximarse  á  los  principios  racionales 
del  derecho  común  internacional  aplicando  sus  reglas.  Según 
éstas,  debiendo  entenderse  que  los  neutrales  no  pueden  conside- 
rarse envueltos  en  los  actos  de  guerra,  á  no  ser  cuando  se  pruebe 
que  han  realizado  algún  acto  de  hostilidad,  debiendo  en  caso  de 
duda  optar  por  la  presunción  en  su  favor,  conviene  apreciar  las 
pruebas  de  modo  que  no  se  agraven  las  sospechas  á  fin  de  decla- 
rar la  inocencia.  Deberá,  pues,  emplearse  siempre  la  moderación 
en  la  apreciación  de  las  pruebas,  en  atención  al  carácter  mismo 
del  juicio,  que  es  esencialmente  de  índole  penal;  y  como  en  reali- 
dad éste  tiende  á  la  condenación,  debe  entenderse  por  regla  gene- 
ral que  las  pruebas  han  de  ser  concluyentes,  y  tener  siempre  todos 
los  requisitos  y  condiciones  que  según  los  principios  del  derecho 
común  son  indispensables  para  dictar  una  justa  condena  penal. 

El  procedimiento  se  divide  naturalmente  en  dos  partes:  una 
preliminar  y  de  instrucción  destinada  á  fíjar  los  hechos  alegados  y 
aquellos  de  que  deba  exigirse  prueba  para  decidir  respecto  de  la 
legalidad  del  secuestro  ó  de  la  confiscación;  y  otra  que  se  refiere  al 
orden  del  juicio  y  á  la  sentencia  que  debe  pronunciarse. 

El  mayor  inconveniente  en  esta  materia,  es  el  de  que  como  se 
admite  una  competencia  especial  determinada  en  cada  país  por 
kis  leyes  propias,  se  sostiene  también  generalmente  que  debe 
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§  26.  L'acte'jtiridiqne  constatant  la  vente  d'an  navire  ennemi  faite  da- 
rant  ia  gQerre  doit  étre  parfait,  et  le  navire  doit  étre  enregistré  conformé- 
iiient  á  la  legislation  da  payé  dont  il  acquiert  la  nationalité,  avant  qa'il 
H^uitle  le  port  de  aortie.  La  noavelle  natlonalité  ne  peut  étre  acquise  aa 
navire  par  une  vente  faite  en  coura  de  voyage. 

§  27.  Lea  paplera  de  bord  requis  en  vertu  da  droit  intemational  sont 
les  suivants: 

lo    Lea  documenta  relatifa  k  la  propriété  da  navire; 

20    Le  connaissement: 

30  i^  r^{e  d'équipage,  avec  Tindication  de  la  nationalité  da  patrón  et 
^leTéquipage; 

40  Le  certifícat  de  nationalité,  si  les  documenta  mentionnés  soua  le 
-thiffre  3  n'y  suppléent; 

60    Le  joarnal  de  bord. 

§  28.  Les  documenta  énoncés  au  précédent  article  doivent,  pour  avoir 
forcé  probante,  étre  rédigés  clairement  et  sana  equivoque. 

§  29.  Si,  dans  la  constatation  d'une  circonstance  determinante  pour  la 
saisie,  il  y  a  évidence  qaf^)t  á  la  nationalité  ou  la  destination  du  navire, 
<>u  quant  á  la  nature  de  la  cargaison,  ou  quant  á  la  nationalité  du  patrón 
-4't  de  l'équipage,  suivant  le  fait  dont  il  s'agit, — et  qu'un  papier  de  bord 
ordinairement  relatif  á  Tune  de  ees  questions  manque,  la  seule  absence  de 
^e  papier  n'est  pas  un  motif  de  salsie,  pourvu  toutefois  que  les  autres 
papier8*de  bord  soient  parfi^itement  d'accord  entre  eux  sur  le  point  en 
^]uestlon. 

6.  Dc8  tramports  interdits  durant  la  guerre. 


§  30.  Sont  sujeta  a  saisie,  durant  la  guerre,  les  objets  susceptibles 
«l'étre  emplojés  á  la  guerre  inmédiatement.  qui  sont  transportes  par  des 
iiavires  de  commerce  nationaux,  neutres  ou  ennemis,  pour  le  compte  ou 
i\  destination  de  l'enncmi  (contrebande  de  gueiie).  Lea  Gouvernements 
beiligérants  aoront  á  déterminer  d'avance,  á  l'occasion  de  chaqué  guerre, 
lea  objeta  qu'ils  tiendront  pour  tela. 

§  31.  Lea  objets  de  contrebande  de  gaerre  doivent  étre  réellement  ¿ 
-bord  au  moment  de  la  recherche. 

§  82.  Ne  sont  pas  reputes  contrebande  de  guerre  les  objets  nécessaires 
il  la  défenae  «de  Téquipage  et  du  navire,  pourvu  que  le  navire  n'en  ait 
pas  fait  usage  pour  réeister  á  l'arrét,  á  la  visite,  á  la  recherche  ou  á  la 
saisie. 

§  33.  Le  navire  arrété  pour  cause  de  contrebande  de  guerre  peut  con- 
linner  sa  route,  sí  sa  cargaison  ne  se  compose  pas  ezclusivement,  ou  en 
inajeure  partie,  de  contrebande  de  guerre,  et  que  le  patrón  soit  prét  á 
Jivrer  celle  ci  au  navire  du  belligérant  et  que  le  déchargement  puisse  avoir 
iieu  sans  obatacle  selon  l'avis  da  commandant  du  croiseur. 

§  34.    Sont  assimi les  au  transport  interdit  de  contrebande  de  guerre 


/i]ué,  ni  le  ■imple  affrétemenl,  ni  la  aeule  deBtinntioa  da  navire  pour  un 
tel  porl  ne  juatifleot  1»  Baisie  poar  violation  de  blocus.  En  aucun  cas,  la 
«iippoaition  d'un  vojage  continii  ne  pea  jaatí&er  la  condamoation  poor 
violation  de  blocna. 

8.  Desformante»  qui  swvenl  la  same. 

§  4&.  Apréa  la  Baisit),  le  c;apteiir  lennera  lee  écoutílles  et  ta  eoute  rdx 
poadres  du  navire  aaisi,  et  y  appasera  sea  acellés.  It  fera  de  méine  A  l'égard 
de  la  cargaiaon,  aprés  qutt  celle  d  aura  été  inventoriée, 

g  46.  U  ne  aera  ríen  vendn,  ni  dóchargá,  ni  écliaagé,  ní  en  general  dis 
trait,  conaoinmé  ou  deterioré  de  la  cargaiaon. 

Si  cependant  la  cargaiaon  consiste  en  choeeB  ponvant  ae  g&Ier  facile- 
ment,  ou  ai  cea  ctiosee  Bont  avarléea,  le  capteur  prendra  les  meaurea  leB 
plue  convenablea  poar  la  conaervation  de  la  cargaiaon,  du  conaenteiuenl  el 
en  préaence  du  patrón,  bÍdsí  qa'en  préaence  d'un  cónsul  de  la  natlonalité 
du  uavire  saiBÍ,  s'il  a'en  trouve  nn  dañe  le  voieínuge  du  lieu  de  la  capture. 
Le  commandant  du  uavire  capteur  procede»,  á  cet  effet,  k  rinspectiun  de 
ts  cargaiaon. 

§  17.  Le  capteur  dresaeTa  l'iDventaire  du  navire  eaiaí  et  de  la  cargai- 
aon, ainai  que  la  listo  dos  porsBonneB  trouvées  a  bord,  et  fera  paaBor  k  bord 
du  navire  a^ei  un  óquipage  auíBeant  pour  a'aseurer  da  navire  et  y  uiain- 
tenir  l'onlre. 

§  48.  Le  capteur  saisira  toua  les  papiers  de  bord,  documenta  et  lettree 
qui  se  trouvent  sur  le  navire  eaiai.  Ces  papiers,  documenta  et  letlres  aeront 
réunisdans  un  paquet  revCtu  du  cachet  du  commandant  du  navire  de 
guerre  et  de  celui  du  patrón  du  navire  eaisi:  il  sera  dreasá  inventaire  de 
ces  papiers,  documenta  et  lettreB,  et  le  commandant  du  navire  de  guerro 
déctarera  par  écrit,  dans  le  procos  verbal,  que  ce  Hont  l^  íoag  les  papiers 
troavéa  sur  le  navire;  it  y  ajoutera  une  mention  indiquant  quels  papiers 
manquaient  au  moment  de  la  Baisie,  et  dans  que!  état  Be  trouvaien  leB  pa- 
piers saisis,  notamment  b'íIb  paraissent  avoír  été  alteres. 

§  49.  Le  capteur  dreaaera  proc^8  verbal  de  la  saiaie,  ainsi  que  de  l'ótat 
du  navire  et  de  la  cargaiaon,  en  y  mentionnant  le  jonr  et  l'heure  de  la 
saisie;h  quelle  hauteur  elle  a  eu  lieu;  la  eirconstance  quI  l'a  motivée;  !e 
nom  du  navire  et  ceUii  du  patrón;  le  nombre  d'hommes  compoaiint  l'éqiii- 
page;  la  natlonalité  du  navire,  du  patrón  et  de  l'equipage;  sus  quel  pavi* 
.  Ilon  navignait  le  navire  au  moment  de  l'arrgc,  et  a'il  y  a  en  réaiatance  de 
la  part  du  navire,  et  de  quelle  nature  a  été  la  réaiatance.  Seront  joints  au 
.  procéB-verbal  les  inventairee  du  navire,  de  la  cargaison  et  des  papiers  de 
bord,  avec  luention  au  proces  verbal  que  ces  inventaire  ont  été  dreséa. 
-Copie  dii  procos  verbal  sera  transmise  á  l'autorité  militeire  supdrieure  de 
Inqnelle  relave  le  navire  capteur. 

§  60.  II  sera  permis  au  capteur  de  brúler  on  de  couler  baa  le  navire 
saiai,  apréfl  avoir  fail  paaeer  sur  le  navire  de  guerre  les  personnes  qui  se 
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trouvaient  k  bord,  et  déchargé  aatant  que  poasible  la  cargaison,  et  aprés 
qae  le  commandant  du  navire  <!apteiir  aura  pris  h  sa  charge  les  papiera  de 
de  bord  et  les  objeta  importants  pour  Tenquéte  judiciaire  et  poar  les  ré- 
clamations  des  propriétaires  de  la  cargaison  en  dommages  et  intéréts,  dan» 
les  cas  Buivants: 

10  Lorsqu'il  n'est  pas  possible  de  teñir  le  navire  h  flot,  á  cause  de  son 
mauvais  état,  la  mer  étant  hoaleuse; 

2o  Lorsque  le  navire  marche  si  mal  qa'il  ne  peat  pas  suivre  le  navire 
degnerre  et  poarrait  facilement  étre  repris  par  Tennemi; 

30  Lorsque  Tapproche  d'une  forcé  ennemie  snpérieure  fait  craindre  4ji 
reprise  du  navire  saísi; 

40  Lorsque  le  navire  de  guerre  ne  peut  mettre  sur  le  navire  saisi  qi> 
éqnipage  suffísant  sans  trop  diminuer  celui  qui  est  nécessaire  k  sa  propre 
súreté; 

'6"*  Lorsque  le  port  oíi  il  serait  possible  de  conduire  le  navire  saisi  est 
trop  éloigné. 

§  61.  li  sera  dressé  procés  verbal  de  la  destruction  du  navire  saisi  et 
des  motifs  qui  Tont  amenée;  ce  procés- verbal  sera  transmis  k  l'autoríté 
supérieure  militaire  et  au  tribunal  d'instruction  le  plus  proche,  leqnel  exa- 
minera  et,  au  besoin,  complétera  les  actes  y  relatifs  et  les  transmettra  an 
tribunal  des  prises. 

§  52.  Des  personnes  se  trouvant  &  bord  du  navire  saisi,  les  seules  qni 
seront  consideres  comme  prisonniers  de  guerre  sont  celles  qni  íont  partie 
de  la  forcé  militaire  de  l'ennemi,  et  celles  qui  ont  assisté  rennemi  ou  sont 
soup^onnées  de  l'avdir  assisté. 

§  53.  Le  patrón,  le  subrécargne,  le  pilote  et  les  autres  personnes  qu'i' 
pourra  étre  nécessaire  pour  la  constatation  des  faite,  seront  retenus  k  bon> 
pro visoi remen t.  Oes  personnes  ne  seront  autorisées  k  quitter  le  bord,  apre» 
leur  déposition,  qu'en  vertu  d'une  decisión  du  tribunal  instructeur.    ' 

§  54.  Les  personnes  trouvées  et  retenues  á  bord  seront  nourrles  et,  ao 
besoint,  vétues  et  soignées  par  le  Gouvernement  de  TÉtat  auquel  appar- 
tient  le  navire  capteur.  Le  patrón  fournira  cantion  pour  les  frais  qui  en 
résulteront,  leequel  pourront  étre  rembonrsés  en  vertu  du  jugement . 

§  55.  On  laissera  aux  hommes  de  l'éqnipage  leurs  effetes  servant  a 
leur  usage  personnel.  ' 

§  56.  II  n'est  pas  permis  au  capteur  de  débarquer  lea  hommes  de  réqai- 
page  qui  ne  sont  pas  nécessaires  pour  l'enquéte  et  qu'il  y  a  lieu  de  renvo- 
voyer  inmédiatement,  faute  de  place  sur  le  navire  capteur  ou  faute  de , 
vivres,  sur  des  terree  incultes  et  inhabitées,  ni  sur  des  terree  oü  leur  víe 
et  leur  liberté  seraient  en  danger.  Mais  11  sera  permis  au  capteur  de  faire 
passer  ees  hommes  h  bord  de  navires  neutres  ou  alliés  qu'il  pourra  ren- 
contrer,  et  de  les  débarquer  sur  des  territoires  cultives  et  habites, 

§  57.  Le  commandant  du  navire  capteur  répond  du  bon  traitoment  el 
du  bon  entretien  des  personnes  trouvés  ^  bord  du  navire  saisi,  par  Tequi- 
page  du  navire  capteur  et  par  celui  qni  conduit  le  navire  saisi;  il  né  doit 
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menta  et  lettres  troQvés  á  bord  du  navire,  qai  oot  été  drewés  ai>rét  la 
saisie  (§§  47  et  48); 

40    La  liste  des  personnes  trouvées  k  bord,  diressée  aprés  la  saisie  (§  47); 

50    Un  compte  rendu  da  voy  age  jnsqu'au  port  d'arrivée.  * 

§  67.  £n  méme  temps,  le  conducteur  du  na  vire  saisi  atteste,  par  rapport 
aux  papiers,  que  ce  sont  les  méines  qui  se  trouvaient  k  bord  du  navire 
saisi  et  qu'ils  son  dans  l'état  dans  lequel  on  les  y  a  troavés.  Dans  le  cas 
oü  Ton  n'a  pas  trouvé  de  papiers,  le  fait  doit  étre  constaté. 

§  68.  Le  conducteur  du  navire  saisi  présente  au  tribunal  au  moins  le 
capitaine  ou  patrón,  le  subrécargue  et  le  pilote  pour  étre  entendus. 

§  69.  Le  tribunal  d'instruction,  aprés  s'étre  assuré,  en  présence  da 
conducteur  du  navire  saisi  et  des  captures,  du  capitaine,  on  patrón,  dn 
pilote  et  du  subrécargue,  que  les  scellés  apposés  sur  le  navire.  lacargaison 
et  aiileurs,  sont  intacta,  procede  en.snite  on  présence  des  mémes  personnes 
au  descellement  et  á  Touverture  de  Tenveloppe  cachetee  qui  lui  a  été 
remise;  il  enregistre  et  fait  la  liste  des  papiers  qui  s'y  trouvent  et  des 
personnes  et  des  inventaires  du  navire  et  de  la  cargaison,  en  se  basant 
sur  les  listes  et  inventaires  dressés  aprés  la  saisie  pour  contróler  et  com- 
pléter,  au  besoin,  ees  derniers;  il  verifie  également  si  les  personnes  sont 
presentes  et  constate  le  résultat. 

§  70.  Le  conducteur  ne  quitte  pas  le  navire  saisi  avant  de  V  avoir 
remis,  avec  sa  cargaison  &  un  gardien  designé  par  le  tribunal  dMnstruc* 
tion,  ni  avant  que  ce  tribunal  ait  apposé  des  scelles.  Aprés  avoir  ac- 
conipli  tous  les  actes  qui  lui  sont  prescrita,  le  conducteur  cesse  d'étre 
responsable  dn  navire,  de  la  cargaison  et  de  l'équipage,  et  la  responsabi- 
lité  passe  au  gardien,  qui  remet  au  conducteur  un  re^u  du  navire,  de  la 
cargaison  et  de  Téquipage. 

§  71.  Le  gardien  designé  par  le  tribunal  d'instruction  prend  livralson 
du  navire  saisi  et  de  la  cargaison,  et  se  charge  des  réparations  urgentes 
du  navire,  de  la  conservation  de  la  cargaison  ainsi  que  de  l'entretien  des 
peisonnes  restant  á  bord. 

§  72.  Le  navire  saisi  est  conservé  autant  quepossible  et  l'État  capteur 
en  supporte  les  frais  jusqu'an  jugement  final.  Le  tribunal  d'instruction 
met  toutefois  en  vente  publique,  sur  rapport  d'experts,  les  marcbandises 
sujettes  á  détérioration  et  le  navire  qu'on  ne  peut  conserver  á  canse  de 
son  mauvais  état,  ou  dont  la  valeur  réelle  n'est  pas  en  rapport  avec  les 
frais  qu'occasionnerait  sa  conservation.  La  vente  publique  est  annoncée, 
tant  dans  le  lieu  oü  elle  se  fait,  qu'aussi,  pour  le  navire  saisi,  dans  le  lien 
du  domícile  du  propriétaire  de  ce  navire.  Enfin,  en  vertu  d'une  decisión 
du  tribunal  et  du  consentement  de  TÉtat  capteur,  le  tribunal  délivre  le 
navire,  aprés  estimation,  á  un  réclamant  qni  prouve  qu'il  est  le  proprié- 
taire legitime,  pourvu  que  celui-ci  dépose  auprés  dn  tribunal  la  valeur 
d'eetimation.  Méme  dépót  est  fait  dn  produit  de  la  vente  publique. 

§  73.    Le  tribunal  relauche  le  navire  non  suspect  capturé,  en  retenant  la 
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«argaison  ¿suspecte,  dans  le  cas  oü  le  réglement  demande  seulement  la 
•condamnation  de  la  cargaiqon. 

§  74.  Sont  avant  tout  separes  de  la  cargaison,  les  objets  qar  ne  sont 
«aisissables  en  aacun  cas;  ils  sont  délivrés  aux  propriétaires  legitimes.  Si 
tous  les  intéressés  n'y  consentent  pas,  celai  qui  repoit  les  objets  doit  dé- 
poser  auprés  da  tribunal  leur  valeur  estimée  par  experta.  Sons  la  méme 
«ondition  et  da  consentement  dos  parties,  le  tribanal  dólivre  la  cargaison 
«a  legitime  propriétaire.  Les  réc! amanta  eapportent  les  f  rais  de  garde  et 
•d'asscírance  de  la  cargaison  non  dólivrée.  jasqu'íi  la  decisión  fínate.  .1 

§  76.  Si  le  tribanal  jage  nécessaire  de  dócharger  la  cargaison  poar  la 
oonserver,  des  experts  nommés  et  assermentés  par  lai  Tinventorient  en 
présence  des  parties,  et  lo  déposent  dans  un  magasin  fermé  et  scellé  du 
cachetda  repréaentant  de  l'État  captenr,  des  captures  et  du  tribunal.  Les 
objets  que  des  experts  déclarent  susceptibles  de  se  détériorer  prompte- 
ment  sont  vendas  publiquement  sur  decisión  du  tribunal. 

§  76.    Des  procés  verbaux  sont  dressós  sur  la  prise  de  livraison  du  na 
vire  et  de  la  cargaison,  ainsi  qae  du  déchargement,  emmagasinage,  íer- 
metare,  scellement  et  délivrance;  les  membres  du  tribunal  et  les  partiee 
presentes  signent  ees  procés  verbaux. 

§  77.  Parmi  les  personnes  trouvées  &  bord  du  navire  saisi,  les  milita!- 
res  ennemis  sont  remis  inmédiatement,  comnie  pHsonniers  de  guerre,  h 
Tautorité  militaire  du  lien  méme  ou  du  lien  le  plus  proche,  laquelle  les  met 
k  la  dispositton  du  tribunal  pour  étre  entendns  k  la  réquísition  de  oelui-ci. 
Sonc  remis  a  Tantorité  militaire  ceux  qui  ont  assisté  l'ennemi  ou  qui 
sont  sonp^onnés  de  I'avoir  assisté.  Les  autres  personnes  trouvées  á  bord 
du  navire  y  restent  sous  surveil lance,  pour  un  temps  fixé  par  le  tribunal, 
si  et  antant  que  le  tribunal  d'instruction  juge  leur  dépositions  nécessaires. 
Si  le  navire  est  vendu  ou  détruit  dans  le  port  d'arrivée,  ceux  qu'on  aurait 
dú  reteñir  á  son  bord  resteront  aux  arréts  jndiciaires  jusqu'á  decisión  du 
tribanal.  L'instruction  terminée,  le  capitaine  ou  patrón  et  le  subrécargue 
ne  sont  mis  en  liberté  que  soas  caution  áejudicio  sistú 

§  78.  Le  tribunal  d'instruction  a  pour  tache  principale  d'éclaircir  com- 
plétement  l'état  des  choses,  de  rechercher  particuliérement  de  quelle  ma 
niére  ont  eu  lien  l'arrét,  la  visite  et  éventuellement  la  recherche,  ainsi  que 
la  saisie,  et  si  le  capteur  a  agi  légalement,  et  les  motifs  qui  ont  provoqué 
la  saisie.  Si  le  capteur  n'a  pas  trouvé  de  papiers  á  bord  du  navire  saisi, 
ou  ci  ceux  qui  y  étaient  sont  incomplets,  le  tribunal  interroge  les  person- 
nes qui  se  trouvaient  k  bord,  et  s'informe  auprés  des  propiétaires  du  na- 
vire et  de  la  cargaison,  ou,  s'ils  ne  sont  pas  connus,  an  raoyen  d'annonces 
inséréee  dans  des  journaux  tres  répandus,  dans  lesquelles  il  fait  connaitre 
ia  saisie  avec  la  description  exacte  du  navire  et  de  la  cargaison,  et  invite 
les  intéressés  k  faire  valoir  leurs  droits  dans  un  délai  fíxé. 

§  79.  Le  tribunal,  aprés  avoir  constaté  provisoirement  l'état  des  cho* 
Bes,  invite  l'État  capteur  et  les  réclamants  legitimes  á  assister,  dans  un 
«lélai  de  quatre  semaines  au  plus,  aux  opérations  ultérieures  du  tribunal 
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^  ^ik  formuler  leurs  demandes,  soit  en  personne  oa  par  des  mandataires  a 

oe  dúment  autorisés.  L'invitation  oomprend  le  resume  succinct  de  l'état  des 
choses  proviso  i  remen  t  constató.  En  attendant,  le  conductear  da  na  vire 
saisi  représente  l'État  capteur,  et  le  capitaine  on  patrón,  oa  le  sabrócar- 
gue,  ou  le  condal  respectif,  représente  les  captares.  Poar  les  réclamant» 
,  non  representes,  le  tribunal  designe  des  curateurs. 

^  §  80.    Le  tribunal,  aprés  avoir  pris  connaissanoe  des  jonrnaux,  doca- 

'¡  ments  et  papiers  qui  luí  sout  remis  par  le  condacteur  du  navir  saisi 

(§  66),  commence  inmédiatement  l'audition  des  personnes  se  troavant  a 

bord.  II  est  obligó  d'entendre  le  conductear  du  navire,  ainsi  que  le  cap- 

teur,  dans  le  cas  oü  los  deux  ne  se  confondent  pas  en  une  senle  et  méme 

1  personne,  le  capitaine  ou  le  patrón,  le  pilote,  et  le  subrócargue  lorsqae  ce 

*.  n'est  pas  le  capitaine  ou  patrón  luiméme  qui  ótait  chargé  de  la  surveil- 

lance  de  la  cargaison. 
§  81.    Les  represen  tan  ts  des  partios  ont  le  drolt: 
1<>    D  assister  &  toute  Tinstruction  de  Taífaire; 

20  De  formuler  par  ócrit  ou  verbalement  des  requéetes  relativos  k  la 
communication  on  k  la  production  des  piéces,  ainsi  qn'k  la  mise  en  ótat 
et  aa  jugement  de  l'affaire,  ou  pour  faire  acoélérer  le  procos  dans  le  cas 
oü  le  tribunal  tarderait  k  le  commencer  eu  qu'il  y  anrait  des  retarde  dans 
ie  conrs  de  rins^^ruction; 

80  De  demander  Taudition  de  personnes  que  le  tribunal  n'a  pas  in- 
terrogóes  et  de  formuler  des  questions  k  poser  aux  personYies  2i  interroger. 
§  82.  L'instruction  de  l'affaire  ne  commence  que  lorsque  TÉtat  eapteur 
et  les  róclamants  sont  representes.  Le  tribunal  fait  connaltre  compléie- 
ment  k  ees  represen tants  tontea  les  forn^alitós  remplies  jusqu'á  ce  jour 
et  communiqne  aax  intéressés,  pour  qu'ils  en  prennent  connaissance.  les 
inventaires  et  autres  piéces. 

§  88.  L'enquéte  finie,  le  tribunal,  en  la  faisant  connaltre,  demande  aux 
parties  si  elles  dósirent  la  complóter,  et  quelles  roquetes  elles  ont  encere 
i\  présenter.  Aprés  avoir  donnó  suite  aux  requétes  des  parties  et  examiné 
si  les  actes  de  Tenqoéte  sont  complots,  le  tribunal  les  soumet  á  Tinspec 
tion  des  intéressés,  puis  invite  le  delegué  de  l'État  eapteur  k  formuler, 
dans  nne  quinzaine  an  plus,  un  réquisitoire  final  qui  eét  comuniqué  aux 
róclamants  pour  y  repondré  dans  le  méme  délai.  Le  tribunal,  aprés  avoir 
re<;u  les  deux  déclarations,  ou  aprés  Texpiration  des  délais  fixés  pour  lear 
rentrée  dans  les  cas  oü  l'une  ou  Tautre  ne  luí  serait  pas  parvenue,  pro* 
pose  aux  parties  un  arrangement  amiable,  et  ne  transmet  que  si  un  tel 
arrangement  ne  réussit  pas,  dans  la  quinzaine,  les  actes  completa  ainai 
que  tous  les  documens  qui  lui  ont  otó  remis  des  le  debut,  au  tribunal 
des  prises,  en  donnant  avis  dé  cette  transmission  á  l'État  eapteur  et  aux 
róclamants. 

§  84.  Procés-verbal  est  dressó  de  toutes  les  formalitós  qui  ont  en  lieu 
dans  rinstruction.  Les  personnes  interrogóes  signent  leurs  déclarations. 
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lee  debata  une  nonvelle  fmdience  daos  laquelle  i!  procede  conime  daos  la 
precedente.  1«b  perties  peuvent  fournir  dans  leurs  plsidoiriea  et  concia- 
aions  orales  dea  preavei  et  faite  noaveaux. 

%  93.  Dana  le  caá  oíi  le  représentant  de  l'État  captear  n'  a  préaenM 
•ucune  niotion  od  que  les  capturéa  n'ont  fatt  valoir  aucune  téclamation, 
le  tribunal  procede,  aprés  i'ezpiration  du  tiálai  poar  lea  motions  oa  lea 
réclamationa,  k  la  decialon  de  Taífaíre  euivant  l'état  oí)  ae  tronve  en  ce 
moment  la  procédare.  11  en  eat  uiSme  loraqiie  lea  partiea,  ou  l'iine  d'  el- 
lea,  ne  comparalaaent  paa  A  l'audience  fixée  pour  lee  debata,  lona  lea  dé- 
laia  étant  forclusife.  II  n'  eat  pas  adinia  de  requGte  pour  reatituliou  en 

§  B4.  Un  df>lai  de  qninie  jonra  eat  flzée  pour  le  prononcé  du  jug^ment, 
ce  délaí  ciirant  &  partir  de  la  clóture  dea  debata.  Aa  caá  oii  le  tríbnnal 
laieserait  paeser  ce  délai  sana  rendre  aa  decisión,  les  parlies  anraient  le 
droitde  ))orter  plaínte  lelativement  au  retard  auprésdu  tribunal  d'appel. 

%  96.     Le  jugement  énonce: 

!■>  A  qui  Ton  doit  remettre  le  navire  et  la  cargaiaon,  ou  le  montanl 
<Ia  príz  de  la  vente  publique  elfectuée,  ou  la  somme  pay¿e  par  le  pro- 
prlótaire  ai  on  luí  ■  délívré  le  navire  ou  !a  cargaiaon; 

a"  Quel  dédomniagement  b«ra  donné,  &  quí  et  par  qui.  dan  les 
a)  de  r  arrít  ou  déla  BBÍBie  itlégitimes  ou  ¡llégaiix  par  lea  ofñciere  des 
vaiaseaui  de  guerre:  b)  du  retardenient  de  la  procédare  ou  de  la  decisión 
du  procéa,  et  e)  de  la  libération  du  navire  et  de  la  cargniaon; 

so  Si  les  can  ti  on  neníente  déposés  seront  restítués,  juaqn'íi  concurrence 
de  quelle  aoinine,  et  ft  qni  cette  restitntion  doit  se  laire; 

4°  Laquelle  des  deux  partíea  aura  i.  aupponer  lea  fraít  occaaionnéa 
par  le  navire,  la  cargaiaon  et  la  procédiire,  a'il  y  a  liea  de  rembourser 
le  fraia  de  tranaport  aux  captures  ou  sí  ceuic  ci  lea  perdront  parce  qu'ils 
ont  enfreint  le  regle  me  ot; 

a°  Une  decisión  touchant  le  eorC  de  I'équipage  du  navire  capturé,  dans 
le  cas  oü  le  tribanal  d'inatruclion  ne  l'a  pas  deja  mia  en  liberté. 

§  9S.  Le  jugement  sera  publiá,  et  seront  cites  ácet  effet  les  manda- 
taires  dea  partiea.  Au  cas  ou  l'un  ou  Taulre  ne  comparaltrait  paa  ao  jour 
flxé,  le  tribunal  en  dreeeera  procH  verbal  et  le  jugement  aera  consideré 
comme  pnblié.  Le  tribunal  déltvre  aur  la  demande  d'nn  mandataire  dea 
copies  dn  jugement  publié.  Lora  de  la  publication,  connaissance  eat  don^ 
née  des  diapoaitíona  relatives  ii  l'nppel. 

§  97.  Procí^B  verbal  eat  dressé  de  tous  lea  débats,  des  concluaíona,  da 
jugement  et  de  aa  publication,  el  lecture  en  est  donnée  aox  msndatairea. 
Le  procos  verbal,  rectifié  et  completé  au  besoln,  est  signé  par  le  président 

§  98.  L'exécution  du  jugement  se  Fait  en  vertu  de  celui  ci  par  le  triba 
nal  d'instruction. 

§  99.  Le  jugement  est  exácutoire  lorsque  le  mandataire  d'sQcune  des 
parties  n'a  iaterjeté  appel  contre  la  déciaion  du  tribunal  des  prisea  dans 
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cido  no  puede  considerarse  ilimitada.  Para  civilizar  la  guerra  es» 
necesario  que  no  sirva  como  pretexto  para  legitimar  la  expoliación 
del  vencido  y  los  grandes  é  injustificados  sacrificios  que  se  ipiponen 
como  condición  de  la  paz  á  titulo  de  indemnización  de  guerra.  Por 
punto  general  debe,  pues,  el  vencedor  usar  con  moderación  de  la 
victoria.  En  cuanto  á  la  renuncia  de  los  derechos  que  el  tratada 
de  paz  puede  tener  por  objeto,  creemos  oportuno  observar  que^ 
cuando  las  condiciones  impuestas  interesasen  directamente  á  ter- 
ceros ó  afectasen  á  los  intereses  generales  de  la  humanidad  3'  la 
seguridad  común,  no  basta  que  las  partes  hayan  suscrito  el  tratada 
para  hacer  eficaces  las  obligaciones  contraidas,  antes  bien  conven- 
dría llamar  á  los  Estados  hoy  interesados  para  poner  en  armonía 
las  condiciones  de  la  paz  con  sus  derechos  y  sus  intereses  colecti- 
vos, y  con  las  exigencias  de  la  civilización.  y 

No  queremos  decir  con  esto  que  la  guerra  no  pueda  conside- 
rarse terminada  hasta  que  se  reconozca  que  las  condiciones  de  la 
paz  están  en  armonía  con  los  principios  del  derecho  internacional 
y  con  los  intereses  colectivos  ó  individuales  de  los  demás  Estados. 
No:  la  guerra  termina  con  la  estipulación  del  tratado  de  paz. 

Respecto  de  las  partes  beligerantes  debe  considerarse  corno- 
formalmente  restablecida  una  vez  estipulado  el  tratado,  debienda 
considerarse  siempre  respecto  de  ellas  el  acto  como  perfecto  y 
eficaz  para  terminar  la  guerra  bajo  las  condiciones  estipuladas. 

Mas  como  dicho  acto  no  puede  tenerse  por  eficaz  y  definitiva 
respecto  de  los  terceros  interesados  en  las  condiciones  d«  la  paz, 
no  debe  negarse  á  éstos  el  derecho  de  examinarlas  y  modificarlas 
en  lo  que  se  refiere  á  las  consecuencias  relativas  á  los  interese? 
generales  de  la  humanidad,  á  los  de  la  estabilidad,  á  los  de  la  paz^ 
de  la  civilización,  y  á  los  de  los  particulares.  Este  derecho  deberá 
considerarse  reservado,  aun  cuando  no  lo  hubiere  sido  expresa- 
mente en  el  tratado  en  que  se  estipula  la  paz,  puesto  que,  como 
los  tratados  sólo  regulan  los  derechos  de  los  Estados  contratantes, 
deben  considerarse  ineficaces  respecto  de  los  otros  Estados,  á  los 
que  compete  siempre  el  derecho  de  discutir  el  tratado  bajo  el  pan- 
to de  vista  de  los  intereses  generales  que  pudieran  resultar  perju- 
dicados. Entiéndase  bien  que  lo  que  decimos  no  puede  mantener 
en  suspenso  las  relaciones  entre  las  partes  beligerantes  que  hubie- 
sen estipulado  la  paz. 

I.SS'f  •  Las  condiciones  de  ésta  podrán  también  ser  someti- 
das á  la  revisión  colectiva  de  los  Estados  por  iniciativa  de  la  parte 
que,  habiendo  aceptado  tales  condiciones,   la  considerase  coma 
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nnteB,  lo  cnal  eerá  objeto  de  particulares  convenciones 
i  EetadoB. 

además  que  la  restitución  tn  iniegrum  se  aplica  para  I» 
n  ocurrida  durante  ó  á  consecuencia  de  la  míema  gue- 
la  que  pudiera  sobreTenir  con  motivo  de  una  guerra 

En  el  campo  del  derecho  privado  notamos  ante  todo 
ueión  in  integrum  no  se  aplica  é,  loe  prisioneros  según 
loderno,  como  íe  aplicaba  E«gún  el  derecho  romano  en 
Seré  á  1»  libertad  persoDol,  puesto  que  la  cautividad  e> 
días  la  suspensión  material  de  la  libertad  individual; 
no  ésta  suspende  el  ejercicio  de  los  derechos  civile.-: 
es  necesaria  la  presencia,  asi  también  puede  admitirse 
Q  i'n  integi'um  respecto  de  los  prisioneros  de  guerra,  li- 
las relaciones  jurídicas  suspendidas  á  consecueacin 
ion  temporal.  Esta  aplicación  tendrá,  pues,  elsiguien- 
0:  al  cesar  la  cautividad  con  la  conclusión  de  la  paz, 
ios  entmn  de  nuevo  en  el  ejercicio  do  sus  derechos 
para  los  que  la  detención  fué  un  impedimento  tem|io- 
es  ciertamente  el  postliminio,  según  el  derecho  ro- 
la aplicaci^ón  de  una  regla  general  de  derecho,  á  saber: 
la  caupa  del  impedimento,  cesa  el  efecto.  No  creemos, 
>a  exacto  decir  que,  al  ceenr  la  prisión  de  guem, 
irtsionero  su  primitivo  estado  en  cuanto  concierne  n 
I  políticos  y  personales,  porque  en  realidad  no  perdió 
38,  sino  que  no  pudo  ejercitarlos  porque  su  detención 
lo  impedia;  al  cesar,  pues,  la  detención,  no  se  oponía 
iculo  al  ejercicio  de  estos  derechos. 
Para  la  interpretación  de  loa  tratados  de  paz  deben 
reglas  generales  expuestas  por  nosotros,  sin  más  que 
en  caso  de  duda  acerca  de  la  extensión  y  la  natura- 
obligaciones  contraídas,  deben  interpretarse  contra 
ictó  la  ley  en  el  tratado,  porque  debe  presumirse  que 
nteresado  en  emplear  los  ténninoe  que  tuviesen  un 
más  favorable  al  mismo,  y  en  todo  caso,  porque  suya 
>a  por  no  haberse  expresado  con  más  claridad.  Si  se 
la  regla  contraria,  seguiriase  de  aquí  que  el  vencedor, 
ictar  la  ley  al  más  débil,  podría  urdir  ciertas  asechan- 
ío  de  términos  vagos  y  ambiguos,  y  tender  lazos  al  otro 

ihos  privados  no  pueden  ser  materia  licita  del  tratado 


CAPITULO  ULTIMO 


De  ■»■  dt>b*B  «sBsadaa  p«r  Ib  gpierra* 


tM!UI.  Los  diltol  ion  Ib  cansMbsncia  incTiUbla  da  la  guerra. ^I.SAS,  Ee  ne- 
ceaario  asUblcear  laa  reglaa  pan  U  iudamniíaeión  da  dichoi  di&oi.— 1.S&4. 
PrineipioB  gxnaralea  para  rae ulier  catas  cuaslionea.— I.SA&.  Extraojaroa  par- 
jutlicidaa,— I.SAS,  No  as  lícito  auatituir  la  acción  diplomitíca  1  tai  Judieialas 
para  faiorecer  á  loa  nacionalaa  perjudicadoa  an  al  extrapjaro, — ■SAI'.  Beparta 
de  IgB  daños  entre  amboa  Oobieraoa  belígartDlea, — fl.8A0,  Principioa  ganenlca. 
-I.SO».  DiKuaifiD  aolre  at  Oabitrao  italiano  7el  auatriaco. -*.»••.  Inil«ai- 
Diiaci6a  da  dalioa  reapacto  da  loa   aeatralaa, 

1>SS9.  La  guerrn  y  la  invasión  producen  daños  que  son  la 
consecuencia  inevitable  de  las  operaciones  militarea.  La  degrada- 
ción de  la  propiedad,  las  devastaciones  de  los  campos  y  cosechas, 
la  deatrucción  de  casas  y  otros  ediñcios,  son  hechos  inevitables 
durante  la  guerra  que  perjudican  á  los  habitantes  del  pais  ocnpa- 
<lo  por  el  enemigo  y  á  'loe  que  moran  en  el  territorio  del  Estado 
invasor,  á  pe^ar  de  que  dichos  habitantes  permanezcan  extraños 
á  las  hostilidades.  Estos  daños  pueden  ser  la  consecuencia  de  he- 
chos legales  y  derivarse  del  ejercicio  legitimo  del  derecho  de  gue- 
rra; pueden  ser  consecuencia  de  hechos  arbitrarios  é  ilegales  v" 
constituir  una  verdadera  ofenda  á  los  derechos  y  á  la  propiedad  de- 
las  personas;  y  pueden,  por  ultimo,  ser  la  consecuencia  del  azar,, 
de  fuerza  mayor,  de  negligencia  ó  de  imprudencia  culpable. 

1.S&3.  La  guerra  modifica  indudablemente  el  principio  ge- ' 
neral  que  declara  sagrado  é  inviolable  el  derecho  de  propiedad: 
deruga  el  derecho  común  por  causa  de  la  necesidad  de  la  propia 
conservación  y  de  las  exigencias  de  la  defensa;  subordina  el  dere- 
cho individual  al  derecho  y  &  loa  intereses  colectivos;  legitima, 
por  último,  ciertos  actos  que  uo  pueden  ser  lícitos  durante  la  paz, 
pero  no  modifica  en  absoluto  ni  en  todo  caso  el  principio  general 
de  derecho  y  equidad,  que  esige  que  todo  el  que  fjaya  sufrido  ui» 
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guerra,  á  fín  de  excluir  de  esta  manera  la  obligación  civil  que  tie- 
ne el  Estado  de  indemnizar  los  daños  causados. 

No  puede  negarse  que  la  guerra  tiene  el  carácter  de  necesidad 
fatal  y  de  fuerza  mayor;  pero  no  todo  lo  que  un  Gobierno  puede 
hacer  y  emprender  por  justas  exigencias  de  la  defensa  en  previ- 
sión de  una  guerra,  ó  cuando  ya  ésta  se  haya  declarado,  tiene  por 
pí  mismo  el  carácter  de  necesidad  fatal.  La  guerra  inminente  ó 
declarada  puede  imponer  como  necesarios  ciertos  actos  contra  la 
propiedad  privada  y  autorizar  la  expropiación  por  interés  público 
de  la  defensa  militar;  pero  lo  que  la  autoridad  militar  puede  em- 
prender por  disposiciones  estratégicas  reviste  siempre  el  carácter 
de  empresa  legítima  por  interés  público,  mas  no  siempre  el  de  la 
fatal  necesidad,  que  deberá  restringirse  á  los  actos  llevados  á  cabo 
durante  el  combate  y  necesarios  para  resistir  al  enemigo  que  ataca 
ó  avanza  para  comenzar  la  lucha.  El  no  distinguir  una  cosa  de 
otra  conduce  á  falsear  el  fundamento  jurídico  de  los  daños  de 
guerra,  de  la  naturaleza  de  la  acción,  y  de  la  obligación  de  indem- 
nizar aquéllos. 

A  los  daños  ocasionados  por  el  interés  público  de  la  defensa 
militar  se  aplican  las  leyes  relativas  á  los  procedentes  de  la  expro- 
piación forzosa  por  causa  de  utilidad  pública,  puesto  que  aquéllos 
deben  considerarse  por  sí  mismos  como  legitimados  por  la  misma 
utilidad  pública,  mas  no  como  voluütariamente  ocasionados.  Im- 
porta mucho  no  confundir  estos  daños  con  los  que  son  consecuen- 
cia imprevista  é  inevitable  del  combate,  de  la  lucha  y  de  las 
actuales  hostilidades,  y  que  revisten  el  carácter  del  caso  fortuito 
{quod  nullum  hunianum  consilium  providere  poiest),  6  de  la  fuersa  ma- 
yor (tnn  cui  resistí  non  potest).  En  efecto,  la  confusión  es  de  grave? 
y  transcendentales  consecuencias  prácticas,  puesto  que  la  obliga- 
ción de  la  indemnización  de  daños  y  el  aspecto  jurídico  de  la 
isu^eión  para  obtener  la  compensación  de  éstos  son  diversos  en  uno 
y  otro  caso.  Cuando  la  utilidad  pública  lo  exija,  debe  el  par- 
ticular ceder  al  Estado  la  plena  propiedad  de  sus  cosas,  pero  á 
cambio  de  una  indemnización  conveniente  determinada  por  la 
ley;  pudiendo  fundar  en  ésta  su  acción  misma  y  producirla  ante 
la  autoridad  judicial,  puesto  que  ejercita  un  derecho  civil;  cuan- 
do, por  el  contrario,  deba  considerarse  el  daño  como  consecuencia 
inevitable  de  la  fuerza  mayor  ó  del  caso  fortuito,  no  compete  al 
perjudicado  una  acción  civil  para  obtener  la  indemnización  del 
daño,  debiendo  considerarse  el  sufrido  por  él  conio  necesario  y 
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fortuito,  por  lo  que  podría  competirle  únicamente  una  acción  por 
la  vía  administrativa,  no  una  acción  judicial. 

Concluimos,  pues,  proponiendo  las  reglas  siguientes: 

a)  Se  extenderla  más  allá  de  sus  justos  limites  e)  concepto  de 
la  necesidad  fatal,  si  todo  lo  que  puede  hacerse  ó  emprenderse  con 
un  previo  diseño  del  ataque  y  de  la  defensa,  y  se  reconozca  pre- 
ventivamente útil  en  caso  de  guerra  inminente  ó  efectiva,  se 
quisiera  considerar  como  medida  urgente  y  necesaria; 

h)  £1  concepto  jurídico  de  la  urgencia  y  de  la  necesidad  de  la 
guerra,  del  cual  se  deriva  el  daño  de  gueri'a  propiamente  dicho, 
debe  restringirse  á  todo  lo  que  se  hace  ó  emprende  al  frente  del 
«nemigo,  ó  donde  se  empeña  la  lucha  con  éste,  ó  circunlScribirlo  al 
punto  donde  la  acción  militar  se  desenvuelve; 

c)  Solamente  los  daños  sufridos  por  la  propiedad  privada  mien- 
tras está  empeñado  el  combate  ó  inmediatamente  antes  ó  después 
del  mismo  mientras  el  enemigo  está  presente,  son  los  que  deben 
considerarse  como  daños  de  guerra ,  y  están,  por  consiguiente,  suje- 
tos á  lais  leyes  y  reglamentos  que  á  ellos  se  refieren.  Todas  las  de- 
más destrucciones,  devastaciones  y  expropiaciones  de  la  propiedad 
privada  ocurridas  durante  la  guerra,  fuera  de  dicho  caso,  proceden 
también  de  la  misma  causa,  esto  es,  de  las  supremas  necesidades 
de  la  lucha;  pero,  como  éstas,  revestirían  el  carácter  de  medidas 
Yoluntaria8.y  preventivas,  si  también  el  daño  afectaba  el  carácter 
de  expropiación  por  causa  de  utilidad  pública  (1). 


(1)  I^  caestión  de  daños  de  gaerra  &e  ha  suscitado  y  debatido  en  ma* 
chas  ocasiones  ante  los  Tribunales  italianos  con  motivo  de  las  acciones 
ejercitadas  después  de  la  constitución  del  reino  de  Italia,  para  obtener  de 
nuestro  Gobierno  la  indemnización  de  los  daños  sufridos  durante  las  gue- 
rras de  la  independencia  nacional,  y  ocasionados  por  las  operaciones  mili- 
tares ofensivas  ó  defensivas.  Las  decisiones  dictadas  en  esta  materia  son 
opuestas  y  contradictorias.  £1  puntó  principal  diaciitído  ha  sido  el«oncepto 
jurídico  de  los  daños  de  guerra^  y  no  ban  podido  ponerse  de  acuerdo  nues- 
tros Tribunales  de  casación  para  definir  lo  que  es  necesario  fatalmente  y 
fuerza  mayor  durante  la  guerra,  ni  en  decidir  por  consiguiente  acerca  de 
la  acción  y  de  la  obligación  der  indemnizar  los  daños.  £1  Tribunal  de  casa- 
•ción  de  Turín,  en  su  sentencia  de  6  de  Julio  de  1877,  Adami  contra  el  Mi- 
nisterio de  la  Guerra  {Monitore  dei  Tribunali^  de  Milán,  1877,  pág.  768)^ 
distinguió  los  daños  ocasionados  por  el  encuentro  de  los  ejércitos,  de  los 
que  pueden  ser  consecuencia  de  requisas  ú  operaciones  verificadas  regu- 
larmente para  preparar  la  defensa  militar  y  por  acuerdo  del  Gobierno  local 
legalmente  constituido  é  imperante,  decidiendo  que,  para  los  primeros  no 
«xiste,  generalmente  hablando,  la  acción  de  indemnización,  pero  que  sí 
procede  por  causa  de  los  segundos;  y  añade  que  son  resarcibles  aun  los 
daños  ocasionados  en  la  inminencia  del  peligro,  c  porque  si  bien  se  habían 
comenzado  las  hostilidades  y  era  inminente  el  peligro  de  un  encuentro  á 
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las  puertas  de  Pavía,  el  dafio  cansado  lo  fué  en  ocasión  ó  por  caoaa  de 
guerra,  pero  no  se  derivó  de  los  actos  del  enemigo  en  el  fragor  del  com- 
bate. >  Después  decidió  el  mismo  Tribunal  en  28  de  Diciembre  de  1S80 
(Manitoredn  Tribunalij  1881,  pág.  184),  en  el  asunto  Gambini  contra  el 
Ministerio  de  Hacienda,  que  declarada  la  guerra  y  verificada  por  nna  de 
las  partes  la  invasión  de  un  territorio  enemigo,  lo  que  el  otro  beligerante 
hace  en  el  territorio  invadido,  con  el  fin  de  proveer  á  la  defensa,  tiene  el 
carácter  de  necesidad  fatal  y  de  fuerza  mayor,  y  por  consiguiente,  los  da- 
ños sufridos  en  tal  caso  por  los  particulares  no  eran  la  expropiación  por 
causa  de  utilidad  pública,  á  los  cuales  pod{a  aplicarse  la  disposición  del 
art.  865  del  Código  civil  austríaco,  sino  verdaderos  dafíos  de  guerra  á  los 
que  debía  ser  aplicable  más  bien  el  art.  1.044  de  dicho  Código,  en  virtud 
del  cual  aquéllos  caen  exclusivamente  bajo  la  jurisdicción  de  las  aatori- 
dades  políticas  para  ser  repartidos  entre  los  ciudadanos.  El  Tribunal  de 
casación  de  Palermo,  en  su  sentencia  del  7  de  Enero  de  1868,  en  el  asunto 
del  Director  del  Genio  milUar  de  Mesina  contra  Trípodo  {Jurisprudencia 
turinense,  tomo  V,  pág.  273),  y  el  Tribunal  de  casación  de  Florencia,  en  su 
sentencia  de  13  de  Abril  de  1860,  y  en  la  de  12  de  Julio  de  1878,  en  la 
cuestión  Verlengo  contra  la  Hacienda  (Manitore  citado,  1878,  pág.  948),  ha- 
bían decidido,  aceptando  como  máxima  la  teoría  del  Tribunal  de  casación 
de  Turín  del  6  de  Julio  de  1877.  £1  Tribunal  de  casación  de  Roma^  por  el 
contrarío,  en  su  sentencia  de  17  de  Febrero  de  1880,  en  el  asunto  Masa 
roto  contra  la  Hacienda,  admitiendo  como  máxima  el  principio,  lo  vulneró 
después  en  su  aplicación,  sosteniendo  que  la  demolición  de  un  molino  &i- 
tuado  á  la  distancia  de  140  kilómetros  de  donde  un  combate  se  había  em 
peñado,  debía  considerarse  como  dafio  de  guerra;  porque  la  conflagración 
hellica  debe  considerarse  extendida  á  todo  el  territorio  á  que  puede  exten 
derse  la  guerra.  (Monitore  citado,  1880,  pág.  106.) 

En  lo  que  se  refiere  á  la  cuestión  de  las  indemnizaciones  debidas  por 
las  medidas  de  defensa,  el  Consejo  de  Estado  francés  ha  establecido  com- 
pletamente la  distinción  de  resolver  la  cuestión  de  indemnizaciones  recla- 
madas por  la  demolición  de  los  inmuebles  situados  en  la  zona  defensiva 
de  París.  Sobre  este  punto  ha  decidido  que,  siendo  esta  demolición  ana 
medida  preventiva  de  defensa  hasta  el  desastre  de  Sedán,  daba  lugar  para 
este  período  de  tiempo  á  una  indemnización  cuyo  conocimiento  competía 
á  la  autoridad  judicial,  mientras  que  después  del  desastre  de  Sedán  esta 
misma  demolición  constituía  un  hecho  de  guerra  y  no  podía  dar  derecho  á 
indemnización.  Consejo  de  Estado,  l.<>  de  Mayo  de  1874.  (D.  74,  8,  45.) 
Véase  Cas.  Rec,  27  de  Diciembre  de  1869.  (Dalloz,  70,  1,  419.) 

Debe,  pues,  concluirse,  que  en  tiempo  de  guerra  es  siempre  necesario 
el  carácter  de  fuerza  mayor  para  que  desaparezca  el  derecho  á  la  indem- 
nización. £1  Tribunal  de  casación  francés  decidió  que  los  dafios  ocasiona- 
dos á  la  propiedad  privada  por  trabajos  ejecutados  en  casos  de  urgencia 
para  la  defensa  de  una  plaza  en  estado  de  sitio,  dan  derecho  á  una  in- 
demnización, siempre  que  no  constituyan  un  caso  de  fuerza  mayor.  Bec  24 
Febrero  1874.  (Dalloz,  74,  1,  846.) 

Conf.  MooLiAZZA,  De  la  indemnización  de  los  daños  de  guerra,  Roma, 
1876.— Gabba,  en  el  Betiini,  1880,  pág.  80,  y  en  el^oro  italiano,  1881,  pá 
gina  284.— Nota  de  Pescatorb  á  la  sentencia  del  Tribunal  de  casación  de 
Turín  de  8  de  Enero  de  1876,  publicada  en  los  Anales  de  jurisprudencia 
italiana  y  reproducida  en  el  Diario  de  las  leyes  de  Genova,  año  VUL — 
FioRE,  nota  á  la  sentencia  del  Tribunal  de  apelación  de  Lucca,  8  de  Mano 
de  1880,  y  en  el  Joum,  de  Droit  int,  privé,  1883,  pág.  78. 
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entra  en  el  dominio  del  derecho  civil,  pasemos  á  examinarla  en 
sus  relaciones  con  los  principios  del  Derecho  internacional. 

Puede  suceder,  en  efecto,  que  en  la  cuestión  de  daños  y  del  de- 
recho á  la  indemnización  de  éstos,  puedan  hallarse  interesados  los 
extranjeros  residentes  en  el  país  en  donde  se  desenvuelven  los 
acontecimientos  de  la  guerra,  en  cuya  hipótesis  podría  dudante  si 
el  Estado  está  obligado  á  resarcir  los  daños  ocasionados  á  los  ex- 
tranjeros, ajustándose  al  mismo  criterio  que  respecto  á  sus  nacio- 
nales. 

Otro  motivo  de  controversia  puede  ser  el  del  reparto  de  los  da- 
ños entre  los  Gobiernos  de  los  Estados  beligerantes,  en  el  supuesto 
de  que  en  el  tratado  de  paz  no  se  haya  provisto  á  esto  y  de  que  la 
soberanía  territorial  en  los  paises  en  que  se  ocasionaron  dichos  da- 
ños por  las  autoridades  militares  enemigas  haya  sufrido  alguna 
modificación  á  consecuencia  del  tratado  de  paz. 

Respecto  á  la  primera  de  dichas  cuestiones,  conviene  estable- 
cer como  regla  la  de  que  los  extranjeros  residentes  en  un  país  de- 
ben soportar  todas  las  consecuencias  onerosas  de  la  guerra  y  no 
pueden  alegar  ningún  derecho  privilegiado  para  obtener^una  in- 
demnización, fuera  de  los  casos  en  que  puedan  invocar  este  mismo 
derecho  los  ciudadanos  del  Estado.  Todo  lo  que  aquéllos  pueden 
pretender  legalmente,  es  que  se  les  coloque  al  nivel  de  los  ciuda- 
danos; por  lo  cual,  si  para  proveer  á  las  necesidades  de  la  defensa 
se  viese  obligado  el  soberano  territorial  á  causar  daño  en  la  pro- 
piedad de  los  extranjeros  residentes  en  el  país,  ó  á  decretar  la  ex- 
propiación de  la  misma  para  tomar  ciertas  medidas  defensivas  ú 
ofensivas  y  atender  á  otras  operaciones  militares,  no  podrían  ha- 
cer en  favor  dé  los  mismos  un  derecho  excepcional  de  indemniza- 
ción por  su  cualidad  de  extranjeros,  ni  debían  negárseles  tampoco 
las  acciones  civiles  ó  administrativas  correspondientes  á  los  ciu- 
dadanos, cuando  llegase  el  caso  de  poder  ejercitar  la  acción  de  da- 
ños según  la  ley  territorial. 

Todo  el  que  se  establece  en  un  país  extranjero,  se  convierte  en 
ciudadano  temporal  y  surge  entre  él  y  la  soberanía  territorial  una 
comunidad  temporal  de  derecho  que  impone  á  aquélla  el  deber  de 
proteger. á  dicho  extranjero  en  el  ejercicio  de  sus  derechos  civiles, 
y  al  particular  protegido  la  obligación  correlativa  de  soportar  to- 
das las  cargas  civiles  y  los  acontecimientos  do  fuerza  mayor  ó  caso 
fortuito  durante  el  tiempo  de  su  residencia. 

1.8&S*    Ha  sucedido  algunas  veces  que  los  extranjeros  resi- 
dentes en  un  país  v  perjudicados  por  operaciones  militares  ó  he- 
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chos  de  guerra  por  parte  del  Gobierno,  haa  pedido  y  obtenido  el 
apoyo  del  de  su  pala  para  conseguir  una  posición  privilegiada.  Se- 
mejante conducta  debe  considerarb'e  contraria  á  los  principios  del 
derecho.  No  es  licito  apelar  á  la  acción  diplomática  para  obtener 
en  favor  de  sus  propios  ciudadanos  lo  que  éstos  no  hayan  podido 
conseguir  por  la  vía  judicial.  Aun  cuando  la  conducta  del  Gobier- 
no pudiera  considerarse  poco  correcta  por  el  indebido  ejercicio  de 
sus  derechos  de  soberanía  y  por  los  medios  empleados  para  repri- 
mir una  insurrección  en  el  caso  de  guerra  civil,  no  podría  esto  dar 
origen  á  que  los  extranjeros  tuviesen  derecho  á  un  trato  más  favo 
rabie  que  el  que  las  leyes  del  país  aseguran  á  los  nacionales.  Todo 
Estado  independiente  puede  proveer  á  su  seguridad  y  á  su  propia 
conservación  por  los  medios  más  efícaces  para  conseguir  su  fin»  y 
no  está  obligado  á  dar  cuenta  á  los  demás  Gobiernos  de  los  moti- 
vos á  que  obedece  su  conducta,  siempre  que  haya  hecho  uso  de  la 
fuerza  con  arreglo  á  los  principios  del  derecho  internacional  y  á 
las  leyes  de  la  guerra.  Si  haciendo  esto  hubiesen  inferido  algún 
daño  á  los  extranjeros  establecidos  en  el  país,  deberían  sufrirlo 
igualmente  que  los  nacionales,  y  no  pedir  el  apoyo  de  su  Gobierno 
para  obtener  una  indemnización  excepcional,  como  por  otra  parte 
no  sería  conveniente  para  los  Gobiernos  conceder  á  los  nacionales 
el  apoyo  exigido  en  tales  circunstancias,  como  sucedería  para  cual- 
quiera otra  calamidad  producida  por  un  caso  fortuito  ó  por  fuerza 
mayor. 

Los  principios  de  que  se  trata  han  sido  ampliamente  discuti- 
dos, á  propósito  de  los  daños  sufridos  por  los  extranjeros  por  causa 
de  las  turbulencias  interiores  ó  de  las  guerras  civiles.  Las  máxi- 
mas que,  á  juicio  nuestro,  deberían  regular  estas  cuestiones,  son 
las  siguientes: 

a)  Todo  Gobierno  debe  hacer  cuanto  pueda  para  proteger  la 
vida  y  los  bienes  de  los  extranjeros  residentes  en  su  país; 

h)  Los  extranjeros  á  su  vez  deben  estar  dispuestos  á  sufrir,  lo 
mismo  que  los  nacionales,  las  calamidades  públicas  y  los  daños 
que  puedan  sobrevenir  á  consecuencia  de  desórdenes  interiores  ó 
de  guerras  civiles; 

c)  Corresponde  á  los  Tribunales  el  decidir,  de  conformidad  con 
las  leyes  del  país,  si  la  parte  lesionada  puede  ejercitar  una  acción 
para  obtener  la  indemnización  del  daño  sin  preocuparse  de  su  na- 
cionalidad; 

d)  La  intervención  de  los  Gobiernos  en  semejantes  cuestiones 
para  sustituir  la  acción  diplomática  á  las  ordinarias,  debe  conside- 
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raree  generalmente  como  irregular,  y  justificable  sólo  cuando  ee 
limite  á  proteger  á  los  propios  ciudadanos  residentes  en  un  país 
para  asegurarles  todos  los  derechos  y  ventajas  que  las  leyes  terri- 
toriales garantizan  á  los  nacionales  (1). 

e)  Debe  considerarse  siempre  conforme  con  los  principios  de 
la  equidad  el  resarcir,  hasta  donde  sea  posible,  á  los  particulares 
de  las  pérdidas  sufridas  durante  la  guerra,  aun  cuando  no  pudie- 
sen ejercitar  contra  el  Gobierno  ninguna  acción  por  dichas  pérdi- 
das, sobre  todo  cuando  éste  haya  empleado  ciertos  medios  de  ata- 
que consentidos  por  el  derecho  de  gentes,  pero  que  por  su  natura- 
leza deben  considerarse  excesivos  é  injustificables,  como  sucede 
con  el  bombardeo  (2),  y  cualquier  otro  medio  excesivo    de  ataque 

ó  de  defensa. 

En  cualquier  caso  en  que  sea  admisible  la  acción  de  daño  por 

parte  de  los  extranjeros  perjudicados  incumbe  á  los  mismos  1í\ 
prueba  de  la  realidad  del  daño,  teniendo  como  regla,  que  no  pue- 
den solicitar  la  indemnización  sino  dentro  de  los  limites  del  ver- 
dadero daño  sufrido,  esto  es,  de  aquel  que  fué  una  consecuencia 
directa  de  los  deterioros  de  la  propiedad,  ó  que  mermó  ó  impidió 
el  derecho  de  ejercer  los  inherentes  á  la  propiedad  misma;  pero 
no  podrán  extender  sus  pretensiones  hasta  pedirla  indemnización 


(1)  Véase  las  discasiones  entre  los  diversos  Gobiernos  á  propósito  de 
las  reclamaciones  contra  Toscana,  el  reino  de  Ñapóles  y  Austria  por  los 
daños  sufridos  durante  las  insurrecciones  de  1848  á  49,  y  las  de  Espafía 
contra  los  Estados  Unidos  con  motivo  de  los  desórdenes  ocurridos  en 
Nueva  Orleans  en  1861.  Lbsür,  Anuario;  1860,  y  Lawrbncb,  Comentarios, 
tomo  III,  pág.  128.  Conf.  Fíorg,  Agentes  diplomáticos^  §  147  y  siguientes, 
en  el  Digesto  italiano^  tomo  II,  y  las  declaraciones  del  ministro  inglés 
á  propósito  de  las  reclamaciones  de  los  comerciantes  ingleses  perjudica 
dos  con  el  bombardeo  de  Greytown.  Hansakd,  Debates  parlamentarios^  lec- 
ción S.B,  t.  146,  pág.  87  á  89,  Debate  en  la  Cámara  de  los  Comunes,  19  Ju- 
nio de  1867. 

(2)  Hemos  dicho  anteriormente  que  el  bombardeo  no  es  un  medio 
lícito  de  ataque,  pero  se  admite  según  los  usos  de  la  guerra  .en  los  tiempos 
modernos.  Sin  embargo,  incumbe  al  Gobierno  que  quiera  emplear  dicho 
medio,  el  reparar  el  daño  sufrido  por  los  comerciantes  que  bajo  la  tutela 
del  derecho  de  la  paz  se  habían  establecido  en  la  ciudad  bombardeada.  El 
imperio  a'.emán  ha  indemnizado  á  los  ciudadanos  de  la  Alsacia  y  de  la 
Lorena  los  daños  sufridos  á  consecuencia  de  los  bombardeos  durante  la 
pasada  guerra.  Lo  que  no  hallamos  correcto  es  el  haberse  negado  dicho 
imperio  á  indemnizar  el  dafío  causado  á  los  suizos  bombardeados  en  Stras- 
burgo  en  1870.  En  esto  ha  seguido  Francia  un  cauíino  más  conforme  á  los 
justos  principios,  estableciendo  en  sus  leyes  para  regular  las  indemniza- 
ciones debidas  á  las  víctimas  de  la  guerra  de  1870,  máximas  generales  sin 
distinción  de  nacionalidades.  Leyes  de  6  de  Septiembre  de  1871,  7  de 
Abril  de  1873,  28  de  Julio  de  1874,  16  de  Junio  de  187$,  16  de  Agosto 
de  1876. 
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del  beneficio  ó  ganancia  que  esperaban  realizar  con  su  industria  ó 
su  comercio.  Las  ganancias  que  han  dejado  de  realizarse  pueden 
también  incluirse  en  la  indemnización  debida,  cuando  el  daño 
consiste  en  la  pérdida  del  lucro  que  habría  obtenido  el  que  ejercia 
una  industria,  si  hubiera  podido  continuar  ejerciéndola  sin  impe- 
dimento  por  parte  del  Gobierno,  pero  en  este  caso  el  daño  consis- 
tiría en  los  perjuicios  sufridos  durante  el  impedimento  actual  y 
efectivo.  Por  lo  demás,  estas  cuestiones  deben  apreciarse  y  decidir- 
se con  arreglo  á  los  principios  del  derecho  común  por  la  autoridad 
judicial,  si  la  acción  de  daños  se  funda  en  la  ley  civil  territorial, 
y  por  la  autoridad  política  y  administrativa,  si  sólo  se  funda  en 
los  principios  de' equidad. 

l.SSV.  Por  lo  qué  se  refiere  al  reparto  de  los  daños  y  perjui- 
cios entre  ambos  Gobiernos,  debería  considerarse  como  regla  ge- 
neral que,  como  todas  las  cuestiones  referentes  á  la  guerra  deben 
considerarse  definitivamente  arregladas  por  el  tratado  de  paz,  loe 
daños  y  perjuicios  ocasionados  por  aquélla  durante  la  invasión  del 
ejército  del  uno  en  el  territorio  del  otro,  no  deben  ocasionar  entre 
las  partes  nuevas  cuestiones,  pues  de  otro  modo  nacerían  de  ellaa 
otros  pretextos  de  guerra,  y  la  paz  sería  precaria  ó  poco  duradera. 
Cada  Gobierno  debe,  pues,  soportar  las  pérdidas  ocasionadas  por 
la  guerra  en  su  propio  territorio,  é  indemnizar  á  los  particulares 
t)erjudicados,  á  no  ser  que  se  haya  provisto  expresamente  á  esto 
en  el  tratado  de  paz.  Por  lo  demás,  las  indemnizaciones  de  guerra 
proveen  ampliamente  al  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios  oca- 
sionados por  la  misma.  Corresponde  á  cada  Gobierno  socorrer  á  los 
que  sufrieran  los  males  de  la  guerra,  hasta  (^onde  el  estado  finan- 
ciero lo  consienta.  No  podrá  pretenderse  que  los  indemnice  todos, 
porque  esto  sería  impracticable  é  imposible.  Los  ciudadanos  de- 
ben sufrir  los  males  de  la  guerra,  como  cualquier  otra  calamidad 
pública,  las  inundaciones,  los  incendios,  etc.;  pero  del  mismo 
modo  que  el  Gobierno  debe  socorrer  á  aquellos  que  son  víctimas 
de  las  calamidades  públicas,  teniendo  en  cuenta  la  importancia 
de  los  males  sufridos  y  de  sus  recursos  financieros,  así  debe  tam- 
bién, si  no  reparar  por  completo,  disminuir  en  lo  posible  los  ma- 
les de  los  que  fueron  víctimas  en  la  guerra.  A  esto  deben  proveer 
las  leyes  interiores. 

J^  cuestión  del  reparto  de  los  daños  de  la  guerra  entre  los  dos 
Gobiernos,  puede  complicarse  en  el  supuesto  de  que  una  parte  del 
territorio  en  que  se  ha  luchado  haya  sido  cedida  al  vencedor  en  el 
tratado  de  paz.  En  este  caso  podría  surgir  la  duda  de  si  el  Gobier- 
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QO  ceaionario  debía  tomar  á  su  cargo,  en  lugar  del  Gobierno  ceden- 
te,  el  indemnizar  de  lo8  daños  de  la  guerra  á  los  ciudadanos  de  las 
provincias  cedidas  que  fueron  perjudicados,  ó  en  otros  términos, 
Bi  está  obligado  el  Estado  á  quien  fueron  cedidas  algunas  provin- 
cias á  pagar  las  indemnizaciones  por  daños  de  guerra  cuando  se  de- 
biesen con  arreglo  á  los  principios  generales  del  derecho,  en  vez 
del  Estado  á  que  dichas  provincias  pertenecían. 

Respecto  de  este  punto,  debe  procurarse  que  en  el  tratado  de 
paz  se  convengan  las  bases  indispensables  para  evitar  toda  cues- 
tión, y  cuando  nada  se  hubiese  establecido  expresamente,  deberán 
aplicarse  los  principios  generales  que  regulan  la  sucesión  del  Es- 
tado cesionario  en  todos  los  derechos,  cargas  y  obligaciones  del  Es- 
tado cedente,  y  de  los  que  en  otro  lugar  nos  ocupamos  (1). 

1.8&S*  La  regla  general  aplicable  á  toda  controversia  relati- 
va á  este  punto,  es  la  de  que,  en  caso  de  cesión  de  un  territorio, 
las  obligaciones  contraídas  por  el  Estado  respecto  del  territorio  ce- 
dido, pasan  con  éste  al  Estado  sucesor,  de  donde  se  deduce  que, 
independientemente  de  cualquier  convención  especial  y  con  arre- 
glo á  los  principios  del  derecho  público  internacional,  estáoblign- 
do  el  último  á  satisfacer  á  los  particulares  todas  las  obligaciones 
contraídas  por  el  Estado  cedente  y  no  satisfechas  por  el  mismo,  ora 
se  deriven  de  contratos  regularmente  estipulados  y  relativos  al  te- 
rritorio cedido,  ora  de  las  relaciones  ó  negocios  jurídicos  re- 
ferentes al  territorio  mismo.  Entendemos  que,  así  como  el  Es- 
tado cesionario  sería  subrogado  en  los  derechos  y  en  las  obliga- 
ciones del  Estado  cedente,  así  también  ocurriría,  en  todo  caso,  de- 
cidir acerca  del  fundamento  de  la  obligación,  de  conformidad  con 
la  ley  vigente  en  el  territorio  mismo  en  el  momento  en  que  nació 
la  obligación ;  y  en  cuanto  á  la  indemnización  por  daños  de  gue- 
rra, admitirla  ó  rechazarla  por  parte  del  Gobierno  cesionario,  se- 
gún que  deba  admitirse  ó  rechazarse  esta  misma  obligación  por 
parte  del  Gobierno  cedente. 

1*S&9»  Estas  cuestiones  se  han  debati<^o  mucho  ante  los  Tri- 
bunales italianos  con  motivo  de  las  indemnizaciones  reclamadas 
por  los  ciudadanos  de  las  provincias  italianas  cedidas  por  Austria 
á  Italia  por  el  tratado  de  Zurich  de  10  de  Noviembre  de  1859,  y 
por  el  de  Viena  de  3  de  Octubre  de  1866.  Nuestros  Tribunales  de 
casación,  después  de  establecido  con  diversos  considerandos  el  con- 
cepto jurídico  de  los  verdaderos  daños  de  guerra,  y  habiéndose  con- 


(1)    Véase  el  tomo  I,  §  346  y  sig. 
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fundido  muchas  veces  éstos  con  los  procedentes  de  la  expropiación 
por  interés  público  y  militar  de  la  defensa,  ora  han  admitido,  ora 
rechazado  la  obligación  del  Gobierno  italiano  para  resarcir  el  daño, 
según  que  han  considerado  ó  no  éste  como  procedente  de  fuerza 
mayor,  en  cuyo  caso  no  há  lugar  á  ejercitar  una  verdadera  acción 
civil  contra  el  Estado.  No  podemos  entrar  en  estas  cuestiones,  y 
remitimos  al  lector  á  las  citadas  sentencias.  , 

£1  Tribunal  de  Venecia,  en  su  sentencia  de  30  de  Marzo  de 
1877,  decidió  una  cuestión  verdaderamente  delicada.  Por  orden 
del  general  en  jefe  del  ejército  austríaco  en  Verona,  antes  que  lta> 
lia  hubiese  declarado  la  guerra  al  Austria,  se  destruyó  mucho  ar- 
bolado en  una  vasta  zona  de  terreno  inmediato  al  fuerte  Arckiáu- 
que  Álheilo.  Concluida  la  paz  entre  Italia  y  Austria  por  el  tratado 
antes  citado,  se  estipuló  en  el  art.  8.^  lo  siguiente:  c£L  Grobiemo 
de  S.  M.  el  Rey  de  Italia  sucede  en  todos  los  derechos  y  obligacio- 
nes resultantes  de  los  contratos  legalmente  estipulados  por  la  ad- 
ministración austríaca  para  asuntos  de  interés  público  concernien- 
tes especiabnente  al  país  cedido.»  Discutíase  si,  con  arreglo  á  este 
pacto,  estaba  obligado  el  Gobierno  italiano  á  indemnizar  el  daño 
por  la  destrucción  de  dicho  arbolado.  El  Tribunal  de  Venecia  sos- 
tuvo la  negativa  por  la  consideración  de  que  el  Gobierno  italiano 
no  podía  en  modo  alguno  ser  subrogado  al  austríaco  en  las  obliga- 
ciones resultantes  de  expropiaciones  anteriores  á  la  guerra;  pero 
el  Tribunal  de  casación  de  Florencia,  en  sentencia  de  21  de  Julio 
de  1878,  y  el  de  Luca  en  otra  del  3  de  Marzo  de  1880,  han  sosteni- 
do que  el  Gobierno  italiano  estaba  obligado,  en  atención  á  que  la 
sucesión  de  Estado  á  Estado  es  una  sucesión  in  universum  jus. 

Debe  observarse,  sin  embargo,  como  ya  hemos  dicho  antes,  y 
como  el  citado  artículo  consigna  de  una  manera  expresa,  que  la 
sucesión  in  universum  jus  debe  admitirse  para  las  obligaciones  con- 
traídas por  intereses  concernientes  al  territorio  cedido.  Ahora  bien: 
si  un  Estado,  para  preparar  un  plan  estratégico  de  defensa  llevase 
á  cabo  ciertas  obras  er>  una  provincia  que  le  pertenecía,  y  por  las 
expropiaciones  verificadas  estuviese  obligado  á  la  indemnización 
del  daño  y  no  Ío  hubiese  satisfecho,  no  se  podría  sostener  con  arre- 
glo á  los  principios  generales  dei  derecho  que  las  expropiaciones 
llevadas  á  cabo  en  dicha  provincia  para  defensa  general  del  Estado 
podían  considerarse  hechas  en  interés  especial  de  la  provincia 
misma.  Por  consiguiente,  si  en  el  tratado  de  paz  el  Estado  cesio- 
nario no  hubiese  asumido  expresamente  la  obligación  de  pagar  las 
indemnizaciones  debidas  por  cualquier  título  á  los  ciudadanos  de 
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dicha  provincia,  no  podrá  decirse  que  aquél  esté  obligado  á  ello 
por  los  principios  generales  del  derecho  que  regulan  la  sucesión 
entre  Estado  y  Bstado,  siendo  asi  que  podría  decirse,  que  las  ex- 
propiaciones hechas  en  interés  general  de  la  defensa  de  un  Estado, 
no  pudiendo  sostenerse  que  lo  habían  sido  en  interés  especial  del 
país  cedido,  deben  correr  á  cargo  del  Estado  que  atendió  de  este 
modo  á  su  defensa,  y  no  de  aquel  á  quien  cedió  la  provincia. 

Para  evitar  toda  cuestión  conviene  establecer  en  el  tratado  de 
paz  mismo  reglas  ciertas  é  inequívocas,  y  para  deshacer  la  duda, 
declarar  á  cargo  del  Gobierno  cesionario  las  indemnizaciones  debi- 
das por  las  expropiaciones  de  cualquier  clase  llevadas  á  cabo  en 
las  provincias  cedidas. 

^•SSO.  Lo»  Estados  beligerantes  pueden  estar  obligados  á  1» 
indemnización  de  daños,  aun  respecto  de  los  Estados  neutrales, 
cuando  en  el  ejercicio  de  los  derechos  de  guerra  hubiesen  come 
tido  actos  no  conformes  con  los  principios  del  Derecho  interna- 
cional y  con  los  usos  de  la  guerra;  mas  para  determinar  cuándo 
son  debidos  tales  daños,  es  necesario  recordar  todo  lo  que  hemos 
dicho  respecto  de  las  leyes  y  usos  con  arreglo  á  los  cuales  deben 
ejercitarse  aquellos  derechos. 

La  regla  general  aplicable  á  los  particulares,  esto  es,  la  de  que 
cualquiera  que  con  sus  actos  causa  un  daño  está  obligado  á  respon- 
der al  lesionado  si  el  daño  se  realiza,  lo  es  también  á  los  Estados. 
En  este  caso  corresponderá  al  Estado  neutral  probar  ante  todo  que 
el  beligerante  hizo  un  uso  indebido  y  arbitrario  de  los  derechos  de 
guerra,  y  probar  después  el  daño  sufrido,  para  obtener  la  indem- 
nización correspondiente.  Además,  esta  es  una  cuestión  que  de- 
berá decidirse  por  un  Tribunal  arbitral. 
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cátedra,  dándoles  una  eepecie  de  guia  para  conocer  con  exactitud 
iui0  teorías. 

A  la  eodiñcación  del  Derecho  iuternacional  Be  llegará  en  un 
porvenir  más  ó  raeuoa  lejano,  y  serán  tanto  menores  tas  dificulta- 
4eB,  y  lofl  resultadoB  tanto  máB  serios,  cuanto  uiáa  gradual  y  pro- 
gresivamente se  proceda,  comenzando  por  aquellas  partes  que  rae- 
nos  afecten  á  los  intereses  temporalee  y  á  las  particulares  condi- 
ciones sociales  de  los  diversos  paisea. 

El  triunfo  de  toda  reforma  útil  y  necesaria  es  caestión  de  tiem- 
po, y  es  un  becbo  que  la  incesante  extensión  de  la  solidaridad  de 
Jos  intereses  de  los  pueblos  que  se  hallan  al  miemo  nivel  de  civi- 
lización y  de  cultura,  bacen  necesario  consolidar  y  asegurar  la  paz 
y  proteger  la  libertad  de  comercio,  la  división  internacional  del 
trabajo  y  la  facilidad  de  los  cambios.  Para  satisfacer  esta  gran  ne- 
cesidad urge  proclamar  el  derecho  y  asegurar  jsu  respeto. 

Hubo  un  tiempo  en  que  nada  habla  cierto,  estable  ni  univer- 
t^almente  reconocido  en  las  relaciones  internacionales  de  loa  Ksta- 
<loe,  ni  en  la  dirección  de  la  política  de  los  Gobiernos.  Los  intere- 
>^es  de  los  pueblos  eran  subordinados  y  eacriñcadoa  á  los  de  las  di- 
nastías; la  moral  gubernamental  era  la  del  interés  del  propio  país, 
y  la  fuerza  prevalecía  sobre  el  derecho.  Aunque  hoy  no  puede  de- 
cirse aún  que  el  derecho  predomine  en  la  política,  el  ideal  á  que 
í-e  tiende  es  el  de  colocar  sobre  los  intereses  eventuales  de  cada 
\>ak  los  permanentes  de  la  humanidad;  y  el  homenaje  más  grande 
(¡ue  en  nuestro  tiempo  ae  rinde  al  triunfo  de  lo  justo  es  ese  movi- 
miento general  que  se  maniñesta  en  todos  los  palees  para  investi- 
gar, precisar  y  formular  las  reglas  de  justicia,  de  moral  y  de  fra- 
ternidad que  deben  ser  la  base  de  las  mutuas  relaciones  de  loa 
pueblas. 

A  favorecer  más  eficazmente  los  progresos  del  Derecho  interna- 
cional contribuye  en  primer  término  el  Instituto  organizado  por 
Lieber,  Roiln-Jaeqnemyns  y  Moynier,  con  el  fin  de  sustituir  á  la 
acción  científica  individual  la  colectiva.  Esta  asociación  debe  con- 
siderarse hoy  como  el  órgano  de  la  ciencia  jurídica  en  el  mundo 
civilizado.  Reúne  en  su  seno  los  más  eminentes  publicistas  de  Eu- 
ropa y  América,  los  cuales  han  asociado  sus  fuerzas  para  estudiar 
en  común  gran  número  de  cuestiones  esencialmente  ligadas  al 
mantenimiento  de  la  justicia  y  de  la  paz  entre  los  pueblos,  te- 
niendo BÍem¡)re  á  la  vista  la  posibilidiid'y  la  oportunidad  de  la  co- 
diftcaciiin. 

El  re  ult  ido  de  Ihs  deliberaciones  de  este  Instituto,  después  de 


h&cer  7  lo  que  debe  abstenerse  de 
de  los  £»tftdo6  pueda  sostenerse,  y 
cer  que  los  Gobiernos  acepten  entai 
rían  fijar  el  limite  jurídico  de  la  ai 
verdaderamente  difícil  de  reeolTer 
más,  no  debe  perderse  la  fe  de  p 
convenientemente  en  un  porvenir 
causafi  de  que  se  retrase  la  solució 
de  loe  Gobiernos  en  emplear  el  arl 
sosteniendo  el  falso  convencimien 
militar  es  en  la  actualidad  la  garai 
vida  internacional  de  cada  Estado 
principal  el  aumentar  de  día  en  di 
la  hegemonía  y  recurrir  además  al 
das  sobre  la  base  de  la  comunidad 
trarrestar  más  eficazmente  la  asptr 
De  este  modo  se  sobrepone  la  pollt 
reformador  queda  subordinado  á  k 
clónales  de  los  Grobiernos  y  á  las  a 

No  hay  que  admirarse,  pues,  de 
nezca  la  ciencia  impotente,  y  de  qu 
das  y  reclamadas  por  la  opinión  pi 
considera  que  las  representaciones 
reconociendo  las  ruinosas  consecuc 
política  se  derivan,  son  también  ir 
cesoB,  estando  llamados  á  conocer  ; 
diplomacia,  cuando  están  ya  formt 
deshacerse  sin  comprometer  el  hor 

Es,  pues,  un  hecho  innegable, 
vimiento  contemporáneo,  que  la  O] 
con  mayor  firmeza,  mediante  sus  v 
clones,  que  la  vida  internacional  d 
arreglo  á  las  miras  condicionales  3 
por  ideas  más  estables  y  más  adect 
los  interese!:!  de  los  pueblos. 

A  esto  tienden  las  asociaciones 
aas  denominaciones  en  todos  los  pt 
el  arreglo  de  la  sociedad  internado 
cesoB  del  militarismo  con  el  desarr 
ver  un  acuerdo  internacional  adeci 
so  de  paz  armada,  y  para  prevenir 
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cas,  que  son  la  causa  principal  de  las  perturbaciones  económicas*, 
de  las  crisis  industríales  y  comerciales,  del  olvidado  desarrollo  del 
crédito  internocional,  y  de  los  consiguientes  sufrimientos  de  todas 
las  clases,  que  no  pueden  atender  á  tantas  necesidades  sino  me- 
diante el  desarrollo  del  capital  y  de  la  organización  de  la  división 
internacional  del  trabajo. 

Otro  hecho  que  merece  atenta  observación,  es  la  agravación 
progresiva  de  la  cuestión  social,  y  conviene  advertir  que  influye  en 
extremo,  para  mantenerla  viva  y  hacerla  cada  vez  más  peligrosa, 
el  orden  actual  de  la  vida  internacional  de  los  Estados  y  de  la  su- 
premacía de  la  política.  Los  Gobiernos  no  pueden  ocultar  las  gran- 
des dificultades  que  surgen  de  esa  lucha  entre  las  clases  trabaja- 
doras, que  piden  trabajo  suficientemente  retribuido,  y  los  capita- 
listas é  industriales  llamados  á  compartir  con  ellos  los  beneficios 
del  comercio  y  de  la  industria. 

Ahora  que  estamos  en  el  principio  se  cree  posible  satisfacer  las 
justas  aspiraciopes  de  las  clases  obreras  con  soluciones  parciales 
relativas  á  las  horas  de  trabajo,  á  la  deíensa  y  protección  de  los 
obreros  contra  el  infortunio  que  amenaza  su  vida,  á  la  organización 
de  Tribunales  arbitrales  y  con  otras  proyectadas  reformas.  Aunque 
éstas  son  también  de  mucho  interés,  no  pueden  resolver  á  fondo 
la  cuestión  social,  que  tiene  su  fundamento  en  las  perturbaciones 
económicas  permanentes,  que  son  la  verdadera  consecuencia  de  la 
política  internacional,  y  que  no  podrán  resolverse  eficazmente  sino 
cuando  la  base  de  las  alianzas  de  los  Estados  civilizados  no  sea  la 
de  los  intereses  políticos,  que  están  á  veces  en  oposición  con  los 
verdaderos  intereses  nacionales,  sino  más  bien  la  de  la  utilidad 
común,  que  consiste  principalmente  en  aumentar,  en  favor  de 
todas  las  clases,  las  fuentes  de  la  riqueza,  el  desarrollo  de  la  in- 
dustria y  el  comercio  internacional  y  la  división  internacional  del 
trabajo. 

Para  conseguir  esto  es  indispensable  transformar  la  dirección 
política  internacional  de  los  Gobiernos  de  los  Estados  civilizados, 
estableciendo  sobre  otras  bases  la  organización  de  las  mutuas  rela- 
ciones de  los  Estados  europeos. 

Esto  será  obra  del  tiempo,  y  tenemos  la  seguridad  de  que  ha  de 
llegarse  á  su  realización. 

La  unidad  primitiva  de  la  sociedad  fué  la  familia;  la  final  será 
la  alianza  de  los  Estados  civilizados.  , 

FIN  DE  LA  OBRA 
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II.— Artículos  adicionales  al  auterior  Conyenio  presentados 

el  20  de  Agosto  de  1808. 

Artícalo  l.o  £1  personal  designado  en  el  art.  2  o  del  Convenio  continua- 
rá prestando  sus  servicios  después  de  la  ocupación  del  enemigo,  y  según 
laa  necesidades  lo  requieran,  á  los  enfermos  y  heridos  del  hospital  ó  am- 
bulancia á  cuyo  servicio  se  hallen. 

Guando  pida  retirarse,  el  Comandante  de  las  tropas  de  ocupación  seña- 
lará la  hora  de  la  salida,  que  no  podrá  retrasar  sino  por  corto  tiempo  y  en 
caso  de  que  las  necesidades  militares  así  lo  exijan. 

Art.  2.0  Las  partes  beUgerantes  adoptarán  las  disposiciones  convenien- 
tes á  fin  de  asegurar  al  personal  neutralizado  que  pueda  caer  en  manos 
del  ejército  enemigo  el  completo  goce  de  sus  garantías. 

Art.  3.0  Para  los  casos  previstos  en  los  arts.  I. o  y  á.o  del  Convenio,  se 
entenderá  por  ambulancias  los  hospitales  de  campaña  y  demás  alojamien- 
tos temporales,  que  siguiendo  á  las  tropas  en  los  campos  de  batalla,  reci- 
ben á  los  enfermos  y  heridos. 

Art.  4.0  Según  el  espíritu  del  art.  5.o  del  Convenio  y  las  reservas  indi- 
cadas en  el  Protocolo  de  1864,  queda  sentado  que  la  distribución  de  alo- 
jamientos de  tropas  y  contribuciones  de  guerra  sea  siempre  equitativa, 
teniendo  en  cuenta  el  caritativo  celo  desplegado  por  los  habitantes. 

Art.  6.®  Por  extensión  del  art.  6.o  del  Convenio,  se  estipula  que  excep- 
to los  Oficiales,  cuya  posesión  puede  influir  en  la  suerte  de  los  ejércitos  y 
en  los  términos  señalados  por  el  párrafo  2.o  del  citado  artículo,  los  heri 
dos  cogidos  por  el  enemigo  sean  vueltos  á  su  país  después  de  curados,  ó 
antes  si  fuere  posible,  aunque  no  estén  inútiles  para  el  servicio,  si  bien  á 
condición  de  no  volver  á  tomar  las  armas  durante  la  guerra. 

ARTlOITLOS  ADIGIONALBS  AI.  CONTENIÓ  RBFBRBNTB3  i    LA  MARINA. 

Art.  6.0  Las  embarcaciones  que  por  su  cuenta  y  riesgo  recojan  heridos 
durante  el  combate  y  después  de  él,  ó  las  que  habiéndolos  recogido  los 
conduzcan  á  bordo  de  un  buque  neutro  ú  hospitalario,  gozarán  hasta  lle- 
nar BU  misión  de  toda  la  neutralidad  que  las  circunstancias  del  combate  y 
la  situación  de  los  buques  comprometidos  permitan  aplicarles. 

Art.  7.0  La  apreciación  de  estas  circunstancias  queda  confiada  á  los 
humanitarios  sentimientos  de  los  combatientes. 

Los  náufragos  y  heridos  recogidos  y  salvados  de  este  modo  no  podrán 
volver  á  servir  durante  la  guerra. 

Se  declara  neutral  el  personal  religioso,  médico  y  hospitalario  de  toda 
embarcación  capturada;  pudiendo  al  desembarcar  recoger  los  objetos  é 
instrumentos  de  cirugía  de  su  propiedad  particular. 

Art.  8.0  El  personal  designado  en  el  artículo  anterior  debe  continuar 
desempeñando  sus  funciones  en  la  embarcación  capturada,  ayudar  á  las 
evacuaciones  de  heridos  hechas  por  el  vencedor,  quedando  después  en 
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Serán  respetados  y  protegidos  por  los  beligerantes. 

Se  darán  á  conocer  izando,  en  unión  de  sa  pabellón  nacional,  la  ban 
dera  blanca  con  cru2  roja.  El  distintivo  del  personal  en  el  ejercicio  de  sns 
funciones  será  un  brazal  de  los  mismos  colores.  La  pintura  exterior  será 
blanca  con  batería  roja. 

Estos  buques  prestarán  socorro  y  asistencia  á  los  beridos  y  náufragos 
de  los  beligerantes  sin  distinción  de  nacionalidad. 

No  estorbarán  en  manera  alguna  los  movimientos  de  los  combatientes. 

Obrarán  por  su  cuenta  y  riesgo^  lo  mismo  durante  el  combate  que  des 
pues  de  él. 

Los  beligerantes  tienen  sobre  ellos  el  derecho  de  comprobación  y  de 
visita;  pndiendo  rehusar  su  concurso  y  mandarles  alejarse. 

Los  heridos  y  náufragos  recogidos  por  estos  buques  no  pueden  ser  re- 
clamados por  ninguno  de  los  combatientes,  pero  quedan  obligados  á  no 
volver  á  servir  durante  la  guerra. 

Art.  14.  En  las  guerras  marítimas,  toda  sospecha  fundada  de  que  uno 
de  los  beligerantes  se  aprovecha  de  los  beneficios  de  la  neutralidad  con 
miras  ajenas  al  interés  de  los  heridos  y  enfermos,  autoriza  al  contrario 
para  suspender  por  su  parte  el  Convenio  hasta  que  pruebe  que  no  hubo 
mala  fe. 

Si  esta  sospecha  llegare  á  ser  cierta,  puede  ser  suspendido  el  Con  ve 
nio  mismo  durante  toda  la  guerra. 

Art.  16.  De  la  presente  acta  se  extenderá  un  solo  ejemplar  original, 
qae  será  depositado  en  los  archivos  de  la  Confederación  Suiza. 

Se  entregará  una  copia  auténtica  de  esta  acta  invitando  á  la  adhesión 
á  cada  una  de  las  Potencias  signatarias  del  Convenio  de  24  de  Agosto 
de  1864,  lo  mismo  que  á  las  que  sucesivamente  se  vayan  adhiriendo. 

En  fe  de  lo  cual  los  infrascritos  Comisionados  han  autorizado  el  pre 
senté  proyecto  de  artículos  adicionales  y  puesto  en  él  el  sello  de  sus 
armas. 

Hecho  en  Ginebra  el  día  20  del  mes  de  Octubre  de  1868.— (Siguen  las 
firmas.) 

Nota.  En  España  se  constituyó  inmediatamente  la  Sección  nacional 
con  los  Estatutos  que  llevan  la  fecha  de  11  de  Septiembre  de  1867,  ha- 
ciendo después  un  extenso  y  detallado  reglamento  para  dicha  Sección , 
el  cual  lleva  la  fecha  de  21  de  Noviembre  de  1870.  También  se  publicar- 
ron  las  instrucciones  para  los  uniformes  y  distintivos,  y  para  los  socios  y 
hermanos  hospitalarios,  enfermeros,  etc.,  en  tiempo  y  función  de  guerra, 
todo  lo  cual,  con  un  resumen  histórico,  se  inserta  en  el  tomo  XIII  de  es- 
ta Biblioteca  Jurídica.  {Leyes  y  tratados  internacionales  deEspaña\  págs. 
288  á  320. 
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t  ocupación  por  el  enemigo,  prestando,  con  arreglo  á  las 
los  i.  los  enfermos  y  á  los  heñdos  de  la  ambnlanda  ó 
esté  adscrito. 

a  dicho  personal  pida  retirarse,  el  jete  de  las  tropas 
le  su  partida,  que  sólo  podrá  diferirse  por  corto  tiempo 
ades  militares. 

adaptarse  disposiciones  para  asegurar  en  lo  posible  al 
le  caiga  en  poder  del  enemigo,  un  trato  conveniente, 
sonal  sanitario  neutral  debe  llevar  un  brazal  blanco  con 
trega  corresponde  exclusivamente  á  la  autoridad  mi- 

nerales  de  los  EstKdos  beligerantes  deben  hacer  un  lia- 
■anidad  de  los  habitantes  y  estimularlos  á  socorrer  loe 
ioles  las  ventajas  qne  de  ello  pueden  obtener  (arta.  S6    , 
siderar  inviolables  á  los  que  respondan  i  aa  llama- 
da Do  loB  muenoa. 

rohibido  despojar  y  mutilar  los  muertos  que  queden  en 
tita. 

Jebe  nanea  inhumar  los  muertos  antes  de  haberse  re- 
icios,  como  libretas,  números,  etc.,  sirvan  para  identi- 

s  recogidas  sobre  los  cadáveres  se  comunicarán  á  sn 


A.  quiéa  puede  hacerse  prisiODero  de  guerra? 

ndividuOB  que  forman  parte  de  las  fuerzas  armadas 
Mt  poder  del  enemigo,  deben  ser  tratados  como  priaio- 
3gún  los  arts.  61  y  siguientes  de  este  Manual, 
hacerse  con  los  condnctoree  de  despachos  oficialea  que 
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cumpian  ostensiblemente  sa  misión  y  con  los  aeronautas  civiles  encala- 
dos de  observar  al  enemigo  ó  de  mantener  las  oomanicaclones  entre  las 
diversas  fuerzas  del  ejército  ó  puntos  del  territorio. 

Art  22.  Las  personas  que  siguen  á  un  ejército  sin  formar  parte  de  él, 
tales  como  los  corresponsales  de  periódicos,  vivanderos,  proveedores,  etcé- 
tera^ que  caigan  en  poder  del  enemigo,  no  pueden  ser  detenidos  por  más 
tiempo  que  el  que  exijan  las  necesidades  militares. 

/V  De  1o8  espías. 

Art  28.    Los  individuos  capturados  como  espías  no  pueden  exigir  que 
se  les  trate  como  prisioneros  de  guerra. 
Pero, 

Art.  24.  No  debe  considerarse  espías  á  los  individuos  pertenecientes 
á  una  de  las  fuerzas  armadas  beligerantes  y  no  disfrazados  que  hayan 
penetrado  en  la  zona  de  operaciones  del  enemigo,  ni  á  los  conductores  de 
despachos  oficiales  que  cumplan  ostensiblemente  su  misión,  ni  á  los  aero* 
nautas  (art.  21). 

Para  evitar  los  abusos  á  que  frecuentemente  dan  lugar  en  tiempo  de 
guerra  las  acusaciones  de  espionaje,  importa  proclamar  muy  alto  que, 

Art.  26.    Ningún  individuo  acusado  de  espionaje  debe  ser  castigado 
antes  que  la  autoridad  judicial  lo  haya  juzgado. 
Está  admitido,  además,  que 

ArL  26.  El  espía  que  consiguiese  salir  del  territorio  ocupado  por  el 
enemigo  no  incurre,  si  más  tarde  volviese  á  caer  en  su  poder,  en  ninguna 
responsabilidad  por  sus  anteriores  actos. 

gj  De  los  parlamentarios. 

Art.  27.  Está  considerado  como  parlamentario,  y  tiene  derecho  á  la 
inviolabilidad,  el  individuo  autorizado  por  uno  de  los  beligerantes  para 
parlamentar  con  el  otro  y  que  se  presente  con  bandera  blanca 

Art.  28.  Puede  ir  acompañado  de  un  clarín  ó  de  un  tambor,  de  un 
portaestandarte,  y  aun,  si  fuese  necesario,  de  un  guía  y  de  un  intérprete, 
todos  los  cuales  tienen  también  derecho  á  la  inviolabilidad. 

Es  evidente  la  necesidad  de  esta  prerrogativa  que  por  otra  parte  se 
ejerce  frecuentemente  en  interés  de  la  humanidad. 

Pero  es  necesario  que  no  perjudique  á  la  parte  contraria,  y  de  aquí,  que 
Art.  29.    £1  jefe  á  quien  se  envía  un  parlamentario,  no  está  obligado  á 
recibirle. 
Además, 
Art.  80.    El  jefe  que  recibe  un  parlamentario  tiene  derecho  á  adoptar 
todas  las  medidas  necesarias,  para  que  no  le  perjudique  la  presencia  de 
este  enemigo  en  sus  líneas. 

Tanto  el  parlamentario  como  los  que  le  acómpafíen,  deben  conducirse 
lealmente  con  el  enemigo  que  les  recibe  (art.  4.o). 
Art.  81.    Si  un  parlamentario  abusase  de  la  confianza  que  se  le  ha  con- 

Derecho  irU.  público.  —Tomo  IV.  37 
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cedido,  pnede  ser  retenido  temporalmente,  y  si  se  probare  que  se  ha  apoo 
vechado  de  su  privilegiada  posición  para  provocar  una  traición,  pierde  so 
derecfao  á  la  inviolabilidad. 

B.—Beglag  de  conducta  respecto  á  las  cosas, 
aj   De  loa  medios  de  perjadicar.—Del  bombardeo. 

La  circunspección  está  recomendada  por  la  regla  que  prescribe  abste- 
nerse de  rigores  inútiles  (art.  4.<>).  Por  tal  motivo 

Art  S2.    Está  prohibido: 

a)    Saquear  aun  las  poblaciones  tomadas  por  asalto; 

h)  Destruir  propiedades  públicas  ó  privadas,  si  la  destrucción  no  está 
impuesta  por  una  imperiosa  necesidad  de  guerra; 

c)    Atacar  y  bombardear  poblaciones  indefensas. 
Si  no  se  disputa  á  los  beligerantes  su  derecho  de  recurrir  al  bombar 
deo  contra  las  fortalezas  y  otros  lugares  en  que  se  haya  atrincherado  el 
enemigo,  consideraciones  de  humanidad  exigen  que  tal  procedimiento  se 
practique  de  modo  que,  en  lo  posible,  sus  efectos  obren  sólo  contra  la  fuer- 
za armada  enemiga  y  contra  sus  medios  de  defensa.  De  aqui  que, 

Art.  8.8.  £1  jefe  de  las  tropas  sitiadoras  debe,  salvo  el  caso  de  ataque 
á  viva  fuerza,  hacer  todo  lo  que  de  él  dependa,  antes  de  principiar  el  bom- 
bardeo, para  advertir  de  éste  á  las  autoridades  locales. 

Art.  84.  En  caso  de  bombardeo,  deben  adoptarse  todas  las  medidas 
necesarias  para  impedir,  si  es  posible,  que  se  dirija  contra  los  edificios 
consagrados  á  los  cultos,  artes,  ciencias  y  beneficencia;  contra  los  hoepita- 
les  y  albergues  de  enfermos  y  heridos,  á  condición  de  que  al  mismo  tiem- 
po no  se  utilice  directa  ó  indirectamente  para  la  defensa. 

Es  deber  del  sitiado  designar  estos  edificios  por  signos  visibles  indica- 
dos de  antemano  por  el  sitiador. 

hj  Del  material  sanitario. 

Las  disposiciones  tutelares  de  los  heridos  que  forman  la  materia  de  loa 
artículos  10  y  siguientes  serían  insuficientes  si  no  se  hubiese  concedido 
también  protección  especial  á  los  establecimientos  sanitarios.  Así  es  que, 
en  virtud  de  la  Convención  de  Ginebra, 

Art.  85.  Las  ambulancias  y  hospitales  para  uso  de  los  ejércitos  están 
reconocidos  neutrales,  y  como  tales  deben  ser  protogidos  y  respetados  por 
los  beligerantes  mientras  existan  en  ellos  enfermos  ó  heridos. 

Art.  86.    Igual  sucede  con  los  edificios  particulares  ó  partes  de  ellos  en 
que  se  hallen  acogidos  enfermos  ó  heridos. 
Sin  embargo, 

Art.  87.  Cesa  la  neutralidad  de  las  ambulancias  y  de  los  hospitales  ai 
están  guardados  por  fuerza  militar,  lo  cual  no  excluye  el  que  exista  en 
ellos  un  puesto  de  policía. 

Art.  88.    Estando  sometido  á  las  leyes  de  la  guerra  el  material  de  loa 
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lioepitales  militares,  las  personas  á  éstos  adscritas  »o  pueden  llevar  con- 
sigo (al  retirarse)  más  objetos  que  los  de  su  propiedad  particular.  Las 
arobalancias,  por  el  contrario,  conservan  todo  su  material. 

Art.  89.  En  las  circunstancias  previstas  por  los  párrafos  anteriores,  se 
aplica  la  denominación  de  «ambulancia»  á  los  hospitales  de  campafia  y  á 
otros  establecimientos  temporales  que  siguen  á  las  tropas  en  los  campos 
-de  batalla  con  objeto  de  recibir  enfermos  y  heridos. 

Art.  40.  Se  ha  adoptado  para  los  hospitales,  ambulancias  y  conduccio- 
nes una  bandera  distintiva  y  uniforme  que  lleva  cruz  roja  sobre  fondo 
l>lanco,  y  que  debe  ir  siempre  acompañada  del  pabellón  nacional. 

II. — De  los  territorios  ocupados 

A,  ^Definición, 

Art.  41.  Se  considera  ocupado  un  territorio  cuando,  á  consecuencia  de 
«u  invasión  por  fuerzas  enemigas,  el  Estado  de  quien  depende  ha  cesado 
•de  hecho  de  ejercer  en  él  autoridad  regular,  y  cuando  el  Estado  invasores 
^1  único  que  puede  mantener  y  conservar  allí  el  orden.  Los  limites  en  qne 
«e  produzca  el  hecho  determinan  la  extensión  y  duración  de  la  ocupación. 

B.^Eeglas  de  c(fnducta  respecto  de  las  personas. 

Teniendo  en  cuenta  las  nuevas  relaciones  que  nacen  de!  cambio  provi- 
sional de  Gobierno  (art.  6.*), 

Art.  42. '  La  autoridad  militar  ocupante  debe  dar  á  conocer  lo  más 
pronto  posible  á  los  habitantes  los  poderes  que  ejerce,  así  como  la  exten- 
sión territorial  que  es  objeto  de  la  ocupación. 

Art.  48.    El  ocupante  debe  adoptar  todas  las  medidas  que  de  él  depen- 
dían para  restablecer  y  asegurar  el  orden  y  la  vida  pública. 
A  este  efecto, 
Art.  44.    El  ocupante  debe  conservar  las  leyes  vigentes  en  el  pafs  en 
tiempos  de  paz,  y  no  modificarlas,  suspenderlas  ó  sustituirlas,  si  no  há- 
blese necesidad. 

Art.  45.  Los  funcionarios  y  empleados  civiles  de  cualquier  orden  que 
•consientan  continuar  en  sus  funciones,  gozan  de  la  protección  del  ocu- 
pante. 

Son  siempre  reemplazables  y  tienen  siempre  el  derecho  de  dimitir. 
No  deben  ser  castigados  discipliniíriamente  sino  cuando  falten  á  las 
•obligaciones  qne  han  acepta<lo  libremente,  ni  entregados  á  la  justicia  sino 
cuando  falten  á  sus  deberes. 

Art.  46.    En  caso  de  urgendA,  el  ocupante  puede  exigir  el  concurso  de 
los  habitantes  para  proveer  á  las  necesidades  de  la  administración  local. 
No  llevando  consigo  la  ocupación  cambio  de  nacionalidad  para  los  ha- 
bitantes, 

Art.  47.    No  puede  obligárseles  á  prestar  juramento  á  la  nación  ene- 
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miga;  pero  puede  castigarse  á  los  que  cometan  actos  de  hostifídad 
el  ocupante  (art.  l.o) 

Art.  48.    Los  habitantes  de  un  territorio  ocupado  que  no  sesonMtuiá 
las  órdenes  del  ocupante  pueden  ser  obligados  á  ello. 

No  puede,  sin  embargo,  el  ocupante   obligarles  por  la  fuerza  á  ^oe  le- 
ayuden  en  sus  trabajos  de  ataque  y  defensa,  ni  á  que  tonoen  parte  en  hm 
operaciones  militares  contra  su  propio  país  (art.  4.o) 
Además, 

Art.  40.    Debe  respetárseles  el  honor  y  les  derechos  de  familia,  la  riáa^ 
asi  como  sus  convicciones  religiosas  y  el  ejercicio  de  su  culto  (ait  éS^ 

C. — Beglas  de  conduda  rnpecto  á  las  cosas. 

a)  Propiedades  públicas. 

Si  el  ocupante  sustituye  al  Estado  enemigo  en  el  gobierno  de  loe  leirt- 
torios  invadidos,  no  ejerce  sin  embaí go  en  ellos  un  poder  absoluto.  Mies 
tras  que  la  suerte  de  los  mismos  esté  en  suspenso,  es  decir,  hasta  la  pas,. 
él  ocupante  no  es  libre  de  disponer  de  lo  que  aán  pertenesca  al  enemi^  j 
no  pueda  servir  para  las  operaciones  de  la  guerra.  De  aquí,  las  signienles 
reglas: 

Art.  50.  £1  ocupante  no  puede  apoderarse  más  que  del  numerario,  fon- 
dos y  valores  exigibles  ó  negociables  que  sean  propiedad  del  Estado,  de 
los  depósitos  de  armas,  provisiones,  y,  en  general,  de  las  propiedades  mo- 
bi liarías  del  Estado  que  sirvan  para  las  operaciones  de  la  guerra. 

Art.  51.  El  material  de  transportes  (ferrocarriles,  barcos,  etc.X  asi 
como  los  telégrafos  y  cables,  etc.,  pueden  ser  únicamente  secuestrados 
para  uso  del  ocupante.  Está  prohibida  su  destrucción  á  menos  qn^  no  la 
impongan  las  necesidades  de  guerra.  Ai  firmarse  la  paz  deben  serresii> 
tuídos  en  el  estado  en  que  se  encuentren. 

Art.  52.    El  ocupante  no  puede  realizar  más  que  actos  provisionales  de- 
administración  en  cuanto  á  los  inmuebles,  tales  come  edificios,  boB(|ues  y 
explotaciones  agrícolas  pertenecientes  al  Estado  enemigo  (art.  5.o) 
Debe  garantizar  estas  propiedades  y  cuidar  de  su  conservación. 

Art  58.  No  debe  apoderarse  de  los  bienes  de  los  Municipios  ni  de  los 
Establecimientos  consagrados  á  los  cultos,  á  la  caridad,  á  la  instrucción, 
artes  ó  ciencias: 

Está  formalmente  prohibida  la  destrucción  ó  degradación  intencioDa^ 
de  semejantes  establecimientos,  así  como  los  monumentos  históricos,  ar- 
chivos, obras  de  arte  -ó  de  ciencia,  salvo  el  caso  de  que  lo  prescriban  im- 
periosamente las  necesidades  de  la  guerra. 

b)  Propiedades  privadaa. 

Si  los  poderes  del  ocupante  son  limitados  en  cuanto  á  las  propiedades* 
del  Estado  enemigo,  con  mayor  razón  lo  serán  por  lo  que  respecta  á  lo» 
bienes  de  los  particulares. 
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Ari.  54.  La  propiedad  prírada,  iadÍYÍdaal  ó  colectiva,  debe  aer  reapi*- 
•iada,  y  no  paede  coofiacaree,  aaWo  en  loe  caaoa  de  laa  diapoaicionea  coa- 
teoidaa  en  loa  artíeoloa  aigoientea. 

Alt.  55.    Loa  medioa  de  iranaporte  (ferrocarrilea,  barcoa,  etc.),  loa  telé 

gnfoa,  loa  depóaitoe  de  armaa  y  de  monictonea  de  goerra,  aonqae  perte 

neacan  á  aociedadea  ó  parlicnlarea,  poeden  caer  en  poder  del  ocupante; 

pevo  deben  aer  reatitnidoa  ai  f neae  poaible,  y  fijarae  laa  índemniBacíone» 

■ú  la  «oncloaión  de  la  pas. 

Alt.  M.    Laa  preatacionea  en  eapecie  (reqaiaaa),  ezigidaa  de  loa  mnní 
«ipioa  ó  de  loa  habitantea,  deben  eatar  en  relación  con  las  neceaidadea  de 
la  guerra  generalmente  reconocidaa,  y  en  proporción  con  loa  recoraoa 
•delpaía. 

No  poeden  hacerae  reqniaaa  ai  no  con  la  aoiorísación  del  jefe  militar  eiv 
Ja  localidad  ocnpada. 

Art.  -57.    El  ocupante  no  puede  imponer  á  título  de  rentaa  é  impueatos 
olroa  q<ie  loa  ya  eatableddoa  en  beneficio  del  Eatado,  debiendo  proveer 
-con  ellofl  á  loa  gaatoa  de  la  administración  del  paía  en  la  medida  á  que  vi 
nieae  obligado  el  Gobierno  legal. 

Art.  ¿S.    £1  ocupante  no  puede  imponer  otraa  contri bucionea  extraor- 
dinaríaa  en  metálico  que  el  equivalente  de  laa  multaa  ó  impueatoa  no  aa 
tiafeehoa  ó  de  laa  preatacionea  no  entregadaa  en  eapecie. 

Laa  contribucionea  en  metálico  no  pueden  imponerse  máa  que  por  or 
den  y  bajo  la  reaponaabilidad  del  general  en  jefe  ó  de  la  autoridad  civil 
aaperíor  establecida  en  el  territorio  ocupado,  y  en  lo  poaible,  aegún  las 
Teglaa  de  repartimiento  y  distribución  de  loa  impueatos  que  se  hallen  en 
-vigor. 

ArC  59.    £n  el  reparto  de  las  cargaa  relativaa  al  alojamiento  de  laa  tro 
fMa  y  contribucionea  de  guerra,  debe  teneree  en  cuenta  á  loa  habitantea  el 
<celo  caritativo  que  hayan  deaplegado  para  con  loa  heridos. 

Art.  60.  Ijaa  prestacionea  en  especie,  cuando  no  ae  paguen  al  contado. 
y  laa  eontríbuciones  de  guerra,  se  hacen  constar  mediante  recibos.  Deben 
adoptarse  las  medidaa  neceaarias  para  asegurar  el  carácter  formal  y  la  re- 
gularidad de  d*choa  recibos. 

TIL — D«  LA  CONDICIÓN  DB  LOS  PaiSlONBROS  DK  GVBRRA. 

A. — Régimen  de  lapriHán. 

La  prisión  no  es  ni  una  pena  que  se  imponga  á  loa  prisioneros  de  gue 
«ra  (art.  21 X  ni  un  acto  de  venganza;  es  solamente  un  secuestro  temporal 
^oe  debe  hallarse  exento  de  todo  carácter  penal. 

En  las  siguientes  disposiciones  se  tienen  en  cuenta  á  la  vez  las  consi 
aeraciones  debidas  á  los  prisioneros  y  la  necesidad  de  tener  en  aegnro  su 


Alt.  61 .    Los  prisioneros  de  guerra  están  en  poder  del  Gobierno  ene- 
iigOt  pero  no  de  loa  individuos  ó  de  los  cuerpos  que  los  apresaron. 
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Art.  62.  Se  hallan  sometidos  á  las  leyes  y  reglamentos  vigentes  en  el 
ejército  enemigo. 

Art«  63.    Deben  ser  tratados  con  humanidad. 

Art.  64.  Todo  lo  que  les  pertenezca  personalmente,  excepto  las  armas,, 
continúa  biendo  de  su  propiedad. 

Art.  65.  £1  prisionero  está  obligado  á  declarar,  si  se  le  interroga  sobre- 
la  materia,  su  verdadero  nombre  y  grado.  £n  caso  de  que  no  lo  haga,  po- 
drá privársele  de  todas  ó  parte  de  las  ventajas  concedidas  á  los  prisioneros 
de  su  categoría. 

Art.  66.  Puede  internarse  á  los  prisioneros  en  una  ciudad,  fortaleza, 
campamento,  ó  cualquier  otro  lugar,  imponiéndoles  la  obligación  de  no 
alejarse  más  allá  de  ciertos  límites;  pero  no  debe  encerrárseles,  sino  por 
causa  de  indispensable  seguridad. 

Art.  67.  Cualquier  acto  de  insubordinación  autoriza  á  emplear  contra 
ellos  las  medidas  de  rigor  necesarias. 

Art.  68.  Contra  un  prisionero  fugitivo  puédese,  después  de  intimarle» 
hacer  uso  de  las  armas. 

Si  se  le  cogiese  antes  d^  reunirse  á  su  ejército  ó  de  salir  del  territorio' 
sometido  al  que  lo  apresó,  puede  imponérsele  únicamente  penas  discipli- 
narias ó  someterle  á  más  severa  vigilancia. 

Pero  si,  después  de  haber  conseguido  fugarse,  fuese  otra  vez  heclM> 
prisionero,  no  puede  aplicársele  pena  alguna  por  su  fuga  anterior. 

Sin  embargo,  al  fugitivo  nuevamente  apresado  que  hubiese  dado  sa 
palabra  de  no  evadirse^  puede  privársele  de  los  derechos  de  prisionero  de 
guerra. 

Art.  69.  El  Gobierno  en  cuyo  poder  se  hallen  los  prisioneros  debe  pro- 
veer á  su  sostenimiento. 

Si  no  se  hubieren  entendido  sobre  el  particular  los  beligerantes,  debe 
tratarse  á  los  prisioneros,  en  cuanto  á  la  alimentación  y  vestuario,  sobre 
el  mismo  pie  que  las  tropas  del  Gobierno  que  los  ha  apresado  en  tiempo 
de  paz. 

Art.  70.  En  manera  alguna  puede  obligarse  á  los  prisioneros  á  tomar, 
parte  en  las  operaciones  de  guerra  ni  á  hacer  revelaciones  sobre  sn  país  6 
su  ejército. 

Art.  71.    Puede  empleárseles  en  trabajos  públicos  que  no  tengan  rela- 
ción directa  con  las  operaciones  en  el  teatro  de  la  guerra,  ni  los  extenúen 
ni  humillen  en  su  jerarquía  militar,  si  pertenecen  al  ejército,  ni  en  sa  po 
sición  oficial  ó  social,  si  no  formasen  parte  del  mismo. 

Art.  72.  Cuando  se  les  hubiere  autorizado  para  ocuparse  en  obras  6 
industrias  de  particulares,  puede  percibir  su  salario  la  autoridad  que  los 
retiene,  la  cual  debe  emplearlo  en  mejorar  su  posición,  ó  entregárselo  en 
el  momento  de  recobrar  su  libertad,  deducidos,  si  hubiese  lugar  á  ello,  los 
gastos  de  su  sostenimiento. 
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B. — Cesación  de  la  prisión. 

IxM  motivos  qae  justifican  la  detencióu  del  enemigo  apresado  no  exis- 
ten más  qae  mientras  dora  la  gaerra.  En  sa  consecuencia, 

Art.  73.  La  detención  de  los  prisioneros  de  guerra  cesa  de  derecho  al 
concluirse  la  paz;  pero  el  hecho  de  darles  libertad  se  arregla  de  común 
acuerdo  entre  los  beligerantes. 

Antes  de  esta  época,  y  en  virtud  del  Convenio  de  Ginebra^ 
Art.  74.    Cesa  también  de  derecho  para  los  prisioneros  heridos  ó  enfer- 
mos que,  desj)ués  de  curados,  resalten  inútiles  para  el  servicio. 
En  este  caso,  debe  el  aprehensor  enviarlos  á  su   país. 
Durante -la  guerra, 

Art  76.    Puede  concederse  también  libertad  á  los  prisioneros  en  virtud 
de  canje  convenido  entre  las  partes  beligerantes. 
Y  aun  sin  canje, 
Art.  76.     Pueden  ser  puestos  en  libertad  bajo  su  palabra,  sí  no  lo  pro- 
hiben las  leyes  de  su  país. 

En  este  caso  están  obligados,  bajo  la  garantía  de  su  honor,  á  cumplir 
escrupulosamente  los  compromisos  que  hubiese  contraído  libremente,  y 
que  se  deben  especificar  con  toda  claridad.  Su  Gobierno,  por  su  parte,  no 
debe  exigirles  ni  aceptarles  ningún  servicio  contrario  á  la  palabra  em- 
pefiada. 

Art.  77.  No  puede  obligarse  á  un  prisionero  á  aceptar  su  libertad  bajo 
palabra.  De  igual  modo,  no  está  obligado  el  Gobierno  enemigo  á  acceder  á 
la  petición  de  un  prisionero,  reclamando  su  libertad  bajo  su  palabra  de 
honor. 

Art.  78.  Todo  prisionero  puesto  en  libertad  bajo  palabra  y  nuevamente 
cogido  en  armas  contra  el  Gobierno  á  quien  la  hubiese  empeñado  puede 
ser  privado  de  los  derechos  de  prisionero  de  guerra,  á  menos  que  con  pos» 
teríoridad  á  su  libertad  se  le  hubiese  comprendido  en  una  relación  de  can- 
je sin  condiciones. 

IV.— De  los  internados  en  país  neutral. 

Está  universalmente  admitido  que  un  Estado  neutral  no  puede,  sin 
comprometer  su  neutralidad,  prestar  ayuda  á  los  beligerantes,  y  singular 
mente  el  permitirles  servirse  de  su  territorio.  La  humanidad,  por  otra  par* 
te,  exige  que  no  se  le  obligue  á  rechazar  á  los  que  vienen  á  pedirle  asilo 
para  sustraerse  á  la  muerte  ó  al  cautiverio.  De  aquí  se  derivan  las  siguien- 
tes disposiciones,  cuyo  objeto  es  conciliar  ambas  encontradas  exigencias^ 
Aft  79.  £1  Estado  neutral,  en  cuyo  territorio  se  refugian  tropas  ó  indi- 
dividuos  pertenecientes  á  las  fuerzas  armadas  de  los  beligerantes,  debe 
internarlos  lo  más  lejos  posible  del  teatro  de  la  guerra. 

De  igual  modo  debe  conducirse  con  ios  que  se  sirvan  de  su  territorio 
para  servicios  ú  operaciones  militares. 
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Art.  80.  Los  int^rnadog  pueden  eer  recluidos  en  campamentos  y  hasta 
encerrados  en  fortalezas  ú  otros  lugares. 

£1  Estado  neutral  decide  si  puede  dejarse  libres  á  los  oficiales  bajo  so 
palabra,  comprometiéndose  á  no  abandonar  sin  autorización  para  ello  el 
territorio  neutral. 

Art  81.  A  falta  de  convenio  especial  en  lo  relativo  al  sostonimiento.de 
los  internados,  el  Estado  neutral  les  suministra  los  víveres,  vestidos  y 
socorros  exigidos  por  la  bumanidad. 

Cuida  también  de  la  conservación  del  material  llevado  ó  conducido  por 
los  internados. 

A  la  conclusión  de  la  paz,  ó  antes  si  fuere  posible,*  se  reembolsarán  al 
Estado  neutral  por  el  beligerante,  de  quien  fuesen  nacionales  los  interna- 
dos, los  gastos  que  hubiere  ocasionado  el  internamiento. 

Art.  82.    Son  aplicables  las  disposiciones  del  Convenio  de  Ginebra  de  tt 
de  Agosto  de  1864  (arta.  10  á  18,  36  á  40,  59  y  74  antes  citados)  al  perso- 
nal  sanitario,  lo  mismo  que  á  los  enfermos  y  heridos  refugiados  ó  trans- 
portados á  país  neutral. 
En  particular, 

Art.  83.  Las  conducciones  de  heridos  y  enfermos  no  prisioneros  pue- 
den transitar  por  un  territorio  neutral  siempre  que  sean  exclusivamente 
sanitarios  su  personal  y  material.  El  Estado  neutral,  por  cuyo  territorio 
pasen  estas  conducciones,  está  obligado  á  adoptar,  respecto  á  las  mismas, 
las  medidas  de  seguridad  y  de  inspección  necesarias,  á  fin  deque  se  obser- 
ven rigurosamente  las  condiciones  que  deben  llenar. 

TERCERA  PARTE. -Sanción  penal. 

Si  se  hubiesen  cometido  infracciones  contra  las  anteriores  regias  debe 
castll^arse  á  los  culpables,  tras  de  juicio  contradictorio,  por  aquél  de  los 
beligerantes  en  cuyo  poder  se  encuentren. 

Pues, 

Art.  84.  A  los  que  violan  las  leyes  de  la  guerra  se  les  pueden  imponer 
los  castigos  especificados  en  la  ley  penal. 

Pero  esta  forma  de  represión  no  es  aplicable  sino  cuando  es  posible 
apoderarse  del  culpable.  En  caso  contrario  es  impotente  la  ley  penal,  y  st 
la  parte  lesionada  juzga  el  delito  lo  bastante  grave  paca  que  sea  urgente 
llamar  al  enemigo  al  respeto  dei  derecho,  no  le  queda  otro  recurso  que 
usar  á  su  vez  de  represalias. 

Son  éstas  una  excepción  dolorosa  al  principio  general  de  equidad,  se- 
gún el  cual  no  debe  un  inocente  sufrir  por  un  culpable,  y  que  exige  que 
cada  beligerante  se  ajuste  á  las  leyes  de  la  guerra  hasta  sin  reciprocidad 
por  parte  del  enemigo.  Pero  esta  dura  necesidad  se  halla  dulcificada  por 
las  siguientes  restricciones. 

Art.  85.  Están  formalmente  prohibidas  las  represalias  en  el  caso  en 
que  se  haya  reparado  el  perjuicio  de  que  había  lugar  á  quejarse. 
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Art  86.  En  los  CA8O0  graves  en  que  se  ofrezcan  las  represalias  con  una 
imperiosa  necesidad,  jamás  deben  traspasar  su  ejercicio  y  sa  extensióa 
el  grado  de  la  infracción  cometida  por  el  enemigo. 

INo  pueden  ejercerse  represalias  sino  con  la  aatorización  del  general 
en  jefe. 

Y  en  todos  los  casos  deben  respetar  las  leyes  de  la  hamanidad  y  de 
la  moral. 
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ARBITRAJE   INTERNACIONAL 

•ntre  los  Estados  Unidos  de  América  y  la  Grasi  Bretafia^  constitiiido 
en  Tirtud  del  art.  l.o  del  tratado  concluido  en  Washingrton  el  S  de 
Marzo  de  1871. 


Art.  6.0  En  la  decisión  de  las  materias  á  ellos  sometidas,  los  arbitros 
se  guiarán  por  las  tres  reglas  siguientes,  de  las  cuales  las  altas  partea  con- 
tratantes convienen  hacer  especial  aplicación  á  esta  cuestión,  y  por  loa 
principios  del  derecho  de  gentes  qne,  sin  estar  en  desacuerdo  con  dichas 
reglas,  se  reconocieren  por  los  arbitros  como  aplicables  al  caso. 

REGLAS 

Todo  Gobierno  neutral  está  obligado: 

1,^  A  emplear  las  debidas  diligencias  para  impedir  el  armamento  de 
guerra  ó  el  equipo,  en  el  territorio  en  que  ejerza  jurisdicción,  de  todo  barco 
que  racionalmente  pueda  sospecharse  que  está  destinado  á  crucero  ó  á 
hacer  la  guerra  contra  una  potencia  con  la  que  dicho  Gobierno  se  haUe  en 
pas;  á  emplear  la  misma  diligencia  para  impedir  la  salida  de  sos  límites 
jurisdiccionales  de  cualquier  buque  destinado  á  crucero  ó  á  hacer  la  gue- 
rra, como  antes  hemos  dicho,  cuando  dicho  buque  hubiere  sido  especial- 
mente adaptado,  en  todo  ó  en  parte,  dentro  de  los  mencionados  límites  ju- 
risdiccionales, á  los  usos  de  la  guerra. 

2,^  A  no  permitir  ni  tolerar  que  uno  de  los  beligerantes  ose  de  sus 
puertos  ni  de  sus  aguas,  como  base  de  .  operaciones  marítimas  contra 
el  otro  beligerante,  ni  para  renovar  ó  aumentar  las  municiones  militares  y 
armamento,  ó  reclutar  allí  gente  para  la  guerra. 

3.0  A  ejercer  las  debidas  diligencias  en  sus  puertos  y  aguaa,  y  á  impe- 
dir que  nadie  viole,  dentro  de  su  jurisdicción,  las  obligaciones  y  deberes 
indicados. 

DECISIÓN  DBL  TRIBUNAL    ARBITRAL 

Vistos  los  arts.  6.o  y  7. o  del  tratado: 

Considarando:  Que  los  arbitros,  en  virtud  del  mencionado  art.  6.o,  es- 
tán obligados  á  ajustarse  en  la  decisión  de  las  cuestiones  que  les  están 
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flometidaB  á  las  tres  reglas  allí  enunciad aa,  y  á  los  principios  del  derecho 
de  gentes  qñe  sin  hallarse  en  desacuerdo  con  las  mismas  se  hubieren  re- 
conocido por  los  arbitros  como  de  aplicación  al  caso; 

Considerando:  Que  las  debidas  diligencias  de  que  se  habla  en  la  primera 
y  tercera  de  las  mencionadas  reglas  deben  emplearse  por  los  Gobiernos 
neutrales  en  razón  directa  de  los  perjuicios  que  para  uno  ú  otro  de  los  be- 
ligerantes pudieran  resultar  de  la  falta  de  observancia  por  su  parte  de  los 
deberes  de  la  neutralidad; 

Considerando:  Que  las  consecuencias  de  la  violación  de  neutralidad  co- 
metida por  la  construcción,  equipo  y  armamento  de  un  buque^  no  se  des- 
truyen por  el  hecho  de  que  el  beligerante  en  cuyo  provecho  se  violó  la  neu 
tralidad,  encomendase  después  á  dicho  buque  una  comisión  guberna- 
mental; 

Que  es,  en  efecto^  inadmisible,  que  la  canea  final  del  delito  llegara  á 
ser  motivo  de  la  absolución  del  delincnente,  y  que  de  la  obra  del  fraude 
realisado  surgiese  el  medio  de  declarar  inocente  al  engañador; 

Considerando:  Qae  el  privilegio  de  extraterritorialidad  concedido  á  los 
boques  de  guerra,  se  ha  introducido  en  el  derecho  público,  no  como  dere 
cho  absoluto,  sino  sólo  como  procedimiento  de  cortesía  y  de  deferencia  en- 
tre las  distintas  naciones,  y  que  no  puede  invocarse  para  cubrir  actos  con- 
trarios á  la  neutralidad; 

Considerando:  Que  la  falta  de  previo  aviso  no  puede  estimarse  como 
falta  de  los  miramientos  exigidos  por  el  derecho  de  gentes,  puebto  que  el 
buque  lleva  consigo  su  propia  condena; 

Considerando:  Que  para  atribuir  á  los  aprovisionamientos  de  carbón, 
carácter  contrario  á  la  segunda  regla,  concerniente  á  la  prohibición  de  que 
nn  puerto  ó  aguas  neutrales  sirvan  de  base  de  operaciones  marítimas  A 
una  de  las  partes  beligerantes,  es  preciso  que  dichos  aprovisionamientos 
se  refieran  á  circunstancias  particulares  de  tiempo,  personas  y  lugares  que 
concurran  á  darles  tal  carácter; 

Resultando:  £n  cuanto  al  buque  denominado  Alabama, . 
•  Que  de  todos  los  hechos  relativos  á  la  construcción  de  este  barco,  de- 
signado desde  luego  por  el  núm.  290,  en  el  puerto  de  Liverpool,  á  su  equipo 
y  armamento  en  las  costas  de  Terceira  por  los  cuidados  de  los  barcos 
el  Agripina  y  Bahamüy  procedentes  de  Inglaterra,  resulta  claramen- 
te que  el  Gobierno  de  la  Gran  Bretaña  descuidó  emplear  las  debidas  di- 
ligencias para  cumplir  sus  deberes  de  neutralidad,  puesto  que,  á  pesar 
de  las  advertencias  y  reclamaciones  oficiales  de  los  agentes  diplomáticos 
de  los  Estados  Unidos  durante  la  construcción  del  290,  dicho  Gobierno 
no  tomó  las  medidas  convenientes  en  tiempo  útil  y  que  las  adoptadas  al 
fin  para  detener  al  mencionado  buque  fueron  ordenadas  tan  tardíamente 
que  fué  imposible  su  ejecución; 

Resultando:  Que  las  medidas  tomadas  después  de  la  evasión  de  dicho 
baque  para  perseguirlo  y  detenerlo,  fueron  tan  incompletas  que  no  produ- 
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nombre  de  Shenandoahj  cenia  de  la  isla  de  Madera,  reenlta  que  no  podría 
a4siUMr8e  al  Gobierno  de  S.  M.  Británica  de  haber  descuidado  basta  enton- 
ces el  empleo  de  las  debidas  diligencias  para  cumplir  nus  deberes  de  neu- 
tralidad; 

Pero  atendiendo  á  que,  de  todos  los  hechos  relativos  á  la  estancia  de! 
Shenandoah  en  Melbourne,  y  especialmente  al  aumento  clandestinamente 
realisado — ^lo  cual  se  ha  admitido  por  la  parte  del  Gobierno  británico—de 
BU  tripulación  en  dicho  puerto,  y  que  de  ello  resulta  que  hubo  negligencia 
eo  las  autoridades  británicas; 

Por  tales  motivos,  el  Tribunal  opina  por  unanimidad: 

Que  la  Gran  Bretaña  no  ha  faltado  por  acción  ni  por  omisión  á  los  de- 
beres enunciados  en  las  tres  reglas  del  art.  6.0  del  tr^do  de  Washington^ 
ó  reconocidos  por  los  principios  del  derecho  de  gentes  que  no  están  en 
contradicción  con  estas  reglas,  en  cuanto  al  buque  denominado  Shenandoahy 
anteriormente  á  su  entrada  en  el  puerto  de  Melbourne; 

Y  por  mayoria  de  tres  votos  contra  dos: 

Que  la  Gran  Bretaña  ha  faltado  por  omisión  á  los  deberes  prescritos 
en  las  reglas  2.^  y  S.<^  ya  dichas,  en  cuanto  á  ese  mismo  buque,  posterior- 
mente á  su  entrada  en  Hobson's  Bay,  y  que  ha  contraído  responsabilidad 
por  los  actos  que  cometió  después  de  su  partida  de  Melbourne  en  10  de 
Febrero  de  1866. 

En  cuanto  á  los  barcos  Tuacaloosay  (Tender  del  Alabama)^  Clarence^  Ta- 
cony^  Archer,' {Tendera  del  Florida), 

El  Tribunal  opina  unánimemente:  Que  debiendo  considerarse  los  Ten- 
dem  ó  embarcaciones  auxiliares  como  accesorias,  han  de  seguir  forzosa- 
mente la  suerte  de  los  barcos  principales  y  someterse  á  las  mismas  res- 
ponsabilidades que  se  exijan  á  éstos. 

En  cuanto  al  buque  denominado  BetrihuHon, 

£1  Tribunal,  por  mayoria  de  tres  votos  contra  dos,  opina:  Que  la  Gran 
Bretaña  no  ha  faltado  por  acción  ni  omisión  á  los  deberes  enunciados  en 
las  tres  Reglas  del  art.  6.0  del  Tratado  de  Washington  ó  reconocidos  por 
los  principios  del  derecho  de  gente«  que  no  se  hallen  en  desacuerdo  con 
dichas  Reglas. 

En  cuanto  á  los  buques  denominados  Oeorgia,  Sumter,  Naschville,  Ta- 
Uaháasee  y  Chichamanga, 

El  Tribunal  decide  por  unanimidad:  Que  la  Gran  Bretaña  no  ha  fal- 
tado, por  acción  ni  omisión,  á  los  deberes  enunciados  en  las  tres. Regla» 
del  art.  6.0  del  Tratado  de  Washington,  ó  reconocidos  por  los  principios 
del  derecho  de  gentes  que  no  son  incompatibles  con  dichas  Reglas. 

En  cuanto  á  los  buques  denominados  Sallie,  Je/fer9on  Davis,  Music 
Boston  y  F.  H.  Joy, 

El  Tribunal  acuerda  por  unanimidad: 

Eliminarlos  de  sus  deliberaciones  por  falta  de  pruebas. 

En  cuanto  á  la  demanda  de  indemnización  formulada  por  los  Estados 
Unidos, 
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£Í  Tribunal,  considerando:  Qae  los  «gastos  de  persecución»  de  los  cru- 
ceros confederados  deben  confundirse  con  los  generales  de  la  guerra  sos- 
tenida por  los  Estados  Unidos; 

Decide,  por  mayoría  de  tres  votos  contra  dos, 

Que  no  debe  adjudicarse  suma  alguna  á  los  Estados  Unidos  á  título  de 
indemnización  por  este  particular. 

Considerando:  Que  los  «beneficios  ó  provechos  eventuales»  no  pueden 
ser  objeto  de  compensación  por  tratarse  de  cosas  futuras  é  inciertas^ 

Decide  por  unanimidad:  Que  no  debe  adjudicarse  á  los  Estados  Unidos 
suma  alguna  á  título  de  indemnización  por  este  particular; 

Considerando:  Que  para  establecer  equitativa  compensación  de  loe 
perjuicios  sufridos,  es  necesario  descartar  las  «reclamaciones  dobles»  y  no 
admitir  las  hechas  por  «fletes»,  sino  en  cuánto  representen  sólo  loe 
«netos*; 

Considerando:  Que  es  justo  y  razonable  el  abono  de  intereses  en  pro 
porción  equitativa; 

Considerando:  Que  con  arreglo  Hl  espíritu  y  letra  del  Tratado  de  Was- 
hington, es  preferible  adoptar  el  sistema  de  la  adjudicación  de  una  snnm 
en  junto  á  deferir  al  Consejo  de  Asesores,  previsto  en  el  art.  10  del  men- 
cionado Tratado,  las  discusiones  y  deliberaciones  ulteriores,  y  usando  de 
las  facultades  que  le  están  conferidas  por  el  art.  7.<>  del  mismo; 

£1  Tribunal,  por  mayoría  de  cuatro  votos  contra  uno, 

Adjudica  á  los  Estados  Unidos  la  suma  en  junto  de  quince  milloiMW 
quinientos  mil  doUars  Isn  oro,  á  título  de  indemaizaeión  qoe  la  Gr^n  Bre- 
taña deberá  pagar  por  todas  las  reclamaciones  eometidas  al  Tribunal,  oon- 
forme  á  las  prescripciones  del  citado  art.  7.^ 

Y  con  arreglo  al  art.  11  de  dicho  Tratado, 

El  Tribunal:  Declara  entera,  absoluta  y  definitivamente  arregledas 
todas  las  reclamaciones  mencionadas  en  el  Tratado  y  que  le  han  sido  m>- 
metidas. 

Declara,  además,  que  cada  una  de  las  expresadas  reclamaciones,  haya 
seie  ó  no  notificado,  hecho,  presentado  ó  sometido,  está  y  queda  definiti- 
vamente arreglada,  anulada  é  inadmisible  para  lo  sucesivo. 

En  fe  de  lo  cual  expiden  y  firman  por  duplicado  la  presente  Acta  de 
Decisión  los  Arbitros  que  le  han  prestado  su  asentimiento,  de  conformi- 
dad todo  con  el  art.  7. o  del  tratado  de  Washington. 

Hecho  y  deliberado  en  el  Hotel  de  ville  de  Ginebra  (Suiza)  el  día 
catorce  del  mes  de  Septiembre  del  afio  de  Nuestro  Señor,  mil  ochocientos 
setenta  y  dos. 

(Firmado).  C,  F,  4áa»w.— (Firmado).  Frederic  8c¿opú. ^(Firmado).  Stmm- 
í>/íi.— (Firmado).  ViconUe  d'Itajabá, 
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hasta  el  día.  Contiene  además  la  Ley  Provisional  para  la  aplicación  ( 
digo  j  Ib  parte  de  la  de  Enjuiciamiento  criminal  de  22  de  Diciem 
1 RT3  que  le  eirve  de  complemento.  Un  tomo  de  200  páginas  más  < 
edición  anterior,  3'50   pesetas  en  tela,  y  4  paata,  en  Madrid. 

Ley  de  Enjnlci amiento  cItII  para  las  islas  Filipinas,  aprobac 
Real  orden  de  3  de  Febrero  de  1888,  concordada  con  la  de  la  Per 
7  anotada  con  la  jurisprudencÍH  del  Tribunal  Supremo  y  demás 
siciones  legales,  con  once  Apéndices  y  un  extenso  Índice  alfabétíco; 
da  edición  de  1895.  Un  tomo  encuadernado  en  pasta,  S  pesetas  en  & 

Legislación  notarial  vigente  en  Filipinas.  Comprende  la  Ley  de 
riado  de  IS  de  Febrero  de  166Í;  el  Reglamento  para  su  ejecución  de 
Abril  de  1890,  y  la  Instrucción  general  sobre  la  maneta  de  redac 
instrumenioe  públicos  sujetos  á  Registro,  la  demarcación  notaría 
rios  Apéndices  y   modelos;  S'óO  pesetas  en  Madrid  encuadernada  e 

Ordenaniag  de  la  Renta  de  Aduanas,  vigentes  en  las  islas  Fil 
anotadiiB  y  adicionadas  con  varías  di  spo  si  dones  aclaratorias  y  c 
mentarlas;  3   pesetas  en  Madrid,  en  tela. 

Reglamento  de  las  carreras  civiles  de  Ultramar,  con  notas  y 
dices  que  contienen  varias  disposi clones  qae  aclaran  ó  modiñcan 
aquél  preceptuado,  y  las  referentes  á  las  carreras  jadicial  y  fiscal 
seta,  rústica,  en  Madrid. 

Arancelesjadlclalesparalos  negocios  civiles,  (Decreto  de  18  d 
de  1893);  1  peseta,   rústica,  en   Madrid. 

ídem  fd.  en  los  negocios  cnminales,  (Decreto  de  18  de  Mayo  de 
1  peseta,  rústica,  en  Madrid. 

El  procedimiento  administrativo  en  los  negroeios  de  Ultranai 
uiíado  por  Heal  decreto  de  Si  de  Septiembre  de  1888.  y  la  Ley  de 
tencioéo  adminitíratiiio  hecha  extensiva  á  las  islas  de  Cuba,  Puerto 
Filipinas  por  Real  decreto  de  23  de  Noviembre  de  1888.  Contiene  t 
la  Ley  orgánica  del  Consejo  de  Estado  y  el  Reglamento  para  el  ri 
interior  del  mismo.  —Precio:  2  pesetas  en  tela  en  Madrid. 

Compilación  de  las  disposiciones  orgánicas  de  la  Administrac 
justicia  en  las  provincias  de  Ultramar,  precedida  de  una  Introc 
histórica,  anotada  y  concordada  con  la  legislación  anterior  y  la  de 
ninsnla  y  con  las  leyes  procesales,  y  seguida  de  varios  Apéndicei 
prensivos  de  la  ley  do  uniGcacíón  de   tS  de  Agosto  de  1885,  el  i 


^ 


